
LEY FEDERAL DE PROTECCION 
AL CONSUMIDOR

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo 
Vieyra:

El siguiente punto del orden del día es la primera lectura al
dictamen con proyecto de decreto por el que se reforman,
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Fe-
deral de Protección al Consumidor, publicado en la Gace-
ta Parlamentaria.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LIX Legislatura.— Comisión de
Economía.

Dictamen de la Comisión de Economía, con proyecto de
decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diver-
sas disposiciones de la Ley Federal de Protección al Con-
sumidor.

HONORABLE ASAMBLEA: 

A la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados del
H. Congreso de la Unión, correspondiente a la LIX Legis-
latura, le fue turnada para su estudio y dictamen, la MI-
NUTA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE
SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVER-
SAS DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL DE PRO-
TECCIÓN AL CONSUMIDOR, enviada por el Senado de
la República, el 18 de noviembre de 2003. 

La Comisión de Economía de la LIX Legislatura, con fun-
damento en los artículos 39 y 45 numeral 6 incisos d), e) y
f) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, así como en los artículos 58, 60, 87, 88
y 94, del Reglamento Interior para el Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, se abocó al estudio y aná-
lisis de la Minuta descrita, al tenor de los siguientes: 

ANTECEDENTES 

PRIMERO. Que en sesión celebrada en esta Cámara de
Diputados, el día 18 de noviembre de 2003, los CC. Secre-
tarios de la misma, dieron cuenta al pleno de la Minuta que
remitió el Senado de la República. El C. Presidente de la
Mesa Directiva acordó dar el siguiente trámite: “Túrnese a
la Comisión de Economía”. 

SEGUNDO. Que mediante oficio CE/0166/03 de fecha 19
de noviembre de 2003, se dio cuenta a los integrantes de la
Comisión de Economía del contenido de esta Minuta. 

TERCERO. Que la Minuta en estudio, corresponde a las
Iniciativas presentadas en esta Cámara de Diputados en la
LVIII Legislatura, las cuales fueron dictaminadas por la
Comisión de Comercio y Fomento Industrial: 

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 24 Y 26 DE LA
LEY FEDERAL DE PROTECCION AL CONSUMIDOR,
PARA DAR MAYORES FACULTADES A LA PROFE-
CO, presentada el 21 de noviembre de 2002, por el C. Di-
putado Alfredo Hernández Raigosa del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática, y 

QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS
DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL DE PROTEC-
CIÓN AL CONSUMIDOR, presentada el 9 de diciembre
de 2002, por el C. Lic. Vicente Fox Quesada, Presidente
Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos.

CUARTO. Que el 25 de marzo de 2003, el Pleno de esta
Cámara de Diputados aprobó el Dictamen de la Comisión
de Comercio y Fomento Industrial del PROYECTO DE
DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIO-
NAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE
LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMI-
DOR, por 396 votos a favor y 13 en contra, y paso al Se-
nado de la República para sus efectos Constitucionales. 

QUINTO. Que en la Cámara de Senadores, las Comisio-
nes de Comercio y Fomento Industrial, de Vivienda, y de
Estudios Legislativos Primera, fueron las designadas para
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dictaminar este proyecto, realizándole diversas adecuacio-
nes, con el objeto de ampliar y reforzar las facultades de la
Procuraduría Federal del Consumidor, y dotándola así, de
instrumentos jurídicos más eficientes para cumplir con su
función de defensa del consumidor. 

SEXTO. Que el 13 de noviembre de 2003, el Senado de la
República aprobó el PROYECTO DE DECRETO POR EL
QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DI-
VERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL DE
PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR, con modificaciones,
por 87 votos a favor, ninguno en contra y ninguna absten-
ción, y devolvió a esta Cámara de Diputados, la Minuta de
referencia, de conformidad con lo dispuesto en el inciso e)
del artículo 72 Constitucional. 

ANÁLISIS DE LA MINUTA 

Este Proyecto de Decreto es una reforma integral, donde es
necesario destacar los principales rubros que contiene y
que se describen a continuación: 

I. Protección al consumidor intermedio 

Se amplía la aplicación de la ley a los denominados “con-
sumidores intermedios”, que son aquellas personas físicas
y morales como microempresas que adquieren, almacenan,
utilizan o consumen bienes o servicios con objeto de inte-
grarlos en procesos de producción, transformación, comer-
cialización o prestación de servicios a terceros, con un
monto máximo de operación motivo de la reclamación de
$300,000.00. 

Lo anterior, de conformidad con la Ley para el Desarrollo
de la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Em-
presa y de la Ley Federal para el Fomento de la Microin-
dustria y la Actividad Artesanal, respectivamente, a fin de
proteger también su economía. 

II. Competencia de la Profeco 

En el artículo 5º se precisa la competencia de la Procura-
duría Federal del Consumidor (Profeco) para conocer so-
bre reclamaciones derivadas de los servicios mercantiles
que presten las instituciones u organizaciones cuya super-
visión y vigilancia está a cargo de las Comisiones Nacio-
nales Bancarias y de Valores; Seguros y Fianzas; del Siste-
ma del Ahorro para el Retiro o de cualquier otro órgano de
regulación, de supervisión o de protección y defensa de-
pendiente de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

III. Fortalecimiento de atribuciones de la Profeco 

En el artículo 24, fracción XII, se establece la atribución de
la Profeco para celebrar acuerdos interinstitucionales, con-
forme a lo dispuesto por la Ley Sobre la Celebración de
Tratados. 

En el artículo 24, fracciones XIV y XIX se atribuye a la
Profeco la facultad expresa de vigilar y verificar, en el ám-
bito de su competencia, el cumplimiento de la Ley Federal
Sobre Metrología y Normalización y para aplicar las san-
ciones y medidas establecidas en dicho ordenamiento. Lo
anterior, con objeto de evitar las impugnaciones que en el
ámbito del Poder Judicial de la Federación se realizan res-
pecto de las actuaciones de la Procuraduría sustentadas en
dicha ley. 

Por otra parte, la Minuta faculta a la Profeco en el artículo
24, fracción XIV bis, para verificar que las pesas, medidas
y los instrumentos de medición que se utilicen en transac-
ciones comerciales, industriales o de servicios, sean los
adecuados y, en su caso, realizar el ajuste de dichos instru-
mentos en los términos de la Ley Federal Sobre Metrología
y Normalización. 

IV. Presentación de quejas o reclamaciones 

Se establece la flexibilidad necesaria a efecto de que el
consumidor pueda desahogar las quejas o reclamaciones en
el lugar de los hechos motivo de las mismas, en el de su
domicilio, el del proveedor, o en el que el consumidor
desa-rrolla su actividad habitual. La Minuta propone, ade-
más, la modernización de los medios a través de los cuales
el consumidor puede presentar las quejas o reclamaciones,
como la vía telefónica, electrónica o cualquiera otro medio. 

V. Medidas Precautorias 

Se incorporaran una serie de medidas precautorias (coloca-
ción de sellos, suspensión de la publicidad, inmovilización
de productos, etc.) que permitan a la Profeco evitar que se
lesionen los intereses y derechos de los consumidores ante
prácticas comerciales poco transparentes, sin necesidad de
tener que aplicar supletoriamente otras leyes. 

VI. Acciones de grupo 

Se precisa la intervención de la Profeco, respecto de este
tipo de acciones, acotando la facultad discrecional que ac-
tualmente le confiere la ley y estableciendo que las mismas



se ejercerán en función de la gravedad y el número de re-
clamaciones que se hubieren presentado en contra de un
proveedor. De esta manera, se establece la opción al con-
sumidor para que directamente pueda presentar el inciden-
te correspondiente, o bien, para que la Procuraduría lo ha-
ga en su representación. 

VII. Publicidad e información 

Se amplía el alcance del artículo 32 de la ley, para incluir
la información o publicidad relativa a marcas y denomina-
ciones de origen, a efecto de que la misma se ajuste a los
criterios de veracidad a que se refiere dicho precepto. Asi-
mismo, se define la publicidad engañosa o abusiva. 

Respecto a la comparación de precios, tema que afecta tan-
to al consumidor como a los proveedores, se consideró ne-
cesario establecer las bases de una política de comparación
de precios a través de los lineamientos que para tal efecto
expida la Procuraduría y en los que se puedan precisar las
reglas de la publicidad comparativa. 

VIII. Autofinanciamiento 

Se reforma el artículo 63 de la ley actual, con objeto de es-
tablecer que los sistemas de comercialización consistentes
en la integración de grupos de consumidores que aportan
periódicamente sumas de dinero para ser administradas por
un tercero, únicamente podrán operar para efectos de ad-
quisición de bienes determinados o determinables, sean
muebles nuevos o inmuebles destinados a la habitación o a
su uso como locales comerciales. 

La propuesta de reformas requiere la autorización de la Se-
cretaría de Economía para la operación de empresas de au-
tofinanciamiento, misma que se otorgará previo cumpli-
miento de diversos requisitos tendientes a garantizar el
adecuado funcionamiento de estos mecanismos en benefi-
cio de los consumidores. Así, el solicitante deberá, entre
otras cosas, acreditar su capacidad administrativa y demos-
trar la viabilidad económica, financiera y operativa del sis-
tema, presentando para ello un plan general y un manual
que detalle los procedimientos de su operación. Cabe des-
tacar que quienes obtengan la autorización respectiva de-
berán registrar los contratos de adhesión que pretendan uti-
lizar ante la Profeco. 

De igual manera, estas reformas establecen que sólo po-
drán dedicarse al autofinanciamiento las empresas cuyo
objeto social sea únicamente el de administrar dichos siste-

mas de comercialización, previo cumplimiento de requisi-
tos específicos para su operación. Asimismo, y por protec-
ción a los consumidores, se establece qué personas no po-
drán participar en la administración, dirección y control de
estas empresas. Con ello, se pretende fortalecer al sector,
tratando de evitar la presencia de empresas que no tengan
la capacidad y la experiencia requeridas para operar ade-
cuadamente. 

Por lo que se refiere a los instrumentos de apoyo para la ad-
ministración de los sistemas de comercialización, los pro-
veedores podrán utilizar cualquiera de las figuras previstas
por las diversas leyes y celebrar los contratos que en su
caso correspondan, en los términos de lo que también de-
termine el reglamento respectivo. 

Para reforzar la protección al consumidor, se consideró im-
portante precisar que el proveedor será responsable de que
el consumidor reciba el bien contratado en el plazo y con-
forme a las condiciones establecidas en el contrato de ad-
hesión respectivo, debiéndole responder del incumplimien-
to de cualquier cláusula contractual. De igual forma, se
incorpora la prohibición legal en el sentido de que el pro-
veedor no podrá cobrar al consumidor penalización alguna
si éste se retira del grupo respectivo con motivo de cual-
quier incumplimiento imputable al referido proveedor. 

Por otra parte, se busca fortalecer la normatividad prohi-
biendo grupos cuyos contratos de adhesión no venzan en la
misma fecha (abiertos), la fusión de grupos y la reubica-
ción de consumidores de un grupo a otro. La existencia de
grupos abiertos o la fusión de grupos puede derivar en es-
quemas piramidales, los cuales tienen la característica de
retardar la manifestación de los problemas reales. Cuando
un grupo abierto funciona con pérdidas, los nuevos miem-
bros que se incorporan a aquél heredan los problemas sin
tener la menor información al respecto por parte de las em-
presas, lo que podría equipararse a un engaño o a un frau-
de; situación similar puede suceder cuando se transfieren
consumidores de un grupo a otro. Dichas prohibiciones
tienden a evitar la incertidumbre y un riesgo potencial muy
importante para el patrimonio del consumidor. De igual
manera, se desea evitar que ante problemas de administra-
ción de una empresa, ésta pretenda ocultarlos o retardar su
manifestación, mediante la fusión de grupos o la reubica-
ción de consumidores. Además, ello puede perjudicar a los
consumidores cumplidos de un grupo con la incorporación
en el mismo de consumidores incumplidos de otros grupos,
según lo expresado en el párrafo anterior. 
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Por último, se establece que la Profeco podrá determinar la
suspensión temporal de la celebración de nuevos contratos
cuando él o los proveedores hubieren incurrido de manera
grave o reiterada en violaciones a las disposiciones aplica-
bles. Asimismo, se establecen las causas por las que la Se-
cretaría podrá revocar la autorización otorgada a un provee-
dor, entre las que destacan el indebido registro contable de
las operaciones, la pérdida de la capacidad administrativa
de la empresa o de la viabilidad económica, financiera y
operativa del sistema. 

IX. Problemática inmobiliaria 

Se modifica el artículo 73 con objeto de ampliar la cober-
tura de aplicación de la ley, a los proveedores que sean
fraccionadores, constructores, promotores y demás perso-
nas que intervengan en la asesoría y venta al público de vi-
viendas destinadas a casa habitación o cuando otorguen al
consumidor el derecho de usar inmuebles mediante el sis-
tema de tiempo compartido. 

Se obliga a que los contratos relacionados con las activida-
des señaladas deberán registrarse ante Profeco. De igual
forma, se imponen los requisitos que debe contener estos
contratos con el propósito de señalar la información y do-
cumentación básica que el proveedor deberá proporcionar
al consumidor en el caso de operaciones de compra-venta
de inmuebles, entre las que destaca el título de propiedad
del inmueble, el proyecto ejecutivo, pago de contribucio-
nes y servicios, autorizaciones de uso de suelo, licencias de
construcción, etcétera. 

Adicionalmente, se establecen los requisitos mínimos que
deberán satisfacer los contratos que deban registrarse ante
Profeco, mismos que entre otras cosas, tendrán que indicar
claramente los derechos y obligaciones del proveedor y del
consumidor, así como lo relativo a las garantías para el
cumplimiento de los contratos y las penas convencionales
aplicables a ambos. 

X. Procedimientos de verificación y vigilancia 

Se modifican y adicionan diversos artículos para diferen-
ciar los procedimientos aplicables que puede llevar la Pro-
feco en sus acciones de verificación y vigilancia. 

Se establece que para la verificación y vigilancia que reali-
ce la Procuraduría, ésta actuará conforme a lo dispuesto en
la ley y conforme al procedimiento previsto en la Ley Fe-
deral de Procedimiento Administrativo. Asimismo, se se-

ñala claramente que en materia de verificación y vigilancia
del cumplimiento de normas oficiales mexicanas, se estará
a lo dispuesto por la Ley Federal sobre Metrología y Nor-
malización. Por último, se dispone que la Profeco podrá
practicar verificaciones aún tratándose de vehículos en
tránsito. 

Con las propuestas planteadas se pretende superar la emi-
sión de resoluciones desfavorables tanto del Tribunal Fe-
deral de Justicia Fiscal y Administrativa, como de los juz-
gados y tribunales del Poder Judicial de la Federación, en
las que hasta ahora se ha cuestionado la competencia y fa-
cultades de la Procuraduría en esta materia. En este senti-
do, la precisión de los procedimientos permitirá otorgar
mayor transparencia a la actuación de la autoridad, así co-
mo mayor seguridad jurídica a los particulares a quienes se
instruyan este tipo de procedimientos. 

XI. Publicación de modelos de contratos de adhesión 

Se establece que la Procuraduría podrá publicar en el Dia-
rio Oficial de la Federación modelos de contratos de adhe-
sión que podrán ser utilizados por los proveedores, quienes
sólo darán aviso a aquélla de su utilización, reduciendo trá-
mites y acortando plazos para el cumplimiento de la ley. 

XII. Bonificación o compensación 

Con objeto de dotar al consumidor de un mecanismo ad-
ministrativo y ágil que le permita hacer efectivos de una
manera más eficaz sus derechos, a diferencia de lo que
ocurre con la reclamación de daños y perjuicios ante ins-
tancias judiciales, se propone que en determinados casos,
la ley otorgue al consumidor el derecho de obtener una bo-
nificación o compensación como consecuencia de la afec-
tación de sus intereses legales por los proveedores: 

A. Por falta de veracidad en las condiciones prometidas o
sugeridas por el proveedor, así como por incumplimiento
de una promoción u oferta. 

B. Cuando se trate de productos o servicios potencialmen-
te peligrosos para el consumidor y el proveedor no incluya
un instructivo que advierta sobre sus características noci-
vas y explique el uso recomendado y los posibles efectos
de su aplicación inadecuada. 

C. Por el suministro de partes y refacciones sujetas a nor-
mas de cumplimiento obligatorio y que no cumplan con los
requisitos correspondientes. 



D. Cuando con motivo de la deficiencia de un servicio de
mantenimiento o reparación, un bien se pierda o deteriore
de tal modo que resulte inapropiado para su uso. 

E. Cuando la cosa u objeto del contrato tenga defectos o vi-
cios ocultos que la hagan impropia para los usos a que ha-
bitualmente se destine, o no ofrezca la seguridad que se es-
pere de ella y de su uso razonable. 

F. 1)Cuando la cantidad entregada sea menor a la indicada
en el envase o cuando se utilicen instrumentos de medición
que no cumplan con las disposiciones aplicables; 

2) Cuando no se cumpla con las normas oficiales mexica-
nas aplicables, y 

3) Cuando el bien reparado no quede en estado adecuado
para su uso dentro del plazo de garantía.

XIII. Dictamen técnico 

Con la finalidad de otorgar al consumidor una efectiva pro-
tección de sus derechos en aquellos casos en que el prove-
edor incumplido no acceda a la conciliación, se establece
que la Procuraduría podrá emitir un dictamen técnico en el
que se cuantificará la obligación contractual y que tendrá el
carácter de título ejecutivo. De este modo, el consumidor
podrá hacer cumplir sus derechos ante la instancia judicial
de manera más accesible y sin perjuicio de que la Profeco
continúe con el procedimiento para sancionar al proveedor
en los casos en que su conducta viole la Ley. 

XIV. Actualización de sanciones y medidas de apremio 

Se modifica el criterio para la cuantificación de multas, es-
tableciéndose que las mismas habrán de referirse en canti-
dades fijas, para lo cual la Profeco actualizará cada año las
referidas multas en concordancia con la inflación median-
te el empleo del índice nacional de precios al consumidor
publicado por el Banco de México. Los nuevos montos de
las multas, son los siguientes: 

A. De $150.00 a $480,000.00; 

B. De $300.00 a $960,000.00, y 

C. De $450.00 a $1,760,000.00. 

D. En los casos particularmente graves, la sanción oscila-
ría de $90,000.00 a $2,520,000.00. 

E. Las anteriores sanciones se duplicarán en caso de rein-
cidencia.

XV. Casos particularmente graves para la imposición
de sanciones 

Con el objetivo de superar las tesis de los diversos tribuna-
les federales, incluso las relativas a problemas de inconsti-
tucionalidad, y con el propósito de evitar que se estime que
la Profeco tiene un amplio margen de discrecionalidad en
la imposición de sanciones relevantes, se indican los casos
que se considerarán particularmente graves, para efectos de
sancionar con clausura de un establecimiento, misma que
podrá ser hasta de 90 días, total o parcial: 

A. Aquellos que de seguir operando el proveedor, se pu-
dieran afectar los derechos e intereses de un grupo de con-
sumidores; 

B. Cuando la infracción de que se trate pudiera poner en
peligro la vida, la salud o la seguridad de un grupo de con-
sumidores; 

C. Aquellas infracciones que se cometan en relación con
bienes, productos o servicios que por la temporada o las
circunstancias especiales del mercado afecten los derechos
de un grupo de consumidores o constituyan una práctica
abusiva; 

D. Aquellas conductas que se cometan aprovechando la es-
casez, lejanía o dificultad en el abastecimiento de un bien
o en la prestación de un servicio; 

E. Cuando se trate de productos básicos de consumo gene-
ralizado, como alimentos, gas natural o licuado de petró-
leo, gasolina o productos sujetos a precios o tarifas esta-
blecidos o registrados por la Secretaría o por cualquier otra
autoridad competente; y 

F. La reincidencia en las conductas infractoras sancionadas
por el artículo 128 de la ley.

XVI. Condonación de multas 

A fin de garantizar la transparencia de las acciones de la
Profeco, se establece que en materia de verificación y vigi-
lancia no procede el ejercicio de la facultad de condonar,
reducir o conmutar multas. En el caso de reclamaciones
(servicios al consumidor) sólo procederá dicha figura en
tanto se satisfaga el interés del consumidor. 
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CONSIDERANDO 

PRIMERO. Que con base en los antecedentes indicados,
la Comisión de Economía, con las atribuciones antes seña-
ladas se abocó a dictaminar la Minuta de referencia. 

SEGUNDO. Que en 1976 entró en vigor la Ley Federal de
Protección al Consumidor, con lo que nacen el Instituto
Nacional del Consumidor (Inco) y la Procuraduría Federal
del Consumidor (Profeco), de esta manera, nuestro país se
colocó como el primero en latinoamericana en constituir un
organismo especializado en la procuración de justicia a fa-
vor de los consumidores, y el segundo, en expedir una ley
que defendía los intereses de los mismos. 

TERCERO. Que en 1992, se publicó la Nueva Ley Fede-
ral de Protección al Consumidor con un cambio sustancial
en materia de protección a los consumidores, fusionándose
el Inco y la Profeco para integrar funciones como el trámi-
te y conciliación de quejas y denuncias, la emisión de re-
soluciones administrativas, el registro de contratos de ad-
hesión, la protección técnico-jurídica a los consumidores,
la verificación y vigilancia de Normas Oficiales Mexica-
nas, pesas y medidas, instructivos y garantías; la supervi-
sión de precios oficialmente autorizados, establecidos o
concertados, las acciones de grupo, la disposición de pu-
blicidad correctiva; la organización y capacitación de los
consumidores y la educación para el consumo. 

CUARTO. Que este proyecto de reforma integral a la Ley
Federal de Protección al Consumidor, responde a los re-
cientes cambios en las relaciones de mercado en el país, el
rápido cambio tecnológico, el mayor dinamismo de la
competencia y la globalización de las empresas; convir-
tiéndose en un desafío para la política de protección del
consumidor. De este modo, la prevención es un elemento
fundamental para la protección de los derechos de los con-
sumidores. 

QUINTO. Que la apertura y liberalización de los merca-
dos en nuestro país, ha ocasionado un incremento impor-
tante en el número de empresas y proveedores, y con ello,
una creciente cantidad de nuevos productos y servicios tan-
to nacionales como extranjeros que se comercializan, un
aumento sustancial de la competencia por alcanzar una ma-
yor penetración de los mercados, nuevas prácticas publici-
tarias más agresivas y voraces, así como los cambios tec-
nológicos e informáticos en los canales de distribución,
todo lo anterior eleva de manera considerable, la cantidad

de transacciones comerciales que ponen en riesgo a los
agentes consumidores. 

SEXTO. Que la política de protección al consumidor, es el
medio para suavizar y corregir los efectos de las fallas de
los mercados, que por la gran variedad de productos, em-
presas y proveedores, aunado con el diferencial de precios
y de la calidad de los bienes y servicios, hacen que las re-
laciones de mercado sean cada vez más complicadas y nu-
merosas, y por la falta de información del consumidor, éste
es más susceptible de adquirir productos y servicios que no
satisfagan sus expectativas y necesidades. 

SÉPTIMO. Que la protección al consumidor debe ser me-
diante un instrumento legal, ágil, eficaz y acorde con la re-
alidad económica y social del país, que a su vez sea de uti -
lidad para los consumidores y proveedores, con la finalidad
de proporcionar a los participantes en los mercados mer-
cantiles, mejores reglas que permitan enriquecer y transpa-
rentar las relaciones de consumo junto con una mayor y
más protección al consumidor. 

OCTAVO. Que la Comisión de Comercio y Fomento In-
dustrial de la LVIII Legislatura de esta Cámara de Diputa-
dos, realizó numerosas modificaciones a las Iniciativas ori-
ginales, como consecuencia de las diversas propuestas,
recomendaciones y sugerencias de legisladores, funciona-
rios públicos, organismos y asociaciones empresariales, así
como sociales, con el propósito de brindar una mayor se-
guridad jurídica a los particulares, en sus relaciones de
consumo, pero sin perjudicar a las empresas. 

NOVENO. Que las Comisiones de Comercio y Fomento
Industrial, de Vivienda y de Estudios Legislativos Primera
de la Cámara Revisora, perfeccionaron 32 artículos de este
proyecto, producto de la consulta que realizaron a diversos
organismos, organizaciones y demás sectores que manifes-
taron su interés en que se revisara el contenido de estas re-
formas, junto con las aportaciones de CC. Senadores inte-
resados en la protección al consumidor, entre lo que
destaca lo siguiente: 

a) Ampliación de la protección para las personas morales
que tuviesen el carácter de consumidor intermedio. 

b) Precisión del ámbito de competencia de la Profeco. 

c) Aclaración de las atribuciones de la Profeco para verifi-
car los precios. 



d) Establecimiento de los criterios para la aplicación de las
medidas precautorias. 

e) Resaltar la importancia de las instituciones nacionales de
educación superior como órganos de consulta para la ela-
boración de los planes y programas de trabajo que la Pro-
curaduría. 

f) Establecer las bases para la política de comparación de
precios. 

g) Autofinanciamiento: 

• Autorización de la Secretaría de Economía para la opera-
ción de estas empresas. 

• Registrar los contratos de adhesión. 

• Solamente podrán participar las empresas cuyo objeto so-
cial sea únicamente el de administrar dichos sistemas de
comercialización. 

• Se establece qué personas no podrán participar en la ad-
ministración, dirección y control de estas empresas. 

• Ampliar las opciones bajo las cuales puedan operar los
sistemas de autofinanciamiento inmobiliario; inmuebles
destinados a la habitación y al uso comercial. 

• Prohibición de constituir grupos en los que se comercia-
licen bienes distintos o destinados a un uso diferente. 

• Plazo de quince años para los autofinanciamientos inmo-
biliarios. 

• Precisar que el proveedor será responsable de que el con-
sumidor reciba el bien contratado en el plazo y conforme a
las condiciones establecidas en el contrato de adhesión. 

• Prohibición de cobrar al consumidor penalización alguna
si éste se retira del grupo respectivo con motivo de cual-
quier incumplimiento imputable al referido proveedor. 

• Prohibición de la formación de grupos cuyos contratos de
adhesión no venzan en la misma fecha (abiertos), la fusión
de grupos y la reubicación de consumidores de un grupo a
otro. 

h) Inmobiliario: 

• Eliminar la imposición de llevar a cabo un registro de per-
sonas dedicadas a estas actividades, a fin de evitar mayor
carga administrativa a la Profeco. 

• Aclarar las obligaciones que el proveedor tendrá que
cumplir en la etapa de preventa. 

• En operaciones a crédito se deberá señalar al consumidor
una proyección del monto a pagar; además de precisar la
tasa de interés de referencia y la fórmula para el cálculo de
dicha tasa. 

i) Contratos de adhesión: 

• Deberán contener una cláusula en la que se atribuya com-
petencia a la Procuraduría en el ámbito administrativo,
para la solución de conflictos que deriven de los mismos. 

• La posibilidad de cancelación de registro del contrato de
adhesión cuando con posterioridad al mismo se desprenda
que contiene disposiciones contrarias a la Ley Federal de
Protección al Consumidor o a las normas oficiales mexica-
nas. 

• Los proveedores podrán prestar un servicio adicional o
conexo al contrato original, sólo si cuentan con el consen-
timiento expreso del consumidor. 

• El proveedor sólo dará aviso a Profeco de adoptar la uti-
lización de dicho modelo, sin necesidad de cumplir con el
procedimiento tradicional de su registro. 

• Precisar que los contratos que no se registren cuando
exista la obligación para ello, no producirán efectos contra
el propio consumidor. 

• Establecer la obligación de que los contratos en cuestión
indiquen el número de registro otorgado por la Procuradu-
ría. 

j) En materia de verificación y vigilancia se precisa el con-
tenido y alcance del artículo 96 para el efecto de incluir la
aplicación de la Ley Federal sobre Metrología y Normali-
zación y aclarar lo relativo a la verificación de productos
durante su transportación. 

k) Establecer una regla de notificación acorde con los cri-
terios que la ley ya prevé, así como los lugares en donde se
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podrán efectuarse las notificaciones personales y las perso-
nas con las que deberán entenderse. 

l) Precisar las condiciones para que el dictamen técnico que
constituya título ejecutivo a favor del consumidor, pueda
hacerse exigible ante la autoridad judicial. 

m) Reducir el límite superior de las multas a que se refie-
ren los artículos 126, 127, 128 y 128 BIS, con el objeto que
las multas no alcancen montos que al ser aplicadas puedan
poner en riesgo la estabilidad financiera del proveedor y,
con ello, entrañara un estímulo negativo para la generación
de empleos.

DÉCIMO. Que los cambios a las Iniciativas originales en
su momento, y a la Minuta más adelante, son producto del
consenso de todas las fracciones parlamentarias y de los
sectores productivos, comercializadores y de servicios del
país, lo que garantiza que las reformas en la legislación de
la protección al consumidor, contengan avances significa-
tivos como ampliación, fortalecimiento, crecimiento, mo-
dernidad, accesibilidad y seguridad. 

DÉCIMO PRIMERO. Que los CC. Diputados integrantes
de la Comisión de Economía que dictamina, reconocen y
concluyen que la Minuta del Senado contiene propuestas y
modificaciones que enriquecen este proyecto, con el obje-
tivo de proteger al consumidor a través del fortalecimiento
de las facultades de la Profeco, garantizando con ello, que
la responsabilidad que tiene encomendada se realice en un
marco de legalidad actual y moderna. Por tal motivo, esta
Comisión Dictaminadora hace suyos los motivos expresa-
dos por la Colegisladora y también se manifiesta por la ne-
cesidad de aprobar este Dictamen. 

RESUELVE 

PRIMERO. Que con fundamento en los considerandos
vertidos en el presente Dictamen, se aprueba la Minuta con
Proyecto de Decreto por el que se Reforman, Adicionan y
Derogan Diversas Disposiciones de la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor, como la remitió el Senado de la Re-
pública. 

SEGUNDO. La Comisión de Economía, presenta al Pleno
de esta Honorable Asamblea para su análisis, discusión y,
en su caso aprobación, el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFOR-
MAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPO-
SICIONES DE LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN
AL CONSUMIDOR 

ARTÍCULO ÚNICO.- SE REFORMAN el primero y se-
gundo párrafos y las fracciones I, V, VI, y VIII del artículo
1; las fracciones I, III y IV del artículo 2; el primer párrafo
del artículo 5; el artículo 6; el artículo 7; el primer párrafo
del artículo 8; el artículo 9; el artículo 13; el artículo 16; el
artículo 17; el artículo 18; el primer párrafo del artículo 19;
el artículo 21; la fracción III del artículo 23; las fracciones
V, VIII, XII, XIII, XIV, XVI, XVIII, XIX, XX y XXI del
artículo 24; el primer párrafo y las fracciones I y II del ar-
tículo 25; la fracción I y el segundo párrafo que pasa a ser
tercero del artículo 26; las fracciones I, IV, VII y X del ar-
tículo 27; el artículo 31; el artículo 32; las fracciones I, II y
el segundo párrafo del artículo 35; el artículo 37; el artícu-
lo 41; el primer párrafo del artículo 47; la fracción I del ar-
tículo 48; el artículo 49; el artículo 50; el artículo 56; el pri-
mer párrafo que pasa a ser segundo del artículo 58; el
artículo 60; el artículo 61; el artículo 63; el primer párrafo
del artículo 65; las fracciones III y IV del artículo 66; el
primer párrafo del artículo 73; el artículo 75; la fracción
VII del artículo 76 BIS; el segundo párrafo del artículo 79;
el primer párrafo del artículo 82; el artículo 85; el artículo
86 BIS; el artículo 87; el primer párrafo y las fracciones I,
II y III del artículo 92; el artículo 93; el artículo 94; el pri-
mer párrafo del artículo 95; el primer párrafo del artículo
96; el primer párrafo del artículo 97; el primer párrafo del
artículo 98; el primer párrafo y la fracción III del artículo
99; el primer párrafo del artículo 100; el artículo 103; la
fracción IV y el segundo párrafo del artículo 104; el primer
párrafo y los incisos b) y c) de la fracción I del artículo
105; el último párrafo del artículo 106; el segundo párrafo
del artículo 111; el primer párrafo del artículo 113; el ar-
tículo 114; el primer párrafo del artículo 116; el primer pá-
rrafo del artículo 117; el artículo 120; el segundo párrafo,
pasando a ser primero del artículo 122; el primer y último
párrafos del artículo 123; el artículo 126; el artículo 127; el
artículo 128; el artículo 129; el artículo 132; el primer pá-
rrafo del artículo 134 y el artículo 135. SE ADICIONAN la
fracción IX al artículo 1; un segundo párrafo a la fracción
I del artículo 2; el párrafo segundo del artículo 5; el artícu-
lo 7 BIS; el segundo párrafo del artículo 8; el artículo 8
BIS; el segundo párrafo del artículo 10; un primer párrafo,
pasando el primero a ser segundo del artículo 13; un se-
gundo párrafo al artículo 16; un segundo párrafo al artícu-
lo 17; el artículo 18 BIS; el segundo y el último párrafos de
artículo 19; las fracciones XIV bis y XXII del artículo 24;



las fracciones III y IV al artículo 25; el artículo 25 BIS; el
segundo y cuarto párrafos del artículo 26; un segundo y ter-
cer párrafos al artículo 32; un tercer párrafo del artículo 35;
un segundo párrafo, pasando el segundo a ser tercero del
artículo 43; el segundo párrafo del artículo 44; el primer
párrafo del artículo 58; el segundo, tercero, cuarto con las
fracciones de la I a la VI, quinto y sexto párrafos del ar-
tículo 63; el artículo 63 BIS; el artículo 63 TER; el artícu-
lo 63 QUATER; el artículo 63 QUINTUS; la fracción V al
artículo 66; el segundo párrafo del artículo 73; el artículo
73 BIS; el artículo 73 TER; el segundo párrafo del artículo
77; el segundo y tercer párrafos del artículo 82; el tercer
párrafo del artículo 86; el segundo párrafo del artículo 87;
el artículo 87 BIS; el artículo 87 TER; el artículo 90 BIS;
la fracción IV y el último párrafo del artículo 92; el artícu-
lo 92 BIS; el artículo 92 TER; el segundo párrafo del ar-
tículo 95; el segundo párrafo del artículo 96; las fracciones
I, II y III del primer párrafo y el segundo párrafo del ar-
tículo 97; el artículo 97 BIS; el artículo 97 TER; el artículo
97 QUATER; el artículo 98 BIS; el artículo 98 TER; la
fracción IV y un segundo párrafo pasando el anterior se-
gundo a ser el tercero del artículo 99; el párrafo segundo
del artículo 100; los párrafos tercero, cuarto, quinto, sexto
y séptimo del artículo 104; el inciso d) de la fracción I del
artículo 105; el segundo párrafo del artículo 113; un cuar-
to y sexto párrafos, pasando el anterior cuarto a ser quinto
del artículo 114; el artículo 114 BIS; el artículo 114 TER;
el párrafo segundo del artículo 117; el segundo párrafo del
artículo 123, recorriéndose la numeración de los párrafos;
el artículo 124 BIS; el artículo 128 BIS; el artículo 128
TER; el artículo 128 QUATER; el artículo 129 BIS; el se-
gundo párrafo del artículo 133; y, el segundo párrafo del ar-
tículo 134. SE DEROGAN el segundo y tercero párrafos
del artículo 31; el último párrafo del artículo 105; el primer
párrafo del artículo 122; el segundo párrafo del artículo
128; y los artículos 136 al 143, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 1.- La presente ley es de orden público e in-
terés social y de observancia en toda la República. Sus dis-
posiciones son irrenunciables y contra su observancia no
podrán alegarse costumbres, usos, prácticas, convenios o
estipulaciones en contrario. 

El objeto de esta ley es promover y proteger los derechos y
cultura del consumidor y procurar la equidad, certeza y se-
guridad jurídica en las relaciones entre proveedores y con-
sumidores. 

... 

I. La protección de la vida, salud y seguridad del consumi-
dor contra los riesgos provocados por productos, prácticas
en el abastecimiento de productos y servicios considerados
peligrosos o nocivos; 

II. a IV. ... 

V. El acceso a los órganos administrativos con vistas a la
prevención de daños patrimoniales y morales, individuales
o colectivos, garantizando la protección jurídica, económi-
ca, administrativa y técnica a los consumidores; 

VI. El otorgamiento de información y de facilidades a los
consumidores para la defensa de sus derechos; 

VII. ... 

VIII. La real y efectiva protección al consumidor en las
transacciones efectuadas a través del uso de medios con-
vencionales, electrónicos, ópticos o de cualquier otra tec-
nología y la adecuada utilización de los datos aportados, y 

IX. El respeto a los derechos y obligaciones derivados de
las relaciones de consumo y las medidas que garanticen su
efectividad y cumplimiento.

... 

ARTÍCULO 2.- ... 

I. Consumidor: la persona física o moral que adquiere, re-
aliza o disfruta como destinatario final bienes, productos o
servicios. Se entiende también por consumidor a la perso-
na física o moral que adquiera, almacene, utilice o consu-
ma bienes o servicios con objeto de integrarlos en procesos
de producción, transformación, comercialización o presta-
ción de servicios a terceros, únicamente para los casos a
que se refieren los artículos 99 y 117 de esta ley. 

Tratándose de personas morales que adquieran bienes o
servicios para integrarlos en procesos de producción o de
servicios a terceros, sólo podrán ejercer las acciones a que
se refieren los referidos preceptos cuando estén acreditadas
como microempresas o microindustrias en términos de la
Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro,
Pequeña y Mediana Empresas y de la Ley Federal para el
Fomento de la Microindustria y la Actividad Artesanal,
respectivamente y conforme a los requisitos que se esta-
blezcan en el Reglamento de esta ley. 
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II. ... 

III. Secretaría: la Secretaría de Economía, y 

IV. Procuraduría: la Procuraduría Federal del Consumidor.

ARTÍCULO 5.- Quedan exceptuadas de las disposiciones
de esta ley, los servicios que se presten en virtud de una re-
lación o contrato de trabajo, los servicios profesionales que
no sean de carácter mercantil y los servicios que presten las
sociedades de información crediticia. 

Asimismo, quedan excluidos los servicios regulados por
las leyes financieras que presten las Instituciones y Orga-
nizaciones cuya supervisión o vigilancia esté a cargo de las
comisiones nacionales Bancaria y de Valores; de Seguros y
Fianzas; del Sistema de Ahorro para el Retiro o de cual-
quier órgano de regulación, de supervisión o de protección
y defensa dependiente de la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público. 

ARTÍCULO 6.- Estarán obligados al cumplimiento de esta
ley los proveedores y los consumidores. Las entidades de
las administraciones públicas federal, estatal, municipal y
del gobierno del Distrito Federal, están obligadas en cuan-
to tengan el carácter de proveedores o consumidores. 

ARTÍCULO 7.- Todo proveedor está obligado a informar
y respetar los precios, tarifas, garantías, cantidades, calida-
des, medidas, intereses, cargos, términos, plazos, fechas,
modalidades, reservaciones y demás condiciones conforme
a las cuales se hubiera ofrecido, obligado o convenido con
el consumidor la entrega del bien o prestación del servicio,
y bajo ninguna circunstancia serán negados estos bienes o
servicios a persona alguna. 

ARTÍCULO 7 BIS.- El proveedor está obligado a exhibir
de manera visible el monto total a pagar por los bienes,
productos o servicios que ofrezca al consumidor. 

ARTÍCULO 8.- La Procuraduría verificará que se respe-
ten los precios máximos establecidos en términos de la Ley
Federal de Competencia Económica, así como los precios
y tarifas que conforme a lo dispuesto por otras disposicio-
nes sean determinados por las autoridades competentes. 

Los proveedores están obligados a respetar el precio máxi-
mo y las tarifas establecidas conforme al párrafo anterior. 

ARTÍCULO 8 BIS.- La Procuraduría elaborará material
informativo, de orientación y de educación a los consumi-
dores y acordar con los proveedores su divulgación en los
lugares o establecimientos respectivos. 

La Procuraduría establecerá módulos o sistemas de aten-
ción y orientación a los consumidores en función de la
afluencia comercial, del número de establecimientos y ope-
raciones mercantiles, de la temporada del año y conforme
a sus programas y medios, debiéndose otorgar a aquélla las
facilidades necesarias para ello. 

ARTÍCULO 9.- Los proveedores de bienes o servicios in-
curren en responsabilidad administrativa por los actos pro-
pios que atenten contra los derechos del consumidor y por
los de sus colaboradores, subordinados y toda clase de vi-
gilantes, guardias o personal auxiliar que les presten sus
servicios, independientemente de la responsabilidad perso-
nal en que incurra el infractor. 

ARTÍCULO 10.- ... 

Los proveedores no podrán aplicar métodos o prácticas co-
merciales coercitivas y desleales, ni cláusulas o condicio-
nes abusivas o impuestas en el abastecimiento de produc-
tos o servicios. Asimismo, tampoco podrán prestar
servicios adicionales a los originalmente contratados que
no hubieren sido solicitados o aceptados expresamente, por
escrito o por vía electrónica, por el consumidor. 

ARTÍCULO 13.- La Procuraduría verificará a través de
visitas, requerimientos de información o documentación,
monitoreos, o por cualquier otro medio el cumplimiento de
esta ley. Para efectos de lo dispuesto en este precepto, los
proveedores, sus representantes o sus empleados están
obligados a permitir al personal acreditado de la Procura-
duría el acceso al lugar o lugares objeto de la verificación. 

Las autoridades, proveedores y consumidores están obliga-
dos a proporcionar a la Procuraduría, en un termino no ma-
yor de quince días, la información o documentación nece-
saria que les sea requerida para el cumplimiento de sus
atribuciones, así como para sustanciar los procedimientos a
que se refiere esta Ley, excepto cuando se demuestre que la
información requerida sea de estricto uso interno o no ten-
ga relación con el procedimiento de que se trate. Dicho pla-
zo podrá ser ampliado por una sola vez. 



ARTÍCULO 16.- Los proveedores y empresas que utilicen
información sobre consumidores con fines mercadotécni-
cos o publicitarios están obligados a informar gratuitamen-
te a cualquier persona que lo solicite si mantienen infor-
mación acerca de ella. De existir dicha información,
deberán ponerla a su disposición si ella misma o su repre-
sentante lo solicita, e informar acerca de qué información
han compartido con terceros y la identidad de esos terce-
ros, así como las recomendaciones que hayan efectuado.
La respuesta a cada solicitud deberá darse dentro de los
treinta días siguientes a su presentación. En caso de existir
alguna ambigüedad o inexactitud en la información de un
consumidor, éste se la deberá hacer notar al proveedor o a
la empresa, quien deberá efectuar dentro de un plazo de
treinta días contados a partir de la fecha en que se le haya
hecho la solicitud, las correcciones que fundadamente in-
dique el consumidor, e informar las correcciones a los ter-
ceros a quienes les haya entregado dicha información. 

Para los efectos de esta ley, se entiende por fines mercado-
técnicos o publicitarios el ofrecimiento y promoción de
bienes, productos o servicios a consumidores. 

ARTÍCULO 17.- En la publicidad que se envíe a los con-
sumidores se deberá indicar el nombre, domicilio, teléfono
y, en su defecto, la dirección electrónica del proveedor; de
la empresa que, en su caso, envíe la publicidad a nombre
del proveedor, y de la Procuraduría. 

El consumidor podrá exigir directamente a proveedores es-
pecíficos y a empresas que utilicen información sobre con-
sumidores con fines mercadotécnicos o publicitarios, no
ser molestado en su domicilio, lugar de trabajo, dirección
electrónica o por cualquier otro medio, para ofrecerle bienes,
productos o servicios, y que no le envíen publicidad. Asi-
mismo, el consumidor podrá exigir en todo momento a
proveedores y a empresas que utilicen información sobre
consumidores con fines mercadotécnicos o publicitarios,
que la información relativa a él mismo no sea cedida o
transmitida a terceros, salvo que dicha cesión o transmisión
sea determinada por una autoridad judicial. 

ARTÍCULO 18.- La Procuraduría podrá llevar, en su caso,
un registro público de consumidores que no deseen que su
información sea utilizada para fines mercadotécnicos o pu-
blicitarios. Los consumidores podrán comunicar por escri-
to o por correo electrónico a la Procuraduría su solicitud de
inscripción en dicho registro, el cual será gratuito. 

ARTÍCULO 18 BIS.- Queda prohibido a los proveedores
y a las empresas que utilicen información sobre consumi-
dores con fines mercadotécnicos o publicitarios y a sus
clientes, utilizar la información relativa a los consumidores
con fines diferentes a los mercadotécnicos o publicitarios,
así como enviar publicidad a los consumidores que expre-
samente les hubieren manifestado su voluntad de no reci-
birla o que estén inscritos en el registro a que se refiere el
artículo anterior. Los proveedores que sean objeto de pu-
blicidad son corresponsables del manejo de la información
de consumidores cuando dicha publicidad la envíen a tra-
vés de terceros. 

ARTÍCULO 19.- La Secretaría determinará la política de
protección al consumidor, que constituye uno de los instru-
mentos sociales y económicos del Estado para favorecer y
promover los intereses y derechos de los consumidores. Lo
anterior, mediante la adopción de las medidas que procuren
el mejor funcionamiento de los mercados y el crecimiento
económico del país. 

Dicha Secretaría está facultada para expedir normas oficia-
les mexicanas y normas mexicanas respecto de: 

I. a IX.- ...

La Secretaría, en los casos en que se requiera, emitirá cri-
terios y lineamientos para la interpretación de las normas a
que se refiere este precepto. 

ARTÍCULO 21.- El domicilio de la Procuraduría será la
Ciudad de México y establecerá delegaciones en todas las
entidades federativas y el Distrito Federal. Los tribunales
federales serán competentes para resolver todas las contro-
versias en que sea parte. 

ARTÍCULO 23.- El patrimonio de la Procuraduría estará
integrado por: 

I. a II.- ... 

III.- Los recursos que le aporten las dependencias y entida-
des de la administración pública federal, estatal, municipal
y del gobierno del Distrito Federal. 

IV. a V.- ...

ARTÍCULO 24.- ... 

I. a IV.- ... 
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V. Formular y realizar programas de educación para el con-
sumo, así como de difusión y orientación respecto de las
materias a que se refiere esta ley; 

VI. a VII.- ... 

VIII. Promover y realizar directamente, en su caso, progra-
mas educativos y de capacitación en las materias a que se
refiere esta ley y prestar asesoría a consumidores y provee-
dores; 

IX. a XI.- ... 

XII. Celebrar convenios y acuerdos de colaboración con
autoridades federales, estatales, municipales, del gobierno
del Distrito Federal y entidades paraestatales en beneficio
de los consumidores; así como acuerdos interinstituciona-
les con otros países, de conformidad con las leyes respec-
tivas. 

XIII. Vigilar y verificar el cumplimiento de las disposicio-
nes en materia de precios y tarifas establecidos o registra-
dos por la autoridad competente y coordinarse con otras
autoridades legalmente facultadas para inspeccionar pre-
cios para lograr la eficaz protección de los intereses del
consumidor y, a la vez evitar duplicación de funciones; 

XIV. Vigilar y verificar el cumplimiento de las disposicio-
nes contenidas en esta Ley y, en el ámbito de su compe-
tencia, las de la Ley Federal sobre Metrología y Normali -
zación, así como de las normas oficiales mexicanas y
demás disposiciones aplicables, y en su caso determinar los
criterios para la verificación de su cumplimiento; 

XIV bis. Verificar que las pesas, medidas y los instrumen-
tos de medición que se utilicen en transacciones comercia-
les, industriales o de servicios sean adecuados y, en su caso,
realizar el ajuste de los instrumentos de medición en térmi-
nos de lo dispuesto en la Ley Federal sobre Metrología y
Normalización; 

XV.- ... 

XVI. Procurar la solución de las diferencias entre consu-
midores y proveedores y, en su caso, emitir dictámenes en
donde se cuantifiquen las obligaciones contractuales del
proveedor, conforme a los procedimientos establecidos en
esta ley; 

XVII.- ... 

XVIII. Promover y apoyar la constitución de organizacio-
nes de consumidores, proporcionándoles capacitación y
asesoría, así como procurar mecanismos para su autoges-
tión; 

XIX. Aplicar las sanciones y demás medidas establecidas
en esta ley, en la Ley Federal sobre Metrología y Normali-
zación y demás ordenamientos aplicables. 

XX. Requerir a los proveedores o a las autoridades compe-
tentes a que tomen medidas adecuadas para combatir, dete-
ner, modificar o evitar todo género de prácticas que lesio-
nen los intereses de los consumidores, y cuando lo
considere pertinente publicar dicho requerimiento; 

XXI. Ordenar se informe a los consumidores sobre las ac-
ciones u omisiones de los proveedores que afecten sus in-
tereses o derechos, así como la forma en que los proveedo-
res los retribuirán o compensarán, y 

XXII. Las demás que le confieran esta ley y otros ordena-
mientos.

ARTÍCULO 25.- La Procuraduría, para el desempeño de
las funciones que le atribuye la ley, podrá aplicar las si-
guientes medidas de apremio: 

I. Apercibimiento; 

II. Multa de $150.00 a $15,000.00; 

III. En caso de que persista la infracción podrán imponerse
nuevas multas por cada día que transcurra sin que se obe-
dezca el mandato respectivo, hasta por $6,000.00, y 

IV. El auxilio de la fuerza pública.

ARTÍCULO 25 BIS.- La Procuraduría podrá aplicar las
siguientes medidas precautorias cuando se afecte o pueda
afectar la vida, la salud, la seguridad o la economía de una
colectividad de consumidores: 

I. Inmovilización de envases, bienes, productos y transpor-
tes; 

II. El aseguramiento de bienes o productos en términos de
lo dispuesto por el artículo 98 TER de esta ley; 

III. Suspensión de la comercialización de bienes, productos
o servicios; 



IV. Colocación de sellos de advertencia, y 

V. Ordenar la suspensión de información o publicidad a
que se refiere el artículo 35 de esta ley.

Las medidas precautorias se dictarán conforme a los crite-
rios que al efecto expida la Procuraduría y dentro del pro-
cedimiento correspondiente en términos de lo dispuesto en
el artículo 57 y demás relativos de la Ley Federal sobre
Metrología y Normalización; así como cuando se advierta
que se afecta o se puede afectar la economía de una colec-
tividad de consumidores en los casos a que se refiere el ar-
tículo 128 TER o cuando se violen disposiciones de esta
ley por diversas conductas o prácticas comerciales abusi-
vas, tales como: el incumplimiento de precios o tarifas ex-
hibidos; el condicionamiento de la venta de bienes o de ser-
vicios; el incumplimiento de ofertas y promociones; por
conductas discriminatorias y por publicidad o información
engañosa. En el caso de la medida precautoria a que se re-
fiere la fracción IV de este precepto, previo a la colocación
del sello respectivo, la Procuraduría aplicará la medida a
que se refiere el artículo 25, fracción I, de esta ley. Tales
medidas se levantarán una vez que se acredite el cese de las
causas que hubieren originado su aplicación. En su caso, la
Procuraduría hará del conocimiento de otras autoridades
competentes la aplicación de la o las medidas a que se re-
fiere este precepto. 

ARTÍCULO 26.- ... 

I. Sentencia que declare que una o varias personas han rea-
lizado una conducta que ha ocasionado daños o perjuicios
a consumidores y, en consecuencia, proceda la reparación
por la vía incidental a los interesados que acrediten su ca-
lidad de perjudicados. La indemnización de daños y per-
juicios que en su caso corresponda no podrá ser inferior al
veinte por ciento de los mismos; o 

II.- ...

La Procuraduría en representación de los consumidores
afectados podrá ejercer por la vía incidental la reclamación
de los daños y perjuicios que correspondan, en base a la
sentencia emitida por la autoridad judicial. 

Las atribuciones que este artículo otorga a la Procuraduría
se ejercitarán previo análisis de su procedencia, tomando
en consideración la gravedad, el número de reclamaciones
o denuncias que se hubieran presentado en contra del pro-

veedor o la afectación general que pudiera causarse a los
consumidores en su salud o en su patrimonio. 

La Procuraduría estará exenta de presentar garantía alguna
ante las autoridades judiciales competentes, para el ejerci-
cio de las acciones señaladas en las fracciones I y II. 

ARTÍCULO 27.- ... 

I. Representar legalmente a la Procuraduría, así como otor-
gar poderes a servidores públicos de la misma, para repre-
sentarla en asuntos o procedimientos judiciales, adminis-
trativos y laborales. 

II. y III.- ... 

IV. Informar al Secretario de Economía sobre los asuntos
que sean de la competencia de la Procuraduría; 

V. y VI.- ... 

VII. Establecer los criterios para la imposición de sancio-
nes que determina la ley, así como para dejarlas sin efecto,
reducirlas, modificarlas o conmutarlas, cuando a su criterio
se preserve la equidad; observando en todo momento lo
dispuesto por los artículos 132 y 134 del presente ordena-
miento; 

VIII. y IX .- ... 

X. Expedir el estatuto orgánico de la Procuraduría, previa
aprobación del Secretario de Economía, y 

XI.- ...

ARTÍCULO 31.- Para la elaboración de sus planes y pro-
gramas de trabajo, la Procuraduría llevará a cabo consultas
con representantes de los sectores público, social y priva-
do; con instituciones nacionales de educación superior, así
como con organizaciones de consumidores. Asimismo,
asesorará a la Secretaría en cuestiones relacionadas con las
políticas de protección al consumidor y opinará sobre los
proyectos de normas oficiales mexicanas y sobre cualquie-
ra otra medida regulatoria que pueda afectar los derechos
de los consumidores. 

ARTÍCULO 32.- La información o publicidad relativa a
bienes, productos o servicios que se difundan por cualquier
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medio o forma, deberán ser veraces, comprobables y exen-
tos de textos, diálogos, sonidos, imágenes, marcas, deno-
minaciones de origen y otras descripciones que induzcan o
puedan inducir a error o confusión por engañosas o abusi-
vas. 

Para los efectos de esta Ley, se entiende por información o
publicidad engañosa o abusiva aquélla que refiere caracte-
rísticas o información relacionadas con algún bien, pro-
ducto o servicio que pudiendo o no ser verdaderas, inducen
a error o confusión por la forma inexacta, falsa, exagerada,
parcial, artificiosa o tendenciosa en que se presenta. 

La información o publicidad que compare productos o ser-
vicios, sean de una misma marca o de distinta, no podrá ser
engañosa o abusiva en términos de lo dispuesto en el pá-
rrafo anterior. La Procuraduría podrá emitir lineamientos
para la verificación de dicha información o publicidad a fin
de evitar que se induzca a error o confusión al consumidor. 

ARTÍCULO 35.- ... 

I. Ordenar al proveedor que suspenda la información o pu-
blicidad que viole las disposiciones de esta ley y, en su caso,
al medio que la difunda; 

II. Ordenar que se corrija la información o publicidad que
viole las disposiciones de esta ley en la forma en que se es-
time suficiente, y 

III.- ...

Para los efectos de las fracciones II y III, deberá conceder-
se al infractor la garantía de audiencia a que se refiere el ar-
tículo 123 de este ordenamiento. 

Cuando la Procuraduría instaure algún procedimiento ad-
ministrativo relacionado con la veracidad de la informa-
ción, podrá ordenar al proveedor que en la publicidad o
información que se difunda, se indique que la veracidad
de la misma no ha sido comprobada ante la autoridad
competente. 

ARTÍCULO 37.- La falta de veracidad en los informes,
instrucciones, datos y condiciones prometidas o sugeridas,
además de las sanciones que se apliquen conforme a esta
ley, dará lugar al cumplimiento de lo ofrecido o, cuando esto
no sea posible, a la reposición de los gastos necesarios que
pruebe haber efectuado el adquirente y, en su caso, al pago

de la bonificación o compensación a que se refiere el ar-
tículo 92 TER de esta ley. 

ARTÍCULO 41.- Cuando se trate de productos o servicios
que de conformidad con las disposiciones aplicables, se
consideren potencialmente peligrosos para el consumidor o
lesivos para el medio ambiente o cuando sea previsible su
peligrosidad, el proveedor deberá incluir un instructivo que
advierta sobre sus características nocivas y explique con
claridad el uso o destino recomendado y los posibles efec-
tos de su uso, aplicación o destino fuera de los lineamien-
tos recomendados. El proveedor responderá de los daños y
perjuicios que cause al consumidor la violación de esta dis-
posición, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 92
TER de esta ley. 

ARTÍCULO 43.- ... 

Tratándose de servicios, los proveedores que ofrezcan di-
versos planes y modalidades de comercialización, deberán
informar al consumidor sobre las características, condicio-
nes y costo total de cada uno de ellos. En el caso de que
únicamente adopten un plan específico de comercializa-
ción de servicios, tales como paquetes o sistemas todo in-
cluido, deberán informar a los consumidores con oportuni-
dad y en su publicidad, lo que incluyen tales planes y que
no disponen de otros. 

... 

ARTÍCULO 44.- ... 

Los resultados de las investigaciones, encuestas y monito-
reos publicados por la Procuraduría no podrán ser utiliza-
dos por las empresas o proveedores con fines publicitarios
o comerciales. 

ARTÍCULO 47.- No se necesitará autorización ni aviso
para llevar a cabo promociones, excepto cuando así lo dis-
pongan las normas oficiales mexicanas, en los casos en que
se lesionen o se puedan lesionar los intereses de los consu-
midores. 

... 

ARTÍCULO 48.- ... 

I. En los anuncios respectivos deberán indicarse las condi-
ciones, así como el plazo de duración o el volumen de los



bienes o servicios ofrecidos; dicho volumen deberá acredi-
tarse a solicitud de la autoridad. Si no se fija plazo ni volu-
men, se presume que son indefinidos hasta que se haga del
conocimiento público la revocación de la promoción o de
la oferta, de modo suficiente y por los mismos medios de
difusión, y 

II.- ...

ARTÍCULO 49.- No se podrán realizar promociones en
las que se anuncie un valor monetario para el bien, pro-
ducto o servicio ofrecido, notoriamente superior al normal-
mente disponible en el mercado. 

ARTÍCULO 50.- Si el autor de la promoción u oferta no
cumple su ofrecimiento, el consumidor podrá optar por
exigir el cumplimiento, aceptar otro bien o servicio equi-
valente o la rescisión del contrato y, en todo caso, tendrá
derecho al pago de la diferencia económica entre el precio
al que se ofrezca el bien o servicio objeto de la promoción
u oferta y su precio normal, sin perjuicio de la bonificación
o compensación a que se refiere el artículo 92 TER de esta
ley. 

ARTÍCULO 56.- El contrato se perfeccionará a los cinco
días hábiles contados a partir de la entrega del bien o de la
firma del contrato, lo último que suceda. Durante ese lap-
so, el consumidor tendrá la facultad de revocar su consen-
timiento sin responsabilidad alguna. La revocación deberá
hacerse mediante aviso o mediante entrega del bien en for-
ma personal, por correo registrado, o por otro medio feha-
ciente. La revocación hecha conforme a este artículo deja
sin efecto la operación, debiendo el proveedor reintegrar al
consumidor el precio pagado. En este caso, los costos de
flete y seguro correrán a cargo del consumidor. Tratándose
de servicios, lo anterior no será aplicable si la fecha de
prestación del servicio se encuentra a diez días hábiles o
menos de la fecha de la orden de compra. 

ARTÍCULO 58.- El proveedor de bienes, productos o ser-
vicios no podrá negarlos o condicionarlos al consumidor
por razones de género, nacionalidad, étnicas, preferencia
sexual, religiosas o cualquiera otra particularidad. 

Los proveedores de bienes y servicios que ofrezcan éstos al
público en general, no podrán establecer preferencias o
discriminación alguna respecto a los solicitantes del servi-
cio, tales como selección de clientela, condicionamiento
del consumo, reserva del derecho de admisión, exclusión a
personas con discapacidad y otras prácticas similares, sal-

vo por causas que afecten la seguridad o tranquilidad del
establecimiento, de sus clientes o de las personas discapa-
citadas, o se funden en disposiciones expresas de otros or-
denamientos legales. Dichos proveedores en ningún caso
podrán aplicar o cobrar tarifas superiores a las autorizadas
o registradas para la clientela en general, ni ofrecer o apli-
car descuentos en forma parcial o discriminatoria. Tampo-
co podrán aplicar o cobrar cuotas extraordinarias o com-
pensatorias a las personas con discapacidad por sus
implementos médicos, ortopédicos, tecnológicos, educati-
vos o deportivos necesarios para su uso personal, inclu-
yéndose el perro guía en el caso de invidentes. 

... 

ARTÍCULO 60.- Las personas dedicadas a la reparación
de toda clase de productos deberán emplear partes y refac-
ciones nuevas y apropiadas para el producto de que se tra-
te, salvo que el solicitante del servicio autorice expresa-
mente que se utilicen otras. Cuando las refacciones o partes
estén sujetas a normas de cumplimiento obligatorio, el uso
de refacciones o partes que no cumplan con los requisitos
da al consumidor el derecho a exigir los gastos necesarios
que pruebe haber efectuado y, en su caso, a la bonificación
a que se refiere el artículo 92 TER de esta ley. 

ARTÍCULO 61.- Los prestadores de servicios de mante-
nimiento o reparación deberán bonificar al consumidor en
términos del artículo 92 TER si por deficiencia del servicio
el bien se pierde o sufre tal deterioro que resulte total o par-
cialmente inapropiado para el uso a que esté destinado. 

ARTÍCULO 63.- Los sistemas de comercialización con-
sistentes en la integración de grupos de consumidores que
aportan periódicamente sumas de dinero para ser adminis-
tradas por un tercero, únicamente podrán operar para efec-
tos de adquisición de bienes determinados o determinables,
sean muebles nuevos o inmuebles destinados a la habita-
ción o a su uso como locales comerciales, en los términos
que señale el reglamento respectivo, y sólo podrán ponerse
en práctica previa autorización de la Secretaría. 

La Secretaría podrá autorizar, en su caso, que estos siste-
mas de comercialización tengan por objeto los servicios de
construcción, remodelación y ampliación de inmuebles,
cuando se demuestre que las condiciones del mercado así
lo ameriten y que se garanticen los derechos e intereses de
los consumidores. Tratándose de esta autorización, no ope-
rará la afirmativa ficta. 
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El plazo de operación de los sistemas de comercialización
no podrá ser mayor a cinco años para bienes muebles y de
quince años para bienes inmuebles. 

La Secretaría otorgará la autorización para la operación de
los referidos sistemas de comercialización, que en todos
los casos será intransmisible, cuando se cumplan con los
siguientes requisitos: 

I. Que el solicitante sea una persona moral mexicana cons-
tituida como sociedad anónima de conformidad con la le-
gislación aplicable, y que tenga por objeto social única-
mente la operación y administración de sistemas de
comercialización a que se refiere el presente artículo, así
como las actividades necesarias para su adecuado desem-
peño; 

II. Que el solicitante acredite su capacidad administrativa,
además de la viabilidad económica, financiera y operativa
del sistema, en términos de los criterios que fije la Secreta-
ría; 

III. Que el o los contratos de adhesión que pretenda utilizar
el solicitante contengan disposiciones que salvaguarden los
derechos de los consumidores, en los términos de esta ley
y del reglamento correspondiente; 

IV. Que el solicitante presente a la Secretaría un plan gene-
ral de funcionamiento del sistema y un proyecto de manual
que detalle los procedimientos de operación del sistema, a
efecto de que dicha dependencia cuente con los elementos
suficientes para otorgar, en su caso, la autorización; 

V. Que el solicitante presente mecanismos para el cumpli-
miento de sus obligaciones como administrador del siste-
ma respecto de la operación de cada grupo, en los términos
que prevea el reglamento, y 

VI. Los demás que determine el reglamento.

Una vez que el solicitante obtenga la autorización a que se
refiere este precepto, y antes de comenzar a operar el o los
sistemas de comercialización de que se trate, deberá solici-
tar el registro del o los contratos de adhesión correspon-
dientes ante la Procuraduría Federal del Consumidor. 

El reglamento detallará y precisará aspectos tales como ca-
racterísticas de los bienes y servicios que puedan ser obje-
to de los referidos sistemas de comercialización; el conte-
nido mínimo de contratos de adhesión; características,

constitución y, en su caso, autorización y liquidación de
grupos de consumidores; plazos de operación de los siste-
mas; determinación de aportaciones y tipos de cuotas y
cuentas; adjudicaciones y asignaciones; gastos de adminis-
tración, costos, penas convencionales, devoluciones e inte-
reses que deben cubrir los consumidores; manejo de los re-
cursos por parte de los mencionados proveedores; rescisión
y cancelación de contratos; constitución de garantías, se-
guros y cobranza; revisión o supervisión de la operación de
los mencionados sistemas por parte de terceros especialis-
tas o auditores externos; características de la información
que los proveedores deban proporcionar al consumidor, a
las autoridades competentes y a los auditores externos; y
criterios sobre la publicidad dirigida a los consumidores. 

ARTÍCULO 63 BIS.- En la operación de los sistemas de
comercialización a que se refiere el artículo anterior, que-
da prohibida la comercialización de bienes que no estén de-
terminados o no sean determinables; la constitución de gru-
pos cuyos contratos de adhesión no venzan en la misma
fecha; considerando como fecha de vencimiento a la de li-
quidación del grupo de que se trate; la constitución de gru-
pos en los que se comercialicen bienes distintos o destina-
dos a un uso diferente; la transferencia de recursos o
financiamiento de cualquier tipo, ya sea de un grupo de
consumidores a otro, o a terceros; la fusión de grupos de
consumidores y la reubicación de consumidores de un gru-
po a otro; así como cualquier otro acto que contravenga lo
dispuesto en esta ley y el reglamento respectivo, o que pre-
tenda eludir su cumplimiento. 

Cualquier cantidad que deba ser cubierta por los consumi-
dores, deberá estar plenamente identificada y relacionada
con el concepto que le haya dado origen, debiendo desti-
narse exclusivamente al pago de los conceptos que corres-
pondan, conforme a lo dispuesto en el propio reglamento. 

No podrán participar en la administración, dirección y con-
trol de sociedades que administren los sistemas de comer-
cialización: 

I. Las personas que tengan litigio civil o mercantil en con-
tra del proveedor de que se trate; 

II. Las personas condenadas mediante sentencia ejecutoria-
da por delito intencional que merezca pena corporal, o que
estén inhabilitadas para desempeñar empleo, cargo o comi-
sión en el sistema financiero; 



III. Los quebrados y concursados que no hubieren sido re-
habilitados, y 

IV. Los terceros especialistas o auditores externos y las per-
sonas que realicen funciones de dictaminación, de inspec-
ción o vigilancia de los proveedores.

ARTÍCULO 63 TER.- Las sociedades que administren
los sistemas de comercialización a que se refiere el artícu-
lo 63, tendrán el carácter de proveedores en términos de lo
dispuesto por el artículo 2 de esta ley. El proveedor será
responsable de que el consumidor reciba el bien contratado
en el plazo y conforme a las condiciones establecidas en el
contrato de adhesión respectivo, debiendo responder del
incumplimiento de cualquier cláusula contractual. El pro-
veedor no podrá cobrar al consumidor penalización alguna
si éste se retira del grupo por cualquier incumplimiento
imputable a aquél. 

La Procuraduría podrá determinar que uno o varios provee-
dores suspendan de manera temporal la celebración de nue-
vos contratos con los consumidores, cuando el o los prove-
edores hubieren incurrido de manera grave o reiterada en
violaciones a las disposiciones que correspondan, sin per-
juicio de las sanciones que resulten aplicables. No obstan-
te lo anterior, durante el tiempo en que subsista la suspen-
sión mencionada, el o los proveedores deberán continuar
operando los sistemas de comercialización cumpliendo las
obligaciones asumidas con los consumidores, de conformi-
dad con las disposiciones respectivas. 

ARTÍCULO 63 QUATER.- Serán causas de revocación
de la autorización otorgada al proveedor, las siguientes: 

I. No iniciar operaciones dentro del plazo de seis meses a
partir del otorgamiento de la autorización correspondiente,
o la suspensión de operaciones sin causa justificada por un
periodo superior a seis meses; 

II. La realización de actividades contrarias a la ley, al re-
glamento y a las demás disposiciones aplicables, así como
la no observancia de las condiciones conforme a las cuales
se haya otorgado la autorización; 

III. La omisión de la presentación de información que le re-
quieran la Secretaría, la Procuraduría o los auditores que
correspondan, o que la que presenten sea falsa, imprecisa o
incompleta; 

IV. El indebido o inoportuno registro contable de las ope-
raciones que haya efectuado el proveedor respecto de cada
uno de los grupos constituidos, o por incumplimiento de
sus obligaciones fiscales; 

V. La pérdida de la capacidad administrativa del proveedor
para cumplir con sus obligaciones, así como por la pérdida
de la viabilidad económica, financiera y operativa del sis-
tema, y 

VI. Por cambio de objeto social, liquidación, concurso
mercantil o disolución del proveedor.

Cuando la Procuraduría detecte que el proveedor ha incu-
rrido en alguna de las causas de revocación previstas en este
artículo, lo hará del conocimiento de la Secretaría. 

Para los efectos de lo dispuesto por este precepto, la Se-
cretaría notificará al proveedor la causal de revocación en
la que éste hubiere incurrido, a fin de que éste manifieste
lo que a su derecho convenga, en un plazo de cinco días há-
biles. En caso de que la resolución definitiva que se emita
determine la revocación de la autorización, el proveedor
pondrá a la sociedad correspondiente en estado de disolu-
ción y liquidación sin necesidad de acuerdo de la asamblea
de accionistas. 

Salvo por lo previsto en el presente ordenamiento, la diso-
lución y liquidación de la sociedad deberán realizarse de
conformidad con lo dispuesto en la Ley General de Socie-
dades Mercantiles. 

En el caso de decretarse la revocación a que se refiere este
artículo, el proveedor deberá establecer los mecanismos y
procedimientos que le permitan llevar a cabo la liquidación
de los grupos existentes, así como cumplir con las obliga-
ciones contraídas con los consumidores. 

ARTÍCULO 63 QUINTUS.- La Secretaría y la Procura-
duría, en el ámbito de sus competencias, verificarán el
cumplimiento de esta ley, del reglamento y de las demás
disposiciones aplicables. Asimismo, supervisarán la opera-
ción de los sistemas de comercialización a que se refiere
este precepto, pudiendo requerir para ello información y
documentación a los proveedores, así como establecer las
medidas preventivas y correctivas que correspondan. De
igual manera, supervisarán el proceso de liquidación de
grupos a que se refiere el artículo anterior, salvaguardando,
en el ámbito de su competencia, los intereses de los consu-
midores. 
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Los proveedores estarán obligados a contratar terceros es-
pecialistas o auditores externos para efecto de revisar el
funcionamiento de los sistemas respectivos. 

Dichos especialistas o auditores externos deberán contar
con la autorización de la Secretaría en los términos que se-
ñale el Reglamento y su actividad estará sujeta a las reglas
que este último contenga. Los especialistas o auditores ex-
ternos deberán entregar a la Secretaría y a la Procuraduría
la información que éstas les requieran. 

La Procuraduría podrá sancionar a los especialistas o audi-
tores externos que no cumplan con las obligaciones que les
fije el Reglamento, conforme a lo dispuesto en el artículo
128 de esta ley, sin perjuicio de las demás acciones legales
que correspondan. Asimismo, la Procuraduría podrá solici-
tar a la Secretaría la revocación de la autorización que ésta
les hubiere otorgado. 

ARTÍCULO 65.- La venta o preventa de un servicio de
tiempo compartido sólo podrá iniciarse cuando el contrato
respectivo esté registrado en la Procuraduría y cuando es-
pecifique: 

I. a VI.- ...

ARTÍCULO 66.- ... 

I. y II.- ... 

III. Informar al consumidor el monto total a pagar por el
bien, producto o servicio de que se trate, que incluya, en su
caso, número y monto de pagos individuales, los intereses,
comisiones y cargos correspondientes, incluidos los fijados
por pagos anticipados o por cancelación; proporcionándo-
le debidamente desglosados los conceptos correspondien-
tes; 

IV. Respetarse el precio que se haya pactado originalmen-
te en operaciones a plazo o con reserva de dominio, salvo
lo dispuesto en otras leyes o convenio en contrario, y 

V. En caso de haberse efectuado la operación, el proveedor
deberá enviar al consumidor al menos un estado de cuenta
bimestral, por el medio que éste elija, que contenga la in-
formación relativa a cargos, pagos, intereses y comisiones,
entre otros rubros.

ARTÍCULO 73.- Los actos relacionados con inmuebles
sólo estarán sujetos a esta ley, cuando los proveedores sean

fraccionadores, constructores, promotores y demás perso-
nas que intervengan en la asesoría y venta al público de vi-
viendas destinadas a casa habitación o cuando otorguen al
consumidor el derecho de usar inmuebles mediante el sis-
tema de tiempo compartido, en los términos de los artícu-
los 64 y 65 de la presente ley. 

Los contratos relacionados con las actividades a que se re-
fiere el párrafo anterior, deberán registrarse ante la Procu-
raduría. 

ARTÍCULO 73 BIS.- Tratándose de los actos relaciona-
dos con inmuebles a que se refiere el artículo anterior, el
proveedor deberá poner a disposición del consumidor al
menos lo siguiente: 

I. En caso de preventa, el proveedor deberá exhibir el pro-
yecto ejecutivo de construcción completo, así como la ma-
queta respectiva y, en su caso, el inmueble muestra; 

II. Los documentos que acrediten la propiedad del inmue-
ble. Asimismo, deberá informar sobre la existencia de gra-
vámenes que afecten la propiedad del mismo, los cuales
deberán quedar cancelados al momento de la firma de la
escritura correspondiente; 

III. La personalidad del vendedor y la autorización del pro-
veedor para promover la venta; 

IV. Información sobre las condiciones en que se encuentre
el pago de contribuciones y servicios públicos; 

V. Para el caso de inmuebles nuevos o preventas, las auto-
rizaciones, licencias o permisos expedidos por las autori-
dades correspondientes para la construcción, relativas a las
especificaciones técnicas, seguridad, uso de suelo, la clase
de materiales utilizados en la construcción; servicios bási-
cos con que cuenta, así como todos aquellos con los que
debe contar de conformidad con la legislación aplicable.
En el caso de inmuebles usados que no cuenten con dicha
documentación, se deberá indicar expresamente en el con-
trato la carencia de éstos; 

VI. Los planos estructurales, arquitectónicos y de instala-
ciones o, en su defecto, un dictamen de las condiciones es-
tructurales del inmueble. En su caso, señalar expresamente
las causas por las que no cuenta con ellos así como el pla-
zo en el que tendrá dicha documentación; 



VII. Información sobre las características del inmueble, como
son la extensión del terreno, superficie construida, tipo de
estructura, instalaciones, acabados, accesorios, lugar o lu-
gares de estacionamiento, áreas de uso común con otros in-
muebles, porcentaje de indiviso en su caso, servicios con
que cuenta y estado físico general del inmueble; 

VIII. Información sobre los beneficios que en forma adi-
cional ofrezca el proveedor en caso de concretar la opera-
ción, tales como acabados especiales, encortinados, azule-
jos y cocina integral, entre otros; 

IX. Las opciones de pago que puede elegir el consumidor,
especificando el monto total a pagar en cada una de las op-
ciones; 

X. En caso de operaciones a crédito, el señalamiento del tipo
de crédito de que se trata, así como una proyección del
monto a pagar que incluya, en su caso, la tasa de interés
que se va a utilizar, comisiones y cargos. En el caso de la
tasa variable, deberá precisarse la tasa de interés de refe-
rencia y la fórmula para el cálculo de dicha tasa; 

De ser el caso, los mecanismos para la modificación o re-
negociación de las opciones de pago, las condiciones bajo
las cuales se realizaría y las implicaciones económicas,
tanto para el proveedor como para el consumidor; 

XI. Las condiciones bajo las cuales se llevará a cabo el pro-
ceso de escrituración, así como las erogaciones distintas
del precio de la venta que deba realizar el consumidor, ta-
les como gastos de escrituración, impuestos, avalúo, admi-
nistración, apertura de crédito y gastos de investigación.
De ser el caso, los costos por los accesorios o complemen-
tos; 

XII. Las condiciones bajo las cuales el consumidor puede
cancelar la operación, y 

XIII. Se deberá indicar al consumidor sobre la existencia y
constitución de garantía hipotecaria, fiduciaria o de cual-
quier otro tipo, así como su instrumentación.

ARTÍCULO 73 TER.- El contrato que se pretenda regis-
trar en los términos de párrafo segundo del artículo 73, de-
berá cumplir al menos, con los siguientes requisitos: 

I. Lugar y fecha de celebración del contrato; 

II. Estar escrito en idioma español, sin perjuicio de que
puedan ser expresados, además, en otro idioma. En caso de
diferencias en el texto o redacción, se estará a lo manifes-
tado en el idioma español; 

III. Nombre, denominación o razón social, domicilio y re-
gistro federal de contribuyentes del proveedor, de confor-
midad con los ordenamientos legales sobre la materia; 

IV. Nombre, domicilio y, en su caso, registro federal de
contribuyentes del consumidor; 

V. Precisar las cantidades de dinero en moneda nacional,
sin perjuicio de que puedan ser expresadas también en mo-
neda extranjera; en el caso de que las partes no acuerden un
tipo de cambio determinado, se estará al tipo de cambio
que rija en el lugar y fecha en que se realice el pago, de
conformidad con la legislación aplicable; 

VI. Descripción del objeto del contrato; 

VII. El precio total de la operación, la forma de pago, así
como las erogaciones adicionales que deberán cubrir las
partes; 

VIII. Relación de los derechos y obligaciones, tanto del
proveedor como del consumidor; 

IX. Las penas convencionales que se apliquen tanto al pro-
veedor como al consumidor por el incumplimiento de las
obligaciones contraídas, las cuales deberán ser recíprocas y
equivalentes, sin perjuicio de lo dispuesto por los ordena-
mientos legales aplicables; 

X. En su caso, las garantías para el cumplimiento del con-
trato, así como los gastos reembolsables y forma para su
aplicación; 

XI. El procedimiento para la cancelación del contrato de
adhesión y las implicaciones que se deriven para el provee-
dor y el consumidor; 

XII. Fecha de inicio y término de ejecución de la actividad
o servicio contratado, así como la de la entrega del bien ob-
jeto del contrato; 

XIII. En los casos de operaciones de compraventa de in-
muebles, el proveedor deberá precisar en el contrato, las
características técnicas y de materiales de la estructura, de
las instalaciones y acabados; 
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De igual manera, deberá señalarse que el inmueble cuenta
con la infraestructura para el adecuado funcionamiento de
sus servicios básicos; 

XIV. En el caso de operaciones de compraventa, deberán
señalarse los términos bajo los cuales habrá de otorgarse su
escrituración. El proveedor en su caso, deberá indicar que
el bien inmueble deberá estar libre de gravámenes a la fir-
ma de la escritura correspondiente, y 

XV. Las demás que se exijan conforme a la presente ley
para el caso de los contratos de adhesión.

ARTÍCULO 75.- En los contratos de adhesión relaciona-
dos con inmuebles se estipulará la información requerida
en el capítulo VII, fecha de entrega, especificaciones, pla-
zos y demás elementos que individualicen el bien, así como
la información requerida en el artículo 73 TER. Los provee-
dores no podrán recibir pago alguno hasta que conste por
escrito la relación contractual, excepto el relativo a gastos
de investigación. 

ARTÍCULO 76 BIS.- ... 

I. a VI.- ... 

VII.- El proveedor deberá abstenerse de utilizar estrategias
de venta o publicitarias que no proporcionen al consumidor
información clara y suficiente sobre los servicios ofreci-
dos, en especial tratándose de prácticas de mercadotecnia
dirigidas a la población vulnerable, como los niños, ancia-
nos y enfermos, incorporando mecanismos que adviertan
cuando la información no sea apta para esa población.

ARTÍCULO 77.- ... 

Para los efectos del párrafo anterior la garantía no podrá ser
inferior a sesenta días contados a partir de la entrega del
bien o la prestación total del servicio. 

ARTÍCULO 79.- ... 

El cumplimiento de las garantías es exigible, indistinta-
mente, al productor y al importador del bien o servicio, así
como al distribuidor, salvo en los casos en que alguno de
ellos o algún tercero asuma por escrito la obligación. El
cumplimiento de las garantías deberá realizarse en el do-
micilio en que haya sido adquirido o contratado el bien o
servicio, o en el lugar o lugares que exprese la propia póli-
za. El proveedor deberá cubrir al consumidor los gastos ne-

cesarios erogados para lograr el cumplimiento de la garan-
tía en domicilio diverso al antes señalado. 

ARTÍCULO 82.- El consumidor puede optar por pedir la
restitución del bien o servicio, la rescisión del contrato o la
reducción del precio, y en cualquier caso, la bonificación o
compensación, cuando la cosa u objeto del contrato tenga
defectos o vicios ocultos que la hagan impropia para los
usos a que habitualmente se destine, que disminuyan su ca-
lidad o la posibilidad de su uso, o no ofrezca la seguridad
que dada su naturaleza normalmente se espere de ella y de
su uso razonable. Cuando el consumidor opte por la resci-
sión, el proveedor tiene la obligación de reintegrarle el pre-
cio pagado y, en su caso, los intereses a que se refiere el se-
gundo párrafo del artículo 91 de esta ley. 

La bonificación o compensación a que se refiere el pá-
rrafo anterior se determinará conforme a lo dispuesto en
el artículo 92 TER de esta ley. 

Lo anterior sin perjuicio de la indemnización que en su
caso corresponda por daños y perjuicios. 

ARTÍCULO 85.- Para los efectos de esta ley, se entiende
por contrato de adhesión el documento elaborado unilate-
ralmente por el proveedor, para establecer en formatos uni-
formes los términos y condiciones aplicables a la adquisi-
ción de un producto o la prestación de un servicio, aún
cuando dicho documento no contenga todas las cláusulas
ordinarias de un contrato. Todo contrato de adhesión cele-
brado en territorio nacional, para su validez, deberá estar
escrito en idioma español y sus caracteres tendrán que ser
legibles a simple vista. Además, no podrá implicar presta-
ciones desproporcionadas a cargo de los consumidores,
obligaciones inequitativas o abusivas, o cualquier otra
cláusula o texto que viole las disposiciones de esta ley. 

ARTÍCULO 86.- ... 

... 

Los contratos de adhesión sujetos a registro deberán conte-
ner una cláusula en la que se determine que la Procuradu-
ría será competente en la vía administrativa para resolver
cualquier controversia que se suscite sobre la interpreta-
ción o cumplimiento de los mismos. Asimismo, deberán
señalar el número de registro otorgado por la Procuraduría. 

ARTÍCULO 86 BIS.- En los contratos de adhesión de
prestación de servicios deben incluirse por escrito o por vía



electrónica los servicios adicionales, especiales, o conexos,
que pueda solicitar el consumidor de forma opcional por
conducto y medio del servicio básico. 

El proveedor sólo podrá prestar un servicio adicional o co-
nexo no previsto en el contrato original si cuenta con el
consentimiento expreso del consumidor, ya sea por escrito
o por vía electrónica. 

ARTÍCULO 87.- En caso de que los contratos de adhesión
requieran de registro previo ante la Procuraduría, los pro-
veedores deberán presentarlos ante la misma antes de su
utilización y ésta se limitará a verificar que los modelos se
ajusten a lo que disponga la norma correspondiente y a las
disposiciones de esta ley, y emitirá su resolución dentro de
los treinta días siguientes a la fecha de presentación de la
solicitud de registro. Transcurrido dicho plazo sin haberse
emitido la resolución correspondiente, los modelos se en-
tenderán aprobados y será obligación de la Procuraduría re-
gistrarlos, quedando en su caso como prueba de inscripción
la solicitud de registro. Para la modificación de las obliga-
ciones o condiciones de los contratos que requieran de re-
gistro previo será indispensable solicitar la modificación
del registro ante la Procuraduría, la cual se tramitará en los
términos antes señalados. 

Los contratos que deban registrarse conforme a esta ley, las
normas oficiales mexicanas y demás disposiciones aplica-
bles, y no se registren, así como aquellos cuyo registro sea
negado por la Procuraduría, no producirán efectos contra el
consumidor. 

ARTÍCULO 87 BIS.- La Procuraduría podrá publicar en
el Diario Oficial de la Federación, el modelo de aquellos
contratos que deban ser registrados de conformidad con el
artículo 86 de esta ley, a fin de que los proveedores puedan
utilizarlos. En tales casos, el proveedor únicamente dará
aviso a la Procuraduría sobre la adopción del modelo de
contrato para efectos de registro. 

Cuando el proveedor haya dado aviso a la Procuraduría para
adoptar un contrato conforme al modelo publicado, no po-
drá modificarlo ni incluir otras cláusulas o excepciones a
su aplicación, sin haber cumplido con lo dispuesto en el ar-
tículo 87 TER. En caso de no hacerlo, dichas modificacio-
nes, adiciones o excepciones se tendrán por no puestas. 

ARTÍCULO 87 TER.- Cuando el contrato de adhesión de
un proveedor contenga variaciones respecto del modelo de
contrato publicado por la Procuraduría a que se refiere el

artículo anterior, el proveedor deberá solicitar su registro
en los términos del procedimiento previsto en el artículo
87. 

ARTÍCULO 90 BIS.- Cuando con posterioridad a su re-
gistro se aprecie que un contrato contiene cláusulas que sean
contrarias a esta ley o a las normas oficiales mexicanas, la
Procuraduría, de oficio o a petición de cualquier persona
interesada, procederá a la cancelación del registro corres-
pondiente. 

En tales casos, la Procuraduría procederá conforme al pro-
cedimiento establecido en el artículo 123 de esta ley. 

ARTÍCULO 92.- Los consumidores tendrán derecho, a su
elección, a la reposición del producto o a la devolución de
la cantidad pagada, contra la entrega del producto adquiri-
do, y en todo caso, a una bonificación o compensación, en
los siguientes casos: 

I. Cuando el contenido neto de un producto o la cantidad
entregada sea menor a la indicada en el envase, recipiente,
empaque o cuando se utilicen instrumentos de medición
que no cumplan con las disposiciones aplicables, conside-
rados los límites de tolerancia permitidos por la normativi-
dad; 

II. Si el bien no corresponde a la calidad, marca, o especi-
ficaciones y demás elementos sustanciales bajo los cuales
se haya ofrecido o no cumple con las normas oficiales me-
xicanas; 

III. Si el bien reparado no queda en estado adecuado para
su uso o destino, dentro del plazo de garantía, y 

IV. En los demás casos previstos por esta ley.

... 

Si con motivo de la verificación la Procuraduría detecta el
incumplimiento de alguno de los supuestos previstos por
este precepto, podrá ordenar que se informe a los consumi-
dores sobre las irregularidades detectadas para el efecto de
que puedan exigir al proveedor la bonificación o compen-
sación que corresponda, en los términos del artículo 98
BIS. 

ARTÍCULO 92 BIS.- Los consumidores tendrán derecho
a la bonificación o compensación cuando la prestación de
un servicio sea deficiente, no se preste o proporcione por
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causas imputables al proveedor, o por los demás casos pre-
vistos por la ley. 

ARTÍCULO 92 TER.- La bonificación o compensación a
que se refieren los artículos 92 y 92 BIS no podrá ser me-
nor al veinte por ciento del precio pagado. El pago de di -
cha bonificación o compensación se efectuará sin perjuicio
de la indemnización que en su caso corresponda por daños
y perjuicios. 

Para la determinación del pago de daños y perjuicios, la au-
toridad judicial considerará el pago de la bonificación o
compensación que en su caso hubiese hecho el proveedor. 

La bonificación o compensación que corresponda tratán-
dose del incumplimiento a que se refiere el artículo 92,
fracción I, podrá hacerla efectiva el consumidor directa-
mente al proveedor presentando su comprobante o recibo
de pago del día en que se hubiere detectado la violación por
la Procuraduría, y no podrá ser menor al veinte por ciento
del precio pagado. 

ARTÍCULO 93.- La reclamación a que se refiere el artículo
92 podrá presentarse indistintamente al vendedor, al fabri-
cante o importador, a elección del consumidor, dentro de
los dos meses siguientes a la fecha en que se haya recibido
el producto, siempre que no se hubiese alterado por culpa
del consumidor. El proveedor deberá satisfacer la reclama-
ción en un plazo que no excederá de quince días contados
a partir de dicha reclamación. El vendedor, fabricante o im-
portador podrá negarse a satisfacer la reclamación si ésta es
extemporánea, cuando el producto haya sido usado en con-
diciones distintas a las recomendadas o propias de su natu-
raleza o destino o si ha sufrido un deterioro esencial, irre-
parable y grave por causas imputables al consumidor. 

ARTÍCULO 94.- Las comprobaciones de calidad, especi-
ficaciones o cualquier otra característica, se efectuarán
conforme a las normas oficiales mexicanas; a falta de és-
tas, conforme las normas mexicanas o a los métodos o pro-
cedimientos que determinen la Secretaría o la dependencia
competente del Ejecutivo Federal, previa audiencia de los
interesados. 

ARTÍCULO 95.- Los productos que hayan sido repuestos
por los proveedores o distribuidores, deberán serles re-
puestos a su vez contra su entrega, por la persona de quien
los adquirieron o por el fabricante, quien deberá, en su caso,
cubrir el costo de su reparación, devolución, bonificación o

compensación que corresponda, salvo que la causa sea im-
putable al proveedor o distribuidor. 

En caso de que el producto en cuestión cuente con un do-
cumento que ampare la evaluación de la conformidad del
mismo emitido por alguna de las personas acreditadas o
aprobadas a que se refiere la Ley Federal sobre Metrología
y Normalización, tales personas deberán cubrir al provee-
dor la bonificación o compensación que corresponda. 

ARTÍCULO 96.- La Procuraduría, con objeto de aplicar y
hacer cumplir las disposiciones de esta ley y de la Ley Fe-
deral sobre Metrología y Normalización, cuando no co-
rresponda a otra dependencia, practicará la vigilancia y ve-
rificación necesarias en los lugares donde se administren,
almacenen, transporten, distribuyan o expendan productos
o mercancías o en los que se presten servicios, incluyendo
aquéllos en tránsito. 

Para la verificación y vigilancia a que se refiere el párrafo
anterior, la Procuraduría actuará de oficio conforme a lo
dispuesto en esta ley y en los términos del procedimiento
previsto por la Ley Federal de Procedimiento Administra-
tivo, y tratándose de la verificación del cumplimiento de
normas oficiales mexicanas, de conformidad con la Ley
Federal sobre Metrología y Normalización. 

ARTÍCULO 97.- Cualquier persona podrá denunciar ante
la Procuraduría las violaciones a las disposiciones de esta
ley, la Ley Federal sobre Metrología y Normalización, nor-
mas oficiales mexicanas y demás disposiciones aplicables.
En la denuncia se deberá indicar lo siguiente: 

I. Nombre y domicilio del denunciado o, en su caso, datos
para su ubicación; 

II. Relación de los hechos en los que basa su denuncia, in-
dicando el bien, producto o servicio de que se trate, y 

III. En su caso, nombre y domicilio del denunciante.

La denuncia podrá presentarse por escrito, de manera ver-
bal, vía telefónica, electrónica o por cualquier otro medio. 

ARTÍCULO 97 BIS.- La orden de verificación a que se
refiere el artículo 65 de la Ley Federal de Procedimiento
Administrativo deberá ser exhibida y entregada en original
a la persona con quien se entienda la diligencia. Si ésta se
niega a recibirla, dicha circunstancia se asentará en el acta
respectiva, sin que ello afecte la validez del acto. 



ARTÍCULO 97 TER.- Cuando con motivo de una visita
de verificación se requiera efectuar toma de muestras para
verificar el cumplimiento de esta ley, en el acta se deberá
indicar el número y tipo de muestras que se obtengan. 

Para la toma y análisis de las muestras a que se refiere el
párrafo anterior, se procederá en los siguientes términos: 

I. Se tomarán por triplicado, una para el análisis de la Pro-
curaduría, otra quedará en poder del visitado quien podrá
efectuar su análisis, y la tercera tendrá el carácter de mues-
tra testigo que quedará en poder del visitado y a disposi-
ción de la Procuraduría. A las muestras se colocarán sellos
que garanticen su inviolabilidad; 

II. El resultado del análisis emitido por la Procuraduría se
le notificará al visitado en los términos del artículo 104 de
esta ley; 

III. En caso de que el visitado no esté de acuerdo con los
resultados deberá exhibir el análisis derivado de la muestra
dejada en su poder y además, la muestra testigo, dentro de
los cinco días siguientes a la recepción de los resultados de
la Procuraduría; 

IV. En tales casos, la Procuraduría ordenará el análisis de
la muestra testigo en su laboratorio. El análisis se realizará
en presencia de los técnicos designados por las partes, de-
biéndose levantar una constancia de ello. El dictamen deri-
vado de este último, será definitivo, y 

V. En caso de tratarse de análisis o pruebas no destructivas,
las muestras serán devueltas al visitado a su costa; en caso
de que éste no las recoja en un plazo de treinta días a par-
tir de la notificación respectiva, dichas muestras se podrán
donar para fines lícitos o destruir.

ARTÍCULO 97 QUATER.- Si durante el procedimiento
de verificación se detecta alguno de los supuestos previstos
en el artículo 25 BIS de esta ley, se aplicarán, en su caso,
las medidas precautorias que correspondan, asentándose
dicha circunstancia en el acta respectiva. Lo anterior, sin
perjuicio de iniciar el procedimiento previsto por el artícu-
lo 123 de esta ley. 

ARTÍCULO 98.- Se entiende por visita de verificación la
que se practique en los lugares a que se refiere el artículo
96 de acuerdo con lo dispuesto en esta ley, debiéndose: 

I. a IV.- ...

ARTÍCULO 98 BIS.- Cuando con motivo de una verifi-
cación la Procuraduría detecte violaciones a esta ley y de-
más disposiciones aplicables, podrá ordenar se informe a
los consumidores individual o colectivamente, inclusive a
través de medios de comunicación masiva, sobre las accio-
nes u omisiones de los proveedores que afecten sus intere-
ses o derechos, así como la forma en que los proveedores
los retribuirán o compensarán, debiendo éstos acreditar el
cumplimiento de dicha orden. En caso de no hacerlo, se
aplicarán las sanciones que correspondan. 

ARTÍCULO 98 TER.- La Procuraduría podrá ordenar el
aseguramiento de bienes o productos que se comercialicen
fuera de establecimiento comercial cuando no cumplan con
las disposiciones aplicables, conforme al procedimiento
que al efecto se establezca y que se publique en el Diario
Oficial de la Federación, y lo hará del conocimiento de las
autoridades competentes a fin de que adopten las medidas
que procedan. 

ARTÍCULO 99.- La Procuraduría recibirá las quejas o re-
clamaciones de los consumidores con base en esta ley, las
cuales podrán presentarse en forma escrita, oral, telefónica,
electrónica o por cualquier otro medio idóneo cumpliendo
con los siguientes requisitos: 

I. y II.- ... 

III. Señalar nombre y domicilio del proveedor que se con-
tenga en el comprobante o recibo que ampare la operación
materia de la reclamación o, en su defecto, el que propor-
cione el reclamante, y

IV. Señalar el lugar o forma en que solicita se desahogue su
reclamación. 

Las reclamaciones de las personas físicas o morales a que
se refiere la fracción primera del artículo 2 de esta ley, que
adquieran, almacenen, utilicen o consuman bienes o servi-
cios con objeto de integrarlos en procesos de producción,
transformación, comercialización o prestación de servicios
a terceros, serán procedentes siempre que el monto de la
operación motivo de la reclamación no exceda de
$300,000.00. 

... 

ARTÍCULO 100.- Las reclamaciones podrán desahogar-
se a elección del reclamante, en el lugar en que se haya
originado el hecho motivo de la reclamación; en el del
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domicilio del reclamante, en el del proveedor, o en cual-
quier otro que se justifique, tal como el del lugar donde el
consumidor desarrolla su actividad habitual o en el de su
residencia. 

En caso de no existir una unidad de la Procuraduría en el lu-
gar que solicite el consumidor, aquélla hará de su conoci-
miento el lugar o forma en que será atendida su reclamación. 

ARTÍCULO 103.- La Procuraduría notificará al provee-
dor dentro de los quince días siguientes a la fecha de re-
cepción y registro de la reclamación, requiriéndole un in-
forme por escrito relacionado con los hechos, acompañado
de un extracto del mismo. 

ARTÍCULO 104.- ... 

I. a III.- ... 

IV. Cuando se trate de resoluciones o acuerdos que impon-
gan una medida de apremio o una sanción; 

V. a VII.- ...

Las notificaciones personales deberán realizarse por notifi-
cador o por correo certificado con acuse de recibo del pro-
pio notificado o por cualquier otro medio fehaciente auto-
rizado legalmente o por el destinatario, siempre y cuando
éste manifieste por escrito su consentimiento. Dicha notifi-
cación se efectuará en el domicilio del local o estableci-
miento que señale el comprobante respectivo, o bien, en el
que hubiere sido proporcionado por el reclamante. 

Tratándose de la notificación a que se refiere la fracción
primera de este precepto en relación con el procedimiento
conciliatorio, la misma podrá efectuarse con la persona que
deba ser notificada o, en su defecto, con su representante
legal o con el encargado o responsable del local o estable-
cimiento correspondiente. A falta de éstos, se estará a lo
dispuesto en la Ley Federal de Procedimiento Administra-
tivo. 

Las notificaciones realizadas con quien deban entenderse
en términos del párrafo anterior serán válidas aún cuando
no se hubieren podido efectuar en el domicilio respectivo. 

En caso de que el destinatario no hubiere señalado domici-
lio para oír y recibir notificaciones o lo hubiere cambiado
sin haber avisado a la Procuraduría, ésta podrá notificarlo
por estrados. 

Tratándose de actos distintos a los señalados con anteriori-
dad, las notificaciones podrán efectuarse por estrados, pre-
vio aviso al destinatario, quien podrá oponerse a este he-
cho, así como por correo con acuse de recibo o por
mensajería; también podrán efectuarse por telegrama, fax,
vía electrónica u otro medio similar previa aceptación por
escrito del interesado. 

La documentación que sea remitida por una unidad admi-
nistrativa de la Procuraduría vía electrónica, fax o por cual-
quier otro medio idóneo a otra unidad de la misma para
efectos de su notificación, tendrá plena validez siempre
que la unidad receptora hubiere confirmado la clave de
identificación del servidor público que remite la documen-
tación y que ésta se conserve íntegra, inalterada y accesible
para su consulta. 

ARTÍCULO 105.- Las reclamaciones se podrán presentar
dentro del término de un año, en cualquiera de los siguien-
tes supuestos: 

I.- ... 
a) ... 

b) A partir de que se pague el bien o sea exigible el servi-
cio, total o parcialmente; 

c) A partir de que se reciba el bien, o se preste el servicio,
o 

d) A partir de la última fecha en que el consumidor acredi-
te haber directamente requerido al proveedor el cumpli-
miento de alguna de las obligaciones pactadas por éste. 

II. ... 

a) ... 
b) ...

ARTÍCULO 106.- ... 

I. a VI. ...

La Procuraduría realizará la notificación correspondiente y
ordenará su entrega al consignatario o, en su caso, al órga-
no judicial competente. Una vez agotados los medios lega-
les para la entrega del billete de depósito, sin que ello hu-
biese sido posible, prescribirán a favor de la Procuraduría
los derechos para su cobro en un término de tres años, con-
tados a partir de la primera notificación para su cobro. 



ARTÍCULO 111.- ... 

La conciliación podrá celebrarse vía telefónica o por otro
medio idóneo, en cuyo caso la Procuraduría o las partes po-
drán solicitar que se confirmen por escrito los compromi-
sos adquiridos. 

ARTÍCULO 113.- Previo reconocimiento de la personali-
dad y de la relación contractual entre las partes el concilia-
dor expondrá a las partes un resumen de la reclamación y
del informe presentado, señalando los elementos comunes
y los puntos de controversia, y las exhortará para llegar a
un arreglo. Sin prejuzgar sobre el conflicto planteado, les
presentará una o varias opciones de solución, salvaguar-
dando los derechos del consumidor. 

Tratándose de bienes o servicios de prestación o suministro
periódicos tales como energía eléctrica, gas o telecomunica-
ciones, el sólo inicio del procedimiento conciliatorio sus-
penderá cualquier facultad del proveedor de interrumpir o
suspender unilateralmente el cumplimiento de sus obligacio-
nes en tanto concluya dicho procedimiento. 

ARTÍCULO 114.- El conciliador podrá en todo momento
requerir a las partes los elementos de convicción que esti-
me necesarios para la conciliación, así como para el ejerci-
cio de las atribuciones que a la Procuraduría le confiere la
ley. Asimismo, podrá acordar la práctica de diligencias que
permitan acreditar los hechos constitutivos de la reclama-
ción. Las partes podrán aportar las pruebas que estimen ne-
cesarias para acreditar los elementos de la reclamación y
del informe. 

El conciliador podrá suspender cuando lo estime pertinen-
te o a instancia de ambas partes, la audiencia de concilia-
ción hasta en tres ocasiones. Asimismo, podrá requerir la
emisión de un dictamen a través del cual se cuantifique en
cantidad líquida la obligación contractual. 

En caso de que se suspenda la audiencia, el conciliador se-
ñalará día y hora para su reanudación, dentro de los quince
días siguientes, donde en su caso, hará del conocimiento de
las partes el dictamen correspondiente, las cuales podrán
formular durante la audiencia observaciones al mismo. 

La Procuraduría podrá emitir un acuerdo de trámite que
contenga el dictamen a que se refieren los párrafos anterio-
res, que constituirá título ejecutivo no negociable a favor
del consumidor, siempre y cuando la obligación contrac-
tual incumplida que en él se consigne sea cierta, exigible y

líquida a juicio de la autoridad judicial, ante la que el pro-
veedor podrá controvertir el monto del título, presentar las
pruebas y oponer las excepciones que estime convenientes. 

De toda audiencia se levantará el acta respectiva. En caso
de que el proveedor no firme el acta, ello no afectará su va-
lidez, debiéndose hacer constar dicha negativa. 

Para la sustanciación del procedimiento de conciliación a
que se refiere el presente capítulo, se aplicará supletoria-
mente el Código Federal de Procedimientos Civiles. 

ARTÍCULO 114 BIS.- El dictamen a que se refiere el ar-
tículo anterior se efectuará en base a las siguientes consi-
deraciones: 

I. Se calculará el monto de la obligación contractual, aten-
diendo a las cantidades originalmente pactadas por las par-
tes; 

II. Se analizará el grado de cumplimiento efectuado por el
proveedor con relación a la obligación objeto del procedi-
miento; 

III. Con los datos antes señalados, se estimará la obligación
incumplida y, en su caso, la bonificación a que se refiere el
artículo 92 TER, y 

IV. La bonificación señalada en la fracción anterior, se cal-
culará conforme al siguiente criterio: 

a) En los casos en que el consumidor hubiere entregado la
totalidad del monto de la operación al proveedor, la bonifi-
cación será del 30% del monto de la obligación contractual
que se determine en el dictamen; 

b) Cuando el consumidor hubiere entregado más del 50%
de la totalidad del monto de la operación al proveedor, la
bonificación será del 25% del monto de la obligación con-
traactual que se determine en el dictamen; 

c) En los supuestos en los que el consumidor hubiere en-
tregado hasta el 50% de la totalidad del monto de la opera-
ción al proveedor, la bonificación será del 20% del monto
de la obligación contractual que se determine en el dicta-
men, y 

d) En los demás casos, la bonificación correspondiente se-
rá del 20% del monto de la obligación contractual que se
determine en el dictamen.
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Las bonificaciones señaladas con anterioridad, se fijarán
sin perjuicio de las sanciones a que se hubiese hecho acre-
edor el proveedor o de que sean modificadas por la autori-
dad judicial. 

ARTÍCULO 114 TER.- El dictamen emitido deberá con-
tener lo siguiente: 

I. Lugar y fecha de emisión; 

II. Identificación de quien emite el dictamen; 

III. Nombre y domicilio del proveedor y del consumidor; 

IV. La obligación contractual y tipo de bien o servicio de
que se trate; 

V. El monto original de la operación y materia de la recla-
mación; 

VI. La determinación del importe de las obligaciones a
cargo del proveedor, y 

VII. La cuantificación líquida de la bonificación al consu-
midor.

La determinación del importe consignado en el dictamen,
para efectos de ejecución se actualizará por el transcurso
del tiempo desde el momento en que se emitió hasta el
momento en que se pague, tomando en consideración los
cambios de precios en el país, de conformidad con el fac-
tor de actualización que arroje el índice nacional de precios
al consumidor que mensualmente de a conocer el Banco de
México. 

La acción ejecutiva derivada del dictamen prescribirá a un
año de su emisión. 

ARTÍCULO 116.- En caso de no haber conciliación, el
conciliador exhortará a las partes para que designen como
árbitro a la Procuraduría o a algún árbitro independiente
para solucionar el conflicto. Para efectos de este último caso,
la Procuraduría podrá poner a disposición de las partes in-
formación sobre árbitros independientes. 

... 

ARTÍCULO 117.- La Procuraduría podrá actuar como ár-
bitro entre consumidores y proveedores cuando los intere-
sados así la designen y sin necesidad de reclamación o pro-

cedimiento conciliatorio previos, observando los princi-
pios de legalidad, equidad y de igualdad entre las partes. 

Cuando se trate de aquellas personas físicas o morales a
que se refiere la fracción primera del artículo 2 de esta ley,
que adquieren, almacenen, utilicen o consuman bienes o
servicios con objeto de integrarlos en procesos de produc-
ción, transformación, comercialización o prestación de ser-
vicios a terceros, la Procuraduría podrá fungir como árbi-
tro siempre que el monto de lo reclamado no exceda de
$300,000.00. 

ARTÍCULO 120.- En el juicio arbitral de estricto derecho
las partes formularán compromiso en el que fijarán las re-
glas del procedimiento, acordes con los principios de lega-
lidad, equidad e igualdad entre las partes. En el caso de que
las partes no las propongan o no se hayan puesto de acuer-
do, el árbitro las establecerá. En todo caso se aplicará su-
pletoriamente el Código de Comercio y a falta de disposi-
ción en dicho Código, el ordenamiento procesal civil local
aplicable. 

ARTÍCULO 122.- Las resoluciones que se dicten durante
el procedimiento arbitral admitirán como único recurso el
de revocación, que deberá resolverse por el árbitro desig-
nado en un plazo no mayor de tres días. El laudo arbitral
sólo estará sujeto a aclaración dentro de los dos días si-
guientes a la fecha de su notificación. 

ARTÍCULO 123.- Para determinar el incumplimiento de
esta ley y en su caso para la imposición de las sanciones a
que se refiere la misma, la Procuraduría notificará al pre-
sunto infractor de los hechos motivo del procedimiento y le
otorgará un término de diez días hábiles para que rinda
pruebas y manifieste por escrito lo que a su derecho con-
venga. En caso de no rendirlas, la Procuraduría resolverá
conforme a los elementos de convicción de que disponga. 

Cuando la Procuraduría detecte violaciones a normas ofi-
ciales mexicanas e inicie el procedimiento a que se refiere
este precepto en contra de un proveedor por la comerciali-
zación de bienes o productos que no cumplan con dichas
normas, notificará también al fabricante, productor o im-
portador de tales bienes o productos el inicio del procedi-
miento previsto en este artículo. La Procuraduría determi-
nará las sanciones que procedan una vez concluidos los
procedimientos en cuestión. 

... 

... 



La Procuraduría resolverá dentro de los quince días hábiles
siguientes. 

ARTÍCULO 124 BIS.- Para la sustanciación del procedi-
miento por infracciones a la ley a que se refiere el presen-
te capítulo, se aplicará supletoriamente lo dispuesto en la
Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

ARTÍCULO 126.- Las infracciones a lo dispuesto por los
artículos 8 BIS, 11, 15, 16 y demás disposiciones que no
estén expresamente mencionadas en los artículos 127 y
128, serán sancionadas con multa de $150.00 a $
480,000.00. 

ARTÍCULO 127.- Las infracciones a lo dispuesto por los
artículos 7 BIS, 13, 17, 18 BIS, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38,
39, 40, 41, 42, 43, 45, 47, 48, 49, 50, 52, 53, 54, 55, 57, 58,
59, 60, 61, 62, 66, 67, 68, 69, 70, 72, 75, 77, 78, 79, 81, 82,
85, 86 QUATER, 87 BIS, 90, 91, 93, 95 y 113 serán san-
cionadas con multa de $300.00 a $ 960,000.00. 

ARTÍCULO 128.- Las infracciones a lo dispuesto por los
artículos 7, 8, 10, 12, 44, 63, 63 BIS, 63 TER, 63 QUIN-
TUS, 65, 73, 73 BIS, 73 TER, 74, 76 BIS, 80, 86 BIS, 87,
87 TER, 92, 92 TER, 98 BIS y 121 serán sancionadas con
multa de $450.00 a $ 1,760,000.00. 

ARTÍCULO 128 BIS.- En casos particularmente graves,
la Procuraduría podrá sancionar con clausura total o par-
cial, la cual podrá ser hasta de noventa días y con multa de
$ 90,000.00 a $ 2,520,000.00. 

ARTÍCULO 128 TER.- Se considerarán casos particular-
mente graves: 

I. Aquellos en que de seguir operando el proveedor, se pu-
dieran afectar los derechos e intereses de un grupo de con-
sumidores; 

II. Cuando la infracción de que se trate pudiera poner en
peligro la vida, la salud o la seguridad de un grupo de con-
sumidores; 

III. Aquellas infracciones que se cometan en relación con
bienes, productos o servicios que por la temporada o las
circunstancias especiales del mercado afecten los derechos
de un grupo de consumidores; 

IV. Aquellas conductas que se cometan aprovechando la
escasez, lejanía o dificultad en el abastecimiento de un bien
o en la prestación de un servicio; 

V. Cuando se trate de productos básicos de consumo gene-
ralizado, como alimentos, gas natural o licuado de petró-
leo, gasolina o productos sujetos a precio máximo o a pre-
cios o tarifas establecidos o registrados por la Secretaría o
por cualquiera otra autoridad competente, y 

VI. La reincidencia en la comisión de infracciones a los ar-
tículos señalados en el artículo 128 de esta ley.

ARTÍCULO 128 QUATER.- Se sancionará con la prohi-
bición de comercialización de bienes o productos, cuando
habiendo sido suspendida ésta, se determine que no es po-
sible su acondicionamiento, reproceso, reparación o susti-
tución, o bien cuando su comercialización no pueda reali-
zarse conforme a las disposiciones de esta ley. 

En el caso de lo dispuesto en el párrafo anterior, la Procu-
raduría podrá ordenar la destrucción de los bienes o pro-
ductos que correspondan. 

Tratándose de servicios, la prohibición de comercializa-
ción procederá cuando habiendo sido suspendida, no se ga-
rantice que su prestación pueda realizarse conforme a las
disposiciones de esta ley. 

ARTÍCULO 129.- En caso de reincidencia se podrá apli-
car multa hasta por el doble de las cantidades señaladas en
los artículos 126, 127, 128, 128 BIS, e inclusive arresto ad-
ministrativo hasta por treinta y seis horas. 

ARTICULO 129 BIS.- La Procuraduría actualizará cada
año por inflación los montos referidos en pesos en los artícu-
los 25, 99, 117, 126, 127, 128, 128 BIS y 133 de esta ley.
A más tardar el día 30 de diciembre de cada año, la Procu-
raduría publicará en el Diario Oficial de la Federación los
montos actualizados que estarán vigentes en el siguiente
año calendario. 

Para estos efectos, la Procuraduría se basará en la variación
observada en el valor del Indice Nacional de Precios al
Consumidor, publicado por el Banco de México entre la úl-
tima actualización de dichos montos y el mes de noviem-
bre del año en cuestión. 

ARTÍCULO 132.- La Procuraduría determinará las sancio-
nes conforme a lo dispuesto en esta Ley y su Reglamento,
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considerando como base la gravedad de la infracción y to-
mando en cuenta los siguientes elementos: 

I. El perjuicio causado al consumidor o a la sociedad en ge-
neral; 

II. El carácter intencional de la infracción; 

III. Si se trata de reincidencia; y 

IV. La condición económica del infractor.

Asimismo, la Procuraduría deberá considerar los hechos
generales de la infracción a fin de tener los elementos que
le permitan expresar pormenorisadamente los motivos que
tenga para determinar el monto de la multa en una cuantía
específica.

ARTÍCULO 133.- ... 

Cuando por un mismo hecho u omisión se cometan varias
infracciones a las que esta ley imponga una sanción, el to-
tal de las mismas no deberá rebasar de $5,040,000.00 

ARTÍCULO 134.- La autoridad que haya impuesto algu-
na de las sanciones previstas en esta ley la podrá condonar,
reducir o conmutar, para lo cual apreciará las circunstan-
cias del caso, las causas que motivaron su imposición, así
como la medida en que la reclamación del consumidor ha-
ya quedado satisfecha, sin que la petición del interesado
constituya un recurso. 

La autoridad no podrá ejercer la facultad referida en este
precepto, respecto de las sanciones impuestas con motivo
de los procedimientos de verificación y vigilancia del cum-
plimiento de esta ley y demás disposiciones aplicables. 

ARTÍCULO 135.- En contra de las resoluciones de la Pro-
curaduría dictadas con fundamento en las disposiciones de
esta Ley y demás derivadas de ella, se podrá interponer re-
curso de revisión, en los términos de la Ley Federal de Pro-
cedimiento Administrativo. 

ARTÍCULO 136.- SE DEROGA. 

ARTÍCULO 137.- SE DEROGA. 

ARTÍCULO 138.- SE DEROGA. 

ARTÍCULO 139.- SE DEROGA. 

ARTÍCULO 140.- SE DEROGA. 

ARTÍCULO 141.- SE DEROGA. 

ARTÍCULO 142.- SE DEROGA. 

ARTÍCULO 143.- SE DEROGA. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor a los no-
venta días siguientes de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación, salvo lo dispuesto en los artículos transi-
torios siguientes. 

SEGUNDO. El artículo 92 TER entrará en vigor ciento
ochenta días después de la publicación del presente De-
creto. 

TERCERO. La reforma al artículo 114, en lo relativo a la
emisión del dictamen por parte de la Procuraduría, así co-
mo la reforma al artículo 26 y los artículos 114 BIS y 114
TER entrará en vigor un año después de la publicación del
presente Decreto, sujeto a la disponibilidad presupuestal
para la operación de las unidades necesarias en la Procu-
raduría para realizar las funciones establecidas en tales ar-
tículos. 

CUARTO. El artículo 18; la fracción IV y el párrafo se-
gundo del artículo 99, respecto de las personas físicas, así
como las reformas al artículo 100, al último párrafo del ar-
tículo 104 y al párrafo segundo del artículo 117, también
este último respecto de las personas físicas, entrarán en vi -
gor 9 meses después de la publicación del presente Decre-
to. Asimismo, en relación con las personas morales a que
se refiere el segundo párrafo de la fracción I del artículo 2,
así como el párrafo segundo de los artículos 99 y 117, res-
pectivamente, dichas disposiciones entrarán en vigor 18
meses después de la publicación del presente Decreto. 

QUINTO. El procedimiento de cancelación de registro a
que se refiere el artículo 90 BIS, sólo procederá respecto de
los contratos que se registren a partir de la entrada en vigor
del presente Decreto. 

SEXTO. Las operaciones derivadas de los sistemas de co-
mercialización a que se refiere el artículo 63 de la ley, que
se hubieren llevado a cabo en fecha anterior a la entrada en



vigor del presente Decreto, les continuarán siendo aplica-
bles hasta el vencimiento de los contratos y la liquidación
de los grupos existentes a la fecha, las disposiciones que
las regulaban. 

Las sociedades que actualmente administren dichos siste-
mas de comercialización no podrán abrir nuevos grupos de
consumidores al amparo de tales disposiciones ni celebrar
nuevos contratos de adhesión. No obstante lo anterior, du-
rante los 60 y 240 días naturales inmediatos siguientes a la
fecha de entrada en vigor del presente Decreto, según se
trate de bienes muebles e inmuebles, respectivamente, las
referidas sociedades podrán celebrar contratos de adhesión
ajustándose a las disposiciones mencionadas en el párrafo
anterior, exclusivamente cuando correspondan a grupos de
consumidores que aún se encuentren en proceso de inte-
gración. 

SEPTIMO.- A partir de la entrada en vigor de este Decre-
to, las sociedades mencionadas únicamente podrán abrir
nuevos grupos de consumidores y celebrar los correspon-
dientes contratos de adhesión, cuando cuenten con la auto-
rización de la Secretaría en términos del artículo 63 y cum-
plan con las disposiciones aplicables. 

OCTAVO.- Para los efectos del artículo sexto transitorio,
la Secretaría y la Procuraduría en el ámbito de sus compe-
tencias supervisarán el proceso de liquidación de los gru-
pos, determinando para ello los lineamientos que corres-
pondan. 

NOVENO.- Las sociedades a que se refiere el artículo sex-
to transitorio, deberán presentar a la Secretaría la informa-
ción relativa, entre otros rubros, a la operación del sistema,
al número de contratos, número de grupos, plazos, situa-
ción que guarden los consumidores en la forma y términos
que para tal efecto establezca la misma. La Secretaría po-
drá solicitar a las mencionadas sociedades que realicen au-
ditorías externas respecto de grupos de consumidores cons-
tituidos conforme a las disposiciones vigentes hasta antes
de la entrada en vigor del presente Decreto. 

El incumplimiento a las obligaciones de presentar la infor-
mación o a realizar las auditorias a que se refiere este artícu-
lo, será sancionado en términos de lo dispuesto por el artí -
culo 128 de la Ley Federal de Protección al Consumidor. 

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 4 días del
mes de diciembre de 2003.— Diputados: Manuel López Vi-
llarreal (rúbrica), Presidente; Jesús Antonio Nader Nasra-

llah (rúbrica), Nora Elena Yu Hernández (rúbrica), Eduar-
do Alonso Bailey Elizondo (rúbrica), Javier Salinas Nar-
váez (rúbrica), Julio Horacio Lujambio Moreno (rúbrica),
secretarios; Ricardo Alegre Bojórquez (rúbrica), José Ma-
ría de la Vega Lárraga (rúbrica), Jaime del Conde Ugarte
(rúbrica), Ramón Galindo Noriega, Jorge Luis Hinojosa
Moreno (rúbrica), José Francisco Landeros Gutiérrez (rú-
brica), Elizabeth Oswelia Yáñez Robles (rúbrica), Miguel
Angel Rangel Avila (rúbrica), Jorge Baldemar Utrilla Ro-
bles, José Mario Wong Pérez, Jesús María Ramón Valdez,
Eduardo Olmos Castro, Juan Manuel Dávalos Padilla ,
Oscar Bitar Haddad (rúbrica), Carlos Blackaller Ayala
(rúbrica), Alfredo Gómez Sánchez, Alejandro Saldaña Vi-
llaseñor, José Manuel Abdala de la Fuente, Gustavo Mo-
reno Ramos, David Ferreyra Martínez, Yadira Serrano
Crespo, Juan José García Ochoa (rúbrica), Jazmín Elena
Zepeda (rúbrica), Víctor Suárez Carrera (rúbrica).»

Es de primera lectura.

REFORMAS FISCALES

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo 
Vieyra:

El siguiente punto del orden del día es la primera lectura al
dictamen con proyecto de decreto por el que se reforman,
adicionan y derogan diversas disposiciones de las leyes del
Impuesto Sobre la Renta, del Impuesto al Valor Agregado
y a la Enajenación e Importación, del Impuesto a las Ven-
tas y Servicios al Público, del Impuesto Especial Sobre
Protección y Servicios, del Impuesto Sobre Uso y Tenencia
de Vehículos, del Impuesto Sobre Automóviles Nuevos y
de la Ley Federal de Derechos, publicado en la Gaceta
Parlamentaria.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

HONORABLE ASAMBLEA DE LA CÁMARA 
DE DIPUTADOS.

A. LEY DEL IMPUESTO SOBRE DE LA RENTA

El día 4 de diciembre de 2003, el Grupo Parlamentarios del
Partido Acción Nacional, con fundamento en el artículo 71,

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 9 de diciembre de 2003201



Año I, Primer Periodo, 9 de diciembre de 2003 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados202

fracción de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como la fracción II del artículo 55 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, sometió a la considera-
ción de esta H. Cámara de Diputados la Iniciativa con pro-
yecto de Decreto por el que se Reforman, Adicionan y De-
rogan diversas disposiciones fiscales.

Los integrantes de esta Comisión con base en las faculta-
des que nos confieren los artículos 39, 45 y demás relativos
de la Ley Orgánica del Congreso de los Estados Unidos
Mexicanos, así como los artículos 60, 65, 87, 88 y demás
aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
metemos a la consideración de esta Honorable Asamblea el
dictamen relativo a la Iniciativa de Decreto antes citada.

Esta Comisión Dictaminadora, con base en las atribuciones
antes señaladas, procedió al estudio de la citada Iniciativa,
por lo que con base en los resultados de las deliberaciones
realizadas por los miembros que integran dicha Comisión
se efectuó el siguiente:

D I C T A M E N 

DESCRIPCIÓN DE LA INICIATIVA

El objeto de las reformas propuestas en materia del im-
puesto sobre la renta, tiene como finalidad el mejorar la
competitividad de las empresas y así lograr por una parte
atraer inversión extranjera y por la otra, reducir los precios
de las mercancías exportadas, y así los productos naciona-
les compitan en el país contra las mercancías extranjeras,
por lo que para poder lograr dicho objeto, se propone una
reducción de la tasa del impuesto sobre la renta empresa-
rial al 30%.

También se busca que los empleadores puedan deducir los
gastos que realicen cuando se subroguen a la obligación de
proporcionar servicios médicos a sus trabajadores, inde-
pendientemente de que estos gocen de los servicios públi-
cos de salud.

Asimismo, se busca que en el caso de las personas físicas,
se establezca un sistema más sencillo para calcular el im-
puesto sobre la renta, sobre la base de la aplicación de una
sola tarifa en lugar del sistema actual que es de 50. Para lo-
gra lo anterior, se pretende implementar una nueva tarifa
estructurada en dos tramos, lo que dará como resultado un

cálculo simplificado, manteniendo libres de carga fiscal a
los contribuyentes de menor capacidad contributiva.

Con la nueva estructura propuesta, se eliminará el subsidio
y el crédito al salario, sin que sean afectados los contribu-
yentes de menores ingresos, lo que permitirá que cualquier
asalariado, profesionista o empresario, pueda efectuar el
cálculo del impuesto que le corresponda de manera senci-
lla y confiable.

Por otra parte, respecto a las diversas exenciones conteni-
das en la Ley del Impuesto sobre la Renta, se pretende dis-
minuir el monto de la exención respecto a jubilación, pen-
siones, haberes de retiro, pensiones vitalicias u otras
formas de retiro, con el fin de ajustarlas a la nueva tarifa de
dicho gravamen; en cuanto a las prestaciones de seguridad
social, se propone aclarar que se encuentran exentas cuan-
do las mismas se otorguen de conformidad con las leyes de
seguridad social; respecto a las prestaciones de previsión
social, se considera necesario precisar los conceptos in-
cluidos en la exención.

Tratándose de los contribuyentes dedicados exclusivamente
a las actividades agrícolas, ganaderas, pesqueras o silvíco-
las, se pretende les sean aplicadas las reglas sobre preciso
de transferencia, con el fin de evitar que las utilidades de
otros sectores, mediante planeaciones, gocen de la reduc-
ción del 50% con que cuenta el sector primario.

Se pretende establecer como una facultad de las entidades
federativas, el que puedan establecer cuotas fijas para co-
brar el impuesto sobre la renta de los contribuyentes que
tributan en la Sección III del Capítulo II del Título IV de la
Ley del Impuesto sobre la Renta.

Con la finalidad de fomentar el mercado inmobiliario me-
xicano, mediante la captación de recursos de los fondos de
pensiones y jubilaciones del extranjero, se propone les sea
otorgado un estímulo fiscal a los fideicomisos en los que
los fideicomisarios sean dichos fondos de pensiones o ju-
bilaciones, dicho estimulo consistiría en que no efectúen
pagos provisionales del impuesto sobre la renta.

Asimismo, se plantea establecer un subsidio para el em-
pleo, que consistiría en calcular mensualmente mediante la
aplicación de una tabla inversa al monto de los ingresos por
salario del trabajador, el cual se podrá acreditar contra el
impuesto sobre la renta del propio trabajador, en los casos
en que el crédito sea mayor al impuesto de dicho trabaja-
dor, los retenedores están obligados a entregar en efectivo



la diferencia del impuesto y el crédito al salario, pudiendo
dicho retenedor acreditar las cantidades entregadas en
efectivo contra el impuesto sobre la renta, propio o reteni-
do a terceros. Ello con el propósito de simplificar en su
aplicación el beneficio fiscal citado.

Como una mediada adicional a la propuesta antes señalada,
se pretende establecer un subsidio para la nivelación del in-
greso, con lo que se busca mantener el mismo ingreso dis-
ponible de los trabajadores.

CONSIDERACIONES DE LA COMISIÓN

Reducción de la tasa del impuesto sobre la renta em-
presarial

La actual Ley del Impuesto sobre la Renta, establece en sus
disposiciones transitorias, una reducción gradual de su tasa
impositiva que llegaría al 32%, en el ejercicio de 2005. Di-
cha medida tenía por objeto fortalecer la inversión produc-
tiva en nuestro país, al tiempo que permitiría la aplicación
óptima del esquema integrado del impuesto sobre la renta
de las personas físicas y de las personas morales, medida
que generó un importante avance en el esquema tributario.

En la Iniciativa presentada a esta Soberanía para el ejerci-
cio de 2004, se propone una reducción de la tasa del im-
puesto sobre la renta, aplicable a personas morales, a una
tasa del 30%. Lo anterior busca que los inversionistas me-
xicanos y extranjeros puedan planear sus inversiones en te-
rritorio nacional y con esto se pueda crear un círculo vir-
tuoso que genere mayor ahorro e inversión, y de esta
manera también se generen mayores empleos y mejor re-
munerados; asimismo, se busca dar las bases para una me-
jor competitividad de las empresas nacionales, de esta for-
ma se pretende atraer la inversión extranjera y reducir los
precios de las mercancías exportadas, y además que las
mercancías nacionales puedan competir en el país con las
mercancías extranjeras.

Ahora bien, en la Iniciativa que se dictamina se considera
sumamente importante atenuar el impacto recaudatorio que
ocasionará dicha medida, por lo que propone que la des-
gravación sea paulatina, por lo que a partir del ejercicio fis-
cal de 2004, la tasa aplicable sería del 33%, para el ejerci-
cio de 2005, sería del 31.5% y para el de 2006, la tasa
quedaría en 30%. Derivado de tal medida, también se pro-
puso el ajuste de los factores que se utilizan en el caso de
distribución de dividendos.

Esta Comisión considera acertada la propuesta presentada
en la Iniciativa, al reducir la tasa del impuesto sobre la
Renta aplicable a las personas morales al 30%, de forma
paulatina y, por lo tanto, también se considera acertado que
derivado de la modificación de la tasa, sean ajustados los
factores que se utilizan en el caso de la distribución de di-
videndos o utilidades.

Deducción de gastos por atención médica prestada por
parte de los patrones 

Actualmente, es una práctica común que los empleadores
acuerden con sus trabajadores, el que dichos patrones se
subroguen en la obligación de prestar servicios médicos,
independientemente que gocen de los servicios públicos de
salud, lo que indudablemente constituye un gasto indispen-
sable para el contribuyente, que puede ser deducido en los
términos de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

Derivado de lo anterior, esta Comisión considera acertado
que se precise que los gastos médicos que realicen los em-
pleadores cuando se subroguen en la citada obligación, se-
an deducibles para efectos del impuesto sobre la renta.

Simplificación de la tarifa de las personas físicas

Esta Soberanía aprobó el 1 de enero de 2002, una nueva
Ley del Impuesto sobre la Renta, en la que se simplificó en
gran medida la determinación del gravamen para las perso-
nas morales, sin embargo, no sucedió lo mismo con el ré-
gimen fiscal aplicable a las personas físicas, ya que actual-
mente por la multiplicidad de ingresos exentos se ha
convertido en un impuesto complejo para poder calcular y
determinar su impuesto, además de contar con un sistema
de 50 tarifas.

Derivado de lo anterior, esta Comisión está de acuerdo en
que se aplique una nueva tarifa para el régimen de las per-
sonas físicas, estructurada por dos tramos, con lo cual se
simplificará la determinación y aplicación del impuesto so-
bre la renta. Asimismo, la que Dictamina considera ade-
cuado la desgravación general para aquellos contribuyen-
tes que obtengan ingresos de hasta $76,000.00 anuales, ya
que con esto se establece una carga progresiva del grava-
men para los que obtienen ingresos superiores a esa canti-
dad, pues el excedente gravable será mayor en tanto perci-
ba mayores ingresos.
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También la que Dictamina considera acertado, que al im-
plementar la citada deducción se elimine a su vez, el sub-
sidio y el crédito al salario, ya que con esta mediada se
simplificará el cálculo del impuesto sobre la renta, de tal
manera que podrá cualquier asalariado, profesionista o em-
presario, calcular su gravamen de manera simple y certera.
Asimismo, se verán favorecidos aquellos patrones con poca
capacidad administrativa, al no tener que requerir los ser-
vicios de un experto para efectuar el cálculo de las reten-
ciones correspondientes a sus trabajadores, en virtud de
que él mismo los podrá efectuar.

De igual forma, se considera acertado, la reducción en el
número de tramos que integra la tarifa aplicable a las per-
sonas físicas, extendiendo el monto de ingresos en cada
uno de sus escalones. Esto evitará que los contribuyentes
dupliquen su esfuerzo para poder incrementar sus ingresos
a través de trabajo adicional, ya que la carga fiscal por el
aumento de sus ingresos se mantiene prácticamente cons-
tante.

Con esta nueva estructura de la tarifa, se esta simplifican-
do el cálculo de los pagos provisionales para aquellos con-
tribuyentes que obtienen ingresos distintos de salarios, en
virtud de que el monto de los ingresos que exceda de
$76,000.00 anuales y hasta $5’000,000.00 se gravarán con
una tasa del 25%, excepto los que excedan de esta canti-
dad, cuyo excedente se gravará a la misma tasa de socie-
dades mercantiles.

Asimismo, esta Comisión dictaminadora está de acuerdo
en que se busque ampliar la base gravable del impuesto so-
bre la renta, sin que se pretenda incrementar la contribu-
ción de las personas de menores ingresos, al permitir que
aquellos contribuyentes con ingresos hasta de $76,000.00
en el año, conserven la desgravación total del impuesto y a
partir de esta cantidad cubran su impuesto fundamental-
mente con la tasa del 25%, desgravando en todos los casos
los primeros $76,000.00, lo que se considera como una me-
dida acertada.

Sin embargo, la que dictamina estima que no es conve-
niente eliminar la exención de 40 veces el salario mínimo
general del que actualmente gozan las personas físicas que
realizan actividades agrícolas, ganaderas, pesqueras o sil-
vícolas, toda vez que se trata de un sector de contribuyen-
tes de baja capacidad contributiva y administrativa, que re-
quieren del estímulo que les concede hoy la exención para
continuar desarrollando sus actividades.

En este sentido, esta Comisión Dictaminadora desecha la
propuesta de derogar la fracción XXVII del artículo 109 de
la Ley del Impuesto sobre la Renta, por no considerarla co-
mo una medida adecuada para los pequeños productores
personas físicas del sector primario.

Por otra parte, la que Dictamina está de acuerdo con que se
disminuya, en la fracción III del artículo 109 de la Ley del
Impuesto sobre la Renta, el monto de la exención a 5.2 ve-
ces el salario mínimo general del área geográfica del con-
tribuyente que se aplica a la obtención de ingresos por ju-
bilaciones, pensiones, haberes de retiro, pensiones
vitalicias u otras formas de retiro, esto para los efectos de
que sea ajustada dicha exención a la nueva tarifa del im-
puesto sobre la renta, la cual contempla una deducción que
equivale a 4.8 salarios mínimos anuales, que sumados al
monto de la exención referida, liberaría del gravamen has-
ta una cantidad de $158,847.70 anuales por este concepto
de ingreso, manteniéndoles de esta forma libres de grava-
men más de los nueve salarios mínimos generales elevados
al año que hoy están exentos.

Asimismo, esta Dictaminadora considera necesario com-
plementar la reforma propuesta para la fracción III del ar-
tículo 109 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, con el ob-
jeto de establecer como ingreso exento de las personas
físicas, los obtenidos de la subcuenta de aportaciones com-
plementarias de retiro previstas en la Ley de los sistemas
de Ahorro para el Retiro, las cuales constituyen al igual
que los conceptos que actualmente contempla el precepto
legal que nos ocupa, un ahorro de largo plazo que tiene por
objeto satisfacer contingencias futuras derivadas del retiro
por jubilación o por edad avanzada.

Es importante señalar que el retiro de los recursos aporta-
dos a las subcuenta de aportaciones complementarias, úni-
camente se puede realizar cando el trabajador se encuentre
en los supuestos que establecen las leyes de seguridad so-
cial para obtener una pensión, lo que garantiza la perma-
nencia de las cantidades aportadas a dicha cuenta.

En relación con lo anterior, la que Dictamina propone mo-
dificar la fracción III del artículo 109 de la Iniciativa en
análisis, para quedar como sigue:

“Artículo 109. …

III. Las jubilaciones, pensiones, haberes de retiro, así como
las pensiones vitalicias u otras formas de retiro, provenien-
tes de la subcuenta del seguro de retiro o de la subcuenta



de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, previstas en la
Ley del Seguro Social, de la subcuenta de aportaciones
complementarias de retiro prevista en la Ley de los Siste-
mas de Ahorro para el Retiro, y las provenientes de la
cuenta individual del sistema de ahorro para el retiro pre-
vista en la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios So-
ciales de los Trabajadores del Estado, en los casos de inva-
lidez, incapacidad, cesantía, vejez, retiro y muerte, cuyo
monto diario no exceda de 5.2 veces el salario mínimo ge-
neral del área geográfica del contribuyente. Por el exce-
dente se pagará el impuesto en los términos de este Título.”

Actualmente el artículo 109 de la Ley del Impuesto sobre
la Renta, en su fracción V, establece que no se pagará di-
cho gravamen por los ingresos que se obtengan de las pres-
taciones de seguridad social que otorgan las instituciones
públicas, sin embargo, algunos contribuyentes han consi-
derado que se encuentran comprendidas dentro de este su-
puesto, de manera indebida, algunas prestaciones que no
provienen de las leyes de seguridad social, por lo que esta
Dictaminadora considera acertado se precise que dichas
prestaciones se encuentran exentas del gravamen cuando
las mismas se otorguen de conformidad con las leyes de
seguridad social.

La Ley del Impuesto sobre la Renta, señala en su artículo
109 fracción VI, que no se pagará dicho impuesto, respec-
to de los ingresos percibidos con motivo de actividades
culturales y deportivas, sin embargo, con la finalidad que
los contribuyentes no distorsionen el fin de dicha presta-
ción, esta Comisión considera acertado que se precise que
la exención aplicará únicamente cuando dichas prestacio-
nes se otorguen en servicio o en especie y además se con-
cedan de manera general de acuerdo con las leyes o con-
tratos colectivos de trabajo. 

Asimismo, esta Comisión considera positivo que el benefi-
cio de exención, señalado en el párrafo anterior, sea apli-
cable también a los trabajadores del Estado, referidos en el
artículo 123, Apartado B de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, por lo que es necesario que se
establezca como condicionante de la exención que dichas
prestaciones de previsión social se otorguen de conformi-
dad con las Condiciones Generales de Trabajo que se expi-
dan en los términos del artículo 87 de la Ley Federal de los
Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del
Apartado B del Artículo 123 Constitucional. Con esta me-
dida se da el mismo tratamiento fiscal a los ingresos perci-
bidos por actividades culturales y deportivas, a todos los

trabajadores del país, sin distinguir si prestan sus servicios
en la iniciativa privada o en el sector público.

En la fracción XVII del artículo 109 de la Ley del Impues-
to sobre la Renta, se establece que no se pagará el impues-
to sobre la renta, por las cantidades que entreguen las ins-
tituciones de seguros a sus asegurados o beneficiarios
cuando ocurra el riesgo amparado, sin embargo, en el cuar-
to párrafo de dicha fracción se indica que el riesgo ampa-
rado se calculará considerando todas las pólizas de seguros
que cubran el riesgo de muerte, invalidez, pérdidas orgáni-
cas o incapacidad. Ahora bien, dicha exención no limita a
que el riesgo amparado se cubra hasta cierto monto, por lo
que esta Dictaminadora considera acertado la eliminación
del cuarto párrafo de la fracción XVII del artículo 109 an-
tes invocado, en virtud de que no es necesario que se esta-
blezca que para determinar el riesgo amparado se conside-
re el monto que cubran todas las pólizas que tenga el
contribuyente.

Sector primario

En la Ley del Impuesto sobre la Renta, se establece una re-
ducción del pago de dicho gravamen del 50%, aplicable a
los contribuyentes dedicados exclusivamente a las activi-
dades agrícolas, ganaderas, pesqueras o silvícolas. Estos
contribuyentes, por su actividad, necesariamente realizan
operaciones con otros contribuyentes con los que estan re-
lacionados, esto en virtud de sus intereses en común, situa-
ción que en la Ley de la materia se denomina que las em-
presas se consideran “partes relacionadas”, por tal motivo
la propia Ley establece como obligación, para otro tipo de
contribuyentes que realizan operaciones con otros con los
que estan relacionados, pacten sus precios conforme a lo
que la propia Ley denomina “precios de transferencia”.

También, la propia Ley del Impuesto sobre la Renta, obli-
ga a que las sociedades pacten sus operaciones a precios de
mercado, esto con la finalidad de evitar que mediante pla-
neación dichas sociedades trasladen sus utilidades a em-
presas de menor carga fiscal, situación que actualmente no
se encuentra regulada por la citada Ley para los contribu-
yentes dedicados exclusivamente a las actividades agríco-
las, ganaderas, pesqueras o silvícolas, por lo que esta Dic-
taminadora considera acertado que se establezca en la
propia Ley del Impuesto sobre la Renta, que los contribu-
yentes del sector primario, apliquen las reglas sobre pre-
cios de transferencia contenidas en la ley de la materia, y
con esto se evite que las utilidades de sectores diversos al
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primario, gocen también de la reducción del 50% destina-
da exclusivamente a dicho sector primario.

En la fracción XXV del artículo 109 de la Ley del Impues-
to sobre la Renta, se exenta del pago de dicho gravamen a
los ingresos derivados de la enajenación de derechos par-
celarios, sin embargo, existen contribuyentes que han utili -
zado dicha exención con la finalidad de incrementar el cos-
to fiscal del adquirente y así evitar pagar correctamente el
impuesto al enajenar nuevamente el derecho parcelario.
Por tal motivo, esta Comisión dictaminadora estima que es
correcto limitar dicho no pago, con el fin de que ese be-
neficio aplique sólo a los ingresos que se obtengan por la
enajenación de terrenos parcelarios siempre que no exceda
de diez pesos por metro cuadrado de terreno enajenado.
Con esto se logrará que la escrituración de los terrenos se
realice a los precios en que realmente se vendan.

Pequeños Contribuyentes

Esta Dictaminadora considera acertado que las Entidades
Federativas cuenten con facultad de poder establecer cuo-
tas fijas para el cobro del impuesto sobre la renta de los
contribuyentes que tributan en la Sección III del Capítulo
II del Título IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

Lo anterior es congruente con las medidas que a partir del
ejercicio fiscal de 2003 fueron aprobadas por esta Sobe-
ranía, para otorgar facultades a las entidades federativas
para administrar y cobrar directamente el impuesto sobre
la renta de los contribuyentes sujetos al régimen de pe-
queño contribuyente, lo que permitirá que dichas entida-
des puedan simplificar la manera de administrar el im-
puesto de este sector de contribuyentes.

Deducción de aportaciones voluntarias a la subcuenta
de aportaciones voluntarias.

En congruencia con la modificación propuesta por esta
Dictaminadora respecto a la exención de los ingresos obte-
nidos por las personas físicas de la subcuenta de aportacio-
nes complementarias de retiro, se estima conveniente mo-
dificar la fracción V del artículo 176 y la fracción XVIII
del artículo 167, de la del Impuesto sobre la Renta, con el
objeto de eliminar la deducción personal que se establece
especto a las aportaciones voluntarias realizadas a la sub-
cuenta de aportaciones voluntarias, toda vez que este tipo
de aportaciones de conformidad con lo dispuesto en la Ley
de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, pueden ser reti-

radas cada seis meses por los trabajadores, constituyéndo-
se en un instrumento de inversión que no es de largo plazo.

Es importante señalar, la deducción establecida en el artícu-
lo 176 fracción V de la Ley del Impuesto sobre la Renta,
tienen por objeto fomentar el ahorro de largo plazo para
hacer frente al retiro de los trabajadores, por lo que se
considera que en dicha deducción únicamente se deben
mantener las aportaciones efectuadas a la subcuenta de
aportaciones complementarias, que en los términos de las
leyes de seguridad social sólo se pueden retirar cuando se
den los supuestos para que el trabajador obtenga una pen-
sión.

Acorde con lo anterior, se establecería un disposición tran-
sitoria, a fin de que los contribuyentes que hubiesen efec-
tuado la deducción de aportación efectuadas a la subcuen-
ta de aportaciones voluntarias y retiren éstas antes de los
plazos a que se establecían para efectuar la deducción,
puedan calcular el monto de impuesto sobre la renta a su
cargo.

En este sentido, se propone la modificación de los artículos
176, fracción V y 167 fracción XVIII de la Ley del Im-
puesto sobre la renta, para quedar como sigue:

“Artículo 167. …

XVIII. Los ingresos provenientes de planes personales de
retiro a que se refiere la fracción V del artículo 176 de esta
Ley, cuando se perciban sin que el contribuyente se en-
cuentre en los supuestos de invalidez o incapacidad para
realizar un trabajo remunerado, de conformidad con las Le-
yes de seguridad social, o sin haber llegado a la edad de 65
años, para estos efectos se considerará como ingreso el
monto total de las aportaciones que hubiese realizado a di-
cho plan personal de retiro que hubiere deducido conforme
al artículo 176, fracción V de esta Ley, actualizadas, así
como los intereses reales devengados durante todos los
años de la inversión, actualizados. Para determinar el im-
puesto por estos ingresos se estará a lo siguiente:

… 

Cuando hubiesen transcurrido más de cinco ejercicios des-
de la fecha de apertura del plan personal de retiro y la fe-
cha en que se obtenga el ingreso, el contribuyente deberá
pagar el impuesto sobre el ingreso aplicando la tasa de im-
puesto promedio que le correspondió al mismo en los cin-
co ejercicios inmediatos anteriores a aquel en el que se



efectúe el cálculo. Para determinar la tasa de impuesto pro-
medio a que se refiere este párrafo, se sumarán los resulta-
dos expresados en por ciento que se obtengan de dividir el
impuesto determinado en cada ejercicio en que se haya pa-
gado este impuesto entre el ingreso gravable del mismo
ejercicio, de los cinco ejercicios anteriores y el resultado se
dividirá entre cinco. El impuesto que resulte conforme a
este párrafo se sumará al impuesto que corresponda al
ejercicio que se trate y se pagará conjuntamente con este
último.

Artículo 176. …

V. Las aportaciones complementarias de retiro realizadas
directamente en la subcuenta de aportaciones complemen-
tarias de retiro, en los términos de la Ley de los Sistemas
de Ahorro para el Retiro o a las cuentas de planes persona-
les de retiro. El monto de la deducción a que se refiere esta
fracción será de hasta el 10% de los ingresos acumulables
del contribuyente en el ejercicio, sin que dichas aportacio-
nes excedan del equivalente a cinco salarios mínimos ge-
nerales del área geográfica del contribuyente elevados al
año.

…

Cuando los recursos invertidos en las subcuentas de apor-
taciones complementarias de retiro o en los planes perso-
nales de retiro, así como los rendimientos que ellos gene-
ren, se retiren antes de que se cumplan los requisitos
establecidos en esta fracción, el retiro se considerará ingre-
so acumulable en los términos del Capítulo IX de este Tí-
tulo.

…

Estímulo fiscal a fideicomisos inmobiliarios

En el Título V de la Ley del Impuesto sobre la Renta, se re-
gulan los ingresos provenientes de fuente de riqueza ubica-
da en territorio nacional que perciban residentes en el ex-
tranjero. Dentro de este Título se encuentran comprendidos
los fondos de pensiones y jubilaciones, y a los cuales la
Ley, les otorga un régimen de exención a los ingresos que
obtengan por intereses, ganancias de capital, así como por
el otorgamiento del uso o goce temporal de terrenos o
construcciones adheridas al suelo ubicadas en territorio na-
cional, derivado de las inversiones efectuadas por dichos
fondos de pensiones y jubilaciones.

En la Iniciativa que se dictamina, se propuso que con la fi -
nalidad de fomentar el mercado inmobiliario mexicano a
través de la captación de recursos de los fondos de pensio-
nes y jubilaciones del extranjero, se otorgara un estímulo
fiscal a los fideicomisos en los que los fideicomisarios sean
dichos fondos de pensiones y jubilaciones, dicho estímulo
consiste en que éstos no efectúen pagos provisionales del
impuesto sobre la renta, propuesta que esta Comisión Dic-
taminadora considera acertada, por lo tanto, cuando los
fondos realicen inversiones en el mercado inmobiliario a
través de fideicomisos, el tratamiento sea de transparencia
fiscal, no estarán obligados a efectuar pagos provisionales
en materia del impuesto sobre la renta.

De igual forma, esta Dictaminadora estima pertinente, que
dicho beneficio sea aplicable a los fondos de pensiones y
jubilaciones establecidos en los términos del artículo 33 de
la Ley del Impuesto sobre la Renta, así como a las socie-
dades de inversión de fondos para el retiro, residentes en
territorio nacional, dando un trato equitativo a los contri-
buyentes.

No obstante lo anterior, esta Dictaminadora considera ne-
cesario efectuar unas modificaciones a los artículos 223 y
224 de la Iniciativa que se dictamina a fin de clarificar el
tratamiento fiscal que tendrá tanto el fideicomiso como los
fideicomisarios, cuando se aporten bienes inmuebles a di-
chos fideicomisos. Asimismo, esta Dictaminadora conside-
ra necesario establecer en el artículo 223 la mecánica para
determinar la ganancia que se obtenga cuando se enajenen
los certificados de participación que emitan dichos fideico-
misos con motivo de la aportación de los inmuebles.

Subsidio para el empleo

En la Ley del Impuesto sobre la Renta, existe actualmente
un crédito al salario cuyo fin consiste en que los trabajado-
res de menores ingresos, obtengan un mayor ingreso me-
diante ese crédito, a cargo del propio fisco federal. Dicho
crédito se debe calcular en forma mensual mediante la apli-
cación de una tabla inversa al monto de los ingresos por sa-
larios obtenidos por los contribuyentes, el cual se acredita
contra el impuesto sobre la renta del trabajador. Ahora
bien, dicho crédito da la posibilidad de que en los casos en
que el mismo resulta mayor al impuesto del trabajador, los
retenedores están obligados a entregar en efectivo la dife-
rencia entre el impuesto y el crédito al salario, pudiendo,
dicho retenedor acreditar, las cantidades entregadas en
efectivo contra el impuesto sobre la renta que deba enterar
o del retenido a terceros.
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No obstante lo antes señalado, en la Iniciativa se propone,
que con el fin de simplificar la aplicación del beneficio fis-
cal citado, se substituya dicho crédito por la aplicación de
un subsidio mensual que se calcule en base en el salario
mensual del trabajador y se desliga del impuesto a cargo de
éste, lo que a esta Dictaminadora le parece acertado.

De igual forma, esta Comisión está de acuerdo con el me-
canismo que se propone, y el cual consiste en que el em-
pleador entregará en efectivo al trabajador, el monto del
subsidio que mensualmente le corresponda, determinado
conforme al monto del salario mensual, y éstos podrán
acreditar contra el impuesto sobre la renta a su cargo o del
retenido a terceros, las cantidades que entreguen a sus tra-
bajadores. Ahora bien, los ingresos que perciban los traba-
jadores derivados del subsidio que se propone, no serán
acumulables para los efectos del impuesto sobre la renta ni
formarán parte del cálculo de la base gravable de cualquier
otra contribución, ya que el objeto del subsidio es mante-
ner el ingreso disponible de los trabajadores de menores in-
gresos, sin que esto implique una carga económica adicio-
nal para ellos ni para los empleadores.

Por otra parte, esta Dictaminadora coincide, en establecer
que en los casos en los que un trabajador preste servicios a
dos o más empleadores, dicho trabajador deberá elegir an-
tes de que se le efectúe el primer pago de salarios, al em-
pleador que le deberá efectuar la entrega mensual del sub-
sidio, esto con la finalidad de que los otros empleadores no
le hagan la entrega del mismo, con esto se evita que se de
un beneficio indebido al trabajador. Asimismo, como una
medida de control, esta Comisión está de acuerdo en que el
trabajador que se encuentre en dicho supuesto, informe al
empleador que le hará las entregas del subsidio, sobre el
monto de las percepciones por salarios que percibe de cada
uno de sus empleadores, a fin de que el subsidio se calcule
considerando la totalidad de los ingresos percibidos en el
mes.

La que Dictamina considera necesario modificar el subsi-
dio para nivelación del ingreso que se propone, con el ob-
jeto de establecer de manera clara que el mismo aplicará a
los empleadores para que estos a sus vez lo entreguen a sus
trabajadores.

Subsidio para nivelación del ingreso

Esta Comisión está de acuerdo en que se establezca como
una mediada adicional con el objeto de mantener el mismo
ingreso disponible de los trabajadores cuyos ingresos no

excedan de diez salarios mínimos generales del área geo-
gráfica del contribuyente, un subsidio para nivelación del
ingreso, con lo cual se evita afectar en sus ingresos a este
sector de contribuyentes y además, que dicho subsidio se
aplique únicamente respecto de los trabajadores que hubie-
sen prestado sus servicios hasta el 31 de diciembre de
2003.

De igual forma, esta Dictaminadora está de acuerdo en que
el monto del subsidio sea la diferencia que resulte entre el
ingreso disponible que por concepto de salario y demás
prestaciones que obtenga el trabajador en el mes de enero
de 2004, después de haber determinado el impuesto sobre
la renta conforme a las disposiciones aplicables vigentes en
dicho año y el ingreso disponible que por dichos conceptos
haya obtenido el trabajador en diciembre de 2003, después
de haber determinado el impuesto sobre la renta conforme
a las disposiciones aplicables vigentes en 2003.

Que una vez calculado el monto del subsidio, sea entrega-
do por el empleador a sus trabajadores mensualmente, sin
que en su determinación se consideraran los incrementos
saláriales que pudieran recibir dichos trabajadores, por lo
que los empleadores podrán acreditar contra el impuesto a
su cargo o el retenido a terceros, las cantidades que entre-
guen por concepto de este subsidio, con lo cual los emplea-
dores no se verán afectados con una carga adicional.

Asimismo, la que Dictamina está de acuerdo en que se se-
ñale, que en el caso en que los trabajadores presten servi-
cios a dos o más empleadores, el subsidio únicamente lo
calculará el empleador con el que el trabajador obtenga
mayores ingresos, y considerando únicamente los ingresos
percibidos de dicho empleador, por lo que resulta correc-
to establecer como obligación del trabajador, el que avise
por escrito a sus demás empleadores que no le efectúen el
cálculo del subsidio correspondiente.

Se debe señalar que el subsidio se irá eliminando de mane-
ra gradual en cinco años, por lo que a partir del ejercicio de
2005, los empleadores deberán disminuir en una quinta
parte cada año el monto que hubiesen determinado como
subsidio.

Por otra parte, con el objeto de garantizar que el tanto el
subsidio para nivelación del ingreso y el subsidio para el
empleo efectivamente sean entregados a los trabajadores,
se propone establecer como requisito para que los patrones
puedan deducir su nomina, el que efectivamente realicen la



entrega de estos subsidios. Asimismo, se propone esta-
blecer la obligación de que los empleadores al entregar el
subsidio, en los comprobantes de pago se identifique de
manera expresa y por separado el monto de los subsidios
que se entreguen a los trabajadores.

Homologación de las bases del Impuesto sobre la Renta
y las cuotas de Seguridad Social

Derivado de la propuesta de simplificar el cálculo del im-
puesto sobre la renta y eliminar las complejidades que se
han generado por los tratamientos dispares que actualmen-
te se establecen en el sistema fiscal entre el impuesto sobre
la renta y las contribuciones de seguridad social.

La que Dictamina está de acuerdo en que sean homologa-
das las bases que se consideran para el cálculo del impues-
to sobre la renta y la determinación de las cuotas obrero pa-
tronales pagadas al Instituto Mexicano del Seguro Social e
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Tra-
bajadores, con esto se pretende homologar dichas contri-
buciones y así se calculen sobre los mismos ingresos que
perciben los trabajadores por la prestación de servicios per-
sonales subordinados gravados con el impuesto sobre la
renta.

Esta reforma fortalece al Instituto Mexicano del Seguro
Social al aumentar sus ingresos en una cantidad importan-
te. Asimismo, aumenta también la cantidad que los traba-
jadores tendrán disponible en el Instituto del Fondo Na-
cional de la Vivienda para los Trabajadores y las
Administradoras de Fondos para el Retiro. Lo cual hará
que las prestaciones que reciben de dichas instituciones
sean acordes con su salario total.

Derivado de lo anterior, esta Comisión considera acertado
que se modifique el artículo 27 de la Ley del Seguro So-
cial, con el fin de que sean incorporados al salario base de
cotización aquellos conceptos que la Ley del Impuesto so-
bre la Renta considera como ingresos por salarios grava-
bles para el trabajador.

No obstante lo anterior, la que Dictamina estima conve-
niente modificar las disposiciones de vigencia temporal de
la Ley del Seguro Social y la Ley del Instituto del Fondo
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, a fin de es-
tablecer que cuando las cuotas patronales tengan un incre-
mento mayor al 5% respecto de las pagadas en el sexto bi-
mestre de 2003, el incremento se deberá cubrir durante
2004, sin que exceda del 5% y a partir de los años de 2005

el incremento que absorberán los patrones será aumentan-
do paulatinamente para que al llegar al año de 2008, se cu-
bra la totalidad del incremento de las cuotas patronales, de-
rivado de las reformas que se proponen a la Ley del Seguro
Social.

Eliminación del impuesto sustitutivo del crédito al sa-
lario 

No obstante que el impuesto sustitutivo del crédito al sala-
rio fue en su momento un instrumento reorientador del gas-
to fiscal y que actualmente enfrenta la hacienda pública fe-
deral con motivo del crédito al salario a que tienen derecho
los trabajadores mexicanos, el Pleno de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación, ha considerado que el mismo es
contrario al principio de proporcionalidad tributaria, por no
atender a la capacidad contributiva del sujeto pasivo del
gravamen, sino a un elemento ajeno a ésta, como lo es la
cantidad del crédito al salario que, en efectivo, debe entre-
gar a sus trabajadores, por lo que se lo ha declarado in-
constitucional. 

Por tal virtud, esta Comisión Dictaminadora, considera
acertado que derogue dicho gravamen al haberse declarado
inconstitucional, con esta mediada, de igual manera se be-
neficiará a los contribuyentes que no solicitaron el amparo
y protección de la justicia federal en contra de este im-
puesto, además de que se evita el que se vea afectada la
competitividad de las empresas, ya que quienes obtuvieron
el amparo de la justicia federal se encuentren libres del gra-
vamen y las que no se encuentren obligadas a cubrirlo, lo
que resulta inequitativo. 

Coeficiente de utilidad para pagos provisionales

El artículo 14, fracción I de la Ley del Impuesto sobre la
Renta, establece la obligación de aumentar o disminuir, la
utilidad o pérdida fiscal que se debe considerar para el
cálculo del coeficiente de los pagos provisionales, cuan-
do los conceptos de acumulación o deducción tienen un
efecto fiscal distinto al que tenían en el ejercicio al que
corresponda el coeficiente.

Dicha medida constituye una carga adicional a los contri-
buyentes en la determinación de sus pagos provisionales,
por lo que esta Dictaminadora considera adecuado eliminar
dicha obligación, con el fin de simplificar el cálculo del co-
eficiente de utilidad de los pagos provisionales.
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En este sentido, se considera acertada la propuesta plante-
ada para derogara le último párrafo de la fracción I del ar-
tículo 14 de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

Participación de los trabajadores en las utilidades de
las empresas

La Constitución Federal de 1917 introdujo el marco jurídi-
co para que los trabajadores participaran en las utilidades
de las empresas. Sin embargo, la falta de bases uniformes,
comprobables e informes que materializaran dicho reparto,
hizo inaplicable la disposición constitucional.

En el año de 1962, por iniciativa del Ejecutivo Federal se
reformó el artículo 123, Apartado A, fracción IX de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para establecer que el monto de las utilidades a repartir en-
tre los trabajadores sería con base en la renta gravable de-
terminada en términos de la Ley del Impuesto sobre la
Renta.

En el momento en que la reforma constitucional cobro vi-
gencia, el concepto “renta gravable” contenido en la Ley
del Impuesto sobre la Renta reflejaba la utilidad histórica
pues no existía en la Ley el ajuste por inflación.

En el año de 1986 se aprobó una importante reforma a la
Ley del Impuesto sobre la Renta que incorporaba los efec-
tos inflacionarios en la determinación del impuesto.

En este sentido, para no afectar los intereses de los trabaja-
dores se estableció para la determinación de la participa-
ción de los trabajadores en las utilidades de las empresas
una base histórica (sin ajuste por inflación), regulada en el
artículo 14 de la Ley del Impuesto sobre la Renta y que en-
tró en vigor en 1989. Dicha base es distinta a la estableci-
da en el artículo 10 de la Ley en comento, ya que para efec-
tos de la determinación del ISR sí se considera el ajuste por
inflación.

Por ello, esta comisión Dictaminadora no considera proce-
dente la propuesta de reforma al artículo 16 de la Ley del
Impuesto sobre la Renta que se propone en la iniciativa que
se dictamina, toda vez que dicha modificación provocaría
un perjuicio a los intereses de los trabajadores para la de-
terminación de su participación en las utilidades de las em-
presas.

Bajo este orden de ideas, esta Comisión considera que no
debe aprobarse la modificación propuesta al artículo 16 de
la Ley del Impuesto sobre la Renta.

Cambio a la deducción de costo de ventas en lugar de
compras

Como se ha señalado por esta Comisión Dictaminadora,
uno de los objetivos fundamentales de la reforma fiscal que
se somete a consideración de esta Soberanía, es la de sim-
plificar el esquema tributario, a fin de que los contribuyen-
te cuenten con un incentivo para cumplir adecuadamente
con sus obligaciones fiscales, además de reducir de mane-
ra importante los costos administrativos de dicho cumpli-
miento.

Asimismo, la simplificación esquema tributario genera que
desaparezcan los incentivos para realizar prácticas de eva-
sión y elusión fiscales, que han afectado de manera impor-
tante las fuentes de recursos que requiere el Estado para
cumplir adecuadamente con sus funciones y apoyar a los
sectores más desprotegidos a través del gasto social.

En este orden de ideas, esta Comisión Dictaminadora no
considera adecuada la propuesta de modificar en la Ley del
Impuesto sobre la Renta la deducción de compras por la
deducción de costo de ventas, ya que dicha medida impli-
ca un retroceso en el proceso de simplificación que se bus-
ca en los diversos gravámenes que constituyen sistema tri -
butario del país.

En efecto, establecer como deducción el costo de ventas
implica una carga administrativa importante tanto para los
contribuyentes como para las autoridades fiscales, que pro-
vocaría una complejidad en el sistema del gravamen, ya
que se tendrían que establecer diversas medidas de control
para evitar maniobras de elusión o evasión fiscales, con lo
cual se perdería el objetivo de la reforma que es el de ge-
nera una mayor certeza y simplicidad en el pago de los im-
puestos.

Además, esta Comisión considera que de aprobarse un sis-
tema de deducción de costo de ventas, podría generar que
un gran numero de empresas al no poder determinar el cos-
to de ventas, llevarlas a la quiebra, con lo cual se perderí-
an importantes fuentes de empleo, los cual es contrario al
objetivo de incrementar la generación de empleos a través
de la simplificación del sistema fiscal.



Asimismo, es importante señalar establecer los controles
de inventarios como lo propone la iniciativa que se dicta-
mina, generaría una carga administrativa sumamente com-
pleja, la cual resultaría muy difícil de administrar, provo-
cando una menor competitividad de nuestras empresas,
disminuyendo los flujos de inversión y por ende la genera-
ción de empleos.

Es importante destacar, que el esquema de deducción de
costo de ventas se elimino de la Ley del Impuesto sobre la
Renta, dado su complejidad para la valuación de los inven-
tarios para la deducción de las compras del ejercicio. Dicha
complejidad provoca necesariamente desaliento en los
contribuyentes para el cumplimiento espontáneo de sus
obligaciones fiscales, generando también un incentivo para
realizar maniobras de elusión y evasión fiscal que erosio-
nan gravemente la base del gravamen.

En este sentido, la que Dictamina considera que no es via-
ble la propuesta de modificar la deducción de compras
para establecer la deducción del costo de ventas, dada la
complejidad administrativa que implica administrarla, ade-
más de que generaría una carga adicional a las empresas
que va en contra del objetivo de la reforma que es el sim-
plificar la estructura de los impuestos para generar su cum-
plimiento espontáneo.

Nueva tarifa del impuesto para personas físicas

Como ha señalado esta Comisión Dictaminadora, se consi-
dera adecuada simplificar el cálculo del impuesto sobre la
renta de las personas físicas y mantener libres de carga fis-
cal a los contribuyentes de menor capacidad administrati -
va. Sin embargo, acorde con la propuesta de establecer una
tarifa más sencilla y una disminución en el pago del grava-
men, es indispensable ampliar la base gravable del im-
puesto, por lo que resulta indispensable eliminar todas
aquellas exenciones que representan ingresos recurrentes o
monetizables para los contribuyentes y que dado el objeto
del impuesto sobre la renta, constituyen ingresos que deben
formar parte de la base gravable.

En este sentido, el solo proponer simplificación de la tari-
fa de las personas físicas sin ampliar la base gravable, po-
dría provocar una pérdida de hasta un punto del PIB, que
mermaría de manera importante las finanzas públicas del
país, por lo que la reducción del impuesto sobre la renta ne-
cesariamente se debe acompañar de una reforma que am-
plíe la base gravable.

Es importante destacar que la ampliación de la base no pre-
tende incrementar la contribución de las personas de me-
nores ingresos, ya que como se ha señalado por esta Comi-
sión Dictaminadora, se mantendría una desgravación a los
contribuyentes con ingresos de hasta $76,000.00 al año,
con lo cual hasta el 80% de los trabajadores asegurados al
IMSS quedaría dentro de la exención mencionada.

Por ello, si bien esta Dictaminadora considera adecuado
simplificar la estructura de la tarifa de las personas físicas,
también es indispensable ampliar la base gravable, a fin de
que la propuesta sea integral y logre los objetivos que se
proponen.

Deducción Inmediata

La deducción inmediata de las inversiones se estableció en
la Ley del Impuesto sobre la Renta, con el objeto de cons-
tituir un mecanismo que permitiera la generar un incentivo
directo al crecimiento económico y a la generación de nue-
vos empleos.

Como medida para impulsar la inversión productiva en un
momento en que se necesita reactivar la economía y con
ello la generación de fuentes de empleo para los mexica-
nos, pero sin poner en riesgo el equilibrio de las finanzas
públicas.

En este sentido, dado que en materia de impuesto sobre la
renta se plantea la disminución del gravamen a las empre-
sas a una tasa del 30%, lo que implica un importante in-
centivo al sector productivo del país, esta Dictaminadora
no considera adecuado modificar el actual esquema de de-
ducción inmediata que contempla la ley, ya que ello impli-
ca un importante costo para las finanzas públicas.

Es importante señalar, que actualmente la deducción inme-
diata se permite en las áreas metropolitas y de influencia
del Distrito Federal, Guadalajara y Monterrey, cuando se
trata de empresas intensivas en mano de obra, que utilicen
tecnologías limpias en cuanto emisiones contaminantes y
no requieran uso intensivo de agua en sus procesos pro-
ductivos.

Por lo anterior, esta Dictaminadora no considera conve-
niente efectuar las modificaciones que se proponen para el
esquema de deducción inmediata.
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Derogación del Régimen de Consolidación

El elemento fundamental en el régimen de consolidación
fiscal es la relación de negocios entre sociedades, por lo
que en el caso de que dos o más empresas opten por apli -
car dicho régimen, podrán amortizar las pérdidas que ten-
ga una empresa contra las utilidades de otra sociedad per-
teneciente al mismo grupo de intereses.

Es necesario precisar que este régimen no tienen como pro-
pósito eliminar las cargas tributarias, sino sólo pretende ser
un sistema neutral de pago de impuestos, en el que se per-
mite diferir parte de su impuesto, lo que no representa un
ahorro de impuestos para los contribuyentes, toda vez que,
el impuesto diferido al amortizar pérdidas con utilidades
del mismo grupo se enterará posteriormente al fisco fede-
ral en el momento en que la empresa en forma individual
amortice sus utilidades, por lo que sólo se permite un dife-
rimiento del impuesto.

Ahora bien, el pretender eliminar el régimen de consolida-
ción, traería como único efecto para el fisco el que no se
pueda diferir el gravamen, ya que por una parte se pagaría
el impuesto individual de las empresas ganadoras y por
otra las compañías perdedoras obtendrían una pérdida que
se amortizaría en el futuro, además que los contribuyentes
al momento de dejar de existir el régimen de consolidación
fiscal se fusionarían (en una sola empresa con sucursales)
llegando al mismo resultado que se llega en el régimen de
consolidación fiscal, es decir, que las utilidades generadas
por algunas sucursales serían compensadas contra las pér-
didas de las demás sucursales.

Por anteriormente referido, esta Comisión dictaminadora
considera que es conveniente mantener el esquema de con-
solidación fiscal, ya que de esta forma se permite a los gru-
pos seguir tributando como sociedades mercantiles indivi-
duales y en forma consolidada con las ventajas que esto
representa y no trabajar a través de sucursales determinan-
do un sólo resultado fiscal. 

Retorno de capitales

Es importante señalar que la pretensión de atraer capital
extranjero data desde 1990 y que el la forma más reciente
de atraer capitales es el Decreto emitido por el Ejecutivo
Federal el 18 de octubre de 1995, denominado “Decreto
que otorga diversas facilidades administrativas en materia
del impuesto sobre la renta relativas a depósitos o inver-
siones o inversiones que se reciban en México”, dicho do-

cumento tiene como medida incentivar el retorno de capi-
tales invertidos en el extranjero, a través de una gravación
mínima de los rendimientos del dinero que se mantiene en
el extranjero, además de tratar de regularizar a los contri-
buyentes que no han pagado impuestos en ejercicios ante-
riores.

Dicho decreto establece la opción para el contribuyente de
aplicar la tasa del 1%, sin deducción alguna, al monto de
total de los recursos, incluidos sus intereses, establecién-
dose en el mismo, entre otras obligaciones que el pago se
debe efectuar mediante la adquisición de estampillas en las
instituciones de crédito o casa de bolsa del país, conservar
los comprobantes de los depósitos o inversiones realizadas
en territorio nacional, así como las estampillas con que se
pagó el impuesto correspondiente, durante un plazo de diez
años.

Resulta también necesario señalar, que los ingresos que
grava el citado Decreto es por concepto de intereses, ren-
dimientos y otros ingresos derivados de ganancias cambia-
rias por una inversión realizada en el extranjero.

Ahora bien, en la propuesta que se plantea en la fracción
VII del Artículo Segundo de las Disposiciones Transitorias
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no establece de ma-
nera precisa las reglas y obligaciones que deberá cumplir el
contribuyente, asimismo, no le da seguridad jurídica, toda
vez, que el beneficio que se pretende implementar se en-
cuentra en una disposición transitoria de la Ley y, por otra
parte, sería necesario que el Ejecutivo Federal derogue el
multicitado Decreto para efectos de evitar propiciar confu-
siones al propio contribuyente.

Por las citadas consideraciones, esta Dictaminadora no
considera adecuada la propuesta relativa al retorno de ca-
pitales.

Acotamiento del Régimen Simplificado

Es necesario aclarar que en el año de 1990, se introduce en
la Ley del Impuesto sobre la Renta, un régimen simplifica-
do para personas físicas, pero con el fin de evitar que me-
diante el régimen de bases especiales de tributación y el de
contribuyentes menores, se generaran grandes distorsiones
en la economía y que se siguieran utilizando éstos como
instrumentos para la elusión tributaria. 

Ahora bien, el Régimen Simplificado de las Personas Mo-
rales, que regulaba el Título II-A de la Ley del Impuesto



sobre la Renta, vigente hasta el 31 de diciembre de 2001,
aplicaba respecto de los ingresos que obtenían las personas
morales que se dedicaban exclusivamente a actividades
agrícolas, ganaderas, pesqueras o silvícolas, así como al
autotransporte terrestre de carga o pasajeros. El beneficio
contenido en dicho esquema era el que cumplirían sus
obligaciones fiscales de manera simplificada y la determi-
nación de la base del impuesto era la diferencia entre el to-
tal de las entradas y las salidas en efectivo, bienes o servi-
cios relacionados con la actividad empresarial.

No obstante lo anterior, en la Ley del Impuesto sobre la
Renta vigente a partir de 2002, y con el objeto de evitar la
distorsión de las formas de organización de algunos secto-
res de contribuyentes, se estableció un nuevo régimen sim-
plificado aplicable a las personas morales dedicadas al au-
totransporte de carga o de pasajeros, las de derecho agrario
que se dediquen exclusivamente a actividades agrícolas,
ganaderas, silvícolas o pesqueras, empresas integradoras,
así como las sociedades cooperativas de autotransportistas
dedicadas exclusivamente al autotransporte de carga o de
pasajeros.

Este nuevo régimen simplificado a diferencia del anterior,
no es un esquema que genere iniquidades ni evasión fiscal,
sino que resulta neutral y solo otorga a los integrantes de
este sector facilidades para el pago de contribuciones acor-
de con la forma de operación de esos contribuyentes, por lo
que esta Comisión Dictaminadora no considera acertada la
propuesta de acotar la aplicación del Régimen Simplifi-
cado.

Cambio a flujo de efectivo para personas morales 

A partir de 2002, las personas físicas con actividades em-
presariales tributaran en la Ley del Impuesto sobre la Ren-
ta, bajo un sistema de flujo de efectivo, acumulando sus in-
gresos en el momento en que los mismos sean efectiva-
mente percibidos en efectivo, en bienes o servicios, la im-
plementación de este sistema fue con el objetivo de elimi-
nar los ajustes por inflación que debían realizar las perso-
nas físicas respecto de los ingresos en crédito y sobre los
cuales pagaban el impuesto, con esto se eliminó la homo-
logación que se tenía al régimen de las personas morales y
de esta manera es equitativo el pago de sus contribuciones.

No obstante lo anterior, en el régimen aplicable de las per-
sonas morales que tributan en el Título II de la Ley antes
citada, el efecto del sistema de flujo de efectivo sería dife-

rente, pariendo de la problemática de carácter administrati-
vo que se presentaría para las empresas, ya que para los
efectos fiscales de control tendría que entregar dos factu-
ras, ya que la persona moral deberá emitir una factura ini-
cial en donde se tengan detallados todos los requisitos fis-
cales y posteriormente emitir otra factura con requisitos
parciales en la cual tiene que especificar lo que está co-
brando.

Por tal motivo, las persona morales tendrían que modificar
sus registros contables, para llevar registros especiales y
adicionales para el control de todas sus operaciones, lo que
sin duda representarían una mayor carga administrativa
para las empresas y presumiblemente mayores costos. Otro
aspecto importante, pudiera darse el caso de que un divi-
dendo decretado o acordado, que no sea pagado por una su-
puesta falta de flujo de efectivo, lo que se prestaría a la elu-
sión o evasión fiscal. 

Otro problema que se presentaría es cuando se realicen
operaciones con países que tributen bajo el régimen fiscal
de devengado, por lo anterior, la que Dictamina considera
inadecuado que sea modificado el régimen de devengado
por el de flujo de efectivo.

Reforma al impuesto sobre la renta de las personas fí-
sicas

Ha sido una constante búsqueda en el sistema impositivo
mexicano, el pretender que el cálculo de los impuestos sea
lo más sencillo posible, esto se puede apreciar con las re-
formas que se han implementado año con año, por lo que
con la finalidad de proseguir con esta simplificación, se
considera acertado el pretender la implementación de un
sistema más sencillo para calcular el impuesto sobre la ren-
ta, sobre la base de la aplicación de una sola tarifa en lugar
del sistema actual que es de 50. 

Con la reducción en el número de tramos que integra la ta-
rifa aplicable a las personas físicas, extendiendo el monto
de ingresos en cada uno de sus escalones, se evitará que los
contribuyentes dupliquen su esfuerzo para poder incre-
mentar sus ingresos a través de trabajo adicional, ya que la
carga fiscal por el aumento de sus ingresos se mantiene
prácticamente constante.

Asimismo, al implementarse una nueva tarifa estructurada
en dos tramos, se conseguirá un cálculo simplificado, con
lo que mantienen libres de carga fiscal a los contribuyentes
de menor capacidad contributiva, y promoverá que más

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 9 de diciembre de 2003213



Año I, Primer Periodo, 9 de diciembre de 2003 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados214

personas cooperen y cumplan con sus obligaciones fisca-
les, propuesta con la que esta Comisión esta de acuerdo.

Otra medida importante y que esta íntimamente relaciona-
da con la anterior, es la reducción de la tasa impositiva, sin
embargo, para poder lograr una reducción de tasa es nece-
sario aplicar otras medidas fiscales, como lo es el contar
con una base más amplia de contribuyentes, esto se obtie-
ne entre otras acciones con la eliminación de todas aquellas
exenciones que representan ingresos recurrentes o moneti-
zables para los contribuyentes y que dado el objeto del im-
puesto sobre la renta, constituyen ingresos que deben for-
mar parte de la base gravable.

Con las mediadas anteriormente señaladas, esta Comisión
dictaminadora esta segura que se logrará ampliar la base
gravable del impuesto sobre la renta, sin que se incremen-
te la contribución de las personas de menores ingresos, ya
que en la Ley del Impuesto sobre la Renta, se establece de
manera expresa que los contribuyentes que obtenga ingre-
sos de hasta de $76,000.00 en el año, conservan la desgra-
vación total del impuesto y a partir de esta cantidad cubran
su impuesto fundamentalmente con la tasa del 25%, pero
siempre desgravando en todos los casos los primeros
$76,000.00.

Finalmente, es necesario señalar que si bien es cierto que la
propuesta de desgravar a los contribuyentes que obtengan
ingresos por debajo de seis salarios mínimos generales
mensuales de la zona económica mediante la implementa-
ción de una nueva tarifa más progresiva, conservando la
tasa máxima del 33%, es una mediada importante, no re-
sulta viable para esta Comisión, en virtud de que el sólo
proponer simplificación de la tarifa de las personas físicas
sin ampliar la base gravable, podría provocar una pérdida
recaudatoria que mermaría las finanzas públicas del país,
por lo que la reducción del impuesto sobre la renta necesa-
riamente se debe acompañar de una reforma que amplíe la
base gravable.

Limitar el acreditamiento del impuesto pagado por
concepto de dividendos

En la Ley del Impuesto sobre la Renta, se regulan en su Tí-
tulo IV, Capítulo VIII, los ingresos que obtienen las perso-
nas físicas que deben considerarse dividendos o utilidades
distribuidas, los intereses a que se refiere el artículo 123 de
la Ley General de Sociedades Mercantiles y a las partici-
paciones en la utilidad que se paguen a favor de obligacio-

nistas u otros, por sociedades mercantiles residentes en
México o por sociedades nacionales de crédito.

Derivado de lo anterior, los ingresos percibidos por perso-
nas físicas provenientes de ganancias distribuidas por per-
sonas morales (dividendos), se consideran ingresos acumu-
lables en el ejercicio en que se perciban en efectivo,
pudiendo estas las personas físicas acreditar el impuesto
sobre la renta pagado por la persona moral que distribuye
las utilidades siempre que consideren el impuesto pagado
por la emisora como un ingreso acumulable y cuente con la
constancia de dividendos percibidos emitida por la socie-
dad que distribuye las ganancias.

Ahora bien, en el caso de limitar el acreditamiento del im-
puesto pagado por concepto de dividendos para evitar que
las personas físicas obtengan saldo a favor como resultado
de comparar el impuesto causado y el impuesto acreditable
cubierto por las personas morales, las personas físicas que
se colocaran en el supuesto que se plantea podría interpo-
ner un juicio de amparo, toda vez que se le estaría violan-
do el principio de equidad, al no permitirle el derecho al
acreditamiento de un impuesto que ha sido pagado, por lo
que esta Comisión dictaminadora, no considera viable la
propuesta de establecer una limitante al derecho al acredi-
tamiento del dividendo pagado por la persona moral.

Información del Sistema Financiero

La Ley de Instituciones de Crédito, señala en su artículo
117, que las instituciones de crédito en ningún caso podrán
dar noticias o información de los depósitos, servicios o
cualquier tipo de operaciones, sino al depositante, deudor,
titular o beneficiario que corresponda, a sus representantes
legales o a quienes tenga otorgado poder para disponer de
la cuenta o para intervenir en la operación o servicio, salvo
cuando las pidieren, la autoridad judicial en virtud de pro-
videncia dictada en juicio en el que el titular sea parte o
acusado y las autoridades hacendarias federales, por con-
ducto de la comisión Nacional Bancaria, para fines fisca-
les. Los empleados y funcionarios de las instituciones de
crédito serán responsables, en los términos de las disposi-
ciones aplicables, por violación del secreto que se estable-
ce y las instituciones estarán obligadas en caso de revela-
ción del secreto, a reparar los daños y perjuicios que se
causen.

Por lo anteriormente referido, esta Comisión considera que
no es procedente el que se incorpore en la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, la obligación de las instituciones



de crédito de proporcionar información respecto de los de-
pósitos que efectúen las personas físicas y morales, toda
vez que dichas instituciones estarían ante la presencia de
un conflicto de leyes, ya que por una parte, las institucio-
nes de crédito fiscalmente tendrían que informar al Servi-
cio de Administración Tributaria, respecto de los depósitos
que les hagan las personas físicas y morales, y en el caso
de no cumplir con dicha obligación se harían acreedores a
una sanción, por otra parte, en caso de otorgar la informa-
ción que se considera secreta conforme al citado artículo
117 de la Ley del Instituciones de Crédito, sería sanciona-
do el informante. Consecuentemente, esta Dictaminadora
no estima viable la propuesta en comento.

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de la Comi-
sión de Hacienda y Crédito Público que suscriben, someten
al Pleno de esta H. Soberanía el siguiente

Decreto por el que se reforman, adicionan
y derogan diversas disposiciones de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta de la 

Ley del Seguro Social y se Establecen Subsidios 
para el Empleo y para la nivelación del ingreso

ARTÍCULO PRIMERO. Se REFORMAN los artículos
10, primer párrafo; 31, fracciones V, último párrafo y XX;
32, fracción I, segundo párrafo; 81, fracción III y último
párrafo del artículo; 109, fracciones III, primer párrafo, V,
VI, VIII y XXV; 113, primer y segundo párrafos; 116, se-
gundo párrafo y último párrafo en su inciso a); 117, frac-
ción IV; 118, fracciones I, IV, último párrafo, V, primer pá-
rrafo y último párrafo del artículo; 127, primer párrafo;
143, segundo párrafo; 167, fracción XVIII, primero y últi-
mo párrafos; 169, primer párrafo; 170, segundo y actual
séptimo párrafos; 172, fracciones VII, último párrafo y
XVI; 173, fracción I, segundo párrafo; 176, fracción V, pri-
mer y tercer párrafos; 177, primer y penúltimo párrafos, y
el factor de 1.4706 a que se refieren los artículos 11, primer
párrafo; 71, segundo, tercero, séptimo y octavo párrafos;
73; 75, penúltimo párrafo; 88, penúltimo párrafo; 89, frac-
ciones I, cuarto párrafo y II, tercer párrafo; 165, primer pá-
rrafo; 170, penúltimo párrafo; 193, fracción I, primer pá-
rrafo, será de 1.4286 y los factores de 1.1905 y 0.4706 a
que se refiere el artículo 11, segundo párrafo y la fracción
II, serán de 1.1765 y 0.4286, respectivamente; se ADICIO-
NAN los artículos 9, con un cuarto párrafo, pasando los ac-
tuales cuarto a sexto párrafos a ser quinto a séptimo párra-
fos; 29, con una fracción XII; 123, con una fracción VII;
127, con un cuarto párrafo, pasando los actuales cuarto y
quinto párrafos a ser quinto y sexto párrafos; 139, fracción

VI, con un ultimo párrafo; 143, con un tercer párrafo, pa-
sando los actuales tercero a sexto párrafos a ser cuarto a
séptimo párrafos; 169, con un último párrafo; 170, con un
tercer párrafo, pasando los actuales tercero a décimo pri-
mer párrafos a ser cuarto a décimo segundo párrafos; 223
y 224 y se DEROGAN los artículos 14, fracción I, último
párrafo; 32, fracción I, último párrafo; 109, fracciones I,
IX, XI y XVII, tercer y cuarto párrafos; 113, tercer párra-
fo, pasando los actuales cuarto a octavo párrafos a ser ter-
cero a séptimo párrafos; 114; 115; 116, tercer párrafo, pa-
sando los actuales cuarto a séptimo párrafos a ser tercero a
sexto párrafos; 119; 173, fracción I, último párrafo; 178 y
216-Bis, fracción II, inciso b), numeral 6, de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, para quedar como sigue:

“Artículo 9o. …

La cesión de derechos sobre los ingresos por otorgar el uso
o goce temporal de inmuebles, se considerará como una
operación de financiamiento; la cantidad que se obtenga
por la cesión se tratará como préstamo, debiendo acumu-
larse las rentas devengadas conforme al contrato, aún cuan-
do éstas se cobren por el adquirente de los derechos. La
contraprestación pagada por la cesión se tratará como cré-
dito o deuda, según sea el caso, y la diferencia con las ren-
tas tendrá el tratamiento de interés. El importe del crédito
o deuda generará el ajuste anual por inflación en los térmi-
nos del Capítulo III del Título II de esta Ley, el que será
acumulable o deducible, según sea el caso, considerando
para su cuantificación, la tasa de descuento que se haya to-
mado para la cesión del derecho, el total de las rentas que
abarca la cesión, el valor que se pague por dichas rentas y
el plazo que se hubiera determinado en el contrato, en los
términos que establezca el Reglamento de esta Ley.

…

Artículo 10. Las personas morales deberán calcular el im-
puesto sobre la renta, aplicando al resultado fiscal obteni-
do en el ejercicio la tasa del 30%.

…

Artículo 14. …

I. …

Último párrafo (Se deroga). 

…
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Artículo 29. …

XII. Los gastos que realice para prestar atención médica en
beneficio de sus trabajadores, cuando el contribuyente se
subrogue en dicha obligación.

…

Artículo 31. …

V. …

Los pagos que a la vez sean ingresos en los términos del
Capítulo I del Título IV, de esta Ley, se podrán deducir
siempre que se cumpla con las obligaciones a que se refie-
re el artículo 118, fracciones I, II, V y VI de la citada Ley
y las disposiciones que regulan los subsidios para el em-
pleo y para nivelación del ingreso, en su caso.

…

XX. Que tratándose de pagos efectuados por concepto de
salarios y en general por la prestación de un servicio per-
sonal subordinado a trabajadores que tengan derecho los
subsidios para el empleo y para nivelación del ingreso,
efectivamente sean entregados y se dé cumplimiento a los
requisitos que se establecen en las disposiciones legales
que los regulan, salvo cuando no se esté obligado a ello en
los términos de las citadas disposiciones legales.

…

Artículo 32. …

I. …

Tampoco serán deducibles los subsidios para el empleo y
para nivelación del ingreso ni los accesorios de las contri-
buciones, a excepción de los recargos que hubiere pagado
efectivamente o compensado.

Último párrafo (Se deroga). 

…

Artículo 81. …

III. Las sociedades cooperativas a que se refiere este Capí-
tulo, considerarán los rendimientos y los anticipos que
otorguen a sus miembros, como ingresos asimilados a los

ingresos por la prestación de un servicio personal subordi-
nado y aplicarán lo dispuesto en los artículos 110 y 113,
tercer párrafo, de esta Ley.

…

Las personas morales que se dediquen exclusivamente a las
actividades agrícolas, ganaderas, silvícolas o pesqueras,
que celebren operaciones con partes relacionadas, están
obligadas, para los efectos de esta Ley, a determinar sus in-
gresos acumulables y sus deducciones autorizadas, consi-
derando, para esas operaciones, las contraprestaciones que
hubieran utilizado con partes independientes en operacio-
nes comparables. Las autoridades fiscales podrán determi-
nar los ingresos acumulables y las deducciones autorizadas
de los contribuyentes, en los términos del segundo párrafo
del artículo 215 de esta Ley, aplicando los métodos previs-
tos en el artículo 216 de la citada Ley. 

Artículo 109. …

I. (Se deroga). 

…

III. Las jubilaciones, pensiones, haberes de retiro, así como
las pensiones vitalicias u otras formas de retiro, provenien-
tes de la subcuenta del seguro de retiro o de la subcuenta
de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, previstas en la
Ley del Seguro Social, de la subcuenta de aportaciones
complementarias de retiro prevista en la Ley de los Siste-
mas de Ahorro para el Retiro, y las provenientes de la
cuenta individual del sistema de ahorro para el retiro pre-
vista en la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios So-
ciales de los Trabajadores del Estado, en los casos de inva-
lidez, incapacidad, cesantía, vejez, retiro y muerte, cuyo
monto diario no exceda de 5.2 veces el salario mínimo ge-
neral del área geográfica del contribuyente. Por el exce-
dente se pagará el impuesto en los términos de este Título.

… 

V. Las prestaciones de seguridad social que otorguen las
instituciones públicas de conformidad con las leyes de se-
guridad social.

VI. Los percibidos con motivo de subsidios por incapaci-
dad, becas educacionales para los trabajadores o sus hijos,
guarderías infantiles, que se concedan de manera general,
de acuerdo con las leyes o por contratos de trabajo.



Tampoco se pagará el impuesto sobre la renta, por los in-
gresos percibidos por actividades culturales y deportivas,
siempre que se otorguen en servicio o en especie, y se con-
cedan de manera general, de acuerdo con las leyes, por
contratos colectivos de trabajo o por Condiciones Genera-
les de Trabajo acordadas con los sindicatos.

…

VIII. Los rendimientos provenientes de cajas de ahorro de
trabajadores, siempre que el patrón no aporte cantidad al-
guna a dichas cajas por sí o por interpósita persona. No se
considerará como aportación del patrón, los préstamos que
éste efectúe a las cajas de ahorro, siempre que el monto del
préstamo no exceda del 20% del promedio del activo del
ejercicio inmediato anterior de la caja de que se trate.
Cuando se inicie la caja de ahorro, el patrón podrá prestar
hasta el 5% del promedio de la nómina del año inmediato
anterior.

IX. (Se deroga). 

…

XI.  (Se deroga). 

…

XVII. …

Tercer y cuarto párrafos (Se derogan). 

…

XXV. Los que se obtengan de la enajenación de derechos
parcelarios, de las parcelas sobre las que hubiera adoptado
el dominio pleno o de los derechos comuneros, siempre y
cuando sea la primera trasmisión que se efectúe por los eji-
datarios o comuneros y la misma se realice en los términos
de la legislación de la materia, hasta por un monto que no
exceda del equivalente a diez pesos por metro cuadrado de
terreno enajenado. Por el excedente se pagará el impuesto
en los términos de este Título.

…

Artículo 113. Quienes hagan pagos por los conceptos a
que se refiere este Capítulo están obligados a efectuar re-
tenciones y enteros mensuales que tendrán el carácter de
pagos provisionales a cuenta del impuesto anual. 

La retención se calculará disminuyendo de la totalidad de
los ingresos obtenidos en un mes de calendario, $6,333.00.
Al resultado obtenido se le aplicará la siguiente:
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Tercer párrafo (Se deroga). 

…

Artículo 114. (Se deroga). 

Artículo 115. (Se deroga).

Artículo 116. …

El impuesto anual se determinará disminuyendo de la tota-
lidad de los ingresos obtenidos en un año de calendario,
por los conceptos a que se refiere este Capítulo,
$76,000.00, al resultado obtenido se le aplicará la tarifa del
artículo 177 de esta Ley. Contra el impuesto que resulte a
cargo del contribuyente se acreditará el importe de los pa-
gos provisionales efectuados.

Tercer párrafo (Se deroga).

…
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a) Hayan iniciado la prestación de servicios con posteriori-
dad al 1 de enero del año de que se trate o hayan dejado de
prestar servicios al retenedor antes del 1 de diciembre del
año por el que se efectúe el cálculo.

…

Artículo 117. … 

IV. Comunicar por escrito al empleador antes de que éste
les efectúe el primer pago que les corresponda por la pres-
tación de servicios personales subordinados en el año de
calendario de que se trate, si prestan servicios a otro em-
pleador y éste les efectúa la disminución de $6,333.00 a
que se refiere el segundo párrafo del artículo 113 de esta
Ley, a fin de que ya no se aplique nuevamente dicha dis-
minución.

Artículo 118. …

I. Efectuar las retenciones señaladas en el artículo 113 de
esta Ley y entregar en efectivo los subsidios para el empleo
y para nivelación del ingreso, salvo cuando no se esté obli-
gado a ello en los términos de las disposiciones legales que
los regulan.

…

IV. …

Asimismo, deberán solicitar a los trabajadores que les co-
muniquen por escrito antes de que se efectúe el primer
pago que les corresponda por la prestación de servicios
personales subordinados en el año de calendario de que se
trate, si prestan servicios a otro empleador y éste les efec-
túa la disminución de $6,333.00 a que se refiere el segun-
do párrafo del artículo 113 de esta Ley, a fin de que ya no
se aplique nuevamente dicha disminución.

V. Presentar, ante las oficinas autorizadas a más tardar el 15
de febrero de cada año, declaración proporcionando infor-
mación sobre las personas a las que les hayan entregado los
subsidios para el empleo y para nivelación del ingreso, en
el año de calendario anterior, conforme a las reglas genera-
les que al efecto expida el Servicio de Administración Tri-
butaria.

…

Quedan exceptuados de las obligaciones señaladas en este
artículo, los organismos internacionales cuando así lo esta-
blezcan los tratados o convenios respectivos, y los estados
extranjeros.

Artículo 119. (Se deroga).

Artículo 123. …

VII. Los gastos que realice para prestar atención médica en
beneficio de sus trabajadores, cuando el contribuyente se
subrogue en dicha obligación.

…

Artículo 127. Los contribuyentes a que se refiere esta Sec-
ción, efectuarán pagos provisionales mensuales a cuenta
del impuesto del ejercicio, a más tardar el día 17 del mes
inmediato posterior a aquél al que corresponda el pago,
mediante declaración que presentarán ante las oficinas au-
torizadas. El pago provisional se determinará restando de
la totalidad de los ingresos a que se refiere esta Sección ob-
tenidos en el período comprendido desde el inicio del ejer-
cicio y hasta el último día del mes al que corresponde el
pago, las deducciones autorizadas en esta Sección corres-
pondientes al mismo período, así como $6,333.00 por cada
uno de los meses a los que corresponda dicho período y, en
su caso, las pérdidas fiscales ocurridas en ejercicios ante-
riores que no se hubieran disminuido.

…

Los contribuyentes que además perciban ingresos a los que
se refiere el Capítulo I de este Título, determinarán el pago
provisional, sin efectuar la disminución de los $6,333.00
por cada uno de los meses a los que corresponda el perío-
do del pago.

…

Artículo 139. …

VI. …

Las Entidades Federativas con las que se celebre convenio
de coordinación para la administración del impuesto esta-
blecido en esta Sección, podrán estimar el ingreso gravable



del contribuyente y determinar cuotas fijas para cobrar el
impuesto respectivo.

…

Artículo 143. …

El pago provisional se determinará aplicando la tarifa que
corresponda conforme a lo previsto en el tercer párrafo del
artículo 127 de esta Ley, a la diferencia que resulte de dis-
minuir a los ingresos del mes o del trimestre por el que se
efectúa el pago, $6,333.00, mensuales, y el monto de las
deducciones a que se refiere el artículo 142 de la misma,
correspondientes al mismo período.

Los contribuyentes que además perciban ingresos a los que
se refieren los Capítulos I o II de este Título, determinarán
el pago provisional, sin efectuar la disminución de los
$6,333.00 por el mes o el trimestre por el que se efectúe el
pago.

…

Artículo 167. …

XVIII. Los ingresos provenientes de planes personales de
retiro a que se refiere la fracción V del artículo 176 de esta
Ley, cuando se perciban sin que el contribuyente se en-
cuentre en los supuestos de invalidez o incapacidad para
realizar un trabajo remunerado, de conformidad con las Le-
yes de seguridad social, o sin haber llegado a la edad de 65
años, para estos efectos se considerará como ingreso el
monto total de las aportaciones que hubiese realizado a di-
cho plan personal de retiro que hubiere deducido conforme
al artículo 176, fracción V de esta Ley, actualizadas, así
como los intereses reales devengados durante todos los
años de la inversión, actualizados. Para determinar el im-
puesto por estos ingresos se estará a lo siguiente:

…

Cuando hubiesen transcurrido más de cinco ejercicios des-
de la fecha de apertura del plan personal de retiro y la fe-
cha en que se obtenga el ingreso, el contribuyente deberá
pagar el impuesto sobre el ingreso aplicando la tasa de im-
puesto promedio que le correspondió al mismo en los cin-
co ejercicios inmediatos anteriores a aquel en el que se
efectúe el cálculo. Para determinar la tasa de impuesto pro-
medio a que se refiere este párrafo, se sumarán los resulta-
dos expresados en por ciento que se obtengan de dividir el

impuesto determinado en cada ejercicio en que se haya pa-
gado este impuesto entre el ingreso gravable del mismo
ejercicio, de los cinco ejercicios anteriores y el resultado se
dividirá entre cinco. El impuesto que resulte conforme a
este párrafo se sumará al impuesto que corresponda al
ejercicio que se trate y se pagará conjuntamente con este
último.

Artículo 169. Los contribuyentes que obtengan ingresos
de los señalados en el artículo 168 de esta Ley, por los mis-
mos efectuarán dos pagos provisionales semestrales a
cuenta del impuesto anual excepto por los comprendidos
en la fracción IV del citado artículo. Dichos pagos se ente-
rarán en los meses de julio del mismo ejercicio y enero del
año siguiente, aplicando a los ingresos acumulables obte-
nidos en el semestre, disminuidos con $6,333.00, mensua-
les, la tarifa que se determine tomando como base la tarifa
del artículo 113 de la Ley citada, sumando las cantidades
correspondientes a las columnas relativas al límite inferior,
límite superior y cuota fija, que en los términos de dicho ar-
tículo resulten para cada uno de los meses comprendidos
en el semestre por el que se efectúa el pago, pudiendo acre-
ditar en su caso, contra el impuesto a cargo, las retenciones
que les hubieran efectuado en el período de que se trate.
Las autoridades fiscales realizarán las operaciones aritmé-
ticas previstas en este párrafo y publicarán la tarifa corres-
pondiente en el Diario Oficial de la Federación.

…

Los contribuyentes que además obtengan ingresos a los
que se refieren los Capítulos I, II o III de este Título, de-
terminarán el pago provisional, sin efectuar la disminución
de los $6,333.00 mensuales.

Artículo 170. …

Los contribuyentes que obtengan periódicamente ingresos
de los señalados en este Capítulo, salvo aquéllos a que se
refieren los artículos 168 y 213 de esta Ley, efectuarán pa-
gos provisionales mensuales a cuenta del impuesto anual, a
más tardar el día 17 del mes inmediato posterior a aquél al
que corresponda el pago, mediante declaración que presen-
tarán ante las oficinas autorizadas. El pago provisional se
determinará aplicando la tarifa del artículo 113 de esta Ley
a la diferencia que resulte de disminuir a los ingresos obte-
nidos en el mes, $6,333.00 mensuales; contra dicho pago
podrán acreditarse las cantidades retenidas en los términos
del cuarto párrafo de este artículo.
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Los contribuyentes que además obtengan ingresos a los
que se refieren los Capítulos I, II o III de este Título o a los
que se refiere el primer párrafo del artículo 169 de esta Ley,
determinarán el pago provisional, sin efectuar la disminu-
ción de los $6,333.00 mensuales.

…

Las personas que efectúen las retenciones a que se refieren
los párrafos cuarto, quinto y sexto de este artículo, así como
las instituciones de crédito ante las cuales se constituyan
las cuentas personales para el ahorro a que se refiere el ar-
tículo 218 de esta Ley, deberán presentar declaración ante
las oficinas autorizadas, a más tardar el día 15 de febrero
de cada año, proporcionando la información correspon-
diente de las personas a las que les hubieran efectuado re-
tenciones en el año de calendario anterior, debiendo aclarar
en el caso de las instituciones de crédito, el monto que co-
rresponda al retiro que se efectúe de las citadas cuentas.

… 

Artículo 172. …

VII. …

Los pagos que a la vez sean ingresos en los términos del
Capítulo I del Título IV de esta Ley, se podrán deducir
siempre que se cumpla con las obligaciones a que se refie-
re el artículo 118, fracciones I, II, V y VI de la citada Ley
y las disposiciones que regulan los subsidios para el em-
pleo y para nivelación del ingreso, en su caso.

…

XVI. Que tratándose de pagos efectuados por concepto de
salarios y en general por la prestación de un servicio per-
sonal subordinado a trabajadores que tengan derecho a los
subsidios para el empleo y para nivelación de sueldos,
efectivamente sean entregados y se dé cumplimiento a los
requisitos que se establecen en las disposiciones legales
que los regulan, salvo cuando no se esté obligado a ello en
los términos de las citadas disposiciones legales.

Artículo 173. … 

I. …

Tampoco serán deducibles los subsidios para el empleo y
para nivelación del ingreso ni los accesorios de las contri-
buciones, a excepción de los recargos que hubiere pagado
efectivamente o compensado.

Último párrafo (Se deroga). 

…

Artículo 176. …

V. Las aportaciones complementarias de retiro realizadas
directamente en la subcuenta de aportaciones complemen-
tarias de retiro, en los términos de la Ley de los Sistemas
de Ahorro para el Retiro o a las cuentas de planes persona-
les de retiro. El monto de la deducción a que se refiere esta
fracción será de hasta el 10% de los ingresos acumulables
del contribuyente en el ejercicio, sin que dichas aportacio-
nes excedan del equivalente a cinco salarios mínimos ge-
nerales del área geográfica del contribuyente elevados al
año.

…

Cuando los recursos invertidos en las subcuentas de apor-
taciones complementarias de retiro o en los planes perso-
nales de retiro, así como los rendimientos que ellos gene-
ren, se retiren antes de que se cumplan los requisitos
establecidos en esta fracción, el retiro se considerará ingre-
so acumulable en los términos del Capítulo IX de este Tí-
tulo.

…

Artículo 177. Las personas físicas calcularán el impuesto
del ejercicio sumando, a los ingresos obtenidos conforme a
los Capítulos I, III, IV, V, VI, VIII y IX de este Título, des-
pués de efectuar las deducciones autorizadas en dichos Ca-
pítulos, la utilidad gravable determinada conforme a las
Secciones I o II del Capítulo II de este Título, al resultado
obtenido se le disminuirá, en su caso, las deducciones a que
se refiere el artículo 176 de esta Ley. A la cantidad que se
obtenga se le disminuirán $76,000.00. Al resultado obteni-
do se le aplicará la siguiente:



…

En los casos en los que el impuesto a cargo del contribu-
yente sea menor que la cantidad que se acredite en los tér-
minos de este artículo, únicamente se podrá solicitar la de-
volución o efectuar la compensación del impuesto
efectivamente pagado o que le hubiera sido retenido. Para
los efectos de la compensación a que se refiere este párra-
fo, el saldo a favor se actualizará por el período compren-
dido desde el mes inmediato anterior en el que se presentó
la declaración que contenga el saldo a favor y hasta el mes
inmediato anterior al mes en el que se compense.

…

Artículo 178. (Se deroga). 

Artículo 216-Bis. … 

II. … 

b) … 

6. (Se deroga).

…

Artículo 223. Con el propósito de fomentar el mercado in-
mobiliario mexicano, los fideicomisos cuya única activi-
dad sea la construcción o adquisición de inmuebles que se
destinen a su enajenación o a la concesión del uso o goce,
así como la adquisición del derecho para percibir ingresos
por otorgar dicho uso o goce, estarán a lo siguiente:

I. La fiduciaria y los fideicomisarios no efectuarán los pa-
gos provisionales a que se refiere el artículo 13 de esta Ley,
por los ingresos que obtenga el fideicomiso.

II. Para determinar la ganancia por la enajenación de los
certificados de participación que emitan los fideicomisos a
que se refiere este artículo, los contribuyentes disminuirán
del ingreso obtenido por la enajenación del certificado de
que se trate, el costo promedio que corresponda a dicho
certificado.

El costo promedio incluirá todos los certificados que tenga
el contribuyente del mismo fideicomiso en la fecha de la
enajenación, aun cuando no los enajene en su totalidad.

El costo promedio se determinará dividiendo el costo de la
totalidad de los certificados propiedad del contribuyente
correspondientes a un mismo fideicomiso, entre el número
total de certificados que tenga el contribuyente a la fecha
de la enajenación.

Tratándose de enajenaciones subsecuentes, el costo prome-
dio de todos los certificados de participación propiedad del
contribuyente por los que ya se hubiera calculado dicho
costo, se adicionará con el costo de los certificados que se
adquieran con posterioridad, la cantidad que resulte se di-
vidirá entre el número total de certificados que tenga el
contribuyente a la fecha de la enajenación de que se trate y
el resultado se considerará como costo promedio de los
certificados a la citada fecha.

III. Cuando los fideicomitentes aporten bienes inmuebles
al fideicomiso podrán considerar que no hay enajenación,
siempre que la fiduciaria otorgue su uso o goce temporal al
mismo fideicomitente que aportó el bien inmueble y se
cumpla con lo siguiente:

a) Deberán suspender la deducción de la inversión del in-
mueble que hubiesen aportado al fideicomiso.
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b) El fideicomitente sólo podrá deducir las rentas que pa-
gue por el otorgamiento del uso o goce del inmueble hasta
por el equivalente al 12% anual del valor fiscal del inmue-
ble.

c) En el caso de que la fiduciaria enajene un bien inmueble
aportado en los términos de esta fracción, el fideicomiten-
te pagará el impuesto correspondiente a la ganancia reali-
zada entre el valor fiscal del inmueble y el valor que tenía
dicho inmueble en el momento de su aportación. La fidu-
ciaria considerará la ganancia que en su caso se genere en-
tre el valor del inmueble en el momento de su aportación y
el valor de enajenación.

d) Si el fideicomitente enajena los certificados de partici-
pación que en su caso emita el fideicomiso por la aporta-
ción del inmueble, calculará su costo a valor fiscal del in-
mueble.

Para los efectos de lo dispuesto en esta fracción, el valor
fiscal es el monto original de la inversión del terreno y el
saldo pendiente por deducir de las construcciones, actuali-
zados hasta el mes en el que se hubieran aportado al fidei-
comiso.

Cuando el fideicomitente hubiera pagado el impuesto a que
se refiere el inciso c) de esta fracción, el valor fiscal co-
rrespondiente a los certificados obtenidos con motivo de la
aportación del inmueble, será el valor del inmueble en el
momento de su aportación.

IV. Los fondos de pensiones y jubilaciones a los que se re-
fiere el artículo 179 de la esta Ley que sean fideicomisa-
rios, podrán aplicar lo dispuesto por el Título II o Título V
de esta Ley, según corresponda, por los ingresos que perci-
ban de la operación del fideicomiso.

V. Tratándose de los fondos de pensiones y jubilaciones a
que se refiere el artículo 33 de esta Ley, podrán invertir
hasta un 10% de sus reservas en los certificados de partici-
pación de los fideicomisos a que se refiere este artículo y
los mismos se computarán dentro del 70% a que se refiere
la fracción II del citado artículo 33 de esta Ley.

VI. En el caso de fideicomisarios personas físicas y resi-
dentes en el extranjero distintos a los fondos de pensiones
y jubilaciones a que se refiere el artículo 179 de la Ley,
cuando enajenen los certificados de participación que en su
caso emita el fideicomiso, deberán considerar el ingreso
que perciban por la enajenación, como proveniente de in-

versiones inmobiliarias y deberán calcular y pagar el im-
puesto correspondiente, aplicando lo dispuesto en el Título
IV o Título V de dicha Ley, según se trate, para la enaje-
nación de inmuebles.

Para los efectos del párrafo anterior, se considerará como
monto original de la inversión el valor de la inversión que
hubiera efectuado al fideicomiso y las reinversiones como
mejoras a los propios inmuebles.

VII. La personas morales que tributen en los términos del
Título II de esta Ley, acumularán a sus demás ingresos en
el ejercicio, la parte de la utilidad fiscal que les correspon-
da en la operación del fideicomiso o, en su caso, deducirán
la parte de la pérdida fiscal que les corresponda, con la in-
formación que para tales efectos les entregue la fiduciaria.

En el caso de que las personas morales a que se refiere esta
fracción enajenen los certificados de participación que en
su caso emita el fideicomiso, estarán a lo dispuesto en la
fracción anterior.

Artículo 224. Los fideicomisos a que se refiere el artículo
anterior, deberán cumplir con los siguientes requisitos:

I.  Estar constituidos de conformidad con las leyes mexica-
nas.

II. Que su objeto sea la construcción o adquisición de in-
muebles que se destinen a su enajenación o la concesión
del uso o goce, así como la adquisición del derecho para
percibir ingresos por otorgar dicho uso o goce. 

III. Que el patrimonio del fideicomiso se invierta cuando
menos en el 70%, en el objeto a que se refiere la fracción
anterior y el remanente en valores a cargo del Gobierno Fe-
deral inscritos en el Registro Nacional de Valores e Inter-
mediarios o en acciones de sociedades de inversión en ins-
trumentos de deuda.

IV. Que se cumplan los requisitos de información que me-
diante reglas de carácter general establezca el Servicio de
Administración Tributaria.

Disposiciones de Vigencia Temporal de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta

ARTÍCULO SEGUNDO. Para los efectos de lo dispuesto
en la Ley del Impuesto sobre la Renta, se aplicarán las si-
guientes disposiciones:
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e) Para los efectos del artículo 177 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, en lugar de aplicar la tarifa contenida en di-
cho precepto, se aplicará la siguiente:
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I. Para el ejercicio fiscal de 2004, se estará a lo siguiente:

a) Para los efectos del primer párrafo del artículo 10 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, se aplicará la tasa del
33%.

b) Cuando conforme a la Ley del Impuesto sobre la Renta
se deba aplicar el factor de 1.4286, se aplicará el factor de
1.4925.

c) Cuando conforme a la Ley del Impuesto sobre la Renta
se deban aplicar los factores de 0.4286 o 1.1765, se apli-
carán los factores de 0.4925 y 1.1976, respectivamente.

d) Para los efectos del artículo 113 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, en lugar de aplicar la tarifa contenida en di-
cho precepto, se aplicará la siguiente:

II. Para el ejercicio fiscal de 2005, se estará a lo siguiente:

a) Para los efectos del primer párrafo del artículo 10 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, se aplicará la tasa del
31.5%.

b) Cuando conforme a la Ley del Impuesto sobre la Renta
se deba aplicar el factor de 1.4286, se aplicará el factor de
1.4599.

c) Cuando conforme a la Ley del Impuesto sobre la Renta
se deban aplicar los factores de 0.4286 o 1.1765, se apli-
carán los factores de 0.4599 y 1.1869, respectivamente.

d) Para los efectos del artículo 113 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, en lugar de aplicar la tarifa contenida en di-
cho precepto, se aplicará la siguiente:



Disposiciones Transitorias de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta

ARTÍCULO TERCERO. En relación con las modifica-
ciones a que se refiere el Artículo Primero de este Decreto,
se estará a lo siguiente:

I. Las fracciones LXXXII, LXXXVII y LXXXVIII del Ar-
tículo Segundo de las Disposiciones Transitorias de la Ley
del Impuesto sobre la Renta, publicadas en el Diario Ofi-
cial de la Federación el 1 de enero de 2002 y la fracción
XXI del Artículo Segundo de las Disposiciones Transito-
rias de la Ley del Impuesto sobre la Renta, publicada en el
Diario Oficial de la Federación el 30 de diciembre de 2002,
que establecen la aplicación de las tasas, tarifas y factores,
no serán aplicables a partir del ejercicio fiscal de 2004.

II. Los contribuyentes obligados a presentar la declaración
informativa sobre las personas a las que les hayan entrega-
do cantidades en efectivo por concepto de crédito al salario
en el año de calendario anterior, en los términos del artícu-
lo 118 fracción V, primer párrafo de la Ley del Impuesto

sobre la Renta, vigente hasta el 31 de diciembre de 2003,
deberán presentar las declaraciones correspondientes al
ejercicio fiscal de 2003, a más tardar el 15 de febrero de
2004.

III. Los retenedores que a la entrada en vigor de este De-
creto tengan cantidades por concepto de crédito al salario
pendientes de acreditar en los términos del artículo 115 de
la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente hasta el 31 de
diciembre de 2003, podrán acreditarlas en los términos de
dicho precepto legal hasta agotarlas.

IV. Las administradoras de fondos para el retiro deberán in-
formar al Servicio de Administración Tributaria, dentro de
los dos primeros meses del ejercicio fiscal correspondiente
a 2004, el nombre, domicilio y registro federal de contri -
buyentes, en su caso, de aquellos trabajadores que tengan
registrados, que durante el ejercicio fiscal correspondiente
a 2003, hubieran efectuado retiros de recursos provenien-
tes de la subcuenta de aportaciones voluntaria prevista en
la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, antes de
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e) Para los efectos del artículo 177 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, en lugar de aplicar la tarifa contenida en di-
cho precepto, se aplicará la siguiente:



cumplir con los supuestos previstos en las Leyes del Segu-
ro Social, del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado y del Instituto del Fondo
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, para dispo-
ner de la totalidad de los demás recursos depositados en la
cuenta individual.

Cuando los contribuyentes hubieran efectuado la deduc-
ción de las aportaciones voluntarias en los términos del ar-
tículo 176, fracción V, de la Ley del Impuesto sobre la Ren-
ta, vigente hasta el 31 de diciembre de 2003, y los recursos
invertidos en la subcuentas de aportaciones voluntarias, así
como los rendimientos que ellos generen, se retiren antes
de que se cumplan los requisitos establecidos en el citado
precepto legal, se considerará ingreso acumulable y deberá
calcularse y enterarse el impuesto sobre la renta en los tér-
minos del artículo 167, facción XVIII de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta.

Del Subsidio para el Empleo

ARTÍCULO CUARTO. Los contribuyentes que perciban
ingresos por salarios, gozarán de un subsidio para el em-
pleo, aplicando a la totalidad de los ingresos gravables con-
forme al Capítulo I del Título IV de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, obtenidos en el mes de que se trate la si-
guiente:

El empleador deberá entregar al contribuyente el subsidio
que mensualmente le corresponda determinado conforme a
la tabla anterior, pudiendo acreditar las cantidades que en-
tregue a los contribuyentes en los términos de este párrafo,

contra el impuesto sobre la renta a su cargo o del retenido
a terceros, inclusive cuando el impuesto deba enterarse a
las entidades federativas conforme a las disposiciones le-
gales. Los ingresos que perciban los contribuyentes deriva-
dos del subsidio a que se refiere este artículo no serán acu-
mulables para los efectos del impuesto sobre la renta ni
formarán parte del cálculo de la base gravable de cualquier
otra contribución.

En los casos en los que los empleadores realicen pagos por
salarios, que comprendan períodos menores a un mes, para
calcular el subsidio correspondiente a cada pago, dividirán
las cantidades correspondientes a las columnas relativas al
límite inferior, límite superior y cantidad del subsidio, de la
tabla a que se refiere este artículo, entre 30.4. El resultado
así obtenido se multiplicará por el número de días al que
corresponda el período de pago para determinar el monto
del subsidio que le corresponde al trabajador por dichos
pagos.

Cuando los pagos por salarios, sean por períodos menores
a un mes, la cantidad del subsidio que se deba entregar al
trabajador por todos los pagos que se hagan en el mes, no
podrá exceder de la que corresponda conforme a la tabla
prevista en este artículo para el monto total percibido en el
mes de que se trate.

Cuando los contribuyentes presten servicios a dos o más
empleadores, deberán elegir, antes de que alguno les efec-
túe el primer pago que les corresponda por la prestación de
servicios personales subordinados en el año de calendario
de que se trate, al empleador que les efectuará las entregas
del subsidio a que se refiere este artículo, en cuyo caso, de-
berán comunicar esta situación por escrito a los demás em-
pleadores, a fin de que ellos ya no les den el subsidio co-
rrespondiente.

Asimismo, el trabajador deberá comunicar por escrito al
empleador que les haga entrega del subsidio, el monto de
los ingresos mensuales a que se refiere el primer párrafo de
este artículo, a fin de que dicho empleador calcule el mon-
to del subsidio considerando la totalidad de los ingresos
obtenidos en el mes de todos sus empleadores en el mes.

Quienes hagan los pagos a los contribuyentes que tengan
derecho al subsidio a que se refiere este artículo, sólo po-
drán acreditar contra el impuesto sobre la renta a su cargo
o del retenido a terceros, las cantidades que entreguen a los
contribuyentes por dicho concepto, cuando cumplan con
los siguientes requisitos:
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I. Anotar, en los comprobantes de pago que por los ingre-
sos por prestaciones por servicios personales subordinados
entregue a sus trabajadores, el monto del subsidio identifi-
cándolo de manera expresa y por separado.

II. Presentar, ante las oficinas autorizadas, a más tardar el
15 de febrero de cada año, declaración proporcionando in-
formación de las cantidades que paguen por concepto del
subsidio a que se refiere este artículo en el ejercicio inme-
diato anterior, identificando por cada trabajador los in-
gresos que sirven de base para determinar el subsidio, así
como el monto de este último.

III. Pagar las aportaciones de seguridad social a su cargo
por los trabajadores que gocen del subsidio a que se refie-
re este artículo.

IV. Conservar los escritos que les presenten los contribu-
yentes en los términos del tercero y cuarto párrafos de este
artículo, en su caso.

No se considerarán para los efectos del cálculo del monto
del subsidio mensual a que se refiere este artículo, los in-
gresos percibidos por los trabajadores como consecuencia
de la terminación de la relación laboral ni los que la Ley
del Impuesto sobre la Renta asimila a salarios.

Del Subsidio para nivelación del ingreso

ARTÍCULO QUINTO. Los empleadores que durante el
mes de diciembre de 2003 hubieran pagado remuneracio-
nes por la prestación de servicios personales subordinados,
gozarán de un subsidio mensual por aquellos trabajadores
que hubieran trabajado con ellos al 31 de diciembre de
2003, siempre que se cumpla con lo siguiente:

I. El subsidio será aplicable únicamente por aquellos traba-
jadores a los que pague salarios y cualquier otra prestación
que derive de la relación laboral, que en el mes de enero de
2004, tengan ingresos que no excedan de una cantidad equi-
valente a diez salarios mínimos generales del área geográfi-
ca del empleador, elevados al mes. Cuando con posteriori-
dad el ingreso del trabajador exceda de diez salarios
mínimos generales o deje de trabajar en la empresa, el em-
pleador perderá el monto del subsidio que corresponda a
dicho trabajador.

II. Que una cantidad igual al monto del subsidio que co-
rresponda por cada trabajador por el cual se tenga derecho
a percibirlo, se entregue en su totalidad y en efectivo a di-

cho trabajador, no pudiéndose entregar a persona distinta
de éste.

La entrega que se haga al trabajador de la cantidad igual al
subsidio que se calcule por él, la hará el empleador en los
mismos plazos y términos en los que conforme a lo previs-
to en el Artículo Cuarto de este Decreto le debe entregar el
subsidio para el empleo.

III. El monto del subsidio a que se refiere este artículo se
calculará por cada trabajador por el que corresponda, con-
forme a lo siguiente:

a) Se determinará la totalidad de los ingresos que le haya
pagado el empleador en el mes de diciembre de 2003 por
concepto de salarios, después de haberle retenido, en su
caso, el impuesto sobre la renta, de haber aplicado el cré-
dito al salario y demás prestaciones previstas en la fracción
VI del artículo 109 de la Ley del Impuesto sobre la Renta
vigente a esa fecha, siempre que dichas prestaciones se ha-
yan pagado en efectivo al trabajador o se le hayan entrega-
do en vales canjeables por mercancías, para estos efectos
no se considerarán aquellas prestaciones que no se hayan
pagado al trabajador en todos los meses de 2003 en que
haya prestado sus servicios personales subordinados al em-
pleador. 

b) Se determinará la totalidad de los ingresos que le pague
el empleador en el mes de enero de 2004 por concepto de
salarios después de haberle retenido, en su caso, el im-
puesto sobre la renta, de haberle entregado el subsidio para
el empleo y demás prestaciones previstas en la fracción VI
del artículo 109 de la Ley del Impuesto sobre la Renta vi-
gente el 1 de enero de 2004, siempre que dichas prestacio-
nes se hayan pagado en efectivo al trabajador o se le hayan
entregado en vales canjeables por mercancías. Para los
efectos de este inciso no se considerará como ingreso del
trabajador, la cantidad que en dicho mes se le entregue por
aumento de salario.

c) Se comparará la cantidad que resulte conforme al inci-
so a) contra la que resulte conforme al inciso b), si esta úl-
tima resulta menor, la diferencia entre ambas cantidades
será el monto del subsidio mensual a que tendrá derecho
el empleador por cada trabajador por el que se efectuó el
cálculo.

Para los efectos de lo previsto en los incisos a) y b) de esta
fracción, cuando el importe de las prestaciones previstas
en la fracción VI del artículo 109 de la Ley del Impuesto
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sobre la Renta, exceda de una cantidad equivalente al 30 %
del total del sueldo percibido por el trabajador en el mes de
que se trate, solo se considerará el monto de las prestacio-
nes que no exceda del 30% del salario de dicho mes, si el
monto del total de las prestaciones sumado al salario perci-
bido en el mes excede de una cantidad equivalente a siete
veces el salario mínimo general del área geográfica del
empleador elevado al mes, sólo se considerará por concep-
to de prestaciones una cantidad equivalente a un salario mí-
nimo general del área geográfica del empleador elevado al
mes. Tampoco se considerarán en los ingresos pagados al
trabajador, los pagos correspondientes a tiempo extraordi-
nario o por prestación de servicios que se realice en los
días de descanso sin disfrutar de otro en sustitución.

Cuando en los meses de diciembre de 2003 o enero de
2004 el trabajador no hubiera laborado uno o varios días
laborables y por dicha circunstancia no hubiera percibido
el cien por ciento de su salario, para los efectos del cálcu-
lo a que se refiere los incisos a) y b) de esta fracción, no se
consideraran los ingresos percibidos por los mismos días.

Cuando en el mes de diciembre 2003 o enero de 2004, el
trabajador haya dejado de laborar uno o varios días labora-
bles, se ajustará el cálculo a que se refieren los incisos a) y
b) de esta fracción, adicionando en ambos meses los días
no laborados, sin considerar los incrementos saláriales  que
en su caso se hubiesen otorgado, a fin de efectuar la com-
paración a que se refiere la el inciso c) de esta fracción.

No se considerarán para los efectos del cálculo del subsi-
dio a que se refiere esta fracción, los ingresos que confor-
me a la Ley del Impuesto sobre la Renta se asimilan a sa-
larios.

Para los efectos de determinar la totalidad de los ingresos
que le pague el empleador a cada trabajador en los meses
de diciembre de 2003 y enero de 2004 por concepto de sa-
larios después de haberle retenido, en su caso, el impuesto
sobre la renta, no se considerará la diferencia del impuesto
anual a cargo o a favor del trabajador, determinada por el
empleador en los términos del artículo 116 de la Ley del
Impuesto sobre la Renta, que se le retenga o compense en
dichos meses al trabajador.

Los ingresos que perciban los empleadores por concepto
del subsidio a que se refiere este artículo, así como las can-
tidades que entreguen a sus trabajadores en cumplimiento
de lo dispuesto en esta misma disposición,  no serán acu-
mulables para los efectos del impuesto sobre la renta ni for-

marán parte del cálculo de la base gravable de cualquier
otra contribución. 

El subsidio a que se refiere este artículo se disminuirá en
los meses del año de 2005, al 80% del subsidio mensual
que le correspondió al contribuyente para el año de 2004.
Por los años subsecuentes la reducción será conforme  a lo
siguiente, en el año de 2006 al 60 %, en el año de 2008 al
40 % y en el año de 2009 al 20 %. A partir del año de 2010
ya no se tendrá derecho a obtener cantidad alguna por este
subsidio.

Los contribuyentes que tengan derecho al subsidio previs-
to en este artículo, sólo lo podrán acreditar en los términos
previstos en el Artículo Cuarto de este Decreto, y siempre
que cumplan con lo dispuesto en las fracciones I, II y III
del referido Artículo Cuarto.

Cuando los trabajadores presten servicios a dos o más em-
pleadores, las cantidades a que se refiere este artículo se
deberá calcular y entregar por el empleador del que perci-
ba mayores ingresos en el mes de enero de 2004, para lo
cual el trabajador antes de que alguno le efectúe el primer
pago que les corresponda por la prestación de servicios
personales subordinados, deberá comunicar esta situación
por escrito a los demás empleadores, a fin de que ellos ya
no calculen el subsidio correspondiente por el trabajador.

El subsidio a que se refiere este artículo no será aplicable
tratándose de la Federación, las entidades federativas y los
municipios, así como a sus organismos descentralizados y
empresas de participación estatal.

ARTÍCULO SEXTO. Se REFORMA el artículo 27, frac-
ciones I, III, IV y VIII; se ADICIONA el artículo 30, frac-
ción I, con un segundo párrafo, y se DEROGA el artículo
27, fracciones II, VI, VII y IX y último párrafo del artícu-
lo, de la Ley del Seguro Social, para quedar como sigue:

“Artículo 27. …

I. Los instrumentos de trabajo tales como herramientas, ropa
y otros similares, siempre que los mismos estén de acuer-
do con la naturaleza del trabajo prestado;

II.  (Se deroga).

III. Las aportaciones adicionales que el patrón convenga
efectuar a la subcuenta de retiro, cesantía en edad avanzada
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y vejez de la cuenta individual que se constituya en los tér-
minos de esta Ley;

IV.  Las cuotas que en términos de esta Ley le corresponde
cubrir al patrón y las aportaciones al Instituto del Fondo
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores;

V. … 

VI.  (Se deroga).

VII.  (Se deroga).

VIII. Las cantidades aportadas para constituir fondos de al-
gún plan de pensiones establecido por el patrón o derivado
de contratación colectiva. Los planes de pensiones serán
sólo los que reúnan los requisitos que establezca la Comi-
sión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro.

IX.  (Se deroga). 

…

Último párrafo (Se deroga). 

Artículo 30. …

I. … 

En el mes en el que los trabajadores reciban efectivamente
las retribuciones periódicas a que se refiere el párrafo ante-
rior, se deberá sumar o disminuir al salario base de cotiza-
ción la diferencia entre lo que efectivamente se hubiera pa-
gado a los trabajadores y el monto que se hubiera
considerado para calcular el salario base de cotización con-
forme al párrafo anterior.

…”

Disposiciones de Vigencia Temporal de la 
Ley del Seguro Social y de la Ley del Instituto 

del Fondo Nacional de la Vivienda 
para los Trabajadores

ARTÍCULO SÉPTIMO. Cuando con motivo de las refor-
mas al artículo 27 de la Ley del Seguro Social, las cuotas
patronales promedio por trabajador que debe pagar un em-
pleador tengan un incremento mayor al 5%, respecto de las

pagadas en el sexto bimestre de 2003, durante 2004, por los
trabajadores de ese empleador se deberán cubrir las cuotas
patronales sin que su incremento exceda del 5%. En el año
de 2005, el incremento en las cuotas patronales no excede-
rá de10%; en 2006 no excederá de 20%, en 2007 no exce-
derá de 50% y a partir de 2008 se pagará el 100% de las
cuotas patronales que correspondan. Para la determinación
de las cuotas patronales, promedio por trabajador, a que se
refiere este párrafo, no se considerarán los incrementos sa-
lariales que se otorguen a los trabajadores.

Para los efectos del pago de las aportaciones que los patro-
nes deben efectuar al Fondo Nacional de la Vivienda de los
Trabajadores, a partir del primer bimestre del año de 2004,
por los trabajadores que hubieran venido laborando con
ellos con anterioridad al 1 de enero de 2004, el incremento
que dicha aportación tenga con motivo de las reformas
efectuadas mediante este Decreto al artículo 29, fracción II
de la Ley del Instituto Nacional de la Vivienda para los
Trabajadores, se cubrirá con los mismos limites previstos
en el párrafo anterior.

Impuesto Sustitutivo del Crédito al Salario

ARTÍCULO OCTAVO. Se deroga el Artículo Tercero del
Impuesto Sustitutivo del Crédito al Salario del Decreto por
el que se expide la Ley del Impuesto sobre la Renta publi-
cado en el Diario Oficial de la Federación el 1 de enero de
2002.

B. LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción I y 72, inciso h) de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y por conducto de esta H. Cáma-
ra de Diputados, el Ejecutivo Federal sometió a la
consideración del H. Congreso de la Unión la Iniciativa de
“Decreto que Reforma, Adiciona, Deroga y Establece Di-
versas Disposiciones Fiscales”, misma que fue turnada el
jueves 6 de noviembre de 2003, a la Comisión de Hacien-
da y Crédito Público para su estudio y dictamen.

Por otro lado, esta Comisión recibió para los mismos efec-
tos, las siguientes Iniciativas:

a) Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se Refor-
ma y Adiciona la Ley del Impuesto al Valor Agregado, pre-
sentada por el Diputado Federal Gustavo Enrique Madero
Muñoz, el 2 de diciembre de 2003.
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b) Iniciativa con Proyecto de Decreto que Reforma, Adi-
ciona y Deroga Diversas Disposiciones Fiscales, presenta-
da por diversos diputados, miembros del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional, el 4 de diciembre de
2003.

c) Iniciativa con Proyecto de Decreto que Reforma, Adi-
ciona y Deroga Disposiciones de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta, Ley del Impuesto al Valor Agregado, Ley de
Coordinación Fiscal y Código Fiscal de la Federación,
para el crecimiento económico, generación de empleos,
fortalecimiento al federalismo y la disminución de la eva-
sión fiscal, presentada por el Diputado Federal Juan Carlos
Pérez Góngora y otros diputados miembros del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional, el 4 de
diciembre de 2003.

d) Iniciativa con proyecto de Decreto que Reforma y Adi-
ciona Diversas Disposiciones de la Ley del Impuesto al Va -
lor Agregado, a cargo del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, presentada el 4 de diciem-
bre de 2003.

DESCRIPCIÓN DE LAS INICIATIVAS

De acuerdo con la Exposición de Motivos de la Iniciativa
del Ejecutivo Federal, las reformas en materia del impues-
to al valor agregado, consisten en disminuir la tasa general
del gravamen y generalizar su aplicación, eliminando tra-
tamientos o privilegios injustificados. Con lo anterior, se
pretende fortalecer los ingresos del Gobierno Federal y
hacer más sencilla la aplicación y administración del im-
puesto.

En este sentido, la propuesta del Ejecutivo Federal conte-
nida en la Iniciativa que se dictamina, consiste esencial-
mente en:

• Reducir la tasa general del impuesto del 15% al 10%.

• Derogar la aplicación de la tasa del 0% y de algunas
exenciones.

• Eliminar el tratamiento previsto para las actividades que
se realicen dentro de la región fronteriza, con motivo de la
reducción de la tasa general del impuesto aplicable en todo
el país.

• Considerar a la exportación de bienes o servicios, como
única actividad que estaría afecta a la tasa del 0% del im-
puesto al valor agregado.

Por su parte, los objetivos que se pretenden alcanzar con
las propuestas contenidas en la Iniciativa con Proyecto de
Decreto por el que se Reforma y Adiciona la Ley del Im-
puesto al Valor Agregado, presentada por el Diputado Gus-
tavo Enrique Madero Muñoz, consisten básicamente en lo
siguiente:

• Mantener el tratamiento de la tasa del 0% del impuesto al
valor agregado.

• Fortalecer la eficiencia recaudatoria del impuesto al valor
agregado, a través de la creación de un impuesto de control
que permita resolver los problemas que provocan las devo-
luciones por la aplicación de dicha tasa.

Así mismo, mediante la Iniciativa con Proyecto de Decre-
to que Reforma, Adiciona y Deroga Diversas Disposicio-
nes Fiscales, presentada por diversos diputados miembros
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, se
propone lo siguiente:

• Reducir la tasa del impuesto al valor agregado al 13%, así
como la tasa aplicable en la región fronteriza al 8%.

• Establecer de manera gradual una tasa preferencial del
8% a la enajenación de los bienes a los que hoy día se apli-
ca la tasa del 0%.

Por otro lado, de conformidad con la exposición de moti-
vos de la Iniciativa de Decreto que Reforma, Adiciona y
Deroga Disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la Ren-
ta, Ley del Impuesto al Valor Agregado, Ley de Coordina-
ción Fiscal y Código Fiscal de la Federación, para el creci-
miento económico, generación de empleos, fortalecimiento
al federalismo y la disminución de la evasión fiscal, pre-
sentada por el Diputado Federal Juan Carlos Pérez Góngo-
ra y otros diputados miembros del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, las propuestas en ma-
teria del impuesto al valor agregado, son básicamente las
siguientes:

• Llevar a cabo una distribución de la recaudación del im-
puesto en la forma siguiente: 10% a la Federación, 4% a las
Entidades Federativas y 1% a los Municipios.
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• Eliminar la exención a los pequeños contribuyentes para
que queden sujetos a un tratamiento de cuotas fijas.

• Aplicar la tasa del 0% a las enajenaciones de bienes, pres-
taciones de servicios y otorgamiento del uso o goce tem-
poral de bienes a la Federación, Entidades Federativas,
Municipios o los organismos descentralizados de dichos
gobiernos, que lleven a cabo los contribuyentes con esta-
blecimiento permanente en México.

Finalmente, en materia del impuesto al valor agregado, el
Partido de la Revolución Democrática plantea en su Inicia-
tiva que Reforma y Adiciona Diversas Disposiciones de la
Ley del Impuesto al Valor Agregado, lo siguiente:

• Ampliar la base de tributación del impuesto, a través de
la eliminación de la exención aplicable a las personas físi-
cas a que se refiere el artículo 2o.-C de la Ley del Impues-
to al Valor Agregado.

• Establecer el pago del impuesto al valor agregado sobre
una base estimada por las autoridades fiscales, así como
otras obligaciones de carácter formal, a cargo de las perso-
nas físicas que tributan el régimen de pequeños contribu-
yentes en el impuesto sobre la renta.

• Facultar a las Entidades Federativas para recaudar y ad-
ministrar el impuesto al valor agregado a cargo de las per-
sonas a que se refiere el punto anterior.

CONSIDERACIONES DE LA COMISIÓN

En principio, es conveniente aclarar que las modificaciones
a la Ley del Impuesto al Valor Agregado que se proponen
a través del presente dictamen, son el resultado del análisis
de los diversos temas que abordan las iniciativas que se
dictaminan. Sin embargo, dentro de las citadas iniciativas
existen propuestas que no han sido consideradas en las re-
formas que se proponen en este dictamen, ya sea porque no
alcanzaron el acuerdo necesario para su aceptación o por-
que se estimaron improcedentes al ser contrarias a la medi-
da aprobada.

Por razones de método, se procederá a analizar las pro-
puestas que no fueron aceptadas por esta Comisión Dicta-
minadora.

En relación a la propuesta presentada por el Diputado Pé-
rez Góngora y otros diputados del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, por lo que hace a dis-

tribuir la recaudación del impuesto al valor agregado en un
10% a la Federación, 4% a las Entidades Federativas y 1%
a los Municipios, debe mencionarse lo siguiente:

Esta propuesta se complementa planteando la distribución
de la recaudación de la región fronteriza distribuyendo a la
Federación el 6.7%, a las Entidades Federativas el 2.6% y
a los Municipios el 0.7%.

Además, la recaudación de este gravamen se excluye de la
recaudación federal participable.

Al respecto, esta Comisión considera que la propuesta no
plantea una reforma fiscal, sino un mecanismo de redistri-
bución de la recaudación del impuesto al valor agregado.

La propuesta establece que el Congreso de la Unión anual-
mente determinará el monto de la distribución que corres-
ponda a cada entidad y que la “proporción se publicará me-
diante porcentaje en el diario oficial de la federación...”.
Además, para determinar la proporción de la distribución
se tomarán en consideración diversos indicadores pondera-
dos proporcionalmente para cada entidad. Los indicadores
son: las ventas de energía eléctrica, captación bancaria, re-
caudación propia de impuestos locales, padrón vehicular y
el promedio mensual de trabajadores inscritos en el Institu-
to Mexicano del Seguro Social.

Del estudio realizado se desprende que ni la exposición de
motivos ni los textos propuestos, contienen una explica-
ción de porqué se toman esos indicadores, ni el método que
deberá seguirse para obtener los porcentajes de distribu-
ción entre las Entidades Federativas.

Para el año fiscal 2004 se plantean diversos porcentajes de
distribución a las Entidades Federativas, respecto de los
cuales tampoco se explica cómo se determinaron.

De su análisis se estima que el impacto recaudatorio signi-
ficaría para la Federación una pérdida de ingresos equiva-
lente al 1.82% del PIB, equivalente a 77,699 millones de
pesos. A su vez, las Entidades Federativas y municipios
obtendrían, de manera directa, a través del Fondo Nacional
de Transferencias Impositivas, cuyo establecimiento se
propone, recursos adicionales por 0.945% del PIB, equiva-
lente a 62,120 millones de pesos y 0.237% del PIB, equi-
valente a 15,579 millones de pesos, respectivamente.

Así mismo, se observa que con la distribución propuesta el
Distrito Federal obtendría recursos adicionales de poco

Año I, Primer Periodo, 9 de diciembre de 2003 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados230



menos de 21,000 millones de pesos, mientras que en el caso
de San Luis Potosí, recibiría sólo 782 millones de pesos.

Además, con los factores propuestos resultan afectadas 18
Entidades Federativas en sus ingresos actuales, incidiendo
en las Entidades Federativas con mayor población, con ex-
cepción del Distrito Federal y Nuevo León, cuya participa-
ción se incrementa en más del 100%. También se ven afec-
tadas las Entidades con altos índices de pobreza.

Por otra parte, se observa que aún y cuando en la exposi-
ción de motivos y en el texto legal, dentro del Fondo Na-
cional de Transferencias Impositivas se alude a un fondo
de compensación y que para el año de 2004, será equiva-
lente al 5% del total para las entidades con menores per-
cepciones, no se establece el procedimiento para llevar a
cabo la compensación a las Entidades Federativas que ob-
tengan menores recursos de los que actualmente obtienen,
en el caso de adoptarse la propuesta en estudio.

Por lo expuesto, esta Dictaminadora desprende que los fac-
tores de distribución propuestos generan graves distorsio-
nes en los ingresos que actualmente perciben las Entidades
Federativas, concentran el ingreso en forma inequitativa en
entidades con mayor desarrollo económico y afectan a
otras con altos índices de pobreza, por lo cual no es de
aceptarse la propuesta en estudio.

Por lo que hace a la propuesta para aplicar la tasa del 0%
en el impuesto al valor agregado a la enajenación de bien-
es, la prestación de servicios y el otorgamiento del uso o
goce temporal de bienes, que realicen los contribuyentes
con establecimiento permanente en México, a la Federa-
ción, a las Entidades Federativas, a los Municipios, al Dis-
trito Federal, o a los organismos descentralizados de estos
gobiernos, esta Comisión considera lo siguiente:

En la exposición de motivos se plantea que las ventas de
productos y prestación de servicios a los gobiernos federal,
estatal y municipal, así como a sus organismos descentra-
lizados queden gravadas a la tasa del cero por ciento; no
obstante lo expresado, en el texto legal que se propone, se
restringe dicho tratamiento sólo a los contribuyentes con
establecimiento permanente en México, es decir, aplicaría
exclusivamente a los residentes en el extranjero que cuen-
ten con establecimiento permanente en el país. Lo anterior
tendría como consecuencia un tratamiento de privilegio a
estos contribuyentes en detrimento de las empresas mexi-
canas proveedoras del sector público. De esta forma en las
licitaciones, los precios propuestos por los extranjeros con

establecimiento permanente en México serían menores en
comparación con los propuestos por los nacionales, sim-
plemente por la diferencia que existiría entre las tasas del
impuesto al valor agregado aplicables en uno y otro caso.

Por otra parte, la ampliación de esta mecánica a todos los
proveedores de bienes y servicios del sector público, pro-
duciría una disminución en los ingresos federales, así como
la generación de saldos a favor de dichos proveedores, con
el consecuente incremento en las solicitudes de devolu-
ción. Esto es, la medida propuesta no representa un ahorro
real en el gasto, ya que los recursos derivados de una me-
nor tasa se destinarían al pago de las devoluciones de los
saldos a favor de los proveedores mencionados.

Además, se estima que la medida propuesta no sería ade-
cuada, ya que lejos de fortalecer la eficiencia recaudatoria
del impuesto al valor agregado, lo haría más ineficiente,
debido a que con ella se abriría la posibilidad a los contri-
buyentes para aplicar indebidamente la tasa del 0% a sus
actividades, simulándolas como ventas al sector público
para aumentar sus saldos a favor y obtener mayores devo-
luciones.

Por otra parte, en la exposición de motivos se expresa que
la propuesta “generaría un ahorro neto para el gobierno fe-
deral del 42%. Esto es, se estima que dicho gobierno paga
por IVA 70,064 millones de pesos y recauda aproximada-
mente 29,427 millones de pesos, por lo que se da una dis-
ponibilidad de efectivo de 40,637 millones de pesos equi-
valente a la evasión.” Dicha apreciación no es correcta, ya
que la cantidad de 29,427 millones de pesos que enteran
los proveedores del sector público sólo corresponde al va-
lor agregado por dichos contribuyentes, habida cuenta de
que su impuesto a cargo se disminuye con el impuesto
acreditable a que tienen derecho, por lo que el impuesto
que paga el sector público no puede ser igual al impuesto a
cargo de los proveedores.

Por otro lado, con la propuesta en estudio se afirma que ha-
bría una disminución del gasto por una cantidad aproxima-
da de 70,000 millones de pesos, pero no se expresa que lo
anterior también implica una disminución de la recauda-
ción por dicho monto. La disminución mencionada se ve-
ría agravada si se considera el monto de las devoluciones
generadas con motivo de la medida en estudio.

Por las razones expuestas es que esta Dictaminadora no
comparte la propuesta analizada.
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Por lo que hace a las propuestas contenidas en las Iniciati -
vas para eliminar la exención prevista en el artículo 2o.-C
de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, aplicable a los
pequeños contribuyentes, para sustituir dicha exención por
un tratamiento de estimativa del valor de actividades afec-
tas al pago del impuesto, y la aplicación de acreditamien-
tos en porcentajes variables según el giro o actividades del
contribuyente, esta Dictaminadora estima que dichas pro-
puestas no son mecanismos que permitan un avance para
hacer eficiente el impuesto al valor agregado, ya que se re-
fieren a un sector con escasa capacidad administrativa y
económica, como lo son los denominados pequeños contri-
buyentes, quienes por sus características no pueden cum-
plir adecuadamente con las obligaciones formales, por lo
que se estima necesario mantener el tratamiento que hoy
día se aplica a dicho sector. Con la propuesta en estudio no
se avanza en materia de simplificación, ya que este sector
tendría mayores obligaciones fiscales de carácter formal
que las que tienen actualmente, e implicaría por otra parte,
una carga de administración mayor para las autoridades fis-
cales.

Ahora bien, en cuanto a las medidas que esta Dictamina-
dora considera adecuadas, se tiene lo siguiente:

La que dictamina considera necesario ampliar la base del
impuesto al valor agregado, al extender su aplicación con
una tasa general menor a la vigente, restringir el tratamien-
to del 0% sólo a ciertas actividades y eliminar diversas
exenciones.

En este sentido, se considera necesario disminuir la tasa
general del impuesto al valor agregado, del 15% al 13%.
Esta medida, en conjunción con la eliminación de trata-
mientos preferenciales, mejorará la eficiencia del impues-
to, fortalecerá los ingresos del Gobierno Federal y, por en-
de, las participaciones de las Entidades Federativas.

Por otra parte, esta Comisión estima necesario mantener un
tratamiento especial para la región fronteriza, a efecto de
que los contribuyentes que residen en dicha región no pier-
dan su competitividad respecto a sus similares de los paí-
ses vecinos. Para ello se propone una tasa del 8%, mante-
niendo la redacción de los artículos 1o.-C, fracciones IV, V,
primer párrafo y VI primer párrafo; 2o., párrafos primero,
segundo y tercero, y 4o., último párrafo, de la Ley del Im-
puesto al Valor Agregado, en los términos siguientes:

“Artículo 1o.-C. ...

IV. Cuando los adquirentes cobren los documentos pen-
dientes de cobro, ya sea en forma total o parcial, deberán
manifestar el monto cobrado respecto del documento co-
rrespondiente en el estado de cuenta que emitan, con el
cual los cedentes de los documentos deberán determinar el
impuesto al valor agregado a su cargo, sin descontar de di-
cho valor el monto correspondiente al cargo financiero co-
brado por el adquirente. Para tales efectos, el impuesto al
valor agregado se calculará dividiendo la cantidad mani-
festada en el estado de cuenta como cobrada por el adqui-
rente entre 1.13 ó 1.08 según se trate de documentos que
deriven de operaciones afectas a la tasa del 13% u 8%, res-
pectivamente. El resultado obtenido se restará a la cantidad
manifestada en el estado de cuenta como cobrada y la dife-
rencia será el impuesto al valor agregado causado a cargo
del contribuyente que cedió los documentos pendientes de
cobro.

V. Cuando hayan transcurrido seis meses a partir de la fe-
cha de exigibilidad del pago de los documentos pendientes
de cobro, sin que las cantidades reflejadas en dichos docu-
mentos se hayan cobrado por los adquirentes o un tercero
directamente al deudor original y no sean exigibles al ce-
dente de los documentos pendientes de cobro, este último
considerará causado el impuesto al valor agregado a su car-
go, en el primer día del mes siguiente posterior al período
a que se refiere este párrafo, el cual se calculará dividien-
do el monto pagado por el adquirente en la adquisición del
documento, sin descontar de dicho valor el monto corres-
pondiente al cargo financiero cobrado por el adquirente,
entre 1.13 ó 1.08, según se trate de documentos que deri-
ven de operaciones afectas a la tasa del 13% u 8%, respec-
tivamente. El resultado obtenido se restará del monto pa-
gado por el adquirente en la adquisición de los citados
documentos, sin descontar de dicho valor el monto corres-
pondiente al cargo financiero, y la diferencia será el im-
puesto al valor agregado a cargo del contribuyente que ce-
dió los documentos pendientes de cobro.

...

VI. Tratándose de recuperaciones posteriores al sexto mes
de la fecha de exigibilidad del pago de los documentos
pendientes de cobro a que se refiere la fracción V anterior,
de cantidades cuyo monto adicionado de las que se hubie-
ran cobrado con anterioridad correspondientes al mismo
documento sea mayor a la suma de las cantidades recibidas
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por el cedente como pago por la enajenación de los docu-
mentos pendientes de cobro, sin descontar el cargo finan-
ciero, e incluyendo los anticipos que, en su caso, haya re-
cibido, el adquirente deberá reportar dichas recuperaciones
en el estado de cuenta del mes en el que las cobre. El con-
tribuyente calculará el impuesto al valor agregado a su car-
go por el total de la cantidad cobrada por el adquirente, di-
vidiendo el valor del cobro efectuado entre 1.13 ó 1.08,
según se trate de documentos que deriven de operaciones
afectas a la tasa del 13% u 8%, respectivamente. El resul-
tado obtenido se restará del monto total cobrado y la dife-
rencia será el impuesto al valor agregado a cargo del ce-
dente.

...

Artículo 2o. El impuesto se calculará aplicando la tasa del
8% a los valores que señala esta ley, cuando los actos o ac-
tividades por los que se deba pagar el impuesto, se realicen
por residentes en la región fronteriza, y siempre que la en-
trega material de los bienes o la prestación de servicios se
lleve a cabo en la citada región fronteriza.

Tratándose de importación, se aplicará la tasa del 8% siem-
pre que los bienes y servicios sean enajenados o prestados
en la mencionada región fronteriza.

Tratándose de la enajenación de inmuebles en la región
fronteriza, el impuesto al valor agregado se calculará apli-
cando al valor que señala esta Ley la tasa del 13%.

...

Artículo 4o. ...

Para que sea acreditable en los términos de este artículo el
impuesto al valor agregado en la importación de bienes
tangibles, cuando se hubiera pagado la tasa del 8%, el con-
tribuyente deberá comprobar que los bienes fueron utiliza-
dos o enajenados en la región fronteriza.”

Ahora bien, la mayoría de los diputados miembros de esta
Comisión no comparte la propuesta para establecer en el
impuesto al valor agregado la tasa general a la enajenación
de alimentos y medicinas, ya que si bien es cierto que esta
actividad representa una importante fuente impositiva para
obtener finanzas públicas sanas, también lo es que los ali-
mentos y medicinas deben tener un tratamiento diferente
del resto de los bienes. Es por ello que esta Comisión coin-
cide en que, por un lado, se mantenga sin cambios el trata-

miento que actualmente prevé la Ley del Impuesto al Valor
Agregado para la enajenación de los citados productos, y
por otro, que se establezca un impuesto de control que per-
mita resolver los graves problemas que provocan las devo-
luciones en virtud de la tasa del 0%. Lo anterior dotará al
conjunto de ambos impuestos de una cobertura más amplia
que fortalezca el autocontrol y en consecuencia genere una
mejor recaudación, fundamentalmente, por una mayor efi-
ciencia.

Para ello, esta Comisión ha tomado en cuenta en forma sig-
nificativa la Iniciativa presentada por el Diputado Federal
Gustavo Enrique Madero Muñoz, consistente en mantener
la tasa del 0% en el impuesto al valor agregado e incluir un
impuesto de control. En efecto, la que Dictamina también
estima que la combinación de ambos instrumentos reduce
la tasa promedio del gravamen, ya que el impuesto de con-
trol representa una carga inferior a la tasa general del im-
puesto al valor agregado que se propone. A pesar de ello,
dicho impuesto mejora la eficiencia de aquél y permite una
recaudación proveniente de quienes actualmente no pagan,
debiendo hacerlo. Adicionalmente, lograr una mejora en el
cumplimiento del impuesto al valor agregado, se traducirá
también en una mejora significativa en el impuesto sobre la
renta. En esta perspectiva de conjunto es como se puede
apreciar la importancia estratégica de mejorar la estructura
del impuesto al valor agregado y evitar que dicho impues-
to tenga una cobertura inferior al 55% del consumo final
total de bienes y servicios, que alienta la informalidad y la
evasión y en consecuencia, una deficiente recaudación tan-
to en este impuesto, como en el impuesto sobre la renta.

Con la introducción del impuesto de control a que se hace
referencia en el párrafo anterior, se hace innecesario el es-
tablecimiento de una tasa preferencial del 5% aplicable a la
enajenación de alimentos y medicinas.

Por razones de método, el impuesto de control propuesto
en la Iniciativa presentada por el Diputado Gustavo Enri-
que Madero Muñoz, denominado impuesto a la enajena-
ción e importación, se expondrá una vez dictaminadas las
modificaciones en materia del impuesto al valor agregado.

De conformidad con lo expresado, se somete a la conside-
ración del Pleno de esta Soberanía que en el impuesto al
valor agregado se conserven gravados con la tasa del 0%,
los bienes siguientes: los animales y vegetales que no estén
industrializados, los productos destinados a la alimentación
con excepción de las bebidas distintas de la leche, las me-
dicinas de patente y el agua en envases mayores a 10 litros;
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así mismo se propone mantener con esta tasa del 0% el su-
ministro de agua para uso doméstico.

Ahora bien, en relación con la propuesta para mantener la
excepción de la aplicación de la tasa del 0% a la enajena-
ción de las bebidas distintas de la leche, mediante la cual
su enajenación quedaría gravada a la tasa general del 13%,
esta Comisión Dictaminadora hace suyo el razonamiento
expresado por el Ejecutivo Federal en la exposición de mo-
tivos de la Iniciativa de “Decreto que Reforma, Adiciona,
Deroga y Establece Diversas Disposiciones Fiscales”, res-
pecto al establecimiento del impuesto a las ventas y servi-
cios al público, en el cual se mencionan los argumentos que
justifican el trato diferenciado para las bebidas distintas de
la leche. Esta consideración es importante si se toma en
cuenta que la Suprema Corte de Justicia de la Nación de-
claró que el tratamiento diferencial en el impuesto al valor
agregado a las bebidas distintas de la leche contravenía el
principio de equidad tributaria, al considerar que ni en la
exposición de motivos de la reforma correspondiente a la
Ley del Impuesto al Valor Agregado ni en el procedimien-
to legislativo para su expedición, se habían formulado ra-
zonamientos para justificar el tratamiento diferenciado en-
tre las bebidas alimenticias y los alimentos sólidos.

De esta forma, se propone al Pleno de esta Soberanía, man-
tener el tratamiento diferencial aplicable a las bebidas, con
base en los razonamientos siguientes:

Las bebidas en general son una fuente impositiva impor -
tante que no debe admitir exclusión alguna, salvo la leche
que es un producto alimenticio con mayor contenido de
nutrientes y de consumo generalizado en la población del
país.

En efecto, el principio constitucional de generalidad exige
que a idénticas categorías de bienes corresponda igual tra-
to impositivo. Así, puede afirmarse que todas las bebidas,
ya sean con o sin contenido alcohólico, pueden agruparse
para efectos de la aplicación del impuesto al consumo, en
una sola categoría en tanto que en conjunto, las bebidas son
sucedáneas unas de las otras.

Lo anterior se corrobora al observar las prácticas de consu-
mo de bebidas en el hogar, eventos sociales, restaurantes,
espectáculos públicos, etc., en donde por ejemplo, la au-
sencia de una bebida específica con contenido alcohólico
mayor, puede ser sustituida por otra con contenido alcohó-
lico menor, como la cerveza; y a su vez la ausencia de ésta
puede ser suplida por refrescos o por jugos, finalmente los

anteriores pueden ser sustituidos, inclusive por agua. Es
por ello, que esta última también está afecta al pago del im-
puesto a la tasa general cuando se enajena en envases me-
nores de 10 litros, ya que el agua envasada en recipientes
de 10 o más litros, se utiliza en gran medida para la prepa-
ración de alimentos, por lo que se considera que en este
caso, debe quedar gravada con la tasa reducida.

El excluir del pago del impuesto a la tasa general del 13%
a algún tipo de bebida alteraría las cargas impositivas que
tienen las bebidas con motivo de la aplicación simultánea
de los impuestos al valor agregado y especial sobre pro-
ducción y servicios, generándose de esta manera efectos
inequitativos y distorsiones en la producción y comerciali-
zación de estos bienes.

Al mismo tiempo, el otorgamiento de un trato diferencial
en el impuesto al valor agregado, podría afectar las activi-
dades legítimas de contribuyentes dedicados a la elabora-
ción de otras bebidas que no obtuvieran el trato preferen-
cial y que sin embargo son sucedáneas.

Por las razones expuestas, conviene que todas las bebidas
sean tratadas igual en el impuesto general al consumo y, en
su caso, que la distinción se haga en el impuesto especial
sobre producción y servicios, gravando a las bebidas con
contenido alcohólico, estableciendo tasas mayores a las
que tienen mayor contenido alcohólico.

El criterio anterior no aplica respecto de la leche, ya que
este producto tiene características específicas que la hacen
insustituible y diferente a las demás bebidas. En efecto, la
leche además de ser un producto básico para la alimenta-
ción humana, se distingue por ser una secreción natural de
glándulas mamarias de cualquier especie animal, lo que le
da propiedades diferentes de cualquier otra bebida, siendo
por ello un producto único e indispensable para el óptimo
desarrollo del ser humano.

Al quedar gravadas a la tasa general del 13% todas las be-
bidas, con la excepción mencionada, se hace necesario pre-
cisar que también se mantienen fuera de la tasa del 0% y
por lo tanto, afectas al pago del impuesto a la tasa general,
los jarabes o concentrados para preparar refrescos que se
expendan en envases abiertos utilizando aparatos eléctricos
o mecánicos, los concentrados, polvos, jarabes, esencias o
extractos de sabores que al diluirse permitan obtener re-
frescos, así como los saborizantes, microencapsulados y
aditivos alimenticios. Se hace necesario lo anterior, toda
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vez que si bien estos productos no se consideran común-
mente como alimentos por sí mismos, pudiera argumentar-
se que lo son y pretender estar sujetos al tratamiento de la
tasa del 0%. Lo anterior resultaría inequitativo puesto que
son insumos que sirven para preparar bebidas y como tales
son sucedáneas de otras. De ahí la necesidad de homologar
el tratamiento aplicable a estos productos con las bebidas
en este impuesto general al consumo.

Por otra parte, esta Comisión Dictaminadora propone tam-
bién que sólo queden afectos a la tasa del 0%, los servicios
de suministro de agua para uso doméstico, por considerar-
se de primera necesidad. Además, como son servicios que
se proporcionan normalmente por las Entidades Federati-
vas, por los Municipios o por organismos que de ellos de-
penden, se mantiene la obligación de destinar los saldos a
favor cuya devolución obtengan, a la realización de obras
de infraestructura hidráulica o, en su caso, al pago del de-
recho federal por concepto de agua y del derecho federal
por uso o aprovechamiento de bienes del dominio público
de la Nación como cuerpos receptores de las descargas de
aguas residuales.

Con base en lo antes expuesto, la que Dictamina propone
que se reforme el artículo 2o.-A, en sus fracciones I, actual
segundo párrafo y II, y también que se reforme el último
párrafo del artículo 6o. Así mismo, esta Comisión propone
que se derogue el artículo 2o.-A, fracciones I, incisos d) a
i), III y IV, y el último párrafo del artículo, así como la mo-
dificación del texto del artículo 32, primer párrafo y de su
fracción III, séptimo párrafo. De esta forma, las propuestas
mencionadas quedan en los términos siguientes:

“Artículo 2o.-A. ...

I. ...

d) (Se deroga).

e) (Se deroga).

f) (Se deroga).

g) (Se deroga).

h) (Se deroga).

i) Libros, periódicos y revistas que editen los propios con-
tribuyentes. Para los efectos de esta Ley, se considera libro,
toda publicación, unitaria, no periódica, impresa en cual-

quier soporte cuya edición se haga en un volumen o en va-
rios volúmenes. Dentro del concepto de libros, no quedan
comprendidas aquellas publicaciones periódicas ampara-
das bajo el mismo título o denominación y con diferente
contenido entre una publicación y otra. Igualmente se con-
sidera que forman parte de los libros los materiales com-
plementarios que se acompañen a ellos, cuando no sean
susceptibles de comercializarse separadamente. Se entien-
de que no tienen la característica de complementarios
cuando los materiales pueden comercializarse indepen-
dientemente del libro.

Se aplicará la tasa del 13%, considerando como prestación
de servicios a la enajenación de los alimentos a que se re-
fiere el presente artículo preparados para su consumo en el
lugar o establecimiento en el que se enajenen, inclusive
cuando no cuenten con instalaciones para ser consumidos
en los mismos, cuando sean para llevar o para entrega a
domicilio.

II. La prestación de los servicios de suministro de agua
para uso doméstico.

III. (Se deroga).

IV. (Se deroga).

Último párrafo (Se deroga).

Artículo 6o. ...

Tratándose de los contribuyentes que proporcionen los ser-
vicios a que se refiere la fracción II del artículo 2o.-A de
esta Ley, cuando en su declaración mensual resulte saldo a
favor, dicho saldo se pagará al contribuyente, el cual debe-
rá destinarlo para invertirse en infraestructura hidráulica o
al pago de los derechos establecidos en los artículos 222 y
276 de la Ley Federal de Derechos. El contribuyente, me-
diante aviso, demostrará ante el Servicio de Administra-
ción Tributaria la inversión realizada, o en su caso, el pago
de los derechos realizado.

Artículo 32. Los obligados al pago de este impuesto, las
personas que realicen las actividades a que se refiere el ar-
tículo 2o.-A y las que exporten bienes o servicios de con-
formidad con lo dispuesto en el artículo 29 de esta Ley tie-
nen, además de las obligaciones señaladas en otros
artículos de esta Ley, las siguientes:

...
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III. ...

En todo caso, los contribuyentes estarán obligados a trasla-
dar el impuesto en forma expresa y por separado en la do-
cumentación a que se refiere esta fracción, cuando el ad-
quirente, el prestatario del servicio o quien use o goce
temporalmente el bien, así lo solicite. Lo dispuesto en este
párrafo no se aplicará tratándose de los contribuyentes a
que se refiere el artículo 2o.-A ni de los que exporten
bienes o servicios de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 29 de esta Ley.

...”

Por otra parte, se comparte la propuesta del Ejecutivo Fe-
deral para mantener el tratamiento de la tasa del 0%, para
la enajenación de bienes y la prestación de servicios, cuan-
do unos u otros se exporten, toda vez que en estos casos no
se produce un consumo en el territorio nacional y, en conse-
cuencia, dichas actividades no deben estar afectas al pago
del impuesto en México.

En otro orden de ideas, esta Comisión está de acuerdo con
los argumentos expuestos por el Ejecutivo Federal en su
exposición de motivos, en relación con el tratamiento que
establece para la enajenación de las casas habitación, es de-
cir, que queden gravadas las ventas de casas nuevas y rele-
vadas del pago del impuesto las enajenaciones de casas
usadas.

En efecto y tal como se expresa en la exposición de moti-
vos de la Iniciativa que se dictamina, técnicamente la ena-
jenación de inmuebles nuevos destinados a casa habitación
es una actividad por la que se debe pagar el impuesto al va-
lor agregado, ya que es una contribución que se aplica en
toda la cadena comercial hasta llegar al consumidor final,
teniendo derecho el vendedor a efectuar el acreditamiento
del impuesto que le trasladaron.

Por el contrario, la enajenación de bienes usados es una ac-
tividad exenta del pago del impuesto al valor agregado,
porque con ello se impide que se pague más de una vez el
impuesto sobre la enajenación de un mismo bien. En con-
secuencia, la que Dictamina, coincide en que la enajena-
ción de casas usadas debe quedar exenta y que para ello es
necesario adoptar el criterio que se ha venido utilizando en
el impuesto sobre la renta para definir el concepto de casa
habitación usada, consistente en considerar que un inmue-
ble se ha destinado a casa habitación cuando haya sido uti-

lizado para ese fin, cuando menos los dos últimos años an-
teriores a la fecha de enajenación.

Como resultado de la propuesta de esta Dictaminadora para
mantener la aplicación de la tasa del 0% a la enajenación de
animales, vegetales o productos derivados de los mismos, no
industrializados, se hace innecesario establecer un tratamien-
to de exención aplicable a las personas físicas que exclusiva-
mente realicen ventas de animales, vegetales o sus derivados.
Estos contribuyentes continuarán exentos de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 2o.-C de la Ley del Impuesto
al Valor Agregado, cuando se trate de pequeños contribuyen-
tes y en los demás casos aplicarán la tasa del 0%.

En opinión de esta Comisión Dictaminadora, las enajena-
ciones de los bienes que conforme al presente dictamen
quedan exentos, se estiman adecuadas, toda vez que en su
mayoría responden a razones técnicas. En efecto, dentro de
las exenciones que se propone mantener, se encuentran
aquellas que no implican un consumo de bienes para quien
los adquiere, a pesar de existir una transmisión de propiedad,
así como aquellas enajenaciones en las que únicamente cam-
bia de forma el patrimonio de las personas, como es el caso
de las adquisiciones de monedas o títulos de crédito.

De este modo, en las exenciones técnicas que se conservan
en la Ley del Impuesto al Valor Agregado, quedan com-
prendidas entre otras, las enajenaciones de bienes muebles
usados, de monedas y de piezas de oro o de plata que hu-
bieran tenido tal carácter y de las piezas denominadas “on-
za troy”; las partes sociales, documentos pendientes de co-
bro y títulos de crédito, así como los lingotes de oro con un
contenido mínimo de 99% de dicho material.

Así mismo, en materia de servicios que no implican un
consumo, se encuentran los seguros de vida que cubran
riesgos de muerte u otorgan rentas vitalicias o pensiones,
motivo por el cual se acepta que en estos casos debe man-
tenerse la exención, puesto que se está en presencia de una
forma de ahorro, no de consumo, y por ello esta Comisión
coincide en que estos servicios deben mantenerse exentos.

Esta Dictaminadora también está de acuerdo en que quede
exenta la prestación de servicios que se lleve a cabo en for-
ma gratuita, pero asimilando a éstos los servicios por los
que se cobre menos del 50% del costo que el servicio ten-
ga para el prestador, considerando que en esta exención
quedan comprendidos diversos servicios que proporciona
el Estado, tales como transporte, educación, salud y otros,
en los que se cobra una cuota de recuperación mínima.
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Igualmente, quedan comprendidos aquellos servicios que
proporcionan los organismos privados no lucrativos que
cobran una cuota de recuperación. Con esta medida, el pre-
cio del servicio no se incrementa con el importe del im-
puesto y tampoco se altera el objeto de la cuota de recupe-
ración.

La que dictamina considera oportuno que se prevean dis-
posiciones que faciliten operativamente la transición hacia
el nuevo esquema aplicable a las contraprestaciones que tu-
vieron su origen en operaciones que estaban afectas a una
tasa distinta o que estaban exentas del pago, antes de la en-
trada en vigor de las modificaciones aprobadas, motivo por
el cual se estima conveniente aprobar las disposiciones
transitorias que en materia del impuesto al valor agregado
se proponen en las iniciativas respectivas.

Igualmente, esta Dictaminadora considera necesario esta-
blecer reglas de transición, con el propósito de facilitar la
incorporación al gravamen para garantizar que las inver-
siones que se hayan efectuado cuando la actividad estaba
exenta, se puedan acreditar cuando estén gravadas. Así se
permitirá, con carácter opcional, que cuando se trate de ac-
tividades que con anterioridad a la fecha de la entrada en
vigor de las reformas propuestas, hayan estado relevadas
del pago del impuesto al valor agregado y que con poste-
rioridad a dicha fecha estén afectas a su pago, los contri-
buyentes puedan acreditar el impuesto que les hayan tras-
ladado en sus compras de bienes de activo fijo o el pagado
en las importaciones de dichos bienes, en la parte en la que
no hayan tenido derecho a acreditarlo. Para ello se deberán
cumplir con diversos requisitos, tales como que dicho im-
puesto acreditable haya sido deducible para los efectos del
impuesto sobre la renta, así como que el impuesto acredi-
table sea acumulable para dicho impuesto. Este último re-
quisito se establece porque el contribuyente en forma pre-
via efectuó su deducción en el impuesto sobre la renta, por
lo que es necesario neutralizar dicho efecto. Al establecer
la acumulación mencionada se evita la presentación de una
declaración complementaria.

Un mecanismo similar se propone para los contribuyentes
que a la fecha de la entrada en vigor de las reformas pro-
puestas, deban pagar el impuesto al valor agregado por la
enajenación de construcciones destinadas a casa habita-
ción, quienes podrán acreditar el impuesto al valor agrega-
do que les haya sido trasladado en la adquisición de los ma-
teriales y otros insumos utilizados en dichas
construcciones, siempre que cumplan con los requisitos
previstos.

Es importante mencionar que se estima necesario precisar
que en los casos descritos en los dos párrafos anteriores, el
acreditamiento mencionado no dará lugar a devolución o
compensación alguna, con el fin de evitar un impacto ne-
gativo en la recaudación.

De acuerdo a lo expuesto, se propone incorporar las frac-
ciones IV y V al artículo correspondiente a las Disposicio-
nes Transitorias de la Ley del Impuesto al Valor Agregado,
con el texto siguiente:

Disposiciones Transitorias de la 
Ley del Impuesto al Valor Agregado

“ARTÍCULO DÉCIMO. ...

IV. Tratándose de actividades que con anterioridad a la fe-
cha de la entrada en vigor del presente Decreto hayan esta-
do relevadas del pago del impuesto al valor agregado y que
con posterioridad a la fecha mencionada, estén afectas a su
pago, los contribuyentes podrán acreditar el impuesto al
valor agregado que les haya sido trasladado en la adquisi-
ción de bienes de activo fijo o el que ellos hayan pagado en
su importación, realizadas con anterioridad a dicha fecha,
en la parte en la que no hayan tenido derecho a acreditarlo
conforme a las disposiciones vigentes con anterioridad a la
fecha mencionada, de conformidad con lo siguiente:

a) El acreditamiento sólo procederá en la proporción en la
que el monto original del bien de activo fijo se encuentre
pendiente de deducir para los efectos del impuesto sobre
la renta a la fecha de la entrada en vigor del presente De-
creto.

b) Que el impuesto al valor agregado haya sido deducible
para los efectos del impuesto sobre la renta.

c) El monto acreditable determinado en los términos de es-
ta fracción y de conformidad con lo dispuesto en la Ley del
Impuesto al Valor Agregado, no se actualizará y el contri-
buyente deberá considerarlo como un ingreso acumulable
para los efectos del impuesto sobre la renta en la fecha en
la que lleve a cabo el acreditamiento de referencia.

Para que proceda el acreditamiento en los términos de esta
fracción se deberán cumplir con los demás requisitos que
para tal efecto establece la Ley del Impuesto al Valor Agre-
gado.
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V. Los contribuyentes que a partir de la fecha de la entrada
en vigor del presente Decreto deban pagar el impuesto al
valor agregado por la enajenación de construcciones desti-
nadas para casa habitación, podrán acreditar el impuesto al
valor agregado que les haya sido trasladado o el propio im-
puesto que hayan pagado con motivo de la importación con
antelación a la fecha mencionada, por la adquisición de
materias primas, productos semiterminados o terminados,
que hayan utilizado en las construcciones mencionadas,
siempre que dichas adquisiciones estén identificadas ex-
clusivamente con la enajenación de dichos bienes.

Para que proceda el acreditamiento a que se refiere la pre-
sente fracción, los contribuyentes deberán cumplir con to-
dos los requisitos que establece la fracción anterior, con ex-
cepción del previsto en su inciso a).

La aplicación del acreditamiento previsto en las fracciones
IV y V de este apartado no dará lugar a devolución o com-
pensación alguna”

Por último y en virtud de los cambios cuya aprobación se
recomienda al Pleno de esta Comisión, se está de acuerdo
con la modificación de diversos preceptos, cuyo único ob-
jetivo es adecuarlos a las medidas adoptadas.

En otro orden de ideas, la propuesta para establecer un gra-
vamen a la enajenación e importación de los bienes afectos
a la tasa del 0% en el impuesto al valor agregado, cuya
aprobación se recomienda por esta Comisión, tiene como
objetivo fundamental impedir el abuso que se presenta con
la aplicación de la tasa del 0% mediante devoluciones im-
procedentes, así como generar la suficiencia recaudatoria
en los bienes mencionados, pero sin perjudicar al consumi-
dor final, tomando en cuenta que queda exenta del pago del
impuesto referido, la venta de dichos bienes que se realice
al público en general.

Cabe mencionar, que la Comisión que dictamina comparte
la urgente necesidad de fortalecer las finanzas públicas con
los recursos suficientes que permitan mejorar la distribu-
ción del ingreso mediante el apoyo a los programas de sa-
lud, educación, vivienda y demás acciones que permitan
apoyos a los sectores más necesitados.

Con base en lo anteriormente expuesto, la que Dictamina
considera adecuado que se establezca un gravamen a la

enajenación e importación de los bienes sujetos a la tasa
del 0% en el impuesto al valor agregado, pero que quede
relevada de su pago la venta final de los bienes menciona-
dos, a fin de no aplicarlo cuando las familias adquieran los
mismos.

Otra ventaja que observa esta Comisión respecto al esta-
blecimiento del impuesto a la enajenación e importación,
es que con él se evitarán los abusos que actualmente co-
meten diversos contribuyentes del impuesto al valor agre-
gado que indebidamente aplican la tasa del 0% y solicitan
la devolución del impuesto en detrimento del erario fede-
ral.

La estructura propuesta para el impuesto a la enajenación e
importación es similar a la del impuesto al valor agregado,
con lo que se aprovechará el conocimiento que del mismo
tienen los contribuyentes y las autoridades fiscales, lo que
facilitará su aplicación. De esta forma, al tratarse de un im-
puesto de control para apoyar la eficiencia del impuesto al
valor agregado, se estima adecuado que exista analogía en-
tre ambos en relación con diversos elementos, tales como:
período de cálculo, valor de las actividades, momento de
causación, conceptos de enajenación y de servicios, trata-
miento a las devoluciones y bonificaciones, entre otros.

Por lo que hace a la tasa aplicable en el impuesto de con-
trol, esta Comisión considera que la tasa adecuada debe ser
del 8% y no del 10% como se propone. En consecuencia,
es necesario modificar el segundo párrafo del artículo 44
propuesto en la Iniciativa respectiva, para quedar como si-
gue:

“Artículo 44. ...

El impuesto se calculará aplicando a los valores que seña-
la esta Ley, la tasa del 8%. El impuesto a que se refiere
este Título en ningún caso se considerará que forma parte
de dichos valores.

...”

Ahora bien, en relación con el artículo 46 propuesto en la
Iniciativa que se dictamina, mediante el cual se regula el
acreditamiento del impuesto a la enajenación e importa-
ción, la que dictamina considera necesario efectuar ajustes
a los párrafos tercero y cuarto de dicho articulo, con el pro-
pósito de mejorar su redacción y aplicación, para lo cual
propone el texto siguiente:
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“Artículo 46. ...

Los contribuyentes que lleven a cabo las actividades por
las que se deba pagar el impuesto que el Título II de esta
Ley establece o exporten los bienes en los términos esta-
blecidos en el artículo 53 de la misma, y además realicen
actividades por las que no se tenga dicha obligación, cuan-
do las adquisiciones de los bienes que efectúen no se iden-
tifiquen con las actividades gravadas y las exportaciones
citadas, el acreditamiento del impuesto procederá única-
mente en la proporción que el valor de las actividades gra-
vadas y las exportaciones mencionadas, represente en el
valor total de las actividades gravadas y exentas, realizadas
en el mes de que se trate.

No procederá el acreditamiento del impuesto pagado por
los contribuyentes en la importación, del impuesto que les
haya sido trasladado ni del impuesto que hayan cubierto
por las adquisiciones a que se refiere el artículo 49 de esta
Ley, cuando se trate de bienes que estén identificados con
las enajenaciones por las que no se esté obligado al pago
de este impuesto, inclusive cuando quien lo pretenda
efectuar preste los servicios a que se refiere la fracción III
del artículo 44 de la misma.

...”

Esta Comisión Dictaminadora considera conveniente que
el impuesto que se propone establecer se aplique a la ena-
jenación o importación de los bienes sujetos a la tasa del
0% en el impuesto al valor agregado, así como a los servi-
cios de comisión, mediación, agencia, representación, co-
rreduría, consignación y distribución que se proporcionen
con motivo de la enajenación o adquisición de dichos
bienes, con el propósito de prevenir que los contribuyentes
tiendan a crear intermediarios entre el productor y el distri -
buidor, para cargar en el precio del servicio de intermedia-
ción una parte del precio de enajenación, con el único fin
de abatir la base del impuesto. Es importante mencionar
que al gravar los citados servicios con el nuevo impuesto,
se hace necesario prever que en el impuesto al valor agre-
gado queden gravados a la tasa del 0%, para evitar un do-
ble efecto que se produciría por la aplicación de ambos im-
puestos de no incluir la regla mencionada. Por esta razón,
la que Dictamina considera apropiada la adición de un se-
gundo párrafo a la fracción I del artículo 2o.-A, en los tér-
minos propuestos en la Iniciativa que se analiza.

Los sujetos del impuesto de control serán los fabricantes y
comerciantes, quienes no se verán afectados con el pago

del mismo, puesto que queda fuera de sus costos al cargar-
lo a la siguiente etapa. De igual manera, los importadores
recibirán el mismo tratamiento que los fabricantes. Por otra
parte y como se comentó anteriormente, en el caso de ena-
jenaciones al público en general, no se deberá pagar el im-
puesto mencionado.

En congruencia con la finalidad del impuesto y conside-
rando que existen empresas que utilizan los bienes sujetos
al mismo para producir otros bienes que no están afectos a
la tasa del 0% en el impuesto al valor agregado, o bien para
proporcionar servicios, se hace necesario evitar que el im-
puesto propuesto forme parte de su costo, por lo cual la que
Dictamina está de acuerdo con permitir el acreditamiento
del impuesto a la enajenación e importación contra el im-
puesto al valor agregado a cargo del contribuyente.

En este mismo sentido, cuando los contribuyentes del im-
puesto propuesto tengan saldo a favor, podrán acreditarlo
contra el impuesto al valor agregado en el mismo mes o en
los siguientes hasta agotarlo. Adicionalmente, la Comisión
Dictaminadora coincide en la necesidad de permitir que el
saldo a favor del impuesto al valor agregado que obtenga
el contribuyente, se acredite contra el impuesto a la enaje-
nación e importación que el contribuyente tenga a cargo, lo
cual permitirá a los contribuyentes recuperar el impuesto al
valor agregado que se les haya trasladado en los insumos e
inversiones necesarios para elaborar los bienes menciona-
dos.

Por otra parte, la que Dictamina considera adecuada la
exención opcional propuesta para los productores personas
físicas que enajenen animales, vegetales o productos deri-
vados de los mismos, no industrializados, y siempre que se
dediquen únicamente a dichas actividades, en cuyo caso el
adquirente sustituirá al enajenante en la obligación del
pago del impuesto. Sin embargo, tal como se destaca en la
exposición de motivos respectiva, este tratamiento no
constituye propiamente una exención, ya que sólo tiene
como propósito relevar al productor de escasa capacidad
administrativa y económica del cumplimiento de obliga-
ciones formales, situando el impuesto en el adquirente,
quien tendrá un efecto económico similar al que tendría en
el caso de que se le trasladara el impuesto, debido a que de-
be considerar como impuesto a su cargo el que le hubiera
trasladado el productor de no haber optado por estar exen-
to. Como complemento de este esquema, se incluye el de-
recho del adquirente para acreditar en el mismo mes de
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causación el impuesto a su cargo derivado de la adquisi-
ción, tal como sucede con los sujetos a quienes se les tras-
lada el impuesto en cualquier otra adquisición, salvo que la
enajenación de los bienes adquiridos se lleve a cabo con el
público en general. Como puede desprenderse de la mecá-
nica propuesta, no se trata propiamente de una exención,
sino de una inversión de cargas administrativas del pro-
ductor que opta por este mecanismo con el adquirente.

Cabe mencionar que este mecanismo es optativo para el
productor, ya que éste puede tener interés en recuperar los
saldos a favor que deriven del impuesto al valor agregado
en las etapas siguientes, y acreditarlos contra el impuesto a
la enajenación e importación.

Para mantener el control que se pretende con el estableci-
miento del nuevo impuesto, la Comisión que Dictamina
está de acuerdo con establecer que cuando los productores
enajenen los bienes directamente al público en general, se
causará el impuesto que se propone.

Esta Dictaminadora también recomienda al Pleno de esta
Soberanía la aprobación de la adición del artículo 4o.-A a
la Ley del Impuesto al Valor Agregado, a efecto de que las
personas que no sean contribuyentes del nuevo impuesto lo
puedan acreditar contra el impuesto al valor agregado. Lo
anterior tiene como propósito evitar que dichas personas
absorban la carga del impuesto que se les traslade o paguen
en la importación, evitando así un efecto acumulativo del
gravamen. Este acreditamiento no lo podrán efectuar las
personas que enajenen los bienes a que se refiere el im-
puesto a la enajenación e importación cuando estén exen-
tos del pago de dicho impuesto.

Acorde con esta medida, esta Comisión Dictaminadora
considera adecuado autorizar el acreditamiento de los sal-
dos a favor del impuesto al valor agregado contra las can-
tidades a pagar del impuesto a la enajenación e importa-
ción, con el propósito de evitar cargas financieras a los
contribuyentes. Por ello, se recomienda aprobar la reforma
al primer párrafo del artículo 6o. de la Ley del Impuesto al
Valor Agregado.

Ahora bien, esta Comisión Dictaminadora observa que la
nueva contribución únicamente será el medio para optimi-
zar la administración del impuesto al valor agregado, razón
por la cual se somete a la consideración del Pleno de esta
Soberanía la integración del impuesto a la enajenación e
importación en la Ley del Impuesto al Valor Agregado,
como un Título II y que el contenido actual de esta última

integre el Título I. Con ello, se facilita además la remisión
que debe hacerse entre ambos impuestos, al quedar esta-
blecidos en un mismo ordenamiento.

Lo anterior hace necesario modificar el nombre de la “Ley
del Impuesto al Valor Agregado” para que se denomine
“Ley de los Impuestos al Valor Agregado y a la Enajena-
ción e Importación”, de acuerdo con la Iniciativa en la que
se propone el establecimiento de este último impuesto.

Ley del Impuesto al Valor Agregado

ARTÍCULO NOVENO. Se MODIFICA la denominación
de la Ley del Impuesto al Valor Agregado; se REFOR-
MAN sus artículos 1o., segundo párrafo; 1o.-C, fracciones
IV, V, primer párrafo y VI, primer párrafo; 2º párrafos pri-
mero, segundo y tercero; 2o.-A, fracciones I, inciso i), ac-
tual segundo párrafo y II; 4o., último párrafo; 6o., primer y
tercer párrafos; 9o., fracciones II, III y VII; 15, fracción IX,
y 32, primer párrafo y fracción III, séptimo párrafo; se
ADICIONAN un Título I para denominarse “Del Impues-
to al Valor Agregado”, comprendiendo los Capítulos I a IX
actuales; los artículos 2o.-A, fracción I, con un segundo pá-
rrafo, pasando el actual segundo a ser tercer párrafo; 4o.-A;
12, con un segundo párrafo, y 15, fracción III, con un se-
gundo párrafo; y un Título II denominado “Del Impuesto a
la Enajenación e Importación”, comprendiendo los Capítu-
los I a VIII con los artículos del 44 al 55; y se DEROGAN
los artículos 2o.-A, fracciones I, incisos d), e), f), g), h), III
y IV y el último párrafo del artículo; 9o., segundo párrafo;
15, fracciones V, XIII, XIV, XV y XVI; 20, fracciones III
y V, y 25, fracción I, segundo párrafo, para quedar como si-
gue:

“Ley de los Impuestos al Valor Agregado y
a la Enajenación e Importación”

Título I

Del Impuesto al Valor Agregado

...

Artículo 1o. ...

El impuesto se calculará aplicando a los valores que seña-
la esta Ley, la tasa del 13%. El impuesto al valor agregado
en ningún caso se considerará que forma parte de dichos
valores. El impuesto se calculará aplicando la tasa del 0%
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al valor de la enajenación de bienes o prestación de servi-
cios, cuando unos u otros se exporten, de conformidad con
lo dispuesto en el artículo 29 de esta Ley.

...

Artículo 1o.-C. ...

IV. Cuando los adquirentes cobren los documentos pen-
dientes de cobro, ya sea en forma total o parcial, deberán
manifestar el monto cobrado respecto del documento co-
rrespondiente en el estado de cuenta que emitan, con el
cual los cedentes de los documentos deberán determinar el
impuesto al valor agregado a su cargo, sin descontar de di-
cho valor el monto correspondiente al cargo financiero co-
brado por el adquirente. Para tales efectos, el impuesto al
valor agregado se calculará dividiendo la cantidad mani-
festada en el estado de cuenta como cobrada por el adqui-
rente entre 1.13 ó 1.08 según se trate de documentos que
deriven de operaciones afectas a la tasa del 13% u 8%, res-
pectivamente. El resultado obtenido se restará a la cantidad
manifestada en el estado de cuenta como cobrada y la dife-
rencia será el impuesto al valor agregado causado a cargo
del contribuyente que cedió los documentos pendientes de
cobro.

V. Cuando hayan transcurrido seis meses a partir de la fe-
cha de exigibilidad del pago de los documentos pendientes
de cobro, sin que las cantidades reflejadas en dichos docu-
mentos se hayan cobrado por los adquirentes o un tercero
directamente al deudor original y no sean exigibles al ce-
dente de los documentos pendientes de cobro, este último
considerará causado el impuesto al valor agregado a su car-
go, en el primer día del mes siguiente posterior al período
a que se refiere este párrafo, el cual se calculará dividien-
do el monto pagado por el adquirente en la adquisición del
documento, sin descontar de dicho valor el monto corres-
pondiente al cargo financiero cobrado por el adquirente,
entre 1.13 ó 1.08, según se trate de documentos que deri-
ven de operaciones afectas a la tasa del 13% u 8%, respec-
tivamente. El resultado obtenido se restará del monto pa-
gado por el adquirente en la adquisición de los citados
documentos, sin descontar de dicho valor el monto corres-
pondiente al cargo financiero, y la diferencia será el im-
puesto al valor agregado a cargo del contribuyente que ce-
dió los documentos pendientes de cobro.

...

VI. Tratándose de recuperaciones posteriores al sexto mes
de la fecha de exigibilidad del pago de los documentos
pendientes de cobro a que se refiere la fracción V anterior,
de cantidades cuyo monto adicionado de las que se hubie-
ran cobrado con anterioridad correspondientes al mismo
documento sea mayor a la suma de las cantidades recibidas
por el cedente como pago por la enajenación de los docu-
mentos pendientes de cobro, sin descontar el cargo finan-
ciero, e incluyendo los anticipos que, en su caso, haya re-
cibido, el adquirente deberá reportar dichas recuperaciones
en el estado de cuenta del mes en el que las cobre. El con-
tribuyente calculará el impuesto al valor agregado a su car-
go por el total de la cantidad cobrada por el adquirente, di-
vidiendo el valor del cobro efectuado entre 1.13 ó 1.08,
según se trate de documentos que deriven de operaciones
afectas a la tasa del 13% u 8%, respectivamente. El resul-
tado obtenido se restará del monto total cobrado y la dife-
rencia será el impuesto al valor agregado a cargo del ce-
dente.

...

Artículo 2o. El impuesto se calculará aplicando la tasa del
8% a los valores que señala esta ley, cuando los actos o ac-
tividades por los que se deba pagar el impuesto, se realicen
por residentes en la región fronteriza, y siempre que la en-
trega material de los bienes o la prestación de servicios se
lleve a cabo en la citada región fronteriza.

Tratándose de importación, se aplicará la tasa del 8% siem-
pre que los bienes y servicios sean enajenados o prestados
en la mencionada región fronteriza.

Tratándose de la enajenación de inmuebles en la región
fronteriza, el impuesto al valor agregado se calculará apli-
cando al valor que señala esta Ley la tasa del 13%.

...

Artículo 2o.-A. ...

I. ...

d) (Se deroga).

e) (Se deroga).

f) (Se deroga).

g) (Se deroga).
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h) (Se deroga).

i) Libros, periódicos y revistas que editen los propios con-
tribuyentes. Para los efectos de esta Ley, se considera libro,
toda publicación, unitaria, no periódica, impresa en cual-
quier soporte cuya edición se haga en un volumen o en va-
rios volúmenes. Dentro del concepto de libros, no quedan
comprendidas aquellas publicaciones periódicas ampara-
das bajo el mismo título o denominación y con diferente
contenido entre una publicación y otra. Igualmente se con-
sidera que forman parte de los libros los materiales com-
plementarios que se acompañen a ellos, cuando no sean
susceptibles de comercializarse separadamente. Se entien-
de que no tienen la característica de complementarios
cuando los materiales pueden comercializarse indepen-
dientemente del libro.

Tratándose de los servicios de comisión, mediación, agen-
cia, representación, correduría, consignación y distribu-
ción, que se proporcionen con motivo de la enajenación o
adquisición de los bienes a los que se les aplicará la tasa del
0%, también les será aplicable la tasa mencionada.

Se aplicará la tasa del 13%, considerando como prestación
de servicios a la enajenación de los alimentos a que se re-
fiere el presente artículo preparados para su consumo en el
lugar o establecimiento en el que se enajenen, inclusive
cuando no cuenten con instalaciones para ser consumidos
en los mismos, cuando sean para llevar o para entrega a do-
micilio.

II. La prestación de los servicios de suministro de agua
para uso doméstico.

III. (Se deroga).

IV. (Se deroga).

Último párrafo (Se deroga).

Artículo 4o. ...

Para que sea acreditable en los términos de este artículo el
impuesto al valor agregado en la importación de bienes
tangibles, cuando se hubiera pagado la tasa del 8%, el con-
tribuyente deberá comprobar que los bienes fueron utiliza-
dos o enajenados en la región fronteriza.

Artículo 4o.-A. Los contribuyentes del impuesto al valor
agregado, que no sean contribuyentes del impuesto a la

enajenación e importación, podrán acreditar en adición al
acreditamiento previsto en el artículo 4o. de la presente
Ley, el impuesto a la enajenación e importación que les
haya sido trasladado en forma expresa y por separado en la
adquisición de los bienes, el pagado en la importación de
los mismos, o el causado en los términos del artículo 49 de
esta Ley, cuando dichos bienes sean estrictamente indis-
pensables para realizar las actividades por las que tengan
que pagar el impuesto al valor agregado. En ningún caso
procederá el acreditamiento del impuesto a la enajenación
e importación, cuando se trate de las actividades a las que
se les aplique la tasa del 0% prevista en la fracción I del ar-
tículo 2o.-A de esta Ley.

Artículo 6o. Cuando en la declaración de pago resulte sal-
do a favor, el contribuyente podrá acreditarlo contra el im-
puesto a su cargo que le corresponda en los meses siguien-
tes hasta agotarlo o solicitar su devolución, siempre que en
este último caso sea sobre el total del saldo a favor. Tam-
bién podrá acreditarlo contra el impuesto a cargo que ten-
ga en el impuesto a la enajenación e importación en el mis-
mo mes o en los meses siguientes hasta agotarlo.

...

Tratándose de los contribuyentes que proporcionen los ser-
vicios a que se refiere la fracción II del artículo 2o.-A de
esta Ley, cuando en su declaración mensual resulte saldo a
favor, dicho saldo se pagará al contribuyente, el cual debe-
rá destinarlo para invertirse en infraestructura hidráulica o
al pago de los derechos establecidos en los artículos 222 y
276 de la Ley Federal de Derechos. El contribuyente, me-
diante aviso, demostrará ante el Servicio de Administra-
ción Tributaria la inversión realizada, o en su caso, el pago
de los derechos realizado.

Artículo 9o. ...

II. Construcciones adheridas al suelo, destinadas o utiliza-
das, cuando menos los dos últimos años anteriores a la fe-
cha de enajenación, para casa habitación. Cuando sólo par-
te de dichas construcciones se utilicen o destinen a casa
habitación, no se pagará el impuesto por dicha parte. Los
hoteles no quedan comprendidos en esta fracción.

Para los efectos de esta fracción, los contribuyentes acredi-
tarán ante el fedatario público que formalice la operación,
que las construcciones adheridas al suelo han sido destina-
das o utilizadas para casa habitación durante el período
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mencionado, con los documentos comprobatorios que al
efecto establezca el reglamento de esta Ley.

III. Oro, joyería, orfebrería, piezas artísticas u ornamenta-
les y lingotes, cuyo contenido mínimo de dicho material
sea del 80%, siempre que su enajenación no se efectúe en
ventas al menudeo con el público en general.

...

VII. Partes sociales, documentos pendientes de cobro y tí-
tulos de crédito, con excepción de certificados de depósito
de bienes cuando por la enajenación de dichos bienes se
esté obligado a pagar este impuesto y de certificados de
participación inmobiliaria no amortizables u otros títulos
que otorguen a su titular derechos sobre inmuebles distin-
tos a las casas habitación a que se refiere el primer párrafo
de la fracción II de este artículo o al suelo. En la enajenación
de documentos pendientes de cobro, no queda comprendida
la enajenación del bien que ampare el documento.

...

Segundo párrafo (Se deroga).

Artículo 12. ...

Tratándose de la enajenación de construcciones adheridas
al suelo, por las que se deba pagar el impuesto establecido
en esta Ley, se considerará el valor de avalúo que se prac-
tique para los efectos fiscales. La enajenación de inmue-
bles deberá hacerse constar en escritura pública, en la que
se señalará el valor del suelo, el de las construcciones por
las que se esté obligado al pago del impuesto y, en su caso,
el de aquéllas por las que no se esté obligado a dicho pago.
Así mismo, deberá señalarse el monto del impuesto trasla-
dado expresamente y por separado del valor del bien.

Artículo 15. ...

III. ...

Para los efectos de esta fracción se asimilan a los servicios
que se prestan en forma gratuita, aquellos por los que se co-
bre una contraprestación, cualquiera que sea el nombre con
la que se designe, cuyo monto sea inferior al 50% del cos-
to que el servicio tenga para el prestador.

IV. ...

V. (Se deroga).

...

IX. Los seguros de vida ya sea que cubran el riesgo de
muerte u otorguen rentas vitalicias o pensiones y el rease-
guro de los mismos, así como las comisiones de agentes
que correspondan a los seguros y reaseguros citados.

...

XIII. (Se deroga).

XIV. (Se deroga).

XV. (Se deroga).

XVI. (Se deroga).

Artículo 20. ...

III. (Se deroga).

...

V. (Se deroga).

Artículo 25. ...

I. ...

Segundo párrafo (Se deroga).

...

Artículo 32. Los obligados al pago de este impuesto, las
personas que realicen las actividades a que se refiere el ar-
tículo 2o.-A y las que exporten bienes o servicios de con-
formidad con lo dispuesto en el artículo 29 de esta Ley tie-
nen, además de las obligaciones señaladas en otros
artículos de esta Ley, las siguientes:

...

III. ...

En todo caso, los contribuyentes estarán obligados a trasla-
dar el impuesto en forma expresa y por separado en la do-
cumentación a que se refiere esta fracción, cuando el ad-
quirente, el prestatario del servicio o quien use o goce
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temporalmente el bien, así lo solicite. Lo dispuesto en este
párrafo no se aplicará tratándose de los contribuyentes a
que se refiere el artículo 2o.-A ni de los que exporten
bienes o servicios de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 29 de esta Ley.

...

Título II

Del Impuesto a la Enajenación e Importación

Capítulo I

Disposiciones generales

Artículo 44. Se establece un impuesto a cargo de las perso-
nas físicas y las morales que en el territorio nacional realicen
las actividades siguientes:

I. Enajenen o importen los bienes a los que se les aplique
la tasa del 0% prevista en la fracción I del artículo 2o.-A de
la presente Ley.

II. Adquieran los bienes mencionados en la fracción ante-
rior en el supuesto previsto en el artículo 49 de esta Ley.

III. La prestación de los servicios de comisión, mediación,
agencia, representación, correduría, consignación y distri-
bución, con motivo de la enajenación o adquisición de los
bienes señalados en la fracción anterior.

El impuesto se calculará aplicando a los valores que seña-
la esta Ley, la tasa del 8%. El impuesto a que se refiere
este Título en ningún caso se considerará que forma parte
de dichos valores.

El contribuyente trasladará el impuesto, en forma expresa
y por separado, a las personas que adquieran los bienes o
reciban los servicios. Se entenderá por traslado del im-
puesto el cobro o cargo que el contribuyente debe hacer a
dichas personas de un monto equivalente al impuesto esta-
blecido en el Título II de esta Ley.

Son aplicables a este Capítulo en lo conducente, lo dis-
puesto en los artículos 1o., párrafos cuarto y quinto,1o.-B,
1o.-C, 3o., 5o., 7o. y 34 del Título I de la presente Ley.

Artículo 45. Cuando en la declaración de pago resulte sal-
do a favor, el contribuyente podrá acreditarlo contra el im-

puesto a su cargo que le corresponda en los meses siguien-
tes hasta agotarlo, o contra el impuesto a cargo que tenga
en el impuesto al valor agregado en el mismo mes o en los
meses siguientes hasta agotarlo o solicitar su devolución,
siempre que en este último caso sea sobre el total del saldo
a favor.

Los saldos cuya devolución se solicite no podrán acreditar-
se en declaraciones posteriores.

Capítulo II

Del acreditamiento

Artículo 46. El acreditamiento consiste en restar el im-
puesto acreditable, de la cantidad que resulte de aplicar a
los valores que correspondan en los términos del Título II
de la presente Ley, la tasa prevista en dicho Título. Se en-
tiende por impuesto acreditable un monto equivalente al
del impuesto que establece el Título II de esta Ley, que
haya sido trasladado al contribuyente en la adquisición de
los bienes o al recibir los servicios que señala la misma y
el propio impuesto que él haya pagado en la importación de
dichos bienes, así como el impuesto a su cargo por la ad-
quisición de dichos bienes previsto en el artículo 49 de
esta Ley, en el mes en el que ello ocurra.

Para que sea acreditable el impuesto deberán reunirse los
siguientes requisitos:

I. Que se trate de contribuyentes que estén obligados al
pago del impuesto que establece el Título II de esta Ley o
que exporten los bienes de conformidad con lo dispuesto
en el artículo 53 del mismo.

II. Que el impuesto haya sido trasladado expresamente al
contribuyente y conste por separado en los comprobantes
respectivos.

III. Que el impuesto que le haya sido trasladado al contri-
buyente y que éste pretenda acreditar, haya sido efectiva-
mente pagado a quien efectuó dicho traslado.

IV. Que los bienes o servicios por los cuales hayan recibi-
do el traslado del impuesto cuyo acreditamiento se preten-
da, sean deducibles para los efectos del impuesto sobre la
renta.

Los contribuyentes que lleven a cabo las actividades por
las que se deba pagar el impuesto que el Título II de esta
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Ley establece o exporten los bienes en los términos esta-
blecidos en el artículo 53 de la misma, y además realicen
actividades por las que no se tenga dicha obligación, cuan-
do las adquisiciones de los bienes que efectúen no se iden-
tifiquen con las actividades gravadas y las exportaciones
citadas, el acreditamiento del impuesto procederá única-
mente en la proporción que el valor de las actividades gra-
vadas y las exportaciones mencionadas, represente en el
valor total de las actividades gravadas y exentas, realizadas
en el mes de que se trate.

No procederá el acreditamiento del impuesto pagado por
los contribuyentes en la importación, del impuesto que les
haya sido trasladado ni del impuesto que hayan cubierto
por las adquisiciones a que se refiere el artículo 49 de esta
Ley, cuando se trate de bienes que estén identificados con
las enajenaciones por las que no se esté obligado al pago
de este impuesto, inclusive cuando quien lo pretenda
efectuar preste los servicios a que se refiere la fracción III
del artículo 44 de la misma.

El derecho al acreditamiento es personal para los contribu-
yentes de este impuesto y no podrá ser transmitido por
acto entre vivos, excepto tratándose de fusión. En el caso
de escisión de sociedades el acreditamiento del impuesto
pendiente de acreditar a la fecha de escisión sólo lo podrá
efectuar la sociedad escindente. Cuando esta última des-
aparezca, se estará a lo dispuesto en el segundo párrafo del
artículo 14-A del Código Fiscal de la Federación.

Capítulo III

De la enajenación y de la adquisición de bienes

Artículo 47. Son aplicables al presente Capítulo, lo dis-
puesto en los artículos 8, 10, 11 y 12 del Título I de la pre-
sente Ley. Tratándose de la adquisición a que se refiere el
artículo 49 de esta Ley, le serán aplicables las disposicio-
nes mencionadas en lo conducente.

Artículo 48. No se pagará el impuesto establecido en el Tí-
tulo II de esta Ley por las enajenaciones que se efectúen
con el público en general. No se aplicará la exención de re-
ferencia cuando la enajenación se realice al público en ge-
neral por el productor de los bienes que señala dicho Títu-
lo, en cuyo caso el impuesto deberá incluirse en el precio
en el que dichos bienes se enajenen. Tampoco procederá la
exención de referencia en las enajenaciones de mercancías
de origen extranjero que se realicen con el público en ge-

neral cuando el enajenante no pueda acreditar la legal im-
portación de dichos bienes.

Para los efectos mencionados en el párrafo anterior, se con-
sidera que la enajenación se efectúa con el público en ge-
neral cuando por la misma, se deban expedir comprobantes
que no reúnan los requisitos a que se refiere el artículo 29-
A del Código Fiscal de la Federación.

Artículo 49. Los productores personas físicas que enaje-
nen animales, vegetales o productos derivados de los mis-
mos, no industrializados, siempre que se dediquen única-
mente a dichas actividades, podrán optar por estar exentos
del pago del impuesto que establece el Título II de esta
Ley, en cuyo caso el adquirente causará dicho impuesto,
para lo cual deberá considerar como impuesto a su cargo el
que le hubiera trasladado el productor de no haber optado
por estar exento.

El adquirente podrá acreditar este impuesto en el mismo
mes en el que lo cause, salvo que lleve a cabo la enajena-
ción de los bienes con el público en general.

Capítulo IV

De la prestación de servicios

Artículo 50. Son aplicables al presente Capítulo en lo con-
ducente, lo dispuesto en los artículos 14, 16, 17 y 18 del Tí-
tulo I de la presente Ley.

Capítulo V

De la importación

Artículo 51. Son aplicables al presente Capítulo en lo con-
ducente, los artículos 24, 26 fracciones I y II, 27 y 28 del
Título I de la presente Ley.

El impuesto que establece el Título II de esta Ley que se
hubiera pagado al importar los bienes, dará lugar al acredi-
tamiento en los términos y con los requisitos del artículo 46
de esta Ley, salvo cuando el importador enajene los bienes
al público en general y dicha enajenación esté afecta a la
tasa del 0% en el impuesto al valor agregado.

Artículo 52. No se pagará el impuesto establecido en el Tí-
tulo II de esta Ley, en las importaciones siguientes:
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I. Las que, en los términos de la legislación aduanera, no
lleguen a consumarse, sean temporales, tengan el carácter
de retorno de bienes exportados temporalmente o sean ob-
jeto de tránsito o transbordo.

II. Tratándose de los bienes que señala el Título II de esta
Ley incluidos en los equipajes de los pasajeros a que se re-
fiere la legislación aduanera. El Servicio de Administra-
ción Tributaria podrá ampliar los límites de la franquicia
para permitir la importación de alimentos y medicinas para
consumo de la persona que los importe, mediante reglas de
carácter general.

III. Tratándose de los bienes que señala el Título II de esta
Ley donados por residentes en el extranjero a la Federa-
ción, entidades federativas, municipios o a cualquier otra
persona que mediante reglas de carácter general autorice el
Servicio de Administración Tributaria.

Capítulo VI

De la exportación

Artículo 53. Las empresas residentes en el país o los esta-
blecimientos permanentes de residentes en el extranjero,
calcularán el impuesto aplicando la tasa del 0% al valor de
la enajenación de los bienes señalados en el Título II de es-
ta Ley, cuando se exporten.

Para los efectos de esta Ley, se considera exportación de
bienes la que tenga el carácter de definitiva en los términos
de la Ley Aduanera.

También procederá el acreditamiento cuando las empresas
residentes en el país exporten bienes para enajenarlos en el
extranjero.

La devolución procederá hasta que la exportación se con-
sume en los términos de la legislación aduanera.

Capítulo VII

De las obligaciones de los contribuyentes

Artículo 54. Las personas obligadas al pago del impuesto
que establece el Título II de esta Ley y las que exporten
bienes de conformidad con lo dispuesto en el artículo 53 de
la misma, además de cumplir con las obligaciones señala-
das en otros artículos, deberán de cumplir respecto del im-
puesto que establece el Título II de esta Ley, en lo condu-

cente, con las obligaciones previstas en el artículo 32 de es-
ta Ley.

Capítulo VIII

De las facultades de las autoridades

Artículo 55. Al importe de la determinación presuntiva del
valor de las actividades por las que se deba pagar el im-
puesto en los términos del Título II de esta Ley, se aplica-
rá la tasa del impuesto que corresponda, y el resultado se
reducirá con las cantidades acreditables que se comprue-
ben.

Disposiciones Transitorias de la
Ley de los Impuestos al Valor Agregado

y a la Enajenación e Importación

ARTÍCULO DÉCIMO. En relación con las modificacio-
nes a que se refiere el Artículo Noveno de este Decreto, se
estará a las disposiciones transitorias siguientes:

A. Por lo que hace al Título I de la Ley de los Impuestos al
Valor Agregado y a la Enajenación e Importación:

I. Tratándose de la enajenación de bienes, de la prestación
de servicios o del otorgamiento del uso o goce temporal de
bienes, que se hayan celebrado con anterioridad a la fecha
de la entrada en vigor del presente Decreto, las contrapres-
taciones correspondientes que se cobren con posterioridad
a la fecha mencionada, estarán afectas al pago del impues-
to al valor agregado de conformidad con las disposiciones
vigentes en el momento de su cobro. No obstante lo ex-
puesto con antelación, los contribuyentes podrán acogerse
a lo siguiente:

a) Tratándose de la enajenación de bienes y de la prestación
de servicios que con anterioridad a la fecha de la entrada en
vigor del presente Decreto hayan estado afectas a una tasa
menor a la que deban aplicar con posterioridad a la fecha
mencionada, podrán calcular el impuesto correspondiente,
aplicando la tasa que corresponda conforme a las disposi-
ciones vigentes con anterioridad a la fecha de entrada en
vigor del presente Decreto, siempre que los bienes o los
servicios se hayan entregado o proporcionado antes de la
fecha mencionada y el pago de las contraprestaciones res-
pectivas, se realice dentro de los diez días naturales inme-
diatos posteriores a dicha fecha.
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En el supuesto a que se refiere el párrafo anterior, tratán-
dose del uso o goce temporal de bienes, se aplicará lo dis-
puesto en el mismo a las contraprestaciones que corres-
pondan al período en el que la actividad mencionada
estuvo afecta al pago del impuesto al valor agregado con-
forme a la tasa menor, siempre que los bienes se hayan en-
tregado antes de la fecha de la entrada en vigor del presen-
te Decreto y el pago de las contraprestaciones respectivas
se realice dentro de los diez días naturales inmediatos pos-
teriores a dicha fecha.

b) Tratándose de la enajenación de bienes y de la presta-
ción de servicios, que con anterioridad a la fecha de entra-
da en vigor del presente Decreto no hayan estado afectas al
pago del impuesto al valor agregado y que con posteriori-
dad a dicha fecha hayan quedado gravadas con el impues-
to citado, podrán considerar que no están obligados a pagar
el impuesto correspondiente, siempre que los bienes o los
servicios se hayan entregado o proporcionado antes de la
fecha citada y el pago de las contraprestaciones respecti-
vas, se realice dentro de los diez días naturales inmediatos
posteriores a dicha fecha.

En el supuesto a que se refiere el párrafo anterior, tratán-
dose del uso o goce temporal de bienes, se aplicará lo dis-
puesto en el mismo a las contraprestaciones que corres-
pondan al período en el que la actividad mencionada no
estuvo afecta al pago del impuesto al valor agregado, siem-
pre que los bienes se hayan entregado antes de la fecha de
entrada en vigor del presente Decreto y el pago de las con-
traprestaciones respectivas se realice dentro de los diez días
naturales inmediatos posteriores a dicha fecha.

II. Cuando se hayan expedido comprobantes por la enaje-
nación de bienes, la prestación de servicios o el otorga-
miento del uso o goce temporal de bienes, celebrados con
anterioridad a la fecha de la entrada en vigor del presente
Decreto, y el pago de las contraprestaciones correspon-
dientes se realice con posterioridad a la fecha mencionada,
los contribuyentes para los efectos de determinar el im-
puesto acreditable conforme lo dispone el artículo 4o. de la
Ley del Impuesto al Valor Agregado, sólo considerarán el
impuesto que les haya sido trasladado y que efectivamente
hayan pagado, hasta por el monto máximo del impuesto
calculado conforme a las tasas vigentes en el momento de
pago de las contraprestaciones.

En los supuestos a que se refiere el párrafo anterior, los
contribuyentes que reciban efectivamente una cantidad
mayor de impuesto trasladado al que corresponda con mo-

tivo de la aplicación de las disposiciones del presente De-
creto, deberán devolver el excedente a los adquirentes de
los bienes o servicios o compensarlo contra el pago de fu-
turas contraprestaciones que deba efectuar el adquirente.

III. Tratándose de las declaraciones que correspondan a
meses posteriores a aquél en el que entre en vigor el pre-
sente Decreto, para los efectos del cálculo del factor a que
se refiere el artículo 4o., fracción III, tercer párrafo de la
Ley del Impuesto al Valor Agregado, los contribuyentes
podrán considerar dentro del valor de las actividades por
las que se deba pagar el impuesto, el valor de sus activida-
des que con antelación a la fecha de entrada en vigor del
presente Decreto, no hayan estado afectas al pago del im-
puesto al valor agregado, y que con motivo de las disposi-
ciones que establece el Artículo Noveno del presente De-
creto, queden afectas a su pago.

IV. Tratándose de actividades que con anterioridad a la fe-
cha de la entrada en vigor del presente Decreto hayan esta-
do relevadas del pago del impuesto al valor agregado y que
con posterioridad a la fecha mencionada, estén afectas a su
pago, los contribuyentes podrán acreditar el impuesto al
valor agregado que les haya sido trasladado en la adquisi-
ción de bienes de activo fijo o el que ellos hayan pagado en
su importación, realizadas con anterioridad a dicha fecha,
en la parte en la que no hayan tenido derecho a acreditarlo
conforme a las disposiciones vigentes con anterioridad a la
fecha mencionada, de conformidad con lo siguiente:

a) El acreditamiento sólo procederá en la proporción en la
que el monto original del bien de activo fijo se encuentre
pendiente de deducir para los efectos del impuesto sobre la
renta a la fecha de la entrada en vigor del presente De-
creto.

b) Que el impuesto al valor agregado haya sido deducible
para los efectos del impuesto sobre la renta.

c) El monto acreditable determinado en los términos de es-
ta fracción y de conformidad con lo dispuesto en la Ley del
Impuesto al Valor Agregado, no se actualizará y el contri-
buyente deberá considerarlo como un ingreso acumulable
para los efectos del impuesto sobre la renta en la fecha en
la que lleve a cabo el acreditamiento de referencia.

Para que proceda el acreditamiento en los términos de esta
fracción se deberán cumplir con los demás requisitos que
para tal efecto establece la Ley del Impuesto al Valor Agre-
gado.
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V. Los contribuyentes que a partir de la fecha de la entrada
en vigor del presente Decreto deban pagar el impuesto al
valor agregado por la enajenación de construcciones desti-
nadas para casa habitación, podrán acreditar el impuesto al
valor agregado que les haya sido trasladado o el propio im-
puesto que hayan pagado con motivo de la importación con
antelación a la fecha mencionada, por la adquisición de
materias primas, productos semiterminados o terminados,
que hayan utilizado en las construcciones mencionadas,
siempre que dichas adquisiciones estén identificadas ex-
clusivamente con la enajenación de dichos bienes.

Para que proceda el acreditamiento a que se refiere la pre-
sente fracción, los contribuyentes deberán cumplir con to-
dos los requisitos que establece la fracción anterior, con ex-
cepción del previsto en su inciso a).

La aplicación del acreditamiento previsto en las fracciones
IV y V de este apartado no dará lugar a devolución o com-
pensación alguna.

B. Por lo que hace al Título II de la Ley de los Impuestos
al Valor Agregado y a la Enajenación e Importación:

I. Los contribuyentes deberán efectuar el pago que corres-
ponda al período comprendido entre la fecha de la entrada
en vigor del presente Decreto y el 31 de diciembre de 2003,
a más tardar el 17 de enero de 2004.

II. Tratándose de la enajenación de bienes o de la presta-
ción de servicios gravados por el impuesto a la enajenación
e importación, que se hayan celebrado con anterioridad a la
fecha de la entrada en vigor del presente Decreto, las con-
traprestaciones correspondientes que se cobren con poste-
rioridad a la fecha mencionada, no estarán afectas al pago
del impuesto mencionado, siempre que los bienes o los ser-
vicios se hayan entregado o proporcionado antes de la fe-
cha mencionada y el pago de las contraprestaciones res-
pectivas se realice dentro de los diez días naturales
inmediatos posteriores a dicha fecha.

ARTÍCULO DÉCIMOPRIMERO. Cuando en las dispo-
siciones que integran el Título I de la Ley de los Impuestos
al Valor Agregado y a la Enajenación e Importación, que se
adiciona en los términos del Artículo Noveno de este De-
creto, se aluda al “impuesto establecido en esta Ley”, se
entenderá que se trata del impuesto al valor agregado.

C. LEY DE LOS IMPUESTOS A LAS VENTAS Y
SERVICIOS AL PÚBLICO.

DESCRIPCION DE LAS INICIATIVAS. 

En el presente dictamen se analiza la Iniciativa de Ley de
los Impuestos a las Ventas y Servicios al Público que se
contiene en el Artículo Noveno del Proyecto de Decreto
que Reforma, Adiciona, Deroga y Establece Diversas Dis-
posiciones Fiscales, presentada por el Ejecutivo Federal,
misma que fue turnada el 6 de noviembre de 2003 a esta
Comisión, así como la Iniciativa de Ley de los Impuestos a
las Ventas y Servicios al Público que se contiene en el Ar-
tículo Décimotercero del Proyecto de Decreto que Refor-
ma, Adiciona y Deroga Diversas Disposiciones Fiscales,
presentada por el Partido Acción Nacional, turnada con fe-
cha 4 de diciembre de 2003 a esta Comisión.

En la exposición de motivos de la Iniciativa del Ejecutivo
Federal que se dictamina, se expresa que en materia de fe-
deralismo fiscal, se hace necesario proponer un cambio
fundamental que otorgue potestades tributarias a las Enti-
dades Federativas a efecto de que puedan contar con ma-
yores recursos, para lo cual se incorpora la posibilidad de
que establezcan un impuesto local a las ventas y servicios
al público, sin que por ello se considere un incumplimien-
to a las obligaciones que hoy día tienen convenidas en ma-
teria de coordinación fiscal.

Para alcanzar lo anterior, se propone que en tanto las Enti-
dades Federativas establezcan un impuesto local, se apli-
que un impuesto federal del 2% que grave por un lado, con-
forme al Título I de la Ley que se propone, el consumo
final de bienes y servicios que no están considerados como
reservados a la Federación, y por el otro, de acuerdo con el
Título II de dicha Ley, las actividades que la Federación
tiene reservadas constitucionalmente. Se plantea que estos
impuestos puedan ser administrados y recaudados por las
Entidades Federativas, o bien, éstas podrán establecer un
impuesto local al consumo final de bienes y servicios, en
cuyo caso, se suspenderá la aplicación del impuesto fede-
ral previsto en el Título I de la Ley en estudio.

Mientras no se establezca el impuesto local, se propone
que el impuesto federal sea administrado por las Entidades
Federativas, para lo cual deberán celebrar un convenio de
coordinación con la Federación, del que derivarán faculta-
des para la administración y recaudación del impuesto
mencionado. En la Iniciativa se plantea que en el supuesto
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señalado, las Entidades Federativas recibirán una partici-
pación del 95% de la recaudación que se obtenga en el te-
rritorio de cada una de ellas, quedando exceptuada la re-
caudación que se obtenga por gasolina y diesel, así como
por los servicios de energía eléctrica, autotransporte fede-
ral y de telefonía, exclusión que, explica el Ejecutivo Fe-
deral, será para resarcir parcialmente a la Federación. 

En la Iniciativa que se dictamina se prevé que cuando las
Entidades Federativas no celebren los convenios de coor-
dinación, la recaudación federal que se obtenga en cada
una de ellas, con excepción de la que provenga de gasolina
y otros productos derivados del petróleo, energía eléctrica,
autotransporte federal y telefonía, se integrará a la recau-
dación federal participable. En el supuesto de que alguna
de las Entidades Federativas no estuviera adherida al Siste-
ma Nacional de Coordinación Fiscal, la misma tendrá de-
recho a una participación del 5% sobre la recaudación que
se obtenga en su territorio, por concepto de energía eléctri-
ca, tabacos labrados, gasolina y otros productos derivados
del petróleo, cerillos y fósforos, aguamiel y productos de
su fermentación y cerveza, de conformidad con lo estable-
cido en el último párrafo del numeral 5o., de la fracción
XXIX del artículo 73 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

En cuanto a la participación a los municipios, se establece
que de la participación que de este impuesto corresponda a
las Entidades Federativas, sus municipios recibirán el 25%.
Se propone distribuir el monto participable de la forma si-
guiente: un 50% en la proporción que represente la pobla-
ción de cada municipio en el total de la población de la En-
tidad Federativa; el otro 50%, en función del crecimiento
de la recaudación del impuesto predial y por derechos de
agua, obtenido por cada municipio, comparado con el ejer-
cicio anterior, sin considerar para el cálculo del impuesto
predial, el que derive de inmuebles en los que el impuesto
se determine con base en los ingresos por arrendamiento.
En el caso del Distrito Federal, se menciona que dadas sus
características, la participación se efectuará a sus Delega-
ciones con base en los criterios expuestos, excluyendo del
cálculo del crecimiento de la recaudación a los derechos de
agua.

Por lo que hace a las características del impuesto local, se
menciona en la Iniciativa que se dictamina que éste debe
tener una tasa del 2% aplicable al consumo final de bienes
y servicios, sin que ello contravenga los compromisos que
hoy día tienen en materia de coordinación fiscal. Se desta-
ca que por razones de eficiencia, es recomendable este tipo

de impuesto, ya que puede ser administrado por las Enti-
dades Federativas sin los problemas de control que repre-
sentaría un impuesto plurifásico no acumulativo, tipo valor
agregado, respecto del acreditamiento de impuestos trasla-
dados a los contribuyentes de una Entidad Federativa por
contribuyentes de otra.

Igualmente, se menciona que se propone establecer un mí-
nimo de elementos o características que debe reunir el im-
puesto local para lograr una suficiencia recaudatoria, así
como liberar del impacto impositivo a las etapas de inter-
mediación y a aquellas operaciones que no deben formar
parte del objeto de un impuesto al consumo, por ser activi-
dades de inversión o de ahorro.

Así, plantea que el objeto del gravamen se integrará por las
ventas de bienes, la prestación de servicios o la concesión
del uso o goce temporal de bienes muebles, cuando se tra-
te de actividades en las que no existe limitación constitu-
cional alguna, que se realicen en el territorio de las Entida-
des Federativas.

Por lo que hace a la base, al momento de causación y a los
principios de atribución de ingresos a los establecimientos
de los contribuyentes, se proponen reglas similares a las
contempladas en el impuesto federal a que se refiere la Ini-
ciativa que se dictamina.

Se destaca en la exposición de motivos que otra caracterís-
tica que debe reunir el impuesto local al consumo final, es
que contemple necesariamente aquellas exenciones que no
deben estar afectas a un impuesto al consumo, ya sea por
excluir las ventas y servicios en las etapas intermedias, o
bien, por ser actividades que no implican consumo, sino
ahorro o inversión. Por ello, se deben excluir de las activi-
dades gravadas a aquéllas que se realicen con el fin de re-
vender los bienes, incorporarlos en bienes manufacturados
o ensamblados para su venta posterior o para ser incorpo-
rados al activo fijo del adquirente; en el caso de servicios,
a aquéllos que sean indispensables para realizar las activi-
dades empresariales o profesionales.

Por otra parte, también se establece la facultad para que las
Entidades Federativas con parte o el total de su territorio
comprendido en la región fronteriza considerada como tal
para los efectos del impuesto al valor agregado vigente,
puedan establecer en el mismo un tratamiento específico
favorable, ya sea una tasa menor, gravar únicamente al-
gunas actividades o no aplicar el impuesto. Cuando la le-
gislatura de una Entidad Federativa, cuyo territorio se
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encuentre completamente en la región fronteriza, tal es el
caso de los Estados de Baja California, Baja California Sur
y Quintana Roo, decida no aplicar el impuesto, bastará un
Decreto de dicha legislatura con tal pronunciamiento, para
que se suspenda la aplicación del impuesto previsto en el
Título I de la Ley a que se refiere esta Iniciativa y se tenga
derecho a la participación de la recaudación que provenga
del Título II.

Finalmente, se prevé también la facultad para que cuando
las Entidades Federativas tengan establecido un impuesto
específico que grave una actividad que se contemple en el
impuesto local al consumo final, puedan eximir a dicha ac-
tividad.

Ahora bien, por lo que hace al impuesto federal a las ven-
tas y servicios al público, en el ordenamiento de carácter
federal que se propone, se establecen tres títulos: El Título
I regula el impuesto aplicable a los bienes y servicios res-
pecto de los cuales no existe para las Entidades Federativas
limitación constitucional alguna; el Título II regula el im-
puesto aplicable a las ventas y servicios específicos de
fuentes en las que existe reserva constitucional a favor de
la Federación, y el Título III regula la posibilidad de que el
impuesto sea administrado por las Entidades Federativas,
los porcentajes de participación aplicables, así como las ca-
racterísticas que debe reunir un impuesto local a las ventas
y servicios al consumo final, para que se suspenda la apli-
cación del impuesto federal, como se ha expuesto con an-
terioridad.

Se menciona en la Iniciativa que se dictamina, que el gra-
vamen propuesto grava el consumo final de los bienes y
servicios, buscando que la carga impositiva no incida ni en
las etapas de producción de bienes ni en las etapas de co-
mercialización intermedias, recayendo sobre el consumi-
dor final. 

Se expone que este impuesto resulta deseable, ya que no
implica acreditamiento alguno de impuestos que se hayan
trasladado a los contribuyentes en etapas previas, situación
de particular importancia en el impuesto que se propone,
ya que como se ha expresado anteriormente, se pretende
que sea administrado por las Entidades Federativas o susti-
tuido por impuestos locales, en los que vigilar el acredita-
miento de impuestos trasladados a contribuyentes de una
Entidad Federativa por contribuyentes de otra, representa-
ría serios problemas de vigilancia, control y administración
si se adoptaran impuestos locales tipo valor agregado y
problemas serios en la exportación de bienes y servicios al

no poder atribuir a qué Entidad Federativa se debería car-
gar la devolución dada al exportador.

Por su parte, la Iniciativa de la Ley de los Impuestos a las
Ventas y Servicios al Público presentada por el Partido Ac-
ción Nacional coincide en sus aspectos fundamentales con
la presentada por el Ejecutivo Federal. 

CONSIDERACIONES DE LA COMISIÓN.

Tomando en cuenta la urgente necesidad de dotar a las En-
tidades Federativas de mayores potestades tributarias sin
que el ejercicio de dichas facultades sea considerado como
un incumplimiento a los convenios celebrados con la Fe-
deración, esta Dictaminadora está de acuerdo con las pro-
puestas en estudio, tanto por lo que hace a las característi-
cas que debe reunir un impuesto estatal que grave el
consumo final de los bienes y servicios a efecto de que su
recaudación corresponda totalmente a la Entidad Federati-
va en donde se lleve a cabo dicho consumo, así como por
lo que hace a la propuesta de establecer un impuesto fede-
ral al consumo final, en tanto las Entidades Federativas es-
tablecen los impuestos locales, pero permitiendo que,
mientras ello ocurra, dichas entidades puedan obtener una
participación del 95% del monto de la recaudación que se
obtenga de las actividades realizadas en el territorio de las
Entidades Federativas cuando celebren convenios de coor-
dinación, con la salvedad de que no forme parte de dicha
recaudación la que provenga de gasolina y diesel, servicios
de energía eléctrica, autotransporte federal y telefonía.

Sobre este particular, esta Dictaminadora está de acuerdo
con la propuesta del Partido Acción Nacional para que se
incorpore una participación del 5% a las Entidades Federa-
tivas que celebren los convenios de coordinación mencio-
nados, así como a aquéllas que no los celebren, por ser una
exigencia constitucional al tratarse de fuentes reservadas a
la Federación.

Debe destacarse que la propuesta en estudio y que compar-
te esta Comisión, sólo es posible establecerla como conse-
cuencia de disminuir la tasa general en el impuesto al valor
agregado, a la recaudación adicional que se espera obtener
por el impuesto de control a la enajenación e importación,
así como por el efecto de eficiencia que dicho impuesto
producirá en el impuesto al valor agregado. Las medidas
anteriores, permiten que se establezcan los impuestos a las
ventas y servicios al público, por lo que al aprobar estos
gravámenes, se considera que las Entidades Federativas
que están de acuerdo con las medidas adoptadas por esta
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Soberanía, se coordinarán con la Federación en los im-
puestos mencionados, y establecerán con posterioridad un
impuesto estatal a las ventas y servicios al público, en los
términos que se proponen en las Iniciativas que se dictami-
nan, por ser una medida que debe ser adoptada para que di-
chas entidades fortalezcan sus finanzas públicas y atiendan
de mejor manera las demandas de gasto público de su po-
blación.

Ahora bien, esta Comisión está de acuerdo con las caracte-
rísticas propuestas para el impuesto local, con las salveda-
des siguientes:

Si bien se comparte que dicho gravamen debe tener una
tasa idéntica a la del impuesto federal, esta Comisión esti-
ma que debe permitirse a las Entidades Federativas que así
lo estimen conveniente, establecer una tasa hasta del 3%.
Por esa razón se debe modificar la fracción III del artículo
43 para quedar como sigue:

Artículo 43 ...

III. El momento de causación y la tasa sean las mismas que
las que se establecen en el Título I de la presente Ley. No
obstante, las Entidades Federativas podrán establecer una
tasa hasta del 3%.

...

Así mismo, por lo que hace a la facultad para que las Enti-
dades Federativas con parte o la total de su territorio com-
prendido en la región fronteriza puedan establecer un trata-
miento específico favorable en relación con el impuesto
local, esta Comisión considera que lo anterior sólo resulta-
ría aplicable en tanto se homologara en todo el territorio
nacional la tasa general del impuesto al valor agregado, por
lo que al establecerse una tasa del 8% en el gravamen men-
cionado aplicable a la región fronteriza, dicho tratamiento
resulta innecesario, por lo cual se propone modificar el ar-
tículo 44 para que sólo se conserve la posibilidad de que las
Entidades Federativas excluyan del impuesto local al con-
sumo, aquellas actividades  respecto de las cuales tengan
establecido un impuesto local específico. Así, se propone
que quede redactado el artículo mencionado en la forma si-
guiente:

Artículo 44. Las Entidades Federativas que tengan esta-
blecido un impuesto específico que grave una actividad
que se encuentre comprendida dentro del objeto genérico
del impuesto que establece el Título I de esta Ley, podrán

eximir del impuesto a que se refiere el artículo anterior a
dicha actividad.

Como consecuencia de la reforma al artículo anterior, se
hace necesario reformar el artículo 45 para quedar como si-
gue:

Artículo 45. La aplicación del impuesto establecido en el
Título I de esta Ley se suspenderá cuando las Entidades Fe-
derativas ejerzan la facultad prevista en el artículo 43 de la
misma. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público hará
la declaratoria de la suspensión del impuesto mencionado,
la cual se publicará en el periódico oficial de la Entidad Fe-
derativa y en el Diario Oficial de la Federación.

En otro orden de ideas, esta Comisión comparte la pro-
puesta contenida en la Iniciativa del Partido Acción Nacio-
nal para excluir del gravamen federal al autotransporte fe-
deral de pasajeros, ya que dicho servicio anteriormente
estaba exento de la tasa general en el impuesto al valor
agregado y por lo tanto, debe quedar fuera del gravamen en
estudio. Por las razones mencionadas también se comparte
la propuesta para que se destine en forma exclusiva a la Fe-
deración, la recaudación que se obtenga por los servicios
de uso de vías generales de comunicación, a efecto de que
la Federación se resarza de la baja de recaudación que se
generará por la disminución de la tasa general del impues-
to al valor agregado.

En cuanto a las características del impuesto federal, la que
Dictamina está de acuerdo con las Iniciativas en estudio,
respecto de que es conveniente que la estructura de la Ley
de los Impuestos a las Ventas y Servicios al Público, así
como su redacción, sean similares a las disposiciones de la
Ley del Impuesto al Valor Agregado, en virtud de que tan-
to los contribuyentes como las autoridades fiscales federa-
les y de las Entidades Federativas, están familiarizadas con
su terminología a lo largo de más de 20 años de su aplica-
ción.

De esta forma, se tiene que la causación del impuesto se da
en el momento en que se perciban efectivamente los ingre-
sos y sobre el monto que de ellos perciba el contribuyente,
es decir, con base en el mecanismo de flujo de efectivo.

Así mismo, en cuanto a la base del impuesto, se integra por
los ingresos percibidos y demás cantidades que se carguen
o cobren, con independencia del nombre con el que se les
designe, sin considerar el impuesto al valor agregado ni los
impuestos que se establecen en la Ley en estudio.
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En cuanto a la periodicidad del pago del impuesto, al igual
que en el impuesto al valor agregado, es mensual y se efec-
túa a través de una declaración que se presenta, a más tar-
dar, el día 17 del mes siguiente al que corresponda el pago,
en las oficinas autorizadas por las autoridades fiscales.

El impuesto propuesto en las Iniciativas que se dictaminan,
es un impuesto indirecto que va encaminado a gravar la
etapa final de la cadena económica de bienes y servicios,
porque tiene como fin último gravar el consumo final y no
las etapas intermedias que intervienen en dicha cadena
económica, razón por la cual no se trasladará en forma ex-
presa y por separado a quienes adquieran los bienes, reci-
ban los servicios o el uso o goce temporal de bienes mue-
bles, es decir, que dentro del precio que se cobre por dichas
actividades, estará incluido el impuesto establecido en di-
cha Ley.

En cuanto a los sujetos del gravamen, son las personas fí -
sicas y morales, que en territorio nacional realicen las acti-
vidades gravadas, que son las siguientes: enajenación de
bienes muebles, prestación de servicios y otorgamiento del
uso o goce temporal de bienes muebles, siempre que esas
actividades se lleven a cabo en establecimientos abiertos al
público, incluso cuando esas actividades se realicen en es-
tablecimientos de terceros, es decir, cuando se lleven di-
rectamente con el consumidor final, así sea mediante en-
tregas a domicilio.

Esta Dictaminadora considera que efectivamente es conve-
niente aclarar lo que debe entenderse por establecimiento,
indicando que será el local en el que se desarrollen o des-
empeñen, total o parcialmente, las actividades antes men-
cionadas y, en el caso de que un servicio se preste fuera del
local, se considera que dicho servicio se presta en el local
que sirva de base al prestador de dichos servicios.

Esta Comisión considera conveniente que dentro del gra-
vamen que se prevé en las Iniciativas que se dictaminan, se
incluyan los servicios que se presten a través de medios te-
lefónicos u otros medios electrónicos, aunque no se tenga
un establecimiento abierto al público, en razón de que la
actividad se está realizando con el público.

Especial énfasis se ha puesto en cuanto al momento en que
se consideran efectivamente percibidos los ingresos, es de-
cir, cuando éstos se reciban en efectivo, en bienes o servi-
cios o, mediante cualquier forma de extinción de la obliga-
ción de pago, siempre que quede satisfecho el interés del
acreedor.

También se considera como momento de causación, cuan-
do el pago de los ingresos por los bienes recibidos o por los
servicios prestados se efectúe a través de tarjetas electróni-
cas, como son las tarjetas de crédito o tarjetas de débito, in-
cluso a través de los denominados “monederos electróni-
cos”.

Igualmente es acertado que se prevea que tanto la Federa-
ción, como el Distrito Federal, los Estados y los munici-
pios, así como sus organismos descentralizados y las insti-
tuciones públicas de seguridad social, tienen obligación de
pagar el impuesto previsto en el Título I de la Ley que se
propone en las Iniciativas que se dictaminan, cuando reali-
cen actividades que no den lugar al pago de derechos o
aprovechamientos.

Por lo que respecta a las disposiciones relativas a la enaje-
nación de bienes muebles, esta Comisión está de acuerdo
en que se  mantenga en la Ley en estudio, la definición que
de este concepto se maneja en la Ley del Impuesto al Valor
Agregado y se continúe con el criterio de no considerar
como enajenación, la transmisión de propiedad que se rea-
lice por causa de muerte o donaciones deducibles para los
efectos del impuesto sobre la renta. Además, esta nueva
Ley también considera que no existe enajenación cuando
las empresas obsequien mercancías con fines de promo-
ción, con la condición de que el obsequio sea deducible en
el impuesto sobre la renta, en virtud de que en estos casos
las empresas no reciben una contraprestación a cambio.

Así mismo, también se está de acuerdo en que se conser-
ven las reglas generales previstas en la Ley del Impuesto al
Valor Agregado, para considerar que las enajenaciones se
efectúan en territorio nacional, cuando el bien se encuentra
en el país al efectuarse el envío al adquirente y, en caso de
no haber envío, cuando en México se realiza la entrega ma-
terial del bien que se enajena.

Toda vez que el impuesto contenido en el Título I de la Ley
de los Impuestos a las Ventas y Servicios al Público en es-
tudio, tiene como objeto gravar las enajenaciones que im-
pliquen un consumo final de bienes, esta Comisión ha
puesto especial énfasis en los casos en los que es necesario
exceptuar del pago del impuesto a todas aquellas enajena-
ciones de bienes muebles que se encuentren dentro de la
cadena económica.

Como consecuencia de lo expuesto en el párrafo que ante-
cede, esta Dictaminadora considera que a efecto de con-
seguir que se grave exclusivamente la etapa de consumo
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final, es necesario exentar del impuesto contenido en las
Iniciativas que se dictaminan, todas aquellas adquisiciones
de bienes que se utilicen dentro de los procesos producti-
vos y distributivos de los sectores comercial, industrial y
primario, como son: maquinaria y equipo exclusivo para
uso comercial, industrial, agrícola, ganadero, pesquero o
silvícola; materias primas destinadas a actividades indus-
triales cuando sean enajenadas al mayoreo; insumos agro-
pecuarios y, los vehículos destinados al transporte de más
de quince pasajeros, los vehículos con capacidad de carga
superior a 2,000 kilogramos, y los vehículos que se acon-
dicionen como flotillas de las empresas o se destinen a pro-
porcionar el servicio público de transporte.

Sobre este particular esta Dictaminadora considera adecua-
da la propuesta que contiene la Iniciativa del Partido Ac-
ción Nacional para que no estén afectos al pago del im-
puesto, las adquisiciones de bienes o servicios o los
arrendamientos, que lleven a cabo o celebren las socieda-
des mercantiles y las empresas de la Federación, ya que en
estos casos los bienes y servicios se destinan a las activi-
dades empresariales y por lo tanto, no son consumidores fi-
nales. Adicionalmente, para que exista seguridad jurídica
en los contratantes con las empresas mencionadas, se esti-
ma adecuado establecer que el Servicio de Administración
Tributaria dará a conocer la lista de las empresas de la Fe-
deración sujetas al tratamiento mencionado, mediante re-
glas de carácter general.

En este orden de ideas, esta Dictaminadora también consi-
dera adecuado que queden excluidos del pago del impues-
to los bienes adquiridos para reventa, para ser incorporados
en otro bien manufacturado o ensamblado para su venta
posterior, o para ser incorporados como activo fijo del ad-
quirente, en los términos de la Ley del Impuesto sobre la
Renta, considerando adecuado que para ello se utilice un
certificado de intermediario que debe proporcionar el ad-
quirente al enajenante.

Por otro lado, esta Comisión está de acuerdo en que dentro
de las enajenaciones que se propone que queden exentas
del impuesto contenido en la Ley en estudio, por razones
técnicas estén aquellas que no implican un consumo por
quien las adquiere a pesar de haber transmisión de propie-
dad, y aquellas en las que únicamente cambia de forma el
patrimonio de las personas, como es el caso de las adquisi-
ciones de monedas o títulos de crédito. Dentro de estas
exenciones técnicas se incluyen las enajenaciones de: los
bienes muebles usados; las monedas y las piezas de oro o
de plata que hubieran tenido tal carácter y las piezas deno-

minadas “onza troy”; las partes sociales, documentos pen-
dientes de cobro y títulos de crédito, y los lingotes de oro
con un contenido mínimo de 99% de dicho material.

Esta Dictaminadora está de acuerdo con las Iniciativas que
se dictaminan para que se releve del pago del impuesto
mencionado a la enajenación de los bienes siguientes: los
animales y los vegetales que no estén industrializados, los
productos destinados a la alimentación, las medicinas de
patente y el agua en envases mayores a 10 litros.

Así mismo, es importante mencionar que la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación declaró que en el impuesto al va-
lor agregado, el tratamiento diferencial a las bebidas dis-
tintas de la leche contravenía el principio de equidad
tributaria, al considerar que ni en la exposición de motivos
de la reforma correspondiente a la Ley del Impuesto al Va -
lor Agregado ni en el procedimiento legislativo para su ex-
pedición, se habían formulado razonamientos para justifi-
car el tratamiento diferenciado entre las bebidas
alimenticias y los alimentos sólidos.

En virtud de lo anterior, es conveniente que en el Título I
de la Ley de los Impuestos a las Ventas y Servicios al Pú-
blico en estudio, se establezca un tratamiento diferencial
entre las bebidas alimenticias y los alimentos sólidos, con
base en los siguientes razonamientos:

Las bebidas en general son una fuente impositiva impor-
tante que no debe admitir exclusión alguna, salvo la leche
que es un producto alimenticio con mayor contenido de nu-
trientes, además de consumo generalizado en la población
del país.

Lo anterior es así, toda vez que, el principio constitucional
de generalidad exige que a idénticas categorías de bienes
corresponda igual trato impositivo, por lo cual puede afir-
marse que todas las bebidas, ya sean con o sin contenido
alcohólico, pueden agruparse para efectos de la aplicación
de un impuesto general al consumo, en una sola categoría,
puesto que en conjunto, las bebidas son sucedáneas unas de
las otras.

Lo anterior se corrobora al observar las prácticas de consu-
mo de bebidas en el hogar, eventos sociales, restaurantes,
espectáculos públicos, entre otros, en donde por ejemplo,
la ausencia de una bebida específica con contenido alcohó-
lico mayor, puede ser sustituida por otra con contenido al-
cohólico menor, como la cerveza; y a su vez la ausencia de
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ésta puede ser suplida por refrescos o por jugos, finalmen-
te, las bebidas anteriores pueden ser sustituidas, inclusive
por agua. Es por ello, que esta última también está afecta al
pago del impuesto cuando se enajena en envases menores
de 10 litros, ya que el agua envasada en recipientes de 10 o
más litros, se utiliza en gran medida para la preparación de
alimentos, por lo que se considera que en este caso, tam-
bién debe quedar gravada el agua que se venda en reci-
pientes menores.

En este orden de ideas, se considera que efectivamente el
excluir del pago del impuesto a algún tipo de bebida, alte-
raría las cargas impositivas que tienen las bebidas con mo-
tivo de la aplicación simultánea de los impuestos generales
al consumo como son el impuesto contenido en la Ley en
estudio y el impuesto al valor agregado, así como un im-
puesto distinto como lo es el especial sobre producción y
servicios, generándose de esta manera efectos inequitativos
y distorsiones en la producción y comercialización de estos
bienes. Al mismo tiempo, el otorgamiento de un trato dife-
rencial en este impuesto podría afectar las actividades legí-
timas de contribuyentes dedicados a la elaboración de be-
bidas que no obtuvieran el trato preferencial y que, sin
embargo, son sucedáneas.

Por las razones expuestas, esta Comisión está convencida
de que todas las bebidas sean tratadas de igual forma en el
impuesto que se propone establecer en la Ley en estudio y,
en su caso, que la distinción se haga en el impuesto espe-
cial sobre producción y servicios, a través de un impuesto
adicional a las bebidas con contenido alcohólico, que será
mayor en la medida en que aumente dicho contenido alco-
hólico.

También se está de acuerdo en que el criterio anterior no se
debe aplicar respecto de la enajenación de la leche, ya que
este producto tiene características especificas que la hacen
insustituible y diferente a las demás bebidas. En efecto, la
leche además de ser un producto básico para la alimenta-
ción humana, se distingue por ser una secreción natural de
glándulas mamarias de cualquier especie animal, lo que le
da propiedades diferentes a cualquier otra bebida, siendo
por ello un producto único e indispensable para el óptimo
desarrollo del ser humano.

Al quedar gravadas con el impuesto todas las bebidas, con
la excepción mencionada, se hace necesario precisar que
también deben quedar afectas al pago del impuesto pro-
puesto en las Iniciativas sujetas a dictamen, los jarabes o
concentrados para preparar refrescos que se expendan en

envases abiertos utilizando aparatos eléctricos o mecáni-
cos, así como los concentrados, polvos, jarabes, esencias o
extractos de sabores que al diluirse permitan obtener re-
frescos, y también los saborizantes, microencapsulados y
aditivos alimenticios. Se estima conveniente precisar que si
bien estos productos no se consideran comúnmente como
alimentos por sí mismos, pudiera argumentarse que sí lo
son y pretender estar exentos del impuesto. Lo anterior re-
sultaría inequitativo puesto que son insumos que sirven pa-
ra preparar bebidas y como tales son sucedáneas de otras.
De ahí la necesidad de homologar el tratamiento aplicable
a estos productos con las bebidas en el impuesto estableci-
do en el Título I de la Ley de los Impuestos a las Ventas y
Servicios al Público en estudio.

Por lo que hace a la prestación de servicios prevista en el
Capítulo III del Título I de la Ley que se propone en las Ini-
ciativas en estudio, se considera conveniente que se man-
tenga el concepto de prestación de servicios como se esta-
blece en la Ley del Impuesto al Valor Agregado, en cuanto
a la prestación de obligaciones de hacer que realice una
persona a favor de otra, y respecto a toda otra obligación de
dar, de no hacer o de permitir, asumida por una persona en
beneficio de otra, tomando en cuenta que estas definiciones
abarcan todas las modalidades que sobre dicha actividad
pueden presentarse.

También esta Comisión está de acuerdo en que dentro de la
Ley que se dictamina se prevea que para efectos de la mis-
ma, no se considera como prestación de servicios, la que se
realice en forma subordinada mediante el pago de una re-
muneración ni los servicios por los que se perciban ingre-
sos que la Ley del Impuesto sobre la Renta asimile a dicha
remuneración.

En lo relativo a la regla para considerar que los servicios se
prestan en el territorio nacional, esta Comisión estima con-
veniente mantener la prevista para tales efectos en la Ley
del Impuesto al Valor Agregado, mediante la cual se consi-
dera que ello ocurre cuando el servicio se lleva a cabo, to-
tal o parcialmente, en el territorio nacional.

Así mismo, la que Dictamina está conforme en que se es-
tablezcan las exenciones relativas a la prestación de servi-
cios que no implican un consumo y las de aquellos servi-
cios que reciben las empresas para incorporarlos al proceso
productivo o de comercialización, y que no son objeto del
gravamen por no estar ubicados en la etapa del consumo fi-
nal.
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Así, se exentan a los intereses, con excepción de los que
cobren las personas que enajenen los bienes, presten el ser-
vicio u otorguen el uso o goce temporal de bienes muebles,
cuando por dichas actividades se deba pagar el impuesto.
También se estima adecuado que queden gravados los inte-
reses por créditos que se otorguen a través de tarjetas de
crédito considerando que las adquisiciones de bienes o la
contratación de servicios que se realiza con su empleo, son
normalmente para el consumo final.

Así mismo, se está de acuerdo con las Iniciativas en que en
forma clara estén exentos los intereses que provengan de
créditos hipotecarios o con garantía fiduciaria para la ad-
quisición, ampliación, construcción o reparación de bienes
inmuebles destinados a casa habitación. 

También se comparte el que queden exentos del pago del
impuesto los seguros de vida que cubran riesgos de muer-
te u otorgan rentas vitalicias o pensiones, toda vez que es-
tos servicios no implican un consumo.

Así mismo, se exenta la prestación de servicios que se lle-
ve a cabo en forma gratuita, salvo cuando los beneficiarios
sean los socios o asociados de la persona moral a quien se
le preste; los de molienda o trituración de maíz o de trigo;
los que se deriven de operaciones financieras derivadas a
que se refiere el artículo 16-A del Código Fiscal de la Fe-
deración; los servicios que proporcionen las estaciones de
radio y televisión; el transporte público terrestre de perso-
nas.

Por último, al igual que en la enajenación de bienes, esta
Comisión está de acuerdo en que se adopte el criterio de
exención de las operaciones en las que los adquirentes de
los servicios no son consumidores finales de los mismos,
sino que simplemente lo integran en sus procesos de pro-
ducción o comercialización. Para estos efectos, se estable-
cen también los mismos requisitos de control que los pre-
vistos para las enajenaciones exentas.

Al igual que en la enajenación de bienes y la prestación de
servicios, esta Dictaminadora está conforme en que se re-
tomen los criterios generales de la Ley del Impuesto al Va -
lor Agregado en materia de concepto y lugar de realiza-
ción, cuando se trate del otorgamiento del uso o goce
temporal de bienes muebles.

Así mismo, en cuanto a las exenciones del gravamen pre-
visto en la Ley que se dictamina, se siguen las definiciones
y criterios que han sido adoptados para determinar en el

contexto de la Ley que se dictamina, las actividades que
ameritan quedar relevadas del pago del tributo, ya sea por-
que no representan un consumo o porque son adquisiciones
de bienes que se incorporarán en un proceso industrial.

En este sentido, no estarán obligadas al pago del impuesto,
las personas que otorguen el uso o goce temporal de los
bienes muebles usados, con excepción de los que otorguen
las personas morales y las personas físicas con actividades
empresariales cuando, en este último caso, los bienes estén
afectos a la actividad empresarial. Tampoco estará afecta al
impuesto, la concesión del uso o goce temporal de bienes
muebles, por cuya enajenación no se cause el impuesto es-
tablecido en el Título I de la Ley de los Impuestos a las
Ventas y Servicios al Público en estudio. De esta forma,
quienes realicen actividades empresariales o profesionales,
podrán utilizar certificados de intermediación cuando
arrienden bienes necesarios para el desarrollo de sus acti-
vidades, o bien, cuando los arrendamientos los realicen las
sociedades mercantiles o las empresas de la Federación,
siempre que cumplan con los requisitos que para el pago
exige esta Ley, en materia de adquisición de bienes. 

Toda vez que las exenciones en el presente gravamen tie-
nen como propósito no afectar las actividades intermedias
en la cadena económica para que sólo quede gravado el
consumo final, esta Comisión comparte el criterio de la Ini-
ciativa del Partido Acción Nacional para que en forma ex-
presa se establezca en el Capítulo IV relativo al otorga-
miento del uso o goce temporal de bienes muebles, que no
están afectos al impuesto, los arrendamientos que contraten
las personas físicas o morales que realicen actividades em-
presariales o profesionales, siempre que sean estrictamen-
te indispensables para la realización de las actividades
mencionadas.

Esta Comisión considera acertado que en la Ley de los Im-
puestos a las Ventas y Servicios al Público en estudio, se
precise que la enajenación de alimentos preparados para su
consumo en el lugar o establecimiento en el que se enaje-
nen, inclusive cuando no cuenten con instalaciones para ser
consumidos en los mismos, cuando sean para llevar o para
entrega a domicilio, sea una actividad que debe causar el
impuesto en los términos de lo dispuesto por el capítulo co-
rrespondiente a la prestación de servicios, pues a pesar de
que se transmite la propiedad de los alimentos preparados,
dicha transmisión va acompañada del valor agregado que
le proporciona el servicio. Son estas características parti-
culares de la enajenación de alimentos preparados, las que
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destacan la naturaleza de la operación y, consecuentemen-
te, el tratamiento que deben recibir, es decir, el de un ser-
vicio como cualquier otro.

También esta Dictaminadora considera acertado que en vir-
tud de que el gravamen establecido en la Ley en estudio, es
un impuesto al consumo, se releve del pago del mismo a
los bienes y servicios que se exporten, toda vez que éstos
pueden ser gravados en el país de destino.

De conformidad con lo que se ha expuesto anteriormente,
este impuesto no debe gravar las adquisiciones de bienes
que se utilicen para su reventa, para ser incorporadas o en-
sambladas a otro bien que se venderá, o cuando vayan a ser
incorporadas al activo de las empresas. Tampoco se deben
gravar los servicios indispensables  para la realización  de
actividades empresariales o profesionales ni la concesión
del uso o goce temporal de bienes muebles, cuyo uso sea
indispensable para la realización de las actividades men-
cionadas. Es por ello que se propone establecer, como ins-
trumento de control, el uso de certificados de intermedia-
rios que serán expedidos por las autoridades fiscales a los
adquirentes de dichos bienes y servicios. Los titulares de
los certificados deberán exhibirlos a sus proveedores para
que no se pague el impuesto en las adquisiciones mencio-
nadas.

Por otra parte, esta Dictaminadora comparte la propuesta
de la Iniciativa del Partido Acción Nacional para que en
forma expresa los certificados de intermediario puedan ser
tramitados por las personas que obtengan el uso o goce
temporal de bienes muebles que demuestren que dicho uso
o goce es estrictamente indispensable para la realización de
las actividades empresariales o profesionales.

La que Dictamina, considera que para obtener el certifica-
do mencionado, los interesados deberán demostrar a la au-
toridad fiscal que son revendedores de los bienes que ad-
quieran o que utilizan dichos bienes para incorporarlos en
otros bienes manufacturados o ensamblados para su venta
posterior o para  incorporarlos a su activo fijo. Así mismo,
en el caso de servicios y concesión del uso o goce tempo-
ral de bienes, deberán acreditar que se trata de servicios o
de bienes estrictamente indispensables para realizar sus ac-
tividades empresariales o profesionales.

Por otra parte, con objeto de asegurar que los certificados
de intermediarios serán utilizados adecuadamente, se pro-
pone establecer que las personas que adquieran bienes o
servicios al amparo de un certificado de intermediario y no

destinen los bienes al fin que se autoriza en el certificado,
serán responsables del pago del impuesto correspondiente.
Así mismo, en el caso de que dichos bienes se hayan ad-
quirido al amparo del certificado mencionado y no sean re-
gistradas las operaciones correspondientes, el adquirente
será responsable también del pago del impuesto.

De igual manera, esta Dictaminadora está de acuerdo en
que se establezca una sanción administrativa, consistente
en una multa de dos a cuatro tantos del impuesto omitido,
cuando el titular del certificado de intermediario no desti-
ne los bienes adquiridos al amparo del mismo, a su reven-
ta, a un proceso de incorporación de otro bien manufactu-
rado o ensamblado para su venta posterior o para ser
incorporado en su activo fijo, así como hacer extensiva la
sanción administrativa tanto para la prestación de servicios
como para el uso o goce temporal de bienes muebles. 

Por otro lado, las conductas mencionadas pueden tener
consecuencias de carácter penal de conformidad con los
delitos previstos en el Código Fiscal de la Federación.

En el Capítulo VI del Título I de la Ley que se dictamina
se establecen las obligaciones a cargo de los contribuyen-
tes que realicen las actividades reguladas en dicho Título,
que son similares a las que se establecen para los contribu-
yentes del impuesto al valor agregado, es decir, deberán de
llevar y conservar su contabilidad, expedir comprobantes
que reúnan los requisitos fiscales por las operaciones que
realicen, presentar declaraciones y cumplir con las demás
obligaciones que prevén las disposiciones fiscales.

Sin embargo, en atención a las características particulares
de este impuesto, se está de acuerdo en que se establezcan
algunas obligaciones específicas. En este sentido, los con-
tribuyentes deberán llevar un registro diario en cada esta-
blecimiento, separando actividades exentas y gravadas. Es-
to no será necesario cuando los establecimientos abiertos al
público cuenten con medios alternos de comprobación fis-
cal autorizados por el Servicio de Administración Tributa-
ria, dentro de los que están comprendidas las máquinas re-
gistradoras de comprobación fiscal.

Otras obligaciones consisten en conservar en cada estable-
cimiento con que se cuente, las declaraciones que se hayan
presentado; expedir comprobantes con todos los requisitos
fiscales cuando se trate de operaciones amparadas con un
certificado de intermediario y, conservar la copia del com-
probante respectivo y del certificado de intermediario de
las operaciones amparadas por este último.
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Otra de las obligaciones es la de presentar declaraciones
por mes de calendario, debiendo efectuar el pago a más
tardar el día 17 del mes siguiente al que corresponda el pa-
go. Para facilitar el cumplimiento de esta obligación, por lo
que se refiere a las actividades realizadas entre la entrada
en vigor de la Ley que se dictamina y el 31 de diciembre
de 2003, se está de acuerdo en que las declaraciones men-
suales que correspondan a dicho período se presenten a
más tardar el 17 de enero de 2004.

Por lo que respecta a lo establecido en el Capítulo VII del
Título I de la Ley que se dictamina, esta Comisión consi-
dera adecuado que se establezca la posibilidad de que las
autoridades fiscales puedan estimar los ingresos de los pe-
queños contribuyentes a que se refiere la Ley del Impuesto
sobre la Renta y determinar el impuesto aplicando cuotas
fijas, a efecto de simplificar y facilitar el cumplimiento de
sus obligaciones fiscales.

En el Título II de la Ley que se dictamina, se prevé que el
objeto del impuesto, sean aquellas actividades en las que
existe reserva constitucional a favor de la Federación, así
como algunas otras que por tratarse de servicios con carac-
terísticas especiales no deben formar parte del Título I de
dicho ordenamiento legal, tal es el caso del uso de las vías
generales de comunicación.

Así mismo, con el fin de simplificar la estructura de la Ley
que se dictamina y toda vez que este impuesto, en cuanto a
algunos de sus elementos como son sujetos, base, momen-
to de causación, período de cálculo y período de pago, se
regirán por las disposiciones aplicables del Título I de la
Ley, se especifica que dichas disposiciones del citado Títu-
lo I serán aplicables a este Título II.

Por lo que se refiere a la enajenación de bienes, y con-
gruente con la política tributaria que se sigue en el impues-
to al valor agregado, esta Dictaminadora está de acuerdo en
que se exente del pago del impuesto que establece el Títu-
lo II de la Ley, a la enajenación de bienes que se exporten,
aclarando que se considerará como exportación de bienes,
la que conforme a la Ley Aduanera tenga el carácter de de-
finitiva.

Tratándose de la prestación de servicios, también se está de
acuerdo en que se exenten los servicios que proporciona el
sistema financiero, con excepción de los intereses por cré-
ditos que se otorguen a través de tarjetas de crédito, los in-
tereses por créditos que se otorguen a personas físicas que
no desarrollen actividades empresariales, o no presten ser-

vicios personales independientes, o no otorguen el uso o
goce temporal de inmuebles. También se estima adecuado
que no estén afectos al pago del impuesto los intereses que
provengan de créditos hipotecarios o con garantía fiducia-
ria para la adquisición, ampliación, construcción o repara-
ción de bienes inmuebles.

De igual forma, considerando que el impuesto que se pro-
pone grava la etapa en el consumo final de la comerciali -
zación de bienes y servicios, se establece la exención de los
servicios de energía eléctrica, telefonía y de televisión o
audio restringidos, cuyas tarifas estén catalogadas como
comerciales o industriales y se distingan de las catalogadas
como residenciales.

Otras exenciones que se proponen en el Título II de la Ley
que se dictamina, son el uso gratuito de las vías generales
de comunicación y el transporte internacional aéreo.

Esta Comisión considera pertinente que, por lo que se re-
fiere a las obligaciones de los contribuyentes de este im-
puesto, se establezcan reglas particulares para la presenta-
ción de declaraciones, en los casos siguientes:

Tratándose de los contribuyentes que proporcionen servi-
cios de televisión o audio restringidos, servicios financie-
ros y de transporte aéreo, se establece que dichos contribu-
yentes deberán presentar una declaración por la totalidad
de los servicios proporcionados en cada Entidad Federati-
va ante las oficinas autorizadas por las autoridades fiscales.

Finalmente, esta Comisión considera pertinente expresar la
siguiente consideración: si bien es cierto que la Ley en es-
tudio tiene como propósito establecer dos impuestos que
incidan en el consumo final de bienes y servicios, para lo
cual, como se ha expuesto con detalle, se establecen diver-
sos mecanismos e hipótesis de adquisición de bienes mue-
bles, prestaciones de servicios y del otorgamiento del uso o
goce temporal de bienes muebles, en los cuales no se pa-
gará el impuesto porque se estima que inciden en las etapas
de producción o de comercialización de bienes o servicios,
también lo es que no escapa a esta Dictaminadora que pue-
den haber algunas operaciones que queden afectas al pago
del impuesto como si se tratara de consumos finales; sin
embargo también se considera que cuando ello ocurra, el
contribuyente podrá efectuar su deducción para los efectos
del impuesto sobre la renta.

Finalmente, dentro del texto de la Ley que se dictamina, se
hacen algunas precisiones de redacción.
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ARTÍCULO DECIMOSEGUNDO.- Se expide el si-
guiente decreto de:

Ley de los Impuestos a las Ventas 
y Servicios al Público.

Título I

Del Impuesto a las Ventas y Servicios al Público

Capítulo I

Disposiciones Generales

Artículo 1. El impuesto a las ventas y servicios al público,
se pagará por las personas físicas y las morales que en el
territorio nacional realicen las actividades que a continua-
ción se mencionan, cuando las lleven a cabo en estableci-
mientos abiertos al público, incluso cuando las actividades
se realicen en establecimientos de terceros, cualquiera que
sea el carácter con el que se ostenten:

I. Enajenen bienes muebles.

II. Presten servicios.

III. Otorguen el uso o goce temporal de bienes muebles.

También deberán pagar el impuesto que establece el Título
I de esta Ley, las personas físicas y las morales que reali-
cen las actividades mencionadas en el párrafo anterior, di-
rectamente con el público o mediante entregas a domicilio,
inclusive cuando las actividades se realicen a través de me-
dios electrónicos o telefónicos, aún cuando las personas
mencionadas carezcan de un establecimiento abierto al pú-
blico. 

El impuesto se calculará aplicando a la base que para cada
una de las actividades establece el Título I de esta Ley la
tasa del 2%. El impuesto al valor agregado y el que esta-
blece el Título I de esta Ley en ningún caso se considera-
rán que forman parte de dicha base.

Los contribuyentes no trasladarán en forma expresa y por
separado el impuesto a las personas que adquieran los bien-
es, reciban los servicios o el uso o goce temporal de bien-
es muebles. El traslado del impuesto a quien adquiera el
bien, reciba el servicio o use o goce temporalmente el bien
mueble, se deberá incluir en el precio correspondiente y no

se entenderá violatorio de precios o tarifas, incluyendo los
oficiales.

Para los efectos del Título I de esta Ley, se considera esta-
blecimiento cualquier local en el que se desarrollen o des-
empeñen, parcial o totalmente, las actividades menciona-
das en este artículo. Cuando se presten servicios fuera de
un local, se considerará que la actividad se realiza en el lo-
cal que sirva de base al prestador de dichos servicios. 

Artículo 2. La Federación, el Distrito Federal, los Estados,
los Municipios, así como sus organismos descentralizados
y las instituciones públicas de seguridad social, tendrán la
obligación de pagar el impuesto establecido en el Título I
de esta Ley, únicamente por los actos que realicen que no
den lugar al pago de derechos o aprovechamientos.

Artículo 3. El impuesto se calculará por cada mes de ca-
lendario y se pagará mediante declaración que se presenta-
rá a más tardar el día 17 del mes siguiente al que corres-
ponda el pago, ante las oficinas autorizadas por las
autoridades fiscales.

Artículo 4. Se consideran efectivamente percibidos los in-
gresos cuando se reciban en efectivo, en bienes o en servi-
cios, aun cuando aquellos correspondan a anticipos, depó-
sitos o a cualquier otro concepto sin importar el nombre
con el que se les designe, o bien, cuando el interés del acre-
edor queda satisfecho mediante cualquier forma de extin-
ción de las obligaciones que den lugar a los ingresos. 

Cuando los ingresos que perciban los contribuyentes por la
enajenación de bienes, la prestación de servicios o el otor-
gamiento del uso o goce temporal de bienes muebles, no
sean en efectivo ni en cheques, sino total o parcialmente en
otros bienes o servicios, se considerará como base de éstos
el valor de mercado o, en su defecto, el de avalúo. Los mis-
mos valores se tomarán en cuenta tratándose de actividades
por las que se deba pagar el impuesto establecido en el Tí-
tulo I de esta Ley, cuando no exista contraprestación.

Cuando los ingresos por la enajenación de bienes, la pres-
tación de servicios o el otorgamiento del uso o goce tem-
poral de bienes muebles se perciban en cheque, se consi-
dera que tanto los ingresos como el impuesto
correspondiente, fueron efectivamente percibidos en la fe-
cha de cobro del mismo o cuando los contribuyentes trans-
mitan los cheques a un tercero, excepto cuando dicha trans-
misión sea en procuración.
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Se presume que los títulos de crédito distintos al cheque
suscritos a favor de los contribuyentes, por quien adquiere
el bien, recibe el servicio o usa o goza temporalmente el
bien mueble, constituyen una garantía de la percepción del
ingreso, así como del impuesto a que se refiere el Título I
de esta Ley correspondiente a la operación de que se trate.
En estos casos, se entenderá que el ingreso y el impuesto
son percibidos cuando los contribuyentes cobren efectiva-
mente los títulos de crédito, o cuando los contribuyentes
transmitan a un tercero los documentos pendientes de co-
bro, excepto cuando dicha transmisión sea en procuración.

Cuando con motivo de la enajenación de bienes, la presta-
ción de servicios o el otorgamiento del uso o goce tempo-
ral de bienes muebles, los contribuyentes reciban docu-
mentos o vales, respecto de los cuales un tercero asuma la
obligación de pago o reciban el pago mediante tarjetas
electrónicas o cualquier otro medio que permita al usuario
obtener bienes o servicios, se considerará que tanto los in-
gresos como el impuesto correspondiente, fueron efectiva-
mente percibidos en la fecha en la que dichos documentos,
vales, tarjetas electrónicas o cualquier otro medio, sean re-
cibidos o aceptados por los contribuyentes.

Artículo 5. Los contribuyentes que reciban la devolución
de bienes enajenados, otorguen descuentos o bonificacio-
nes, o devuelvan los anticipos o los depósitos recibidos con
motivo de la realización de las actividades gravadas en el
Título I de esta Ley, deducirán en las siguientes declara-
ciones de pago, el monto de dichos conceptos de los ingre-
sos percibidos por las actividades por las que se deba pagar
el impuesto, siempre que expresamente se haga constar en
un documento que contenga los datos de identificación del
comprobante de la operación original, que el ingreso perci-
bido por dichos conceptos, así como el impuesto traslada-
do fueron restituidos. 

Capítulo II

De la Enajenación de Bienes Muebles

Artículo 6. Para los efectos del Título I de esta Ley, se en-
tiende por enajenación, además de lo señalado en el Códi-
go Fiscal de la Federación, el faltante de bienes en los in-
ventarios de las empresas. En este último caso la
presunción admite prueba en contrario. 

No se considerará enajenación la transmisión de propiedad
que se realice por causa de muerte. Tampoco se considera
enajenación la donación y los obsequios que efectúen las

empresas con fines de promoción, siempre que sean dedu-
cibles o no acumulables para los efectos de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta.

Artículo 7. No se pagará el impuesto que establece el Tí-
tulo I de esta Ley en la enajenación de los bienes siguien-
tes:

I. Animales y vegetales que no estén industrializados, sal-
vo el hule.

II. Medicinas de patente y productos destinados a la ali-
mentación, a excepción de:

a) Bebidas distintas de la leche, inclusive cuando las mis-
mas tengan la naturaleza de alimentos. Quedan comprendi-
dos en este inciso los jugos, los néctares y los concentrados
de frutas o de verduras, cualquiera que sea su presentación,
densidad o el peso del contenido de estas materias. 

b) Jarabes o concentrados para preparar refrescos que se
expendan en envases abiertos utilizando aparatos eléctricos
o mecánicos, así como los concentrados, polvos, jarabes,
esencias o extractos de sabores que al diluirse permitan ob-
tener refrescos. 

c) Saborizantes, microencapsulados y aditivos alimenti-
cios. 

III. Hielo y agua no gaseosa ni compuesta, excepto cuando
en este último caso, su presentación sea en envases meno-
res de diez litros. 

IV. Libros, periódicos y revistas, así como el derecho para
usar o explotar una obra, que realice su autor.

V. Ixtle, palma y lechuguilla.

VI. Tractores para accionar implementos agrícolas, a ex-
cepción de los de oruga, así como llantas para dichos trac-
tores; motocultores para superficies reducidas; arados; ras-
tras para desterronar la tierra arada; cultivadoras para
esparcir y desyerbar; cosechadoras; aspersoras y espolvo-
readoras para rociar o esparcir fertilizantes, plaguicidas,
herbicidas y fungicidas; equipo mecánico, eléctrico o hi-
dráulico para riego agrícola; sembradoras; ensiladoras, cor-
tadoras y empacadoras de forraje; desgranadoras; abonado-
ras y fertilizadoras de terrenos de cultivo; aeronaves
fumigadoras; motosierras manuales de cadena, así como
embarcaciones para pesca comercial, siempre que en la
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matrícula o registro de la misma se determine que es una
embarcación destinada a dicho fin. 

VII. Fertilizantes, plaguicidas, herbicidas y fungicidas,
siempre que estén destinados para ser utilizados en la agri-
cultura o ganadería.

VIII. Invernaderos hidropónicos y equipos integrados a
ellos para producir temperatura y humedad controladas o
para proteger los cultivos de elementos naturales, así como
equipos de irrigación. 

IX. Bienes muebles usados, a excepción de los enajenados
por empresas.

X. Billetes y demás comprobantes que permitan participar
en loterías, rifas, sorteos o juegos con apuestas y concursos
de toda clase, así como los premios respectivos, a que se
refiere la Ley del Impuesto sobre la Renta.

XI. Moneda nacional y moneda extranjera, así como las
piezas de oro o de plata que hubieran tenido tal carácter y
las piezas denominadas “onza troy”.

XII. Partes sociales, documentos pendientes de cobro y tí-
tulos de crédito. En la enajenación de documentos pen-
dientes de cobro, no queda comprendida la enajenación del
bien que ampare el documento.

XIII. Lingotes de oro con un contenido mínimo de 99% de
dicho material. 

XIV. Los que se exporten. Se considera exportación de
bienes la que tenga el carácter de definitiva en los términos
de la Ley Aduanera. No se considerará como exportación
de bienes aquélla en la que los bienes no salgan del país.

XV. Maquinaria y equipo exclusivo para uso comercial, in-
dustrial, agrícola, ganadero, pesquero o silvícola. 

XVI. Vehículos destinados al transporte de más de quince
pasajeros y vehículos con capacidad de carga superior a
2,000 kilogramos. 

XVII. Vehículos destinados al transporte hasta de quince
pasajeros y vehículos con capacidad de carga hasta de
2,000 Kilogramos, incluyendo los tipos panel con capaci-
dad máxima de tres pasajeros, cuando se acondicionen pa-
ra flotillas de las empresas o se destinen a proporcionar el
servicio público de transporte. En este último caso, debe-

rán acreditar los adquirentes que cuentan con el permiso o
autorización para el vehículo de que se trate.

XVIII. Materias primas destinadas a actividades industria-
les, siempre que se enajenen al mayoreo.

XIX. Los que adquieran las sociedades mercantiles y las
empresas de la Federación, y se paguen mediante cheque
nominativo del adquirente o mediante transferencia elec-
trónica de fondos de la cuenta bancaria del pagador, siem-
pre que en ambos casos se cumplan los siguientes requisi-
tos: 

a) El pago sea para abono en la cuenta bancaria del contri -
buyente. 

b) El contribuyente expida el comprobante respectivo a
nombre del pagador. 

El Servicio de Administración Tributaria dará a conocer la
lista de las empresas de la Federación que quedarán sujetas
al tratamiento previsto en esta fracción, mediante reglas de
carácter general.

XX. Los que se adquieran para reventa, para ser incorpora-
dos en otro bien manufacturado o ensamblado para su ven-
ta posterior, o para ser incorporados como activo fijo del
adquirente en los términos de la Ley del Impuesto sobre la
Renta, siempre que el adquirente proporcione al enajenan-
te copia de un certificado de intermediario emitido de con-
formidad con lo dispuesto en el artículo 22 de esta Ley, y
el pago se realice mediante cheque nominativo, tarjeta de
crédito, de débito, de servicios o monedero electrónico, del
adquirente.

XXI. Los bienes a que se refiere el Título II de la presente
Ley.

Se pagará el impuesto establecido en el Capítulo III del Tí-
tulo I de esta Ley, en la enajenación de los alimentos a que
se refiere el presente artículo preparados para su consumo
en el lugar o establecimiento en que se enajenen, inclusive
cuando no cuenten con instalaciones para ser consumidos
en los mismos, cuando sean para llevar o para entrega a do-
micilio.

Artículo 8. Para los efectos del impuesto a que se refiere el
Título I de esta Ley, se entiende que la enajenación se efec-
túa en territorio nacional, si en él se encuentra el bien al
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efectuarse el envío al adquirente y cuando, no habiendo en-
vío, en el país se realiza la entrega material del bien por el
enajenante. La enajenación de bienes sujetos a matrícula o
registros mexicanos, se considerará realizada en territorio
nacional aun cuando al llevarse a cabo se encuentren mate-
rialmente fuera de dicho territorio y siempre que el enaje-
nante sea residente en México o establecimiento en el país
de residentes en el extranjero.

Tratándose de bienes intangibles, se considera que la ena-
jenación se realiza en territorio nacional cuando el adqui-
rente y el enajenante residan en el mismo.

Artículo 9. En la enajenación de bienes el impuesto se cau-
sa en el momento en que efectivamente se perciben los in-
gresos y sobre el monto que de ellos se perciba. 

Artículo 10. Tratándose de enajenaciones, para calcular el
impuesto, se considerará como base los ingresos percibi-
dos, así como las cantidades que además se carguen o co-
bren al adquirente por otros impuestos, derechos, intereses
normales o moratorios, penas convencionales o cualquier
otro concepto. 

Capítulo III

De la Prestación de Servicios

Artículo 11. Para los efectos del Título I de  esta Ley se
considera prestación de servicios:

I. La prestación de obligaciones de hacer que realice una
persona a favor de otra, cualquiera que sea el acto que le dé
origen y el nombre o clasificación que a dicho acto le den
otras leyes. 

II. Toda otra obligación de dar, de no hacer o de permitir,
asumida por una persona en beneficio de otra, siempre que
no esté considerada en el Título I de esta Ley como enaje-
nación o uso o goce temporal de bienes muebles.

No se considera prestación de servicios la que se realiza de
manera subordinada mediante el pago de una remunera-
ción, ni los servicios por los que se perciban ingresos que
la Ley del Impuesto sobre la Renta asimila a dicha remu-
neración.

Artículo 12. No se pagará el impuesto por la prestación de
los siguientes servicios:

I. Los servicios de correos y de telégrafos.

II. Los intereses, con excepción de los que cobren las per-
sonas que enajenen los bienes, presten el servicio u otor-
guen el uso o goce temporal de bienes muebles, cuando di-
chas actividades estén afectas al pago del impuesto que
establece el Título I de esta Ley, así como los intereses por
créditos que se otorguen a través de tarjetas de crédito.

III. Los intereses que provengan de créditos hipotecarios o
con garantía fiduciaria para la adquisición, ampliación,
construcción o reparación de bienes inmuebles destinados
a casa habitación.

IV. Los de molienda o trituración de maíz o de trigo.

V. Los prestados en forma gratuita, excepto cuando los be-
neficiarios sean los miembros, socios o asociados de la per-
sona moral que preste el servicio.

Para los efectos de esta fracción se asimilan a los servicios
que se prestan en forma gratuita, aquellos por los que se co-
bre una contraprestación, cualquiera que sea el nombre con
la que se designe, cuyo monto sea inferior al 50% del cos-
to que el servicio tenga para el prestador.

VI. Los seguros de bienes utilizados en actividades empre-
sariales o profesionales y los seguros de vida ya sea que cu-
bran el riesgo de muerte u otorguen rentas vitalicias o pen-
siones. 

VII. Los que se deriven de operaciones financieras deriva-
das a que se refiere el artículo 16-A del Código Fiscal de la
Federación.

VIII. Los proporcionados a sus miembros como contra-
prestación normal por sus cuotas y siempre que los servi-
cios que presten sean únicamente los relativos a los fines
que les sean propios, tratándose de:

a) Partidos, asociaciones, coaliciones y frentes políticos le-
galmente reconocidos.

b) Sindicatos obreros y organismos que los agrupen.

c) Cámaras de comercio e industria, agrupaciones agríco-
las, ganaderas, pesqueras o silvícolas, así como organismos
que las reúnan.

d) Asociaciones patronales y colegios de profesionales.
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e) Asociaciones o sociedades civiles organizadas con fines
científicos, políticos, religiosos y culturales, a excepción
de aquellas que proporcionen servicios con instalaciones
deportivas cuando el valor de éstas represente más del 25%
del total de las instalaciones.

IX. Los que se aprovechen en el extranjero, cuando sean
prestados en el territorio nacional o en el extranjero, por re-
sidentes en el país o residentes en el extranjero con esta-
blecimiento permanente en México.

X. Los servicios que se proporcionen a las personas físicas
o morales que realicen actividades comerciales, industria-
les, agrícolas, ganaderas, silvícolas, pesqueras o a otras
personas que también presten servicios, siempre que sean
exclusivos para las actividades y servicios mencionados.
No quedan comprendidos en esta fracción los servicios de
alimentos y bebidas, centros nocturnos, cabarés, discote-
cas, así como los servicios que permitan la práctica de de-
portes o de esparcimiento.

XI. Los servicios que proporcionen las estaciones de radio
y televisión. 

XII. El transporte internacional marítimo. 

XIII. Los que reciban las sociedades mercantiles y las em-
presas de la Federación, y se paguen mediante cheque no-
minativo del adquirente o mediante transferencia electróni-
ca de fondos de la cuenta bancaria del pagador, siempre
que en ambos casos se cumplan los requisitos siguientes:

a) El pago sea para abono en la cuenta bancaria del contri-
buyente.

b) El contribuyente expida el comprobante respectivo a
nombre del pagador.

El Servicio de Administración Tributaria dará a conocer la
lista de las empresas de la Federación que quedarán sujetas
al tratamiento previsto en esta fracción, mediante reglas de
carácter general.

XIV. Los servicios de construcción de inmuebles.

XV. El transporte público terrestre de personas.

XVI. Los servicios profesionales de medicina, cuando su
prestación requiera título de médico conforme a las leyes,
siempre que sean prestados por personas físicas, ya sea in-
dividualmente o por conducto de sociedades civiles.

XVII. Los de enseñanza que preste la Federación, el Dis-
trito Federal, los Estados, los Municipios y sus organismos
descentralizados, y los establecimientos de particulares que
tengan autorización o reconocimiento de validez oficial de
estudios, en los términos de la Ley General de Educación,
así como los servicios educativos de nivel preescolar.

XVIII. Los que reciban las personas que proporcionen al
prestador un certificado de intermediario emitido de con-
formidad con lo dispuesto en el artículo 22 de esta Ley y el
pago se realice mediante cheque nominativo, tarjeta de cré-
dito, de débito, de servicios o monedero electrónico, del
adquirente.

XIX. Los servicios a que se refiere el Título II de la pre-
sente Ley.

Artículo 13. Para los efectos del Título I de esta Ley, se en-
tiende que se presta el servicio en territorio nacional cuan-
do en el mismo se lleva a cabo, total o parcialmente.

Artículo 14. En la prestación de servicios el impuesto se
causa en el momento en el que efectivamente se perciben
los ingresos y sobre el monto que de ellos se perciba.

Artículo 15. Para calcular el impuesto tratándose de pres-
tación de servicios se considerará como base los ingresos
percibidos, así como las cantidades que además se carguen
o cobren a quien reciba el servicio por otros impuestos, de-
rechos, viáticos, gastos de toda clase, reembolsos, intereses
normales o moratorios, penas convencionales y cualquier
otro concepto.

Tratándose de intereses se considerará como base los inte-
reses nominales. 

Tratándose de personas morales que presten servicios pre-
ponderantemente a sus miembros, socios o asociados, los
pagos que éstos efectúen se considerarán como base para
efectos del cálculo del impuesto.
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Capítulo IV

Del Uso o Goce Temporal de Bienes Muebles

Artículo 16. Para los efectos del Título I de esta Ley se en-
tiende por uso o goce temporal de bienes muebles, el arren-
damiento, el usufructo y cualquier otro acto, independien-
temente de la forma jurídica que al efecto se utilice, por el
que una persona permita a otra usar o gozar temporalmen-
te dichos bienes, a cambio de una contraprestación.

Artículo 17. No se pagará el impuesto por el otorgamien-
to del uso o goce temporal de los bienes muebles siguien-
tes:

I. Los usados, con excepción de los que otorguen las per-
sonas morales y las personas físicas con actividades em-
presariales cuando, en este último caso, los bienes estén
afectos a la actividad empresarial.

II. Aquellos por cuya enajenación no se cause el impuesto
establecido en el Título I de esta Ley.

III. Los que obtengan las personas físicas o morales que re-
alicen actividades empresariales o profesionales, siempre
que sean estrictamente indispensables para la realización
de las actividades mencionadas, así como los bienes cuyo
uso o goce temporal se realice por las personas a que se re-
fieren las fracciones XIII y XVIII del artículo 12 de esta
Ley y se cumplan los requisitos previstos en las mismas.

No quedan comprendidos en esta fracción, el otorgamien-
to del uso o goce temporal de bienes muebles que permitan
la práctica de deportes o actividades de esparcimiento.

Artículo 18. Se dará el tratamiento que esta Ley establece
para el uso o goce temporal de bienes muebles a la presta-
ción del servicio de tiempo compartido, salvo cuando por
este servicio se paguen contribuciones estatales o munici-
pales de hospedaje.

Se considera prestación del servicio de tiempo compartido,
independientemente del nombre o de la forma que se dé, al
acto jurídico correspondiente, consistente en poner a dis-
posición de una persona o grupo de personas, directamen-
te o a través de un tercero, el uso, goce o demás derechos
que se convengan sobre un bien o parte del mismo, en una
unidad variable dentro de una clase determinada, por perí-
odos previamente convenidos mediante el pago de una can-
tidad o la adquisición de acciones o partes sociales de una

persona moral, sin que en este último caso se transmitan
los activos de la persona moral de que se trate.

Cuando quien preste el servicio sea residente en el extran-
jero sin establecimiento permanente en México, para los
efectos de este impuesto, la base será la que resulte mayor
entre la contraprestación pactada y el valor de mercado que
tenga el servicio en el lugar en que se proporciona. Las per-
sonas que administren el bien en donde se proporciona el
servicio de tiempo compartido serán responsables del pago
de este impuesto.

Artículo 19. Para los efectos del impuesto a que se refiere
el Título I de esta Ley, se entiende que se otorga el uso o
goce temporal de un bien mueble en territorio nacional,
cuando en éste se encuentre el bien en el momento de su
entrega material a quien va a realizar su uso o goce.

Así mismo, se entiende prestado el servicio de tiempo
compartido en la Entidad Federativa en donde se ubique el
bien en el que se preste el servicio. 

Artículo 20. En el otorgamiento del uso o goce temporal
de bienes muebles a que se refiere el Título I de esta Ley,
el impuesto se causa en el momento en que efectivamente
se perciben los ingresos y sobre el monto que de ellos se
perciba. 

Artículo 21. Para calcular el impuesto en el caso de uso o
goce temporal de bienes muebles, se considerará como ba-
se los ingresos percibidos por quien los otorga, así como
las cantidades que además se carguen o cobren a quien se
otorgue el uso o goce por otros impuestos, derechos, gas-
tos de mantenimiento, construcciones, reembolsos, intere-
ses normales o moratorios, penas convencionales o cual-
quier otro concepto.

Capítulo V

De los Certificados de Intermediarios

Artículo 22. El certificado de intermediario a que se refie-
ren las fracciones XX del artículo 7 y XVIII del artículo 12
de esta Ley, deberá reunir las siguientes características:

I. Deberá ser emitido por las autoridades fiscales a las si-
guientes personas: 

a) Los adquirentes que les acrediten ser revendedores de
los bienes que adquieran o que los bienes se utilizan para
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ser incorporados en otros bienes manufacturados o ensam-
blados para su venta posterior o para ser incorporados co-
mo activo fijo del adquirente en los términos de la Ley del
Impuesto sobre la Renta.

b) Las personas que reciban servicios que acrediten que los
mismos son estrictamente indispensables para la realiza-
ción de las actividades empresariales o profesionales.

c) Las personas que obtengan el uso o goce temporal de
bienes muebles, que acrediten que dicho uso o goce es es-
trictamente indispensable para la realización de sus activi-
dades empresariales o profesionales.

II. Las autoridades fiscales, mediante reglas de carácter ge-
neral, determinarán las características de los certificados,
en las cuales regularán al menos, lo siguiente: 

a) Los datos de identificación del adquirente. En el certifi-
cado se deberá incluir una manifestación del titular bajo
protesta de decir verdad, de que los bienes que se adquie-
ran y se amparen con el certificado se utilizarán para su re-
venta, para ser incorporados en otro bien manufacturado o
ensamblado para su venta posterior, o para ser incorpora-
dos como activo fijo del adquirente en los términos de la
Ley del Impuesto sobre la Renta. Tratándose de servicios o
del uso o goce temporal de bienes muebles, el titular del
certificado deberá manifestar bajo protesta de decir verdad,
que los servicios o el otorgamiento del uso o goce mencio-
nado, son estrictamente indispensables para la realización
de las actividades empresariales o profesionales.

b) Las especificaciones que deberán contener los certifica-
dos respecto de los bienes y servicios que amparen. 

c) La vigencia del certificado. 

d) Las causales de cancelación del certificado. 

Artículo 23. Los adquirentes, las personas que reciban ser-
vicios u obtengan el uso o goce temporal de bienes mue-
bles, que utilicen un certificado de intermediario y que no
destinen los bienes adquiridos, los servicios recibidos o el
otorgamiento mencionado, a los fines que se establezcan
en el propio certificado, serán responsables del pago del
impuesto en los términos y plazos que esta Ley establece
para los contribuyentes a que se refiere el artículo 1 de la
misma. 

Salvo prueba en contrario, se presume que el faltante de
bienes en los inventarios de los adquirentes de bienes ad-
quiridos al amparo de un certificado no fueron destinados
a los fines establecidos en el propio certificado.

Los adquirentes de bienes y las personas que reciban servi-
cios o el uso o goce temporal de bienes muebles, deberán
llevar en su contabilidad un registro específico de las ope-
raciones relativas a dichos bienes o servicios, cuando en la
adquisición del bien, al recibir el servicio o el uso o goce
mencionado, hayan empleado un certificado de interme-
diario para no pagar el impuesto.

En el caso de que los adquirentes no lleven el registro a que
se refiere el párrafo anterior, serán responsables del pago
del impuesto conforme a lo previsto en el primer párrafo de
este artículo, por los bienes, servicios o el otorgamiento del
uso o goce temporal de bienes muebles, obtenidos con un
certificado y no registrados.

Artículo 24. Cuando el titular de un certificado de inter-
mediario haya adquirido bienes amparados por el certifica-
do mencionado y no se destinen a su reventa, a un proceso
de incorporación en otro bien manufacturado o ensambla-
do para su venta posterior o para ser incorporados como ac-
tivo fijo del adquirente en los términos de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, será sancionado con una multa de
dos a cuatro tantos del impuesto omitido. Igual sanción se
aplicará al titular de un certificado de intermediario que ha-
ya recibido servicios o el uso o goce temporal de bienes
muebles, amparados por un certificado de intermediario, y
no los destine a los fines que se establezcan en el propio
certificado.

Capítulo VI

De las Obligaciones de los Contribuyentes

Artículo 25. Los contribuyentes de este impuesto, además
de las otras obligaciones previstas en esta Ley y en otras
disposiciones fiscales, tienen las siguientes obligaciones:

I. Deberán llevar en cada establecimiento en donde reali-
cen las actividades gravadas por este impuesto, un registro
de ingresos diarios. En dicho registro deberán separar los
ingresos que obtengan por actividades exentas y aquellas
por las que deban pagar el impuesto que establece esta Ley

No tendrán esta obligación los contribuyentes que utilicen
en todos sus establecimientos abiertos al público medios
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alternos de comprobación fiscal que autorice el Servicio de
Administración Tributaria.

II. Conservar en cada establecimiento las declaraciones
que se hayan presentado. Los contribuyentes que se acojan
a lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 26 de esta
Ley, deberán conservar las declaraciones en el estableci-
miento que hizo la presentación de las mismas.

III. Expedir comprobantes por las operaciones que realicen
de conformidad con lo dispuesto por el Código Fiscal de la
Federación. 

IV. Expedir comprobantes que reúnan los requisitos pre-
vistos en el artículo 29-A del Código Fiscal de la Federa-
ción, cuando se trate de actividades que se amparen con un
certificado de intermediario.

V. Conservar junto con la copia del comprobante respecti-
vo, una copia del certificado de intermediario, tratándose
de las actividades por las que no se pagó el impuesto por
estar amparadas por el documento citado. Tratándose de
actividades posteriores que los contribuyentes realicen con
el titular del certificado y siempre que dicho certificado es-
té vigente y se trate de bienes, servicios o del otorgamien-
to del uso o goce temporal de bienes muebles, amparados
por el certificado, bastará con que se cite en el comproban-
te que corresponda, el número del certificado de que se tra-
te. En estos casos los contribuyentes deberán asegurarse de
que el nombre, denominación o razón social de la persona
a favor de quien se expidan los comprobantes correspon-
dan con el documento con el que acrediten la clave del re-
gistro federal de contribuyentes que se asiente en los com-
probantes que se expidan.

VI. Presentar las declaraciones a que obligue esta Ley. 

VII. Proporcionar la información sobre los impuestos que
esta Ley establece, que se les solicite en las declaraciones
del impuesto sobre la renta.

Los contribuyentes que tengan una copropiedad y los inte-
grantes de una sociedad conyugal, designarán un represen-
tante común mediante aviso que presentarán ante las auto-
ridades fiscales, y será éste quien a nombre de los
copropietarios o de los cónyuges, según se trate, cumpla
con las obligaciones establecidas en el Título I de esta Ley.

En el caso de que las actividades gravadas con este im-
puesto las realice una sucesión, el representante legal de la

misma, previo aviso que al efecto presente ante las autori -
dades fiscales, será quien cumpla las obligaciones estable-
cidas en el Título I de esta Ley, por cuenta de los herede-
ros o legatarios.

Tratándose de servicios personales prestados a través de
una asociación o sociedad civil, será ésta la que a nombre
de los asociados o socios cumpla con las obligaciones se-
ñaladas en el Título I de esta Ley.

Artículo 26. Para los efectos del Título I de esta Ley, las
declaraciones deberán presentarse por cada uno de los es-
tablecimientos que tengan los contribuyentes, en las ofici-
nas autorizadas por las autoridades fiscales dentro de la En-
tidad Federativa en que se encuentren ubicados los
establecimientos, respecto de los ingresos que se obtengan
en cada uno de ellos.

Cuando en una misma Entidad Federativa se tengan dos o
más establecimientos, los contribuyentes podrán optar por
presentar una sola declaración por todos los establecimien-
tos. En este supuesto los contribuyentes deberán presentar
un aviso a las autoridades fiscales dando a conocer el esta-
blecimiento que presentará la declaración de todos los es-
tablecimientos ubicados en una misma Entidad Federativa. 

Artículo 27. Para los efectos del Título I de esta Ley, se
considera que los ingresos se perciben en el establecimien-
to del contribuyente.

Cuando los contribuyentes tengan diversos establecimien-
tos, se considera que el ingreso se percibe en un estableci-
miento de conformidad con las reglas siguientes:

I. Tratándose de la enajenación de bienes y del otorga-
miento del uso o goce temporal de bienes muebles, el esta-
blecimiento que efectúa la entrega material de los bienes.
Se entiende por entrega material el acto mediante el cual el
contribuyente pone a disposición material del adquirente el
bien de que se trate. 

II. Tratándose de la prestación de servicios, el estableci-
miento en el que se preste el servicio. Cuando el servicio se
preste en dos o más establecimientos, aquél en el que se ex-
pida el comprobante correspondiente. Cuando se presten
servicios fuera de un establecimiento, se considerará que la
actividad se realiza en el establecimiento que sirva de base
al prestatario de dichos servicios.
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Cuando las actividades objeto del impuesto que establece
el Título I de esta Ley se realicen en establecimientos de
terceros, los contribuyentes considerarán como suyos di-
chos establecimientos, debiendo atribuir los ingresos al es-
tablecimiento conforme a las reglas establecidas en las
fracciones anteriores. 

Capítulo VII

De la Estimativa de los Pequeños Contribuyentes

Artículo 28. Las autoridades fiscales podrán estimar los
ingresos de los contribuyentes personas físicas que tributen
en los términos de la Sección III del Capítulo II del Título
IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta, y determinar el
impuesto a que se refiere el Título I de la presente Ley, me-
diante el establecimiento de cuotas fijas.

Capítulo VIII

De las Facultades de las Autoridades

Artículo 29. Al importe de la determinación presuntiva de
los ingresos por las actividades por las que se deba pagar el
impuesto en los términos del Título I de esta Ley, se apli-
cará la tasa del impuesto. El resultado será el impuesto a
pagar. 

Título II

Del Impuesto a las Ventas y Servicios 
Específicos al Público

Capítulo I

Disposiciones Generales

Artículo 30. El impuesto a las ventas y servicios específi-
cos al público, se pagará por las personas físicas y las mo-
rales que en el territorio nacional realicen las actividades
que a continuación se mencionan, cuando las lleven a cabo
en establecimientos abiertos al público, incluso cuando las
actividades se realicen en establecimientos de terceros,
cualquiera que sea el carácter con el que se ostenten.

I. Enajenen los bienes siguientes:

a) Tabacos labrados. 

b) Gasolina y otros productos derivados del petróleo. 

c) Cerillos y fósforos. 

d) Aguamiel y productos de su fermentación.

e) Cerveza. 

II. Presten los servicios siguientes: 

a) Energía eléctrica. 

b) Servicios del sistema financiero. 

c) Servicio de televisión o audio restringidos. 

d) Telefonía. 

e) Transportación aérea. 

f) Transporte ferroviario. 

g) Uso de vías generales de comunicación. 

Artículo 31. Son aplicables a este Capítulo lo dispuesto en
los artículos 1, párrafos segundo a cuarto, 2, 3, 4 y 5 del Tí-
tulo I de la presente Ley.

Capítulo II

De la Enajenación de Bienes Específicos

Artículo 32. Son aplicables al presente Capítulo lo dis-
puesto en los artículos 6, 8, 9 y 10 del Título I de la pre-
sente Ley.

Artículo 33. No se pagará el impuesto establecido en el Tí-
tulo II de la presente Ley en la enajenación de los bienes
que se exporten. Para dichos efectos, se considera exporta-
ción de bienes la que tenga el carácter de definitiva en los
términos de la Ley Aduanera. No se considerará como ex-
portación de bienes aquélla en la que los bienes no salgan
del país.

Capítulo III

De la Prestación de Servicios Específicos

Artículo 34. Son aplicables al presente Capítulo lo dis-
puesto en los artículos 11, 13, 14 y 15 del Título I de la pre-
sente Ley.
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Artículo 35. No se pagará el impuesto por la prestación de
los siguientes servicios:

I. Los servicios que proporcione el sistema financiero, con
excepción de los intereses por créditos que otorgue a través
de tarjetas de crédito, así como de los intereses por crédi-
tos que otorgue a personas físicas que no desarrollen acti-
vidades empresariales, o no presten servicios personales
independientes, o no otorguen el uso o goce temporal de in-
muebles. Para los efectos del Título II de esta Ley, se con-
sidera sistema financiero el definido en la Ley del Impues-
to sobre la Renta.

II. Los intereses que provengan de créditos hipotecarios o
con garantía fiduciaria para la adquisición, ampliación,
construcción o reparación de bienes inmuebles. 

III. Los servicios de energía eléctrica, telefonía y de televi-
sión o audio restringido, cuyas tarifas estén catalogadas co-
mo comerciales o industriales y se distingan de las catalo-
gadas como residenciales. 

IV. El uso gratuito de las vías generales de comunicación. 

V. El transporte internacional aéreo. No se considera trans-
porte internacional aéreo, la transportación aérea a las po-
blaciones no mexicanas ubicadas en una franja fronteriza
de 20 kilómetros paralela a las líneas divisorias internacio-
nales del norte y sur del país. 

Capítulo IV

De las Obligaciones de los Contribuyentes

Artículo 36. Los contribuyentes de este impuesto deberán
cumplir con las obligaciones a que se refiere el artículo 25
de esta Ley, con excepción de lo dispuesto en sus fraccio-
nes IV y V.

Artículo 37. Para los efectos del Título II de esta Ley, las
declaraciones se deberán presentar de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 26 de esta Ley, con las salvedades
siguientes:

I. Los contribuyentes que proporcionen los servicios de te-
levisión o audio restringidos, los servicios financieros y los
servicios de transporte aéreo, deberán presentar una decla-
ración por la totalidad de los servicios proporcionados en
cada Entidad Federativa ante las oficinas autorizadas por
las autoridades fiscales.

Para los efectos del párrafo anterior, tratándose de los ser-
vicios de televisión o audio restringidos, así como de los
servicios financieros, se considera que dichos servicios se
realizan en la Entidad Federativa en donde se encuentren
domiciliados los usuarios de los servicios mencionados.
Tratándose de los servicios de transporte aéreo se conside-
ra que dichos servicios se realizan en la Entidad Federati-
va en donde se inicie el vuelo, incluso si es de ida y vuel-
ta. Cuando los vuelos se inicien en las poblaciones no
mexicanas ubicadas en una franja fronteriza de 20 kilóme-
tros paralela a las líneas divisorias internacionales del nor-
te y sur del país, se considera que el servicio se proporcio-
na en la Entidad Federativa que se encuentre más cercana
en línea recta con dichas poblaciones.

II. Tratándose de la enajenación de gasolina y diesel, así
como de los servicios de energía eléctrica, uso de vías ge-
nerales de comunicación y de telefonía, los contribuyentes
deberán presentar en las oficinas autorizadas por el Servi-
cio de Administración Tributaria, las declaraciones que co-
rrespondan a dichas actividades. En este caso, si un contri -
buyente tuviera varios establecimientos, presentará por
todos ellos una sola declaración en las oficinas autorizadas
correspondientes al domicilio fiscal del contribuyente. 

Tratándose de la enajenación de gasolina y diesel, así co-
mo del servicio de energía eléctrica, los contribuyentes de-
berán informar semestralmente en los meses de julio y ene-
ro de cada año, el impuesto que por dichas actividades se
haya causado en cada Entidad Federativa. Los contribu-
yentes tendrán esta obligación cuando la Entidad Federati-
va dentro de cuya jurisdicción territorial tengan un estable-
cimiento abierto al público, no esté adherida al Sistema
Nacional de Coordinación Fiscal. 

Artículo 38. Para los efectos del Título II de esta Ley, se
considera que los ingresos se perciben en los estableci-
mientos de los contribuyentes de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 27 de esta Ley. 

Capítulo V

De las Facultades de las Autoridades

Artículo 39. Al importe de la determinación presuntiva de
los ingresos por las actividades por las que se deba pagar el
impuesto en los términos del Título II de esta Ley, se apli-
cará la tasa del impuesto. El resultado será el impuesto a
pagar. 
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Título III

Capítulo Único

De las Entidades Federativas

Artículo 40. Las Entidades Federativas que celebren con-
venio de coordinación con la Federación a través de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público, percibirán el 95%
del monto de la recaudación de los impuestos que se ob-
tengan respecto de las actividades realizadas en la Entidad
Federativa de que se trate, a excepción de la recaudación
del impuesto que se obtenga por concepto de:

I. Gasolina y diesel.

II. Servicios de energía eléctrica.

III. Uso de vías generales de comunicación.

IV. Telefonía.

Las Entidades Federativas a que se refiere el párrafo ante-
rior, recibirán una participación del 5% de la recaudación
que se obtenga en la Entidad Federativa de que se trate por
los conceptos de gasolina y diesel, así como por los servi-
cios de energía eléctrica.

Así mismo, las Entidades Federativas que no estén adheri-
das al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, tendrán
derecho a una participación del 5% de la recaudación que
se obtenga en la Entidad Federativa de que se trate, por la
aplicación del impuesto que establece el Título II de esta
Ley, que provenga de energía eléctrica, tabacos labrados,
gasolina y otros productos derivados del petróleo, cerillos
y fósforos, aguamiel y productos de su fermentación y cer-
veza.

Cuando se celebren los convenios de coordinación men-
cionados, la recaudación que se obtenga por la aplicación
de esta Ley, no formará parte de la recaudación federal par-
ticipable ni le será aplicable la Ley de Coordinación Fiscal. 

Cuando las Entidades Federativas no celebren los conve-
nios de coordinación a que se refiere este artículo, la re-
caudación que se obtenga de los impuestos que establece
esta Ley en la Entidad Federativa de que se trate, se inte-
grará a la recaudación federal participable a que se refiere
la Ley de Coordinación Fiscal, a excepción de la que se ob-
tenga por los conceptos a que se refieren las fracciones I a

IV del presente artículo. Las Entidades Federativas a que
se refiere este párrafo, recibirán una participación del 5%
de la recaudación que se obtenga en la Entidad Federativa
de que se trate por los conceptos de gasolina y diesel, así
como por los servicios de energía eléctrica.

Artículo 41. Las Entidades Federativas que celebren los
convenios de coordinación a que se refiere el artículo ante-
rior, tendrán facultades de colaboración administrativa con
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para la admi-
nistración y recaudación de los impuestos que establece es-
ta Ley y serán consideradas, en el ejercicio de las faculta-
des que en ellos se establezcan, como autoridades fiscales
federales. En contra de los actos que realicen cuando actú-
en de conformidad con este precepto, sólo procederán los
recursos y medios de defensa que establezcan las leyes fe-
derales.

La Federación, a través de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, conservará la facultad de fijar los criterios
generales de interpretación y de aplicación de las disposi-
ciones fiscales.

Las Entidades Federativas emitirán las reglas de carácter
general previstas en las fracciones I y II del artículo 22 de
esta Ley y expedirán los certificados de intermediarios a
las personas que tengan su domicilio fiscal en la Entidad
Federativa de que se trate. Así mismo, determinarán las
oficinas autorizadas para recibir las declaraciones de los
impuestos que establece esta Ley.

Cuando las Entidades Federativas mencionadas en el pri-
mer párrafo de este artículo, establezcan entre ellas conve-
nios de coordinación para el reconocimiento de certifica-
dos de intermediarios, así como de intercambio de
información respecto de operaciones realizadas por los
contribuyentes, amparadas por los certificados menciona-
dos, dichos convenios se publicarán en el Diario Oficial de
la Federación y en los periódicos oficiales de las Entidades
Federativas.

Artículo 42. Cuando las Entidades Federativas celebren
los convenios de coordinación previstos en el artículo 40
de esta Ley, sus municipios recibirán el 25% de la partici-
pación que corresponda a las Entidades Federativas. La
participación del 25% mencionada, se efectuará de confor-
midad con lo siguiente: 
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I. 50% en la proporción que represente la población de ca-
da municipio en el total de la población de la Entidad Fe-
derativa de que se trate. 

II. 50% en función de la tasa de crecimiento de recauda-
ción del impuesto predial y por derechos de agua, en rela-
ción con el ejercicio inmediato anterior, que haya obtenido
cada uno de los municipios de la Entidad Federativa de que
se trate. Para el cálculo del crecimiento del impuesto pre-
dial, se deberá excluir el impuesto predial que derive de
inmuebles en que el impuesto se determine en base a las
contraprestaciones por conceder el uso o goce temporal del
inmueble.

Tratándose del Distrito Federal, la participación a que se
refiere este artículo, se efectuará a sus demarcaciones terri-
toriales con base en lo dispuesto en el párrafo anterior, sin
considerar los derechos de agua para los efectos de lo dis-
puesto en la fracción II. 

Cuando una Entidad Federativa no se encuentre adherida al
Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, la participación
que corresponda a sus municipios de la recaudación obte-
nida por la aplicación del impuesto que se establece en el
Título II de esta Ley por el servicio de energía eléctrica, se
llevará a cabo conforme lo disponga la legislatura de la En-
tidad Federativa de que se trate.

Artículo 43. Las Entidades Federativas podrán establecer
un impuesto a las ventas y servicios al público, sin que se
considere como un incumplimiento de los convenios cele-
brados con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público ni
como violación al artículo 41 de la Ley del Impuesto al Va -
lor Agregado, siempre que dicho impuesto reúna las si-
guientes características:

I. El objeto sea el contemplado en el Título I de esta Ley y
se trate de actividades que se realicen en el territorio de las
Entidades Federativas.

II. La base se determine considerando, al menos, lo si-
guiente:

a) La totalidad de los ingresos que perciban los contribu-
yentes por las actividades gravadas.

b) No se incluya dentro de la base el impuesto al valor
agregado que corresponda a la actividad gravada. 

III. El momento de causación y la tasa sean las mismas que
las que se establecen en el Título I de la presente Ley. No
obstante, las Entidades Federativas podrán establecer una
tasa hasta del 3%.

IV. Se considere que los ingresos se perciben en los esta-
blecimientos de los contribuyentes aplicando los principios
de atribución contemplados en el Título I de la presente
Ley.

V. Se contemplen únicamente las exenciones a las activi-
dades siguientes:

a) Las que estén exentas del impuesto al valor agregado fe-
deral.

b) Las previstas en las fracciones V a XIX del artículo 7, y
en las fracciones I a XIV del artículo 12 de esta Ley.

c) Las que se realicen con el fin de:

1. Revender los bienes adquiridos.

2. Incorporar los bienes adquiridos en bienes manufactura-
dos o ensamblados para su venta posterior. 

3. Incorporar los bienes adquiridos como activo fijo del ad-
quirente. 

4. Tratándose de servicios o del uso o goce temporal de
bienes muebles, cuando éstos sean estrictamente indispen-
sables para realizar las actividades empresariales o profe-
sionales. 

d) Las que den lugar al pago de contribuciones de mejoras,
derechos, o aprovechamientos de carácter federal.

Lo dispuesto en esta fracción, no impide a las Entidades
Federativas gravar actividades distintas de las anteriores,
cuando éstas se eximan de conformidad con el Título I de
esta Ley.

Artículo 44. Las Entidades Federativas que tengan esta-
blecido un impuesto específico que grave una actividad
que se encuentre comprendida dentro del objeto genérico
del impuesto que establece el Título I de esta Ley, podrán
eximir del impuesto a que se refiere el artículo anterior a
dicha actividad.
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Artículo 45. La aplicación del impuesto establecido en el
Título I de esta Ley se suspenderá cuando las Entidades Fe-
derativas ejerzan la facultad prevista en el artículo 43 de la
misma. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público hará
la declaratoria de la suspensión del impuesto mencionado,
la cual se publicará en el periódico oficial de la Entidad Fe-
derativa y en el Diario Oficial de la Federación.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS DE LA LEY DE
LOS IMPUESTOS A LAS VENTAS Y SERVICIOS
AL PÚBLICO

ARTÍCULO DÉCIMOTERCERO. En relación con las
modificaciones a que se refiere el artículo Decimosegundo
de este Decreto, se estará a las disposiciones transitorias
siguientes:

I. Los contribuyentes de los impuestos establecidos en esta
Ley deberán efectuar el pago de los mismos que corres-
ponda al período comprendido entre la fecha de su entrada
en vigor y el 31 de diciembre de 2003, a más tardar el 17
de enero de 2004.

II. Las Entidades Federativas que celebren los convenios
de coordinación a que se refiere el artículo 40 de esta Ley
dentro de los 30 días naturales siguientes a la fecha de su
entrada en vigor, recibirán la participación prevista en di-
cho artículo, desde el inicio de la aplicación de los im-
puestos que establece este ordenamiento. En caso diverso,
la participación se aplicará sobre la recaudación obtenida a
partir del mes siguiente a aquél en que se celebre el conve-
nio de coordinación.

III. La participación que corresponda a las Entidades Fede-
rativas a que se refiere el tercer párrafo del artículo 40 de
la Ley de los Impuestos a las Ventas y Servicios al Público
por la recaudación que en su caso corresponda al año 2003,
se pagará conjuntamente con la del primer semestre de
2004, en el caso de que alguna de las Entidades Federati-
vas deje de estar adherida al Sistema Nacional de Coordi-
nación Fiscal.

D. LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRO-
DUCCIÓN Y SERVICIOS

DESCRIPCION DE LA INICIATIVA

El objetivo fundamental de las reformas propuestas por
parte del Ejecutivo Federal, en materia del impuesto espe-
cial sobre producción y servicios es evitar que la carga fis-

cal de la cerveza, las bebidas alcohólicas y los tabacos la-
brados, se vea reducida como consecuencia de la propues-
ta de disminución de la tasa general del impuesto al valor
agregado que se ha expuesto en la presente Iniciativa, bus-
cando un equilibrio para mantener la misma carga imposi-
tiva a dichos bienes, considerando estos dos impuestos.

No obstante lo anterior, vale la pena precisar que conside-
rando la Iniciativa tal y como la presenta el Ejecutivo Fe-
deral, los impuestos a las ventas y servicios al público in-
crementarán la carga fiscal de la cerveza, las bebidas
alcohólicas y los tabacos labrados.

Por otro lado, se propone derogar los gravámenes aplica-
bles a las aguas mineralizadas, refrescos, bebidas hidratan-
tes, así como a los servicios de telecomunicaciones, toda
vez que complican el sistema fiscal sin producir la recau-
dación suficiente.

Con la finalidad de no propiciar un crecimiento del merca-
do de bebidas clandestinas, se proponen reglas de control
para la enajenación e importación de alcohol y mieles in-
cristalizables.

CONSIDERACIONES DE LA COMISIÓN

El 6 de noviembre del año en curso el Ejecutivo Federal
presentó antes esta Soberanía una Iniciativa de Decreto que
Reforma, Adiciona, Deroga y Establece Diversas Disposi-
ciones Fiscales, misma que contiene modificaciones a la
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios.

Cabe señalar que el Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, el 4 de diciembre de 2003, también presen-
tó una Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se Mo-
difican Diversas Disposiciones Fiscales, la cual contiene,
al igual que la Iniciativa del Ejecutivo Federal, modifica-
ciones a la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y
Servicios.

Por lo anterior y con la finalidad de facilitar el análisis y
conclusiones a las modificaciones sustantivas a la Ley del
Impuesto Especial Sobre Producción y Servicios, que pre-
senta tanto el Ejecutivo Federal como el Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional en las Iniciativas antes
señaladas, la Comisión que dictamina aborda los diversos
temas conforme a lo siguiente:

El Ejecutivo Federal propone en su Iniciativa modificar las
tasas aplicables a la enajenación e importación de bebidas
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con contenido alcohólico, cerveza y tabacos labrados. Ello,
con el objeto de mantener la misma carga fiscal actual con-
junta que presentan tales productos, es decir, la carga que
enfrentan en materia del impuesto especial sobre produc-
ción y servicios y del impuesto al valor agregado.

Toda vez que el aumento en las tasas aplicables a la enaje-
nación e importación de bebidas con contenido alcohólico,
cerveza y de tabacos labrados, trae como consecuencia un
aumento en el precio final, la que suscribe no considera
viable aceptar la propuesta planteada por el Ejecutivo Fe-
deral, ya que el aumentar la carga fiscal de tales productos
puede generar afectaciones en el mercado, tales como la
adulteración, el contrabando y la piratería, con los conse-
cuentes daños que se pudieran presentar en materia de sa-
lud pública y, por lo tanto, comparte la postura del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, en el sentido
de no incrementar dichas tasas.

Sin embargo, resulta necesario realizar algunos ajustes al
artículo 2o. de la Ley en análisis, para incrementar el ran-
go de graduación alcohólica del 13.5° G.L. al 14° G.L., así
como modificar la tasa aplicable para las bebidas alcohóli-
cas de mayor graduación, ya que la carga fiscal actual es
del 50% y no del 60%.

Por lo anterior, la que suscribe propone modificar el artí-
culo 2o. de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción
y Servicios, para quedar como sigue:

“Artículo 2o. ...

I. ...

A) ...

1. Con una graduación alcohólica de hasta 14°G.L. 25%

2. Con una graduación alcohólica de más de 14° y hasta
20°G.L. 30%

3. Con una graduación alcohólica de más de 20°G.L. 50%

B) Alcohol, alcohol desnaturalizado y mieles incristaliza-
bles 50%

...”

El Ejecutivo Federal propone que mediante una disposi-
ción de vigencia temporal, se ajuste el esquema de transi-

ción aplicable tanto a cigarros con o sin filtro, toda vez que
para el año de 2005 el gravamen será en una sola catego-
ría. Sin embargo y tomando en consideración que esta Dic-
taminadora no estuvo de acuerdo con las modificaciones
propuestas a las tasas aplicables a la enajenación e impor-
tación de tabacos labrados, la que suscribe tampoco coin-
cide con la citada disposición de vigencia temporal.

En ese sentido y toda vez que no se considera viable la pro-
puesta del Ejecutivo Federal, en el sentido de establecer
mediante una disposición transitoria las tasas aplicables
para el año de 2004, resulta necesario recorrer el orden de
los artículos que integran el Decreto del Ejecutivo Federal.

La que suscribe, considera acertada la reforma propuesta
tanto por el Ejecutivo Federal como por el Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, en el sentido de es-
tablecer la misma tasa aplicable a las bebidas alcohólicas
de mayor graduación a la enajenación e importación de al-
cohol, ya que es el principal insumo de toda bebida alco-
hólica.

El Ejecutivo Federal y el Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional han considerado conveniente incluir a las
mieles incristalizables en el mismo esquema de control, ac-
tualmente aplicable para el alcohol. Por ello, esta Comisión
dictaminadora se postula a favor de tal modificación, al es-
timar que esta medida de control permitirá identificar tan-
to la importación como el destino final de dichas mieles.

Bajo estos lineamientos, en el proyecto de Decreto que pre-
senta el Ejecutivo Federal y el Partido Acción Nacional, se
plantea la reforma al artículo 3o., fracción XIII, de la Ley
del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, para
establecer la definición de mieles incristalizables, a efecto
de evitar confusiones al momento de su importación o ex-
portación, propuesta con la que coincide esta Dictamina-
dora.

En ese orden de ideas, y como se señaló anteriormente, el
Ejecutivo Federal propone establecer un gravamen de con-
trol en la importación y enajenación de alcohol y mieles in-
cristalizables. Estarán libres de este impuesto quienes ob-
tengan su inscripción en los padrones de Importadores de
Alcohol, Alcohol Desnaturalizado y Mieles Incristalizables
que no Elaboran Bebidas Alcohólicas y de Contribuyentes
de Bebidas Alcohólicas, respectivamente.

Sin embargo, los productores de bebidas alcohólicas se han
manifestado abiertamente respecto del crecimiento que han
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tenido las bebidas adulteradas. Según denuncian, el consu-
mo de tales bebidas llega a representar hasta el 30% del to-
tal del consumo nacional. Por ello, la medida propuesta por
el Ejecutivo Federal debe ser reforzada para que el im-
puesto correspondiente se cause en la importación y, pos-
teriormente, se permita su acreditamiento, en el caso de
contribuyentes formales, tal y como lo establece el Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional en su Inicia-
tiva.

El Ejecutivo Federal y el Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional proponen la derogación del gravamen
que actualmente se aplica a las aguas mineralizadas, re-
frescos, bebidas hidratantes, jarabes y sus concentrados,
que no contengan azúcar de caña, establecido con el pro-
pósito de resolver el problema de sobreproducción y res-
tricciones de mercado en el extranjero que enfrentaban los
productores mexicanos de azúcar.

Sin embargo, el problema de sobreproducción de azúcar no
se ha superado en su totalidad. Por ello, la que suscribe no
está de acuerdo con la derogación propuesta tanto por el
Ejecutivo Federal como por el Partido Acción Nacional.

En relación con lo anterior, esta dictaminadora propone
mantener el esquema aplicable a los refrescos, las bebidas
hidratantes, los jarabes y sus concentrados, realizando al-
gunos ajustes en sus definiciones, así como aclarar en el
propio objeto del impuesto que únicamente estarán grava-
dos los productos cuando el edulcorante que se utilice para
su elaboración contenga menos del 70% de azúcar de caña.

Así las cosas, si los refrescos, las bebidas hidratantes, los
jarabes y sus concentrados contienen el 70% o más de azú-
car de caña, dichos productos estarían exentos, permitien-
do, además, utilizar edulcorantes distintos a la citada azú-
car hasta en un 30%, como es el caso de la fructosa.

Lo anterior, con el objeto de mantener la recaudación que
actualmente se está obteniendo, así como seguir promo-
viendo la utilización del azúcar de caña y dar cabida a la
fructosa en cantidad suficiente para atender las necesidades
del sector, para quedar como sigue:

“Artículo 2o. ...

G) Refrescos, bebidas hidratantes o rehidratantes, concen-
trados, polvos, jarabes, esencias o extractos de sabores, que
al diluirse permitan obtener refrescos, bebidas hidratantes
o rehidratantes, siempre que el edulcorante que se utilice

para su elaboración contenga menos del 70% de azúcar de
caña 20 %

H) Jarabes o concentrados para preparar refrescos que se
expendan en envases abiertos utilizando aparatos automá-
ticos, eléctricos o mecánicos, siempre que el edulcorante
que se utilice para su elaboración contenga menos del 70%
de azúcar de caña 20%

...

Artículo 3o. ...

XIV. (Se deroga)

XV. Refrescos, las bebidas saborizadas no alcohólicas ela-
boradas por la disolución en agua, entre otros, de edulco-
rantes y saboreadores, naturales, artificiales o sintéticos,
adicionados o no, de jugo, pulpa o néctar, de frutas o de
verduras, de sus concentrados o extractos y otros aditivos
para alimentos y que pueden estar o no carbonatadas.

Asimismo, se consideran concentrados, polvos, jarabes,
esencias o extractos de sabores, para preparar refrescos, al
producto con o sin azucares, edulcorantes o saboreadores,
naturales, artificiales o sintéticos, adicionados o no, de ju-
go, pulpa o néctar, de frutas o de verduras y otros aditivos
para alimentos.

No se consideran refrescos los jugos y néctares, de frutas o
de verduras. Para tales efectos, se entiende por jugos o néc-
tares de frutas o de verduras, los que tengan como mínimo
20% de jugo o pulpa de fruta o de verdura o 2° brix de só-
lidos provenientes de la misma fruta o verdura. Cuando los
jugos o néctares a que se refiere este párrafo, tengan una
mezcla de varias frutas o verduras, dicha mezcla deberá te-
ner como mínimo los valores señalados en el mismo por to-
das las frutas o verduras.

...

Artículo 8o. ...

I. ...

f) (Se deroga)

...

Artículo 19. ...
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X. Los fabricantes, productores o envasadores, de alcohol,
alcohol desnaturalizado y mieles incristalizables, de bebi-
das con contenido alcohólico, cerveza y de tabacos labra-
dos, refrescos, bebidas hidratantes o rehidratantes, jarabes,
concentrados, polvos, esencias o extractos de sabores, de-
berán llevar un control físico del volumen fabricado, pro-
ducido o envasado, según corresponda, así como reportar
trimestralmente, en los meses de abril, julio, octubre y ene-
ro, del año que corresponda, la lectura mensual de los re-
gistros de cada uno de los dispositivos que se utilicen para
llevar el citado control, en el trimestre inmediato anterior al
de su declaración.

XI. Los importadores o exportadores de los bienes a que se
refieren los incisos A), B), C), G) y H), de la fracción I del
artículo 2o. de esta Ley, deberán estar inscritos en el pa-
drón de importadores y exportadores sectorial, según sea el
caso, a cargo de la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co.”

En las iniciativas en análisis, el Ejecutivo Federal y el Par-
tido Acción Nacional proponen la derogación del artículo
2o., fracción II, inciso B) de la Ley citada, que establece el
impuesto aplicable a los servicios de telecomunicaciones,
considerando que derivado de los múltiples tratamientos
diferenciales que el gravamen contiene actualmente, se ha
obtenido una recaudación inferior a la estimada en la Ley
de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal de
2003.

Esta Comisión de Hacienda encuentra justificación sufi-
ciente en lo expresado tanto por el Ejecutivo Federal como
por el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional,
por lo que coincide en derogar el gravamen para dichos
servicios.

La Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servi-
cios establece en el segundo párrafo de la fracción V del ar-
tículo 19 que “Quienes importen bebidas alcohólicas y es-
tén obligados al pago del impuesto en los términos de esta
Ley, deberán colocar los marbetes o precintos a que se re-
fiere esta fracción previamente a la internación en territo-
rio nacional de los productos o, en su defecto, en la adua-
na, almacén general de depósito o recinto fiscal o
fiscalizado, autorizados por la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público. No podrán retirarse los productos de los
lugares antes indicados sin que se haya cumplido con la
obligación señalada.

En relación con lo anterior y con el objeto de que la auto-
ridad aduanera tenga un mayor control al momento de rea-
lizar la identificación de las bebidas alcohólicas que se im-
portan a granel y evitar con ello clasificaciones incorrectas
de las mismas, esta Comisión Dictaminadora coincide con
la propuesta presentada por el Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, en el sentido de eliminar la posi-
bilidad que hoy tienen los contribuyentes de adherir los
precintos en la aduana, en el almacén general de depósito o
en el recinto fiscal o fiscalizado, ya que en el pedimento de
importación correspondiente se deben relacionar los núme-
ros de folio de los precintos adheridos a los envases que
contengan dichos productos importados con los proporcio-
nados al contribuyente por la autoridad.

Por otra parte, las Iniciativas que se analizan coinciden en
realizar una modificación al artículo 7o. de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, para preci-
sar que la venta de bebidas alcohólicas al público en gene-
ral, se considera una prestación de servicios y no una
enajenación. Al respecto la Comisión que suscribe estima
acertada la propuesta, toda vez que ello se ajusta a la defi -
nición de prestación de servicios contenida en el segundo
párrafo del artículo 17 del Código Fiscal de la Federación.

La Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servi-
cios actualmente establece la obligación a los exportadores
de inscribirse en un padrón sectorial. En las Iniciativas que
se analizan, se propone la reforma al artículo 19, fracción
XI de esta Ley, para incluir a los importadores en esta obli-
gación, ello con el propósito de dar un trato equitativo tan-
to a importadores como a exportadores de bebidas alcohó-
licas, alcohol, alcohol desnaturalizado, tabacos labrados,
refrescos y sus concentrados, propuesta que estima correc-
ta esta Cámara de Origen.

El Partido Acción Nacional propone modificar el artículo
19, fracciones II y VIII de la Ley del Impuesto Especial so-
bre Producción y Servicios, con el objeto de permitir a los
fabricantes, productores, envasadores e importadores de
vinos de mesa cumplir con las obligaciones contenidas en
dichas fracciones de manera semestral, en lugar de trimes-
tral. Tomando en consideración que tales sujetos general-
mente son contribuyentes de baja capacidad administrati-
va, la que suscribe se postula a favor de la propuesta.

Asimismo, el referido Grupo Parlamentario plantea una re-
forma a la fracción X del artículo 19 de la Ley en análisis
para liberar a los productores de vinos de mesa de la obli -
gación de llevar controles físicos de volumen producido.
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Al respecto esta Comisión Dictaminadora está de acuerdo
con la modificación planteada, toda vez que los citados
productores, además de ser contribuyentes de baja capaci-
dad administrativa, sus ventas no son representativas del
total de las demás bebidas con contenido alcohólico.

En la iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal se plan-
tea incorporar la tabla actualizada de los productos sujetos
al esquema de cuota fija por tipo de producto aplicable a la
producción o importación de bebidas alcohólicas, corres-
pondiente al primer semestre de 2004. así como establecer
el procedimiento para la actualización del segundo semes-
tre del referido año, toda vez que aun existen inventarios de
productos afectos al anterior esquema de cuota por litro.

Al respecto, esta Comisión dictaminadora considera acer-
tada la citada propuesta, como una medida que garantice la
correcta transición entre el esquema actual y el anterior de
cuota por litro.

Finalmente, esta Comisión de Hacienda y Crédito Público
coincide con la propuesta realizada por el Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, en el sentido de eli-
minar las referencias al inciso F) de la fracción I del ar-
tículo 2o. de la Ley de la materia, contenidas en los
artículos 3o., fracción XII, tercer párrafo y 8o., fracción I,
inciso c), del mismo ordenamiento, relativas al esquema de
gas natural, toda vez que el mismo fue derogado en la re-
forma fiscal pasada.

Ley del Impuesto Especial sobre Producción 
y Servicios

ARTÍCULO DECIMOCUARTO. Se REFORMAN los
artículos 2o., fracción I, incisos A), numerales 1, 2 y 3, B),
G) y H); 3o., fracciones XII, tercer párrafo, XIII y XV; 7o.,
último párrafo; 8o., fracción I, incisos a) y c) 13, fracción
III; 19, fracciones V, segundo párrafo, VIII, primer párra-
fo, X, XI, XII, primer párrafo, XIV y XIX, y 23-A, primer
párrafo; se ADICIONAN los artículos 4o., con un tercer
párrafo, pasando los actuales tercero a octavo párrafos a ser
cuarto a noveno párrafos, respectivamente; 19, fracción II,
con un último párrafo, y se DEROGAN los artículos 2o.,
fracción II, inciso B); 3o., fracción XIV; 7o., cuarto párra-
fo; 8o., fracción I, incisos e) y f), y 18, de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, para quedar
como sigue:

“Artículo 2o. ...

I. ...

A) ...

1. Con una graduación alcohólica de hasta 14°G.L. 25%

2. Con una graduación alcohólica de más de 14° y hasta
20°G.L. 30%

3. Con una graduación alcohólica de más de 20°G.L. 50%

...

G) Refrescos, bebidas hidratantes o rehidratantes, concen-
trados, polvos, jarabes, esencias o extractos de sabores, que
al diluirse permitan obtener refrescos, bebidas hidratantes
o rehidratantes, siempre que el edulcorante que se utilice
para su elaboración contenga menos del 70% de azúcar de
caña 20%

H) Jarabes o concentrados para preparar refrescos que se
expendan en envases abiertos utilizando aparatos automá-
ticos, eléctricos o mecánicos, siempre que el edulcorante
que se utilice para su elaboración contenga menos del 70%
de azúcar de caña 20%

II. ...

B) (Se deroga)

Artículo 3o. ...

XII. ...

Cuando con motivo de la enajenación de bienes sujetos al
pago de este impuesto se convenga además del precio por
dicha enajenación el pago de cantidades adicionales al mis-
mo por concepto de publicidad o cualquier otro, que en su
defecto se hubieran tenido que realizar por parte del enaje-
nante, dichas erogaciones formarán parte del valor o precio
pactado, salvo que se trate de los bienes a que se refieren
los incisos D) y E) de la fracción I del artículo 2o. de esta
Ley.

...

XIII. Mieles incristalizables, el producto residual de la
fabricación de azúcar, cuando referido a 85° Brix a 20°
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centígrados, los azúcares fermentables expresados en glu-
cosa no excedan del 61%.

XIV. (Se deroga)

XV. Refrescos, las bebidas saborizadas no alcohólicas ela-
boradas por la disolución en agua, entre otros, de edulco-
rantes y saboreadores, naturales, artificiales o sintéticos,
adicionados o no, de jugo, pulpa o néctar, de frutas o de
verduras, de sus concentrados o extractos y otros aditivos
para alimentos y que pueden estar o no carbonatadas.

Asimismo, se consideran concentrados, polvos, jarabes,
esencias o extractos de sabores, para preparar refrescos, al
producto con o sin azucares, edulcorantes o saboreadores,
naturales, artificiales o sintéticos, adicionados o no, de ju-
go, pulpa o néctar, de frutas o de verduras y otros aditivos
para alimentos.

No se consideran refrescos los jugos y néctares, de frutas o
de verduras. Para tales efectos, se entiende por jugos o néc-
tares de frutas o de verduras, los que tengan como mínimo
20% de jugo o pulpa de fruta o de verdura o 2° brix de só-
lidos provenientes de la misma fruta o verdura. Cuando los
jugos o néctares a que se refiere este párrafo, tengan una
mezcla de varias frutas o verduras, dicha mezcla deberá te-
ner como mínimo los valores señalados en el mismo por to-
das las frutas o verduras.

...

Artículo 4o. ...

Los importadores de alcohol, alcohol desnaturalizado y
mieles incristalizables, podrán acreditar el impuesto paga-
do en la importación contra el que causen por la enajena-
ción de bebidas alcohólicas. Cuando los bienes importados
sean utilizados para la elaboración de productos distintos a
las bebidas alcohólicas, dichos importadores podrán acre-
ditarlo contra el impuesto sobre la renta que resulte a su
cargo.

...

Artículo 7o. ...

Cuarto párrafo (Se deroga)

...

No se considera enajenación la transmisión de propiedad
que se realice por causa de muerte o donación, siempre que
la donación sea deducible para los fines del impuesto sobre
la renta. Tampoco se considera enajenación las ventas de
bebidas alcohólicas cuando éstas se realicen al público en
general, en botellas abiertas o por copeo, para su consumo
en el mismo lugar o establecimiento en el que se enajenen.

Artículo 8o. ...

I. ...

a) Alcohol, alcohol desnaturalizado y mieles incristaliza-
bles, siempre que se cumpla con las obligaciones estable-
cidas en el artículo 19, fracciones I, II, primer párrafo,
VIII, X, XI, XII, XIV y XIX, de esta Ley y las demás obli-
gaciones que establezcan las disposiciones fiscales.

...

c) Las que realicen personas diferentes de los fabricantes,
productores o importadores, de los bienes a que se refieren
los incisos C), D) y E) de la fracción I del artículo 2o. de
esta Ley. En estos casos, las personas distintas de los fabri-
cantes, productores o importadores, no se consideran con-
tribuyentes de este impuesto por dichas enajenaciones.

...

e) (Se deroga)

f) (Se deroga)

...

Artículo 13. ...

III. Las de aguamiel y productos derivados de su fermenta-
ción.

...

Artículo 18. (Se deroga)

Artículo 19. ...

II. ...
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Los contribuyentes que enajenen vinos de mesa, deberán
cumplir con la obligación a que se refiere el párrafo ante-
rior e los meses de enero y julio de cada año.

...

V. ...

Quienes importen bebidas alcohólicas y estén obligados al
pago del impuesto en términos de esta Ley, deberán colo-
car los marbetes o precintos a que se refiere esta fracción
previamente a la internación en territorio nacional de los
productos o, en su defecto, tratándose de marbetes, en la
aduana, almacén general de depósito o recinto fiscal o fis-
calizado, autorizados por la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público. No podrán retirarse los productos de los lu-
gares antes indicados sin que se haya cumplido con la
obligación señalada.

...

VIII. Los contribuyentes de los bienes a que se refieren los
incisos A), B), C), G) y H) de la fracción I del artículo 2o.
de esta Ley, obligados al pago del impuesto especial sobre
producción y servicios a que se refiere la misma, deberán
proporcionar al Servicio de Administración Tributaria, tri-
mestralmente, en los meses de abril, julio, octubre y enero,
del año que corresponda, la información sobre sus 50 prin-
cipales clientes y proveedores del trimestre inmediato an-
terior al de su declaración, respecto de dichos bienes. Tra-
tándose de contribuyentes que enajenen o importen vinos
de mesa, deberán cumplir con esta obligación de manera
semestral, en los meses de enero y julio de cada año.

...

X. Los fabricantes, productores o envasadores, de alcohol,
alcohol desnaturalizado y mieles incristalizables, de bebi-
das con contenido alcohólico, cerveza y de tabacos labra-
dos, refrescos; bebidas hidratantes o rehidratantes; jarabes,
concentrados, polvos, esencias o extractos de sabores, de-
berán llevar un control físico del volumen fabricado, pro-
ducido o envasado, según corresponda, así como reportar
trimestralmente, en los meses de abril, julio, octubre y ene-
ro, del año que corresponda, la lectura mensual de los re-
gistros de cada uno de los dispositivos que se utilicen para

llevar el citado control, en el trimestre inmediato anterior al
de su declaración.

La obligación a que se refiere esta fracción no será aplica-
ble a los productores de vinos de mesa.

XI. Los importadores o exportadores de los bienes a que se
refieren los incisos A), B), C), G) y H), de la fracción I del
artículo 2o. de esta Ley, deberán estar inscritos en el pa-
drón de importadores y exportadores sectorial, según sea el
caso, a cargo de la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico.

XII. Los fabricantes, productores y envasadores, de alco-
hol, alcohol desnaturalizado, mieles incristalizables y de
bebidas alcohólicas, deberán reportar en el mes de enero de
cada año, al Servicio de Administración Tributaria, las ca-
racterísticas de los equipos que utilizarán para la produc-
ción, destilación o envasamiento de dichos bienes.

...

XIV. Los fabricantes, productores, envasadores e importa-
dores, de alcohol, alcohol desnaturalizado, mieles incrista-
lizables y de bebidas alcohólicas, deberán estar inscritos en
el Padrón de Contribuyentes de Bebidas Alcohólicas, a car-
go de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Asimis-
mo, los fabricantes, productores, envasadores e importado-
res, de bebidas alcohólicas, deberán cumplir con esta
obligación para poder solicitar marbetes y precintos, según
se trate, debiendo cumplir con las disposiciones del Regla-
mento de esta Ley.

...

XIX. Los importadores de los bienes a que se refiere el in-
ciso B) de la fracción I del artículo 2o. de esta Ley, que no
elaboren bebidas alcohólicas, deberán estar inscritos en el
Padrón de Importadores de Alcohol, Alcohol Desnaturali-
zado y Mieles Incristalizables que no Elaboran Bebidas Al-
cohólicas, a cargo de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público.

Artículo 23-A. Las autoridades fiscales podrán determinar
presuntivamente el número de litros producidos, destilados
o envasados, cuando los contribuyentes de alcohol, alcohol
desnaturalizado y mieles incristalizables, no den cumpli-
miento a lo establecido en el último párrafo de la fracción
XII del artículo 19 de esta Ley. Para estos efectos, las au-
toridades fiscales podrán considerar que los equipos de
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destilación o envasamiento adquiridos, incorporados,
modificados o enajenados por los contribuyentes, fueron
utilizados para producir, destilar o envasar, a su máxima
capacidad, los bienes citados y que los litros que así se de-
terminen, disminuidos de aquéllos reportados por los con-
tribuyentes en los términos del segundo párrafo de la frac-
ción XII del artículo antes citado, fueron enajenados y
efectivamente cobrados en el periodo por el cual se realiza
la determinación.

...”

Disposiciones Transitorias de la 
Ley del Impuesto Especial sobre Producción 

y Servicios

ARTÍCULO DECIMOQUINTO. Para los efectos del in-
ciso a) de la fracción II del Artículo Segundo de las Dispo-
siciones Transitorias de la Ley del Impuesto Especial sobre
Producción y Servicios, vigente a partir del lo. de enero de
2002, la tabla aplicable para el ejercicio fiscal de 2004 es
la siguiente:
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Las cuotas por litro establecidas en esta fracción se en-
cuentran actualizadas para el primer semestre de 2004 con
el factor de 1.0300.

A partir del mes de julio de 2004, las cuotas a que hace re-
ferencia esta fracción se actualizarán, en el caso de que el
resultado sea positivo, con la variación del Índice Nacional
de Precios al Consumidor reportado por el Banco de Méxi-
co correspondiente al período de enero de 2002 a mayo de
2004, disminuido con las actualizaciones que las citadas
cuotas hayan tenido en dicho período.

El Servicio de Administración Tributaria efectuará los cál-
culos previstos en esta fracción y publicará a más tardar el
último día del mes de junio de 2004, en su caso, las nuevas
cuotas que se pagarán a partir del mes de julio de 2004.

E. LEY DEL IMPUESTO SOBRE EL USO Y TENEN-
CIA DE VEHÍCULOS.

DESCRIPCIÓN DE LA INICIATIVA

La iniciativa señala que derivado de la importancia que en
materia de ingresos representa para las entidades federati-

vas el impuesto sobre tenencia o uso de vehículos se esti -
ma necesario seguir implantando medidas de simplifica-
ción administrativa, seguridad jurídica, así como de control
fiscal, que permitan a los contribuyentes de dicho grava-
men, cumplir con el pago del mismo.

En este orden de ideas, la iniciativa en dictamen pone a
consideración una serie de adecuaciones que tienen por ob-
jeto dotar a las autoridades locales de elementos que les
permitan tener la certeza de que efectivamente se efectua-
rá el pago del impuesto tratándose de vehículos nuevos e
importados, eliminándose el plazo de 15 días que actual-
mente rige, ya que este periodo presupone discrecionalidad
y computa el plazo del pago a partir de diferentes momen-
tos, constituyéndose en una vía de evasión.

La iniciativa considera además que derivado de la apertura
económica de la industria automotriz, debido al Tratado de
Libre Comercio de América del Norte, para el 2004, se juz-
ga necesario precisar en Ley el carácter de los importado-
res de autos para enajenarlos, como sujetos del impuesto
comprendidos en el ramo de vehículos. Asimismo se con-
sidera que el impuesto deba enterarse en el momento en el
cual se solicite el registro de vehículos, permiso provisio-
nal de circulación en traslado o alta del propio vehículo.
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Asimismo se propone establecer la figura de los comer-
ciantes en el ramo de vehículos e incluir la definición de
los citados comerciantes, quienes deberán cumplir con las
obligaciones a las que hoy están sujetos los fabricantes y
distribuidores autorizados.

Igualmente, la iniciativa plantea modificar el procedimien-
to de cálculo a las motocicletas nuevas considerando la ta-
rifa, una cuarta parte de los valores de los intervalos que
contiene la tarifa aplicable a automóviles, y manteniendo la
tasa marginal de la misma

En cuanto a la responsabilidad solidaria de las autoridades
federales, la iniciativa refiere que el impuesto se causará en
el momento de la importación o enajenación, por lo cual
será necesario establecer un nuevo supuesto en el que pro-
ceda la exigencia de demostrar el pago del impuesto, como
lo es el permiso provisional para circulación en traslado
que autorizarían las autoridades correspondientes.

CONSIDERACIONES DE LA COMISION

Esta Comisión de Hacienda y Crédito Público conciente de
la importancia que en materia de ingresos representa para
las entidades federativas el impuesto sobre tenencia o uso
de vehículos, coincide con las medidas de simplificación
administrativa, seguridad jurídica, así como de control, es-
tablecidas en la Iniciativa en estudio. Lo anterior, con el
objeto de que los contribuyentes sujetos a dicho gravamen
sigan cumpliendo de manera íntegra con el pago de la con-
tribución.

En ese sentido, esta dictaminadora considera acertada la
propuesta de eliminar el plazo de 15 días que actualmente
se contempla en la ley de la materia para el pago del im-
puesto tratándose de vehículos nuevos e importados, toda
vez que al permitir computar dicho plazo a partir de dife-
rentes momentos, constituye una vía de evasión en el pago
del impuesto que es necesario cerrar si se desea fortalecer
las finanzas de los Estados y del Distrito Federal, así como
dotar a las autoridades fiscales de las entidades federativas
de elementos que les permitan tener la certeza de que efec-
tivamente se efectúa el pago aludido.

Por lo anterior, con el propósito de avanzar en el proceso
de asegurar el pago oportuno de las contribuciones por to-
das las personas obligadas a hacerlo, se aprueba la modifi-

cación al artículo 1o. de la referida Ley, a fin de estable-
cerse que el impuesto deba enterarse en el momento en el
cual se importe el vehículo, se solicite el registro, permiso
provisional de circulación en traslado o alta correspon-
diente.

Por otra parte, la que dictamina coincide con la Iniciativa
en análisis, en el sentido de incorporar como sujetos al
cumplimiento de las obligaciones que la ley de la materia
establece para otros sectores con actividades similares, a
los importadores de vehículos para su comercialización en
el país. Lo anterior, derivado de la apertura económica de
la industria automotriz, establecida en el Tratado de Libre
Comercio de América del Norte, para el siguiente año.

En tal sentido, se aprueba establecer en el artículo 1o.-A de
la Ley de referencia la figura de los “comerciantes en el
ramo de vehículos”, así como incluir en el artículo 7o. de
dicho ordenamiento, la definición de los citados comer-
ciantes, con el objeto de que cumplan con las mismas obli -
gaciones a las que están sujetos hoy en día los fabricantes
y distribuidores autorizados.

De igual forma, esta Cámara de origen coincide con el Eje-
cutivo Federal en la necesidad de adicionar un nuevo su-
puesto en materia de responsabilidad solidaria del impues-
to para el caso de autoridades federales, estatales o
municipales competentes que autoricen el registro de vehí-
culos, matrículas, altas, cambios o bajas de placas o que
hayan efectuado la renovación de los mismos, sin haberse
cerciorado de que no existían adeudos por este impuesto.
Lo anterior es así, derivado de que el impuesto se causará
en el momento de la importación o enajenación.

En tal sentido, se aprueba la inclusión en el artículo 3o. de
la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos,
del permiso provisional para circulación en traslado que
autoricen las autoridades competentes, como supuesto que
atiende a la exigencia de demostrar el pago del impuesto.

Por otra parte, esta Comisión de Hacienda y Crédito Públi -
co estima correcta la propuesta del Ejecutivo Federal de
derogar el artículo 15-D de la citada Ley, por la dificultad
operativa que representa para las autoridades de los estados
implementar tal medida, así como de evitar que las entida-
des federativas se vean afectadas en sus ingresos.
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Los montos de las cantidades establecidas en la tarifa a que
se refiere este artículo, se actualizarán en el mes de enero
de cada año, con el factor de actualización correspondien-
te al periodo comprendido desde el mes de noviembre del
penúltimo año hasta el mes de noviembre inmediato ante-
rior a aquél por el cual se efectúa la actualización, mismo
que se obtendrá de conformidad con el artículo 17-A del
Código Fiscal de la Federación. La Secretaría de Hacienda
y Crédito Público publicará el factor de actualización en el
Diario Oficial de la Federación, durante el mes de diciem-
bre de cada año.”

Ley del Impuesto sobre 
Tenencia o Uso de Vehículos

ARTÍCULO DECIMOSEXTO. Se REFORMAN los ar-
tículos 1o., tercer y quinto párrafos; 1o-A, fracciones I, in-
ciso a) y II, primer párrafo; 3o., fracción III, primer párra-
fo; 7o., primer párrafo; 14; 15-C, inciso a), salvo su tabla,
y 17; se ADICIONA el artículo 7o., con una fracción VI, y
se DEROGA el artículo 15-D, de la Ley del Impuesto so-
bre Tenencia o Uso de Vehículos, para quedar como sigue:

“Artículo 1o. ...

Los contribuyentes pagarán el impuesto por año de calen-
dario durante los tres primeros meses ante las oficinas au-
torizadas, salvo en el caso de vehículos nuevos o importa-
dos, supuesto en el que el impuesto deberá calcularse y
enterarse en el momento en el cual se solicite el registro del
vehículo, permiso provisional para circulación en traslado
o alta del vehículo. El impuesto se pagará en las oficinas de
la entidad en que la autoridad federal, estatal, municipal o
del Distrito Federal autorice el registro, alta del vehículo o
expida el permiso provisional para circulación en traslado,
de dicho vehículo. Para aquellos vehículos que circulen
con placas de transporte público federal, el impuesto se pa-
gará en las oficinas correspondientes al domicilio fiscal
que el contribuyente tenga registrado ante la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público. Los contribuyentes de este
impuesto no están obligados a presentar, por dicha contri-
bución, la solicitud de inscripción ni los avisos del registro
federal de contribuyentes. No obstante lo dispuesto en este
párrafo, los contribuyentes que se encuentren inscritos en
el citado registro para efectos del pago de otras contribu-
ciones, deberán anotar su clave correspondiente en los for-
matos de pago de este impuesto.

...
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El artículo 14 de la Ley en análisis señala que el impuesto
correspondiente a las motocicletas nuevas se calculará
conforme a lo siguiente: La cantidad que se obtenga de di-
vidir la cilindrada en centímetros cúbicos entre mil y el co-
ciente obtenido se multiplicará por sí mismo. El resultado
obtenido se multiplicará por la cantidad de $1,806.00 y el
producto obtenido será el impuesto a pagar.

Como se puede observar, el procedimiento para la deter-
minación del impuesto correspondiente a las motocicletas
nuevas resulta ser un tanto complicado, ya que se requiere

de ciertos conocimientos técnicos en materia de motoci-
clismo. Por ello y con el objeto de simplificar el procedi-
miento establecido para la determinación del impuesto co-
rrespondiente, así como dotar al contribuyente de claridad
y seguridad jurídica para la determinación del mismo, la
que suscribe propone a esta Soberanía el siguiente texto:

“Artículo 14. Tratándose de motocicletas nuevas, el im-
puesto se calculará aplicando al valor total de la motoci-
cleta, la siguiente:



Las personas físicas o morales cuya actividad sea la enaje-
nación de vehículos nuevos o importados al público, que
asignen dichos vehículos a su servicio o al de sus funcio-
narios o empleados, deberán pagar el impuesto por el ejer-
cicio en que hagan la asignación, en los términos previstos
en el tercer párrafo de este artículo.

...

Artículo 1o–A. ...

I. ...

a) El que se enajena por primera vez al consumidor por el
fabricante, ensamblador, distribuidor o comerciantes en el
ramo de vehículos.

...

II. Valor total del vehículo, el precio de enajenación del fa-
bricante, ensamblador, distribuidor o comerciantes en el
ramo de vehículos, al consumidor, incluyendo el equipo
opcional común o de lujo, el impuesto al valor agregado y
las demás contribuciones que se deban cubrir por la enaje-
nación o importación, sin disminuir el monto de descuen-
tos, rebajas o bonificaciones.

...

Artículo 3o. ...

III. Las autoridades federales, estatales o municipales com-
petentes, que autoricen el registro de vehículos, permisos
provisionales para circulación en traslado, matrículas, al-
tas, cambios o bajas de placas o efectúen la renovación de
los mismos, sin haberse cerciorado que no existan adeudos
por este impuesto, correspondiente a los últimos cinco
años, salvo en los casos en que el contribuyente acredite
que se encuentra liberado de esta obligación.

...

Artículo 7o. Para los efectos de esta Ley se considera
como:

...

VI. Comerciantes en el ramo de vehículos, a las personas
físicas y morales cuya actividad sea la importación y ven-
ta de vehículos nuevos o usados.

Artículo 14. Tratándose de motocicletas nuevas, el im-
puesto se calculará aplicando al valor total de la motoci-
cleta, la siguiente:
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Los montos de las cantidades establecidas en la tarifa a que
se refiere este artículo, se actualizarán en el mes de enero
de cada año, con el factor de actualización correspondien-
te al periodo comprendido desde el mes de noviembre del
penúltimo año hasta el mes de noviembre inmediato ante-
rior a aquél por el cual se efectúa la actualización, mismo

que se obtendrá de conformidad con el artículo 17-A del
Código Fiscal de la Federación. La Secretaría de Hacienda
y Crédito Público publicará el factor de actualización en el
Diario Oficial de la Federación, durante el mes de diciem-
bre de cada año.



Artículo 15-C. ...

a) El valor total del automóvil establecido en la factura ori-
ginal o carta factura que hubiese expedido el fabricante,
ensamblador, distribuidor autorizado o comerciantes en el
ramo de vehículos, según sea el caso, se multiplicará por el
factor de depreciación, de acuerdo al año modelo del vehí-
culo, de conformidad con la siguiente:

...

Artículo 15-D. (Se deroga)

Artículo 17. Los fabricantes, ensambladores y distribuido-
res autorizados, así como los comerciantes en el ramo de
vehículos, tendrán la obligación de proporcionar a la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público, a más tardar el día
17 de cada mes, la información relativa al precio de enaje-
nación al consumidor de cada unidad vendida en territorio
nacional en el mes inmediato anterior, a través de disposi-
tivos electromagnéticos procesados en los términos que se-
ñale dicha Secretaría mediante disposiciones de carácter
general. Los que tengan más de un establecimiento, debe-
rán presentar la información a que se refiere este artículo,
haciendo la separación por cada uno de los establecimien-
tos y por cada entidad federativa.”

F. LEY DEL IMPUESTO SOBRE AUTOMÓVILES
NUEVOS.

DESCRIPCION DE LA INICIATIVA

La iniciativa en comento expresa que derivado del proceso
de la apertura económica contemplada en el Tratado de Li-
bre Comercio de América del Norte, se hacen necesarios
una serie de ajustes a la Ley Federal del Impuesto Sobre
Automóviles Nuevos a efecto de contar con un sistema fis-
cal acorde con la situación del país y en apoyo a la indus-
tria automotriz.

La iniciativa en cuestión plantea que derivado de la estabi-
lidad económica que se registra en materia de precios, se
juzga necesario que el período de ajuste de la tarifa aplica-
ble en este gravamen se actualice de forma anual toda vez
que la inflación se ha reducido a niveles similares a los que
registran nuestros principales socios comerciales.

Al respecto, la iniciativa señala que los montos que corres-
ponden a cada uno de los tramos se actualicen anualmente,
por lo cual propone que el factor de actualización sea el co-

rrespondiente al período comprendido desde el mes de no-
viembre del penúltimo año hasta el mes de noviembre in-
mediato anterior, a aquel por él cual se efectúa la actuali-
zación.

La iniciativa contempla además modificaciones en cuanto
al tratamiento a dar a los comerciantes en el ramo de ve-
hículos de importación. Al respecto, la Ley objeto de dic-
tamen establece como definición de automóviles nuevos
aquellos que se enajenan por primera vez al consumidor
por parte del fabricante, ensamblador o por el distribuidor
autorizado, así como los que se importen en definitiva al
país.

En relación a lo anterior, la iniciativa contempla la necesi-
dad de establecer la figura de “comerciantes en el ramo de
vehículos”, considerando que tales comerciantes realizaran
importaciones de dichas unidades para su enajenación en el
país, con lo cual, se equiparan al resto de los contribuyen-
tes del impuesto, por lo cual a fin de incorporarlos en el es-
quema de tributación del impuesto de referencia, se incor-
pora la definición antes mencionada por lo cual se
modifican los artículos 6o., primer párrafo y 10, de la Ley
en dictamen.

CONSIDERACIONES DE LA COMISION

Esta comisión dictaminadora coincide con el Ejecutivo Fe-
deral en los ajustes planteados a la Ley Federal del Im-
puesto sobre Automóviles Nuevos, toda vez que derivado
de la apertura económica de la industria automotriz, con-
templada en el Tratado de Libre Comercio de América del
Norte, para el año siguiente, se hace ineludible realizar una
serie de adecuaciones a la Ley en comento, a efecto de se-
guir manteniendo un sistema fiscal acorde con las expecta-
tivas comerciales imperantes en la actualidad.

De igual forma, resulta importante señalar que las modifi-
caciones planteadas en la Ley en dictamen, atienden al pro-
pósito de guardar concordancia con las reformas propues-
tas a la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de
Vehículos, presentadas en la misma Iniciativa en estudio.

En ese sentido, la que dictamina estima acertada la pro-
puesta contenida en la Iniciativa en análisis relativa al re-
conocimiento, en materia de este impuesto, de la figura de
los “comerciantes en el ramo de vehículos”. Ello, en aten-
ción a que tales comerciantes carecen de contratos de distri-
bución de vehículos, sin que dichos contratos se constituyan
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en una limitante para realizar importaciones para su poste-
rior comercialización en nuestro país.

Por otra parte, esta Comisión Dictaminadora coincide con
el Ejecutivo Federal en el sentido de establecer como una
medida de simplificación administrativa, que el factor de
actualización que corresponde a cada uno de los tramos de
la tarifa y demás contenidas en el artículo 3o. del citado or-
denamiento, se actualice en forma anual. Lo anterior, deri-
vado de la estabilidad económica que impera en la actuali-
dad en nuestro país, toda vez que la inflación en los últimos
años se ha reducido en niveles importantes.

Ley Federal del Impuesto sobre 
Automóviles Nuevos

ARTÍCULO DECIMOSÉPTIMO. Se REFORMAN los
artículos 2o., primer, cuarto y sexto párrafos; 3o., fracción
I, último párrafo; 6o., primer párrafo, y 10, y se ADICIO-
NA el artículo 5o., con un inciso d), de la Ley Federal del
Impuesto sobre Automóviles Nuevos, para quedar como
sigue: 

“Artículo 2o. El impuesto para automóviles nuevos se cal-
culará aplicando la tarifa o tasa establecida en el artículo
3o. de esta Ley, según corresponda, al precio de enajena-
ción del automóvil al consumidor por el fabricante, ensam-
blador, distribuidores autorizados o comerciantes en el ramo
de vehículos, incluyendo el equipo opcional, común o de
lujo, sin disminuir el monto de descuentos, rebajas o boni-
ficaciones.

…

En el caso de automóviles de importación definitiva, inclu-
yendo los destinados a permanecer definitivamente en la
franja fronteriza norte del país y en los Estados de Baja Ca-
lifornia, Baja California Sur y la región parcial del Estado
de Sonora, el impuesto se calculará aplicando la tarifa es-
tablecida en esta Ley, al precio de enajenación a que se re-
fiere el primer párrafo de este artículo, adicionado con el
impuesto general de importación y con el monto de las
contribuciones que se tengan que pagar con motivo de la
importación, a excepción del impuesto al valor agregado.

…

Tratándose de automóviles por cuya importación se pague
el impuesto general de importación a una tasa menor a la
general vigente, el impuesto a que se refiere esta Ley será

el que se determine conforme a lo previsto en el cuarto pá-
rrafo de este artículo, considerando el impuesto general de
importación que se hubiere tenido que pagar de haberse
aplicado la tasa general referida.

…

Artículo 3o. …

I. …

Las cantidades que correspondan a cada uno de los tramos
de la tarifa de este artículo, así como las contenidas en el
párrafo que antecede, se actualizarán en el mes de enero de
cada año, con el factor de actualización correspondiente al
período comprendido desde el mes de noviembre del pe-
núltimo año hasta el mes de noviembre inmediato anterior
a aquél por el cual se efectúa la actualización, mismo que
se obtendrá de conformidad con el artículo 17-A del Códi-
go Fiscal de la Federación. La Secretaría de Hacienda y
Crédito Público publicará el factor de actualización en el
Diario Oficial de la Federación durante el mes de diciem-
bre de cada año.

…

Artículo 5o. …

d) Comerciantes en el ramo de vehículos, a las personas fí-
sicas y morales cuya actividad sea la importación y venta
de vehículos nuevos o usados.

Artículo 6o. Para los efectos de esta Ley, se entiende por
enajenación, además de lo señalado en el Código Fiscal de
la Federación, la incorporación del automóvil al activo fijo
de las empresas fabricantes, ensambladoras o importadoras
de automóviles e inclusive al de los distribuidores autori-
zados y comerciantes en el ramo de vehículos, o los que
tengan para su venta por más de un año, excepto cuando se
trate de automóviles por los que ya se hubiera pagado el
impuesto a que esta Ley se refiere. En estos casos, el im-
puesto se calculará en los términos del artículo 2o. de esta
Ley, según proceda.

Artículo 10. Tratándose de automóviles importados en de-
finitiva por personas distintas al fabricante, al ensambla-
dor, a sus distribuidores autorizados o a los comerciantes
en el ramo de vehículos, el impuesto a que se refiere esta
Ley, deberá pagarse en la aduana mediante declaración,
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conjuntamente con el impuesto general de importación, in-
clusive cuando el pago del segundo se difiera en virtud de
encontrarse los automóviles en depósito fiscal en almace-
nes generales de depósito. No podrán retirarse los automó-
viles de la aduana, recinto fiscal o fiscalizado, sin que pre-
viamente se haya realizado el pago que corresponda
conforme a esta Ley.”

G. LEY FEDERAL DE DERECHOS.

DESCRIPCIÓN DE LA INICIATIVA.

1. Iniciativa presentada por el Ejecutivo.

En la Iniciativa se plantean diversos cambios y adiciones a
la Ley Federal de Derechos con el propósito de simplificar
su pago y otorgar seguridad jurídica a los contribuyentes,
promover el aprovechamiento sustentable de los bienes de
dominio público de la Nación, así como adecuar las dispo-
siciones fiscales al entorno económico.

Con el propósito de mejorar y alcanzar una más eficaz
prestación de servicios, así como una mayor protección y
conservación de determinados bienes de dominio público,
el Ejecutivo Federal contempla el otorgamiento de un es-
quema de destinos específicos de ingresos por derechos, a
fin de que tales recursos sean destinados precisamente al
aprovechamiento y conservación de los bienes, con lo cual
esta Dictaminadora coincide en su objetivo, destacando el
caso de los derechos por el uso de áreas naturales protegi-
das y los de vida silvestre.

La que Dictamina considera de relevancia que se incluya el
cobro de derechos por la presentación de los exámenes de
acreditación de conocimientos ante la Comisión Nacional
de Seguros y Fianzas, para los actuarios que presten sus
servicios a las instituciones de fianzas y a las instituciones
y sociedades mutualistas de seguros, dado que es necesario
por una parte, que los mismos acrediten ante dicha Comi-
sión tener los conocimientos requeridos para llevar a cabo
la elaboración y firma de notas técnicas, la valuación de re-
servas técnicas o efectuar dictámenes actuariales indepen-
dientes y por otra parte, estar en posibilidad de recuperar
los costos en que incurre esa Comisión por la prestación de
dichos servicios. (Artículo 31-A-1 y 31-A2)

De igual manera, esta Comisión considera prudente el in-
corporar el derecho por la acreditación del prestador de ser-
vicios de certificación de firma electrónica para actos de
comercio, a fin de que el Estado pueda recuperar el costo

en el que se incurre por la prestación del servicio de acre-
ditación, actividad que se encuentra regulada en la legisla-
ción común vigente en materia de comercio electrónico.
(Artículo 78)

En materia de telecomunicaciones, la que Dictamina con-
sidera importante modificar el cobro del derecho por la ve-
rificación e inspección de las instalaciones que constituyen
las redes de los servicios de telecomunicaciones, el cual se
viene cobrando por cualquier inspección que se efectúe a
los concesionarios, sin embargo, se considera viable esta-
blecer en la Iniciativa que el cobro del derecho se efectúe
única y exclusivamente para aquellos casos en que el ser-
vicio sea solicitado expresamente por los concesionarios,
permisionarios y asignatarios, evitando mayores cargas tri-
butarias. (Artículo 91)

Asimismo, se considera adecuado incorporar el derecho
por el estudio de la solicitud y expedición del título de con-
cesión para el uso, aprovechamiento o explotación de ban-
das que se utilicen en uso experimental, con carácter pri-
vado y sin fines de lucro, a fin de cubrir los costos de este
servicio. (Artículos 93 y 94-A)

Esta Dictaminadora estima procedente modificar el dere-
cho por los servicios a la navegación aérea, de las aerona-
ves que utilicen el servicio de un aeropuerto controlado por
Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano
con destino a una plataforma o helipuerto dentro del terri-
torio nacional, a fin de que el órgano prestador del servicio
pueda determinar las distancias a los lugares indicados,
toda vez que es de suma importancia la existencia de una
base cierta sobre la cual se deba pagar el derecho. (Artícu-
lo 150-A)

Con el fin de incentivar el arribo al país de vuelos charters,
los cuales habían tenido una disminución considerable,
esta Comisión esta de acuerdo en proponer la reducción de
la cuota por litro de combustible de $0.90 a $0.80, en el ré-
gimen que para estos derechos se cobra por litro de com-
bustible. (Artículo 150-B)

La que Dictamina es coincidente en adecuar los derechos
por servicios forestales a la nueva Ley General de Desa-
rrollo Forestal Sustentable, esto con el fin de mejorar y al-
canzar una prestación eficaz de los servicios derivados de
la aplicación del ordenamiento citado, por lo que se estima
procedente adicionar el derecho relativo a la recepción,
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evaluación y dictamen del programa de manejo de planta-
ción forestal comercial, así como la autorización de planta-
ción forestal comercial en terrenos preferentemente fores-
tales, en superficies mayores a 800 hectáreas, a fin de
diferenciar el programa de manejo de plantación forestal
simplificado el cual se lleva a cabo en superficies menores
o iguales a 800 hectáreas, del programa de manejo de plan-
tación forestal que opera en superficies mayores a 800 hec-
táreas. (Artículo 194-N)

Esta Dictaminadora considera adecuado establecer el co-
bro del derecho de cambio de uso de suelo para terrenos fo-
restales que cuenten con superficies menores o iguales a
una hectárea. Lo anterior, tomando en consideración las
múltiples solicitudes que ha tramitado la autoridad para el
cambio de uso del suelo en terrenos forestales en superfi-
cies menores o iguales a una hectárea, sin que se encuentre
previsto el derecho correspondiente en la Ley Federal de
Derechos vigente. (Artículo 194-M)

Con el propósito de fomentar la regulación en materia de
sanidad forestal para la importación y exportación de pro-
ductos y subproductos forestales, el Ejecutivo Federal pro-
pone establecer el cobro de derechos por la verificación de
la calidad sanitaria y la expedición de los certificados fito-
sanitarios para la exportación, ya que de no verificarse, los
productos con fines de exportación podrán llegar a su des-
tino con organismos de importancia cuarentenaria provo-
cando un posible rechazo de las mercancías en el país de
destino, generando posibles conflictos internacionales por
no cumplir con las regulaciones no arancelarias. A juicio
de esta Comisión, resulta necesario tomar en cuenta que las
plagas exóticas representan un riesgo ambiental, ya que al
encontrarse en ambientes propicios éstas invaden especies
forestales de importancia y el impacto ecológico se mani-
fiesta posteriormente desde la pérdida de vigor de los ár-
boles, la reducción de su crecimiento y el detrimento de su
valor estético y comercial. (Artículo 194-N-2)

Esta Comisión manifiesta su conformidad en adecuar el de-
recho por la autorización del aprovechamiento de recursos
forestales de especies maderables, para que la autoridad
competente al disponer de la información suficiente gene-
rada por la documentación presentada, dictamine con un
sólido sustento técnico y jurídico las solicitudes respecti-
vas, y en su caso, emita la autorización solicitada. (Artícu-
lo 194-K)

La que Dictamina considera oportuno incluir el cobro de
derechos por la expedición del certificado de aprobación

para laboratorios de prueba que emite la Procuraduría Fe-
deral de Protección al Ambiente, con lo que se pretende
brindar una infraestructura adicional disponible a la cre-
ciente demanda de caracterización de materiales y residuos
generados por la planta industrial del país, toda vez que esa
Procuraduría brinda apoyo a los procedimientos adminis-
trativos que se instauran en materia de inspección indus-
trial, a través de proporcionar los resultados analíticos de
muestras que permitan dirigir de una manera más efectiva
las medidas técnicas para la prevención, restauración y
control de los residuos peligrosos y la contaminación del
aire. Se debe tomar en consideración que los laboratorios
de prueba que solicitan la evaluación de conformidad para
obtener la acreditación ante la Entidad Mexicana de Acre-
ditación A.C. (EMA) y la aprobación por parte de la Pro-
curaduría, obtienen el beneficio de que sus resultados sean
reconocidos como parte de los procedimientos donde esa
autoridad tenga intervención. Asimismo, se pretende ins-
taurar un destino específico del 60% de los ingresos obte-
nidos por la recaudación de los derechos por diversos ser-
vicios que presta la Procuraduría Federal de Protección al
Ambiente, a fin de fortalecer la inspección y vigilancia en
materia ambiental. (Artículo 194-U)

Esta Dictaminadora considera propicio incorporar un des-
tino específico a los ingresos obtenidos por la recaudación
de los derechos contenidos de la Sección Quinta a la No-
vena, del CAPÍTULO XIII del Título I de la Ley Federal
de Derechos, a la Secretaría de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales, para el mantenimiento, conservación y ope-
ración de los servicios mencionados en dichas secciones,
siempre que los estados o el Distrito Federal hayan acorda-
do con la propia Secretaría, a través de la celebración de
convenios específicos para la asunción de funciones, la
descentralización de dichos servicios o trámites, por lo que
si la función permanece descentralizada, los ingresos se
destinarán al Distrito Federal o a la entidad federativa que
haya prestado el servicio o realizado el trámite respectivo
cuando la función permanezca descentralizada, con el ob-
jeto de lograr que los mismos obtengan recursos suficien-
tes para invertirlos en la prestación de servicios relaciona-
dos con asuntos ambientales y de esta manera, apoyar a la
Secretaría del Medio Ambiente y Recursos Naturales en la
realización de sus funciones. (Artículo 194-W)

La que dictamina manifiesta su conformidad con la pro-
puesta presentada por el Ejecutivo Federal en materia de
derechos por uso de aguas nacionales, relativa a establecer
un régimen transitorio para municipios de la región Sur-
Sureste de la Nación mediante el beneficio de cubrir el
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pago del derecho por el uso de aguas nacionales conforme
a una zona de disponibilidad de agua mayor a la que esta-
blece el artículo 231 de la Ley Federal de Derechos vigen-
te, toda vez que en su disponibilidad de agua superficial re-
gistran excedentes en dicho recurso, aunado al hecho en
que en dicha región se registra la mayor precipitación plu-
vial del país, así como importantes afluentes de agua, por
lo que el Gobierno Federal a través de dicha propuesta, im-
pulsará el aprovechamiento de las ventajas comparativas
de la misma para incentivar la inversión privada, propiciar
la competitividad y el desarrollo económico de la región.

Considerando la creciente preocupación existente en el
noroeste del país, particularmente en el Estado de Baja Ca-
lifornia, por la creciente extracción de materiales de cau-
ces, vasos y zonas de corrientes, lo cual ha ocasionado im-
pactos en el perfil topográfico de las cuencas y vasos que
se reflejan en una mayor vulnerabilidad de las zonas ribe-
reñas a las precipitaciones pluviales ocasionando desastres
naturales, y con el objetivo de revertir dicha tendencia,
principalmente en los lugares donde se registran las mayo-
res extracciones de materiales y una mayor vulnerabilidad
de las zonas ribereñas, esta Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público coincide con el propósito del Ejecutivo Fede-
ral de zonificar las áreas de extracción e incrementar la
cuota correspondiente en el área donde se registra el 80%
de ésta (Baja California, Sinaloa, Sonora y Tabasco), en
tanto que se mantienen las cuotas en el resto del país. Adi-
cionalmente, con el fin de ir actualizando dichas cuotas y
que las mismas no se rezaguen e induzcan a la sobreexplo-
tación, se propone modificar su determinación vigente de
tasas a un esquema de tarifa. (Artículo 236) 

En el presente Dictamen también se está de acuerdo en la
incorporación del derecho por el aprovechamiento extrac-
tivo de las especies en riesgo que se aprovechen en territo-
rio nacional, con el fin de fomentar su protección, excep-
tuándose del pago de este derecho a las personas que
cuenten con autorización de autoridad competente para
programas de recuperación, repoblamiento, reintroducción
y protección de estas especies, coincidiendo en la necesi-
dad de otorgar un destino específico de los ingresos obte-
nidos por la recaudación de este derecho a la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, para la protección
y cuidado de especies en riesgo y a la Comisión Nacional
para el Conocimiento y Uso de la Biodiversidad para la
conservación de las especies en riesgo, aves migratorias y
transfronterizas. (Artículo 238-B)

En relación con el derecho de aprovechamiento no extrac-
tivo que se aplicaba únicamente a los centros tortugueros,
en la Iniciativa se propone ampliarlo a los centros para la
protección y conservación de la vida silvestre en general
propiedad de la Nación, con la finalidad de que los ingre-
sos que se obtengan por la recaudación de este derecho se
destinen a dichos centros para su conservación, manteni-
miento y operación. Sin embargo, esta Comisión propone
adecuar el texto del primer párrafo del artículo 238-C a fin
de evitar confusiones en el pago del derecho correspon-
diente, para lo cual se sugiere la siguiente redacción:

“Artículo 238-C. Por el aprovechamiento no extractivo de
tortugas terrestres, dulceacuícolas y marinas y de la vida
silvestre en general, originado por el desarrollo de las acti-
vidades de observación en centros para la protección y con-
servación de las tortugas propiedad de la Nación y en los
centros para la conservación e investigación de la vida sil-
vestre, se pagará el derecho de aprovechamiento no extrac-
tivo por persona, por día, conforme a la siguiente cuota
$15.00

…

No pagarán el derecho a que se refiere este artículo, los re-
sidentes permanentes de las localidades contiguas a los
centros para la protección y conservación de las tortugas y
de los centros para la conservación e investigación de la
vida silvestre, siempre y cuando cuenten con la certifica-
ción de esta calidad, otorgada por la autoridad responsable
previa presentación de la documentación correspondiente y
realicen actividades recreativas sin fines de lucro.

…

Los ingresos que se obtengan por la recaudación del dere-
cho a que se refiere este artículo, se destinarán a los centros
tortugueros y a los centros para la conservación e investi-
gación de la vida silvestre, que se encuentren bajo el ma-
nejo y administración de la Secretaría de Medio Ambiente
y Recursos Naturales, para programas de su conservación,
mantenimiento y operación de dichos centros.”

La Iniciativa propone la necesidad de replantear los dere-
chos por los servicios de trámite y expedición del permiso
sanitario en materia de publicidad, vinculado a las diversas
actividades a que se refiere la Ley General de Salud, así
como modificar el esquema de cobro de diversos servicios
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como es el caso del derecho por el registro, análisis y ma-
nejo de riesgos sanitarios y el derecho por la solicitud y ex-
pedición de la licencia sanitaria de Bancos de Sangre, con
el objeto de prevenir riesgos a la salud de la población. 

En ese sentido, esta Dictaminadora considera adecuado in-
corporar el derecho por los servicios de autorización o cer-
tificación de personas físicas o morales como unidades de
verificación, organismos de certificación, laboratorios de
prueba y terceros autorizados, con el objeto de fomentar
que las instituciones que cuenten con el equipo, instalacio-
nes y personal capacitado para ello, se certifiquen como
terceros autorizados para coadyuvar con la Secretaría de
Salud en las funciones de verificación y certificación de la-
boratorios, con el fin de garantizar la calidad de los medi-
camentos, así como su fabricación, almacenamiento y ven-
ta al público, minimizando el riesgo sanitario a la pobla-
ción.

Asimismo, esta Comisión coincide en la necesidad de mo-
dificar el esquema de cobro del derecho de registro de pla-
guicidas, para desincentivar su ingreso al país cuando éstos
representen un alto riesgo para la salud, incrementar su
control sanitario, desalentar el uso de los persistentes y
bioacumulables en el ambiente y en los organismos, y pro-
mover el uso de plaguicidas menos peligrosos, menos per-
sistentes y biodegradables.

Para lograr el cumplimiento de los objetivos en materia de
salud descritos en la Iniciativa, esta Comisión considera
procedente implementar un destino específico del total de
los ingresos recaudados por los derechos a que se refiere el
CAPÍTULO XIV, del Título I de la Ley Federal de Dere-
chos, correspondientes a la Secretaría de Salud, para el
mantenimiento, conservación y operación de los diversos
servicios sanitarios. (Artículos 195 a 195-L-4)

Esta Dictaminadora, no considera propicio por el momen-
to el reubicar al Municipio de Cozumel a la zona X del Ar-
tículo 232-D de la Ley Federal de Derechos, para efectos
del pago de derechos por el uso, goce o aprovechamiento
de las playas, la zona federal marítimo terrestre y los terre-
nos ganados al mar o a cualquier otro depósito de aguas
marítimas, toda vez que se presenta un incremento consi-
derable en el pago de los derechos, sin contar con la justi -
ficación técnica requerida aunado al hecho de desconocer
los efectos sociales y económicos de aplicarse dicha medi-
da, por lo cual se suprime la propuesta del presente Dicta-
men.

Respecto a la adición del derecho por el uso del espacio aé-
reo como cuerpo receptor de contaminantes, en el cual se
reconoce que los niveles de contaminación atmosférica en
nuestro país afectan a la calidad del aire que respiramos los
mexicanos, esta Soberanía ha considerado que si bien la
propuesta es benéfica, se estima necesario que la misma
sea analizada con mayor profundidad, toda vez que se des-
conoce el impacto económico sobre las empresas contribu-
yentes del derecho, aunado al hecho de que la misma no se
aplicaría en el año 2004, por lo que propone, suprimirla del
Dictamen de la Ley y sugiere se estudie con diversos sec-
tores y expertos en la materia para revaluar en el futuro su
incorporación al ordenamiento. Entre los aspectos que de-
berán evaluarse se encuentra la calidad de los combustibles
que PEMEX proporciona a las empresas.

Esta Dictaminadora considera oportuna la derogación del
derecho por el uso o aprovechamiento del espacio aéreo
congestionado, en virtud de que el mismo ha cumplido con
su finalidad, pues en la actualidad en el Aeropuerto Inter-
nacional de la Ciudad de México son mínimas las opera-
ciones aéreas privadas y de taxis aéreos de carácter nacio-
nal o internacional que regulaba este precepto, por lo que
no se justifica su vigencia. (Artículo 287)

La Iniciativa presentada propone un Capítulo, en el cual se
implementa un nuevo régimen fiscal, que grave mediante
diversos derechos la actividad relacionada con la explota-
ción de los yacimientos de hidrocarburos del país.

Esta Dictaminadora considera necesaria e indispensable la
incorporación del nuevo régimen fiscal de Petróleos Mexi-
canos (PEMEX), pues con el mismo se busca situar a esta
empresa en igualdad de circunstancias con respecto a cual-
quier otro contribuyente que explote recursos no renova-
bles, constitucionalmente propiedad de la Nación y se pre-
tende lograr que la empresa sea financieramente sana y
pueda, al mismo tiempo, efectuar las inversiones que tanto
requiere.

Se considera indispensable y benéfica la inclusión de este
nuevo régimen fiscal, pues con el mismo se logrará que
PEMEX tenga fuertes incentivos para invertir en la explo-
ración y explotación de nuevos yacimientos de hidrocarbu-
ros, ya que de esa manera baja su carga promedio, además
este efecto permitirá incrementar las reservas, así como la
plataforma de explotación, y un adecuado abastecimiento
del mercado interno, logrando en el mediado plazo abatir
las importaciones que tenemos que hacer, especialmente en
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el caso de gas natural. Por lo tanto, el esquema que se pro-
pone, al otorgar un trato muy favorable a las nuevas inver-
siones en exploración y explotación, revertirá el descenso
de las reservas, y por lo tanto de la recaudación.

Así mismo, el nuevo régimen fiscal de PEMEX, le per-
mitirá generar flujos que se destinen a nuevas inversio-
nes, mismas que generan ingresos adicionales para el or -
ganismo, lo que provocará una mejor calificación de su
deuda y en consecuencia, financiamientos a tasas de nivel
más bajo.

La que Dictamina considera conveniente estimular me-
diante este nuevo régimen, la inversión en proyectos de ex-
ploración y explotación de los recursos petroleros, a través
de la aplicación de un derecho por la explotación de petró-
leo, que sea favorable para la inversión en nuevos pozos.
Asimismo, se busca que PEMEX sea más eficiente en la
explotación de los pozos en operación, para lo cual se es-
tablece una exención de este derecho para aquellos pozos
que tienen una producción diaria de hasta 30 barriles de pe-
tróleo crudo, así como 1,000,000 de pies cúbicos de gas na-
tural no asociado, con lo cual PEMEX se verá motivado a
explotar dichos pozos hasta agotarlos, aprovechando al
máximo los recursos no renovables.

Debido a que el gas natural es fundamental para el desa-
rrollo económico del país, al ser uno de los insumos bási-
cos de la industria nacional, así como para la generación de
la electricidad, se debe priorizar y alentar su explotación a
través de la aplicación de una tasa inferior a la que tendrá
el crudo. Con ello también se eliminará la considerable
pérdida de divisas en que, por la importación del gas natu-
ral, incurre el país hoy en día.

Sin embargo, esta dictaminadora considera que para fines
de que la exención se aplique genéricamente a la totalidad
de extracción de petróleo crudo y gas natural no asociado
gravada para el primer caso a las tasas del 75% y 25% y
para el segundo a la del 15% y 10%, modificar los párrafos
pertinentes, así como el mecanismo de pagos provisionales
de los artículos 254, 255 y 256 de la Iniciativa para quedar
como sigue:

“Artículo 254. Quienes exploten yacimientos de petróleo
crudo o gas natural estarán obligados al pago anual del de-
recho sobre la extracción de hidrocarburos, conforme a lo
siguiente:

I. El derecho se calculará aplicando las siguientes tasas al
valor anual de petróleo crudo extraído:

a). La del 75% al valor de los primeros 3.1089 millones de
barriles diarios de petróleo crudo extraídos en el año.

La cantidad máxima a que se refiere el párrafo anterior, se
modificará anualmente, multiplicando el factor de 0.84497
por la cantidad máxima que se hubiere determinado en el
año inmediato anterior.

b). La del 25% al valor del petróleo crudo extraído en el
año que rebase la cantidad máxima, que para el año de que
se trate se obtenga conforme al inciso anterior.

Para los efectos de esta fracción, estará exenta la extrac-
ción correspondiente a 30 barriles diarios de petróleo cru-
do en el año por pozo en explotación, de la totalidad de los
pozos que producen petróleo crudo

II. El derecho se calculará aplicando las siguientes tasas al
valor anual de gas natural extraído:

a). La del 15% al valor del gas natural extraído en el año
que no rebase la cantidad máxima de 3,762 millones de
pies cúbicos diarios, para el año de 2004.

La cantidad máxima a que se refiere el párrafo anterior, se
modificará anualmente, multiplicando el factor de 0.82949
por la cantidad máxima que se hubiere determinado en el
año inmediato anterior.

b). La del 10% al valor del gas natural extraído en el año
que rebase la cantidad máxima, que para el año de que se
trate se obtenga conforme al inciso anterior.

Para los efectos de esta fracción, estará exenta la extrac-
ción correspondiente a 1’000,000 de pies cúbicos diarios
de gas natural no asociado en el año por pozo en explota-
ción, considerando la totalidad de los pozos que producen
dicho gas. Igualmente estará exenta la extracción de gas
natural usado para la producción de hidrocarburos.

El derecho a que se refiere este artículo será la suma de los
resultados obtenidos conforme a las fracciones I y II del
propio artículo.

Artículo 255. A cuenta del derecho a que se refiere la frac-
ción I del artículo 254, se harán pagos provisionales men-
suales, por el total de barriles de petróleo crudo extraído en
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el mes de que se trate, valuado conforme a lo establecido
en el artículo 260 de esta Ley. Para estos efectos, se multi-
plicará el número de barriles diarios de petróleo crudo ex-
traído durante el periodo, por el número de días del mes de
que se trate, sobre la cantidad así obtenida se calculará el
derecho considerando los por cientos y límites establecidos
en la fracción I del propio artículo, disminuidos del valor
de petróleo crudo que se encuentre exento en el propio pe-
riodo, de acuerdo con el número de días del mismo mes y,
la cantidad que resulte será el pago provisional del pe-
riodo.

Artículo 256. A cuenta del derecho a que se refiere la frac-
ción II del artículo 254, se harán pagos provisionales men-
suales, por el total del gas natural extraído en el mes de que
se trate, valuado conforme a lo establecido en el artículo
260 de esta Ley. Para estos efectos, se multiplicará el nú-
mero de pies cúbicos de gas natural extraído durante el pe-
riodo, por el número de días del mes de que se trate, sobre
la cantidad así obtenida se calculará el derecho consideran-
do los por cientos y límites establecidos en la fracción II
del propio artículo, disminuidos del valor de gas natural no
asociado que se encuentre exento en el propio periodo, de
acuerdo con el número de días del mismo mes y, la canti-
dad que resulte será el pago provisional del periodo.” 

Esta Comisión considera conveniente el cobro de un dere-
cho para aquellos casos en que el precio promedio ponde-
rado del barril de petróleo crudo exportado en el año, ex-
ceda de 18.49 dólares de los Estados Unidos de América,
aplicándose para tales efectos tasas graduales conforme al
aumento del precio del recurso. Cabe destacar que la im-
portancia del derecho estriba en que los ingresos generados
por su aplicación serán destinados al Fondo de Estabiliza-
ción de los Ingresos Petroleros, a fin de que se cumplan los
objetivos del mismo; sin embargo, esta Representación es-
tima que tomando en consideración que el presupuesto en-
viado por el Ejecutivo Federal, no considera la reforma fis-
cal presentada, a fin de homologar la estructura de ingresos
que percibiría el Estado de aprobarse este nuevo régimen,
se estima necesario establecer que el destino específico se-
ñalado en el presente párrafo y la deducción del propio de-
recho de la base del derecho ordinario sobre hidrocarburos
siempre que su destino sea para pago de deuda del orga-
nismo, se apliquen a partir del 1º de enero de 2005. Para ta-
les efectos, se propone la adición de una fracción V al ar-
tículo sexto transitorio, en los términos siguientes:

“V. Lo dispuesto en el último párrafo del artículo 257 de
esta Ley, así como lo establecido en el octavo párrafo del

artículo 258 de la misma, este último en lo relativo a la de-
ducción del 69% del derecho sobre hidrocarburos para el
fondo de estabilización siempre que se destine al pago de
deuda contraída, de la base del derecho ordinario sobre hi-
drocarburos, serán aplicables a partir del 1º de enero de
2005.”

A juicio de esta Comisión resulta favorable establecer las
deducciones para el derecho ordinario sobre hidrocarburos
planteadas por el Ejecutivo en la Iniciativa, toda vez que se
permite que las erogaciones realizadas en el período de ex-
ploración se deduzcan en el ejercicio en que se efectúen,
así como las inversiones realizadas para el desarrollo y ex-
plotación de yacimientos de petróleo crudo y gas natural,
en el 20% del monto original de la inversión en cada ejer-
cicio. Así mismo, resulta viable incentivar a PEMEX a des-
tinar el 69% del derecho para el fondo de estabilización a
fin de cubrir el pago de la deuda contraída por el organis-
mo, de este modo se permitirá que este porcentaje sea de-
ducible para efectos del derecho ordinario sobre hidrocar-
buros.

Con relación a este artículo, esta dictaminadora detectó que
el párrafo alusivo a la definición de gas natural extraído
que se establece el propio numeral 258 de la Iniciativa, de-
be aplicarse genéricamente al capítulo de hidrocarburos, a
fin de evitar confusiones en la aplicación del cálculo de los
derechos por lo que propone establecerlo en el artículo 260
de la misma, en los siguientes términos:

“Artículo 260. Para los efectos de los artículos a que se re-
fiere este capítulo, se considerará:

I. Como valor del petróleo crudo extraído, la suma del va-
lor de cada tipo de petróleo crudo extraído. El valor de ca-
da tipo de petróleo crudo extraído se entenderá como el
precio promedio de exportación por barril de petróleo cru-
do, en el periodo de que se trate, multiplicado por el volu-
men de barriles de petróleo crudo extraído en el mismo pe-
riodo .En el caso de que algún tipo de petróleo crudo
comercializado dentro del país no haya sido exportado, el
precio promedio ponderado se calculará ajustándolo por la
calidad del petróleo crudo de que se trate, de acuerdo con
el contenido de azufre y los grados API que contenga.

II. Como valor del gas natural extraído, el precio promedio
que en el periodo que corresponda haya tenido la unidad
térmica de gas natural en el mercado internacional relevan-
te mas cercano que al efecto de a conocer la Secretaría de

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 9 de diciembre de 2003289



Hacienda y Crédito Público mediante la expedición de re-
glas de carácter general, multiplicado por el volumen de
gas natural extraído en el mismo periodo por el que esté
obligado al pago del derecho.

Los derechos se deberán pagar sobre la totalidad del petró-
leo crudo y gas natural extraídos en el periodo, incluyendo
el consumo que de estos productos efectúen los propios
contribuyentes, así como las mermas por derramas o que-
ma de dichos productos. No se causarán los derechos a los
que se refiere este capítulo, por la quema de gas natural que
se realice en el periodo de que se trate, hasta por el 2% del
total de la extracción de dicho gas en el mismo periodo. 

Para los efectos de este capítulo se entenderá como gas na-
tural extraído, la extracción de la totalidad de gas natural
menos el gas natural utilizado para la producción de hidro-
carburos.”

Ahora bien, a fin de otorgar certeza jurídica a PEMEX en
el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, esta Dictami-
nadora propone modificar las correlaciones con los artícu-
los correspondientes de la Ley del Impuesto sobre la Ren-
ta en materia de operaciones entre partes relacionadas y
que en la Iniciativa en análisis se contemplan en el nume-
ral 261, lo anterior, toda vez que se detectó que las mismas
no correspondían con el sentido del propio numeral; ante
tales circunstancias se realizan las siguientes modificacio-
nes:

“Artículo 261. Para los efectos del presente capítulo, los
contribuyentes que enajenen petróleo crudo o gas natural a
partes relacionadas, estarán obligados a determinar el valor
del petróleo crudo y gas natural, considerando para esas
operaciones, los precios y montos de contraprestaciones
que hubieran utilizado con o entre partes independientes en
operaciones comparables, aplicando para ello el método de
precio comparable no controlado establecido en el artículo
216, fracción I de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

Tratándose de costos, gastos e inversiones realizados o ad-
quiridos con partes relacionadas, los contribuyentes consi-
derarán para esas operaciones, los precios y montos de
contraprestaciones que hubieran utilizado con o entre par-
tes independientes en operaciones comparables, aplicando
para esos efectos lo dispuesto en los artículos 92, 215 y 216
de la Ley del Impuesto sobre la Renta.”

Con la finalidad de mantener el flujo de recursos conteni-
do en el esquema vigente, esta Comisión esta de acuerdo

en que se continué con la obligación de que los contribu-
yentes efectúen anticipos diarios y semanales a cuenta del
pago provisional de los derechos sobre la extracción de hi-
drocarburos y ordinario sobre hidrocarburos, mismos que
se determinarán anualmente en la Ley de Ingresos de la Fe-
deración.

Esta Dictaminadora manifiesta su conformidad en que se
mantengan los ingresos participables a las entidades fede-
rativas, derivado de la aplicación de este nuevo régimen, ya
que para los efectos del artículo 2° de la Ley de Coordina-
ción Fiscal, se considerará como recaudación federal parti -
cipable el 62% de la recaudación obtenida por el derecho
sobre la extracción de hidrocarburos y por el derecho ordi-
nario sobre hidrocarburos, estableciéndose este porcentaje,
debido a que con el mismo se obtiene la misma recauda-
ción participable petrolera que la que se hubiera obtenido
en 2004 con el régimen vigente.

2. Iniciativas presentadas por los Legisladores.

Con el objeto de promover el federalismo y fomentar el
desarrollo de las entidades federativas, esta Dictaminadora
propone que las entidades que tengan celebrado convenio
de colaboración administrativa en materia fiscal federal
con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, asuman
las funciones operativas de administración y cobro de los
derechos por la expedición de permisos para embarcacio-
nes destinadas a la pesca deportiva, por la expedición de
permisos individuales para efectuar la pesca deportiva-re-
creativa en embarcaciones y de manera subacuática y por
el aprovechamiento de los recursos pesqueros derivado de
la propia pesca deportiva-recreativa, que se establecen en
los artículos 191-D, 191-E y 199-B de la Ley Federal de
Derechos. En este sentido se considera apropiado que se
destinen los ingresos recaudados por el cobro de estos de-
rechos, en los siguientes términos:

“Artículo 191-F. Las Entidades Federativas que hayan ce-
lebrado convenio de colaboración administrativa en mate-
ria fiscal federal con la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, para que directamente, cuando así lo acuerden ex-
presamente, ejerzan funciones operativas de administra-
ción, sobre los ingresos que se obtengan por el cobro de los
derechos a que se refieren los artículos 191-D y 191-E de
esta Sección, percibirán la totalidad de los ingresos que se
generen por la prestación de estos servicios.”

“Artículo 199-B. …
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Las Entidades Federativas que hayan celebrado convenio
de colaboración administrativa en materia fiscal federal
con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, para que
directamente, cuando así lo acuerden expresamente, ejer-
zan funciones operativas de administración, sobre los in-
gresos que se obtengan por el cobro del derecho a que se
refiere este artículo, percibirán la totalidad de los ingresos
que se generen por su cobro.”

Por lo que respecta a la Iniciativa turnada por el Senador
Ovando Martínez, se argumenta que México cuenta con 48
áreas naturales protegidas con una superficie de
10,597,679 hectáreas. Señala que aún cuando México ha
sido pionero en la aplicación de diversos instrumentos de
política ambiental que inciden en la preservación de los re-
cursos naturales, se deben establecer y desarrollar estrate-
gias y acciones para lograr el saneamiento ambiental, la
protección de los recursos naturales en el entorno de los
centros turísticos y la rehabilitación de ecosistemas daña-
dos y sobreexplotados.

Asimismo argumenta que antes de 2002 la legislación no
tenía aplicación y por ende, la Federación no reportaba in-
gresos por este concepto además de que con la modifica-
ción del artículo 198 de la Ley Federal de Derechos para el
ejercicio fiscal de 2002, las direcciones de las áreas natu-
rales protegidas recibieron en su totalidad los recursos ob-
tenidos por el acceso a estas, ya que el sentido de la refor-
ma se encaminó a disminuir el monto del derecho por
acceso a las áreas naturales protegidas en 20.00 pesos.
Quedó plasmado en la Ley que el monto total de lo recau-
dado se entregase a las áreas naturales protegidas que lo
generaron.

Por otro lado, la Ley Federal de Derechos en su artículo
198 para el ejercicio fiscal corriente, establece que la re-
caudación del derecho que generan las áreas naturales pro-
tegidas regresa a ser una potestad de la Federación, con el
objetivo de que los recursos en su totalidad, ingresen a la
Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas, para
que esta a su vez, sea la administradora de los mismos.

Sin embargo, el mayor problema observado durante 2003,
se dio en la explotación irracional de dichas áreas natura-
les, debido a que a incidencia de turistas que reciben es di-
rectamente proporcional al daño causado a las mismas.

Con relación a lo anterior, esta Comisión de Hacienda y
Crédito Público no comparte la ideología evocada por el le-
gislador proponente, por lo que confirma los criterios que

motivaron a esta Soberanía a modificar el esquema de des-
tinos específicos para el artículo 198 en la Ley Federal de
Derechos Vigente, como sigue:

• El nuestro es uno de los doce países con mayor diversi-
dad biológica. La conservación de esta riqueza requiere de
diversos instrumentos, el más importante por sus caracte-
rísticas es el sistema de Áreas Naturales Protegidas (ANP),
que promueve la conservación de lugares específicos ca-
racterizados por su particular riqueza biológica, tanto por
la calidad de su selección como por la tutela directa que
ejerce la dependencia del Ejecutivo Federal que más cono-
cimiento tiene sobre el tema.

• En este sentido, un área natural por más atributos que
contenga no sería suficiente para conservar toda la riqueza
biológica que tiene el país, simplemente porque una sola
área no tendría más que una mínima parte de la riqueza. El
sistema de ANP tiene sentido como tal, como sistema, que
conserve los ecosistemas más representativos de nuestra ri-
queza de hábitat que da pie a la gran biodiversidad que tie-
ne el país. Como Nación tenemos la obligación de conser-
var la biodiversidad, no sólo por ser una riqueza en sí
misma, ni por que esta riqueza tenga diversos potenciales
económicos, ni porque a través del Convenio de la Diver-
sidad Biológica (del cual México es signatario y ratifican-
te) tengamos la obligación, sino por los aportes que la con-
servación de estos ecosistemas dan a los equilibrios
biológicos y climáticos que permiten a los seres humanos
sobre el territorio, vivir bajo condiciones adecuadas.

• En este sentido, que los recursos que se generan por las
áreas tengan por destino específico a la Comisión Nacional
de Áreas Naturales Protegidas está determinado por la ne-
cesidad de atender al sistema de ANP en su conjunto. His-
tóricamente se ha invertido más en algunas que en otras, al-
gunas ya generan recursos importantes, otras se están
incorporando al esquema de cobro de derechos pues ya
cuentan con la capacidad (personal e infraestructura) para
ello. En otras aún se requiere invertir.

• Se reconoce que existen áreas con mayor vocación turís-
tica, tanto por su paisaje como por su ubicación, ellas de-
ben ser atendidas como tales, dando al turista que paga una
buena atención sin dejar a un lado el propósito fundamen-
tal del área que es la conservación. Para ello, se cuenta con
mecanismos que han demostrado ser suficientes, pues es
innegable la mejora que ha tenido el sistema y, en particu-
lar, las áreas que generan la mayoría de los recursos en los
dos años de vigencia real del derecho.
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En otro aspecto, el Senador Adolfo Cárdenas Gutiérrez ex-
pone en su iniciativa que en relación al derecho de No In-
migrante el 31 de diciembre de 1998, se publicaron en el
Diario Oficial de la Federación las modificaciones aproba-
das por el Congreso de la Unión al artículo 8 de la Ley Fe-
deral de Derechos, estableciendo un nuevo “Derecho para
la internación de los No Inmigrantes” mejor conocido co-
mo DNI.

En el momento en el que el Congreso de la Unión aprobó
el nuevo DNI señala la iniciativa, se recomendó que los re-
cursos que se obtuvieran del derecho se utilizaran, además
de para la modernización de los servicios migratorios, ha-
cia la promoción turística de México, permitiendo así fo-
mentar y promoviera México en los diferentes mercados
internacionales, atrayendo un mayor flujo de turistas y de
divisas hacia nuestro país.

Sin embargo señala el senador Cárdenas Gutiérrez que es
necesario instrumentar políticas de desarrollo y promoción
del turismo en coordinación con las entidades federativas y
municipios, que permitan efectivamente que los recursos
para la promoción canalizados actualmente impacten favo-
rablemente y se vean reflejados en los estados a través de
las acciones que en materia de fomento, promoción y des-
arrollo se lleven a cabo.

Asimismo argumenta que en materia de descentralización,
se demanden reformas legales para que las entidades fede-
rativas y los municipios sean una pieza fundamental para la
promoción del desarrollo de las actividades turísticas en
sus respectivas localidades. Por ello, el Senador Cárdenas
Gutiérrez considera necesario reformar la Ley Federal de
Derechos, con el fin de establecer que un porcentaje de los
recursos del DNI, se destine exclusivamente para la pro-
moción turística, directamente por parte de las entidades
federativas.

Por tanto, la propuesta busca que la distribución de los re-
cursos sea de la siguiente manera: un 20% se destinaría al
Instituto Nacional de Migración que depende de la Secre-
taría de Gobernación, 50% al Consejo de Promoción Tu-
rística de México, y un 30% a la promoción directa por par-
te de las entidades federativas a la promoción de sus
atractivos turísticos.

Al respecto, esta Comisión no considera propicio estable-
cer la iniciativa referida, toda vez que los ingresos que ob-
tuviera el Instituto Nacional de Migración se verían mer-
mados, lo que ocasionaría que las metas y acciones

implementadas por el organismo no se vieran cumplidas al
contar con menores recursos para la aplicación operativa
de la política migratoria. Lo anterior, aunado al hecho que
a juicio de esta Dictaminadora, no se justifica la imple-
mentación de dicha propuesta toda vez que se trata de in-
gresos derivados por la aplicación de medidas migratorias
y no así turísticas, más sin embargo, al día de hoy la mitad
de la recaudación del derecho ya se encuentra para el cum-
plimiento de dichos fines, por lo que una dotación mayor a
este ramo sería en detrimento de un sector de gran impor-
tancia para la Nación. 

En otra iniciativa, el Senador Ovando Martínez plantea la
importancia de dotar de programas y recursos económicos
a los pueblos y comunidades indígenas, que les permitan
antes que nada mejorar su nivel de vida y la preservación
de sus usos y costumbres.

Expone que los integrantes del poder legislativo han sido
partícipes de los innumerables esfuerzos para consolidar la
creación y aprobación hasta el día de hoy de 16 modifica-
ciones a la legislación federal en materia de derechos y cul-
tura indígena; esfuerzos que no se reflejan para esos millo-
nes de indígenas mexicanos si no los traducimos en
beneficios reales, en programas y recursos que les permita
mejorar su entorno y calidad de vida.

Hubo un avance considerable, señala, en el ejercicio fiscal
de 2002 con la recaudación del derecho por la regulación
del acceso a museos, monumentos y zonas arqueológicas,
pero con las reformas a la Ley Federal de Derechos 2003,
se dejó de lado un aspecto importante: la población indíge-
na del país.

Por ello recuerda que del monto total de lo recaudado, el
70% se entregó a las administraciones de los museos y zo-
nas arqueológicas que lo generaron, por conducto del Ins-
tituto Nacional de Antropología e Historia para llevar a ca-
bo trabajos de investigación, restauración, conservación,
mantenimiento, administración y vigilancia, y de manera
expresa, el 30% restante se destinó previo convenio entre
las entidades federativas, municipios y el citado Instituto
para el desarrollo de proyectos productivos y de desarrollo
social en comunidades indígenas aledañas a dichos bienes.

Sin embargo para el ejercicio fiscal en curso, en el artículo
288 de la Ley Federal de Derechos, se eliminó el párrafo
alusivo al apoyo para los indígenas, sin poder constatar el
amplio beneficio otorgado a través de programas de interés
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colectivo en las comunidades y pueblos indígenas. De ma-
nera que, para ser congruentes con el apoyo a que el Eje-
cutivo hace alusión en pro de nuestras comunidades y pue-
blos indígenas el Senador Ovando Martínez solicita la
reflexión de los legisladores federales en la importancia de
los recursos económicos para mejorar las condiciones de
vida de los indígenas mexicanos.

Por tal motivo propone que en el artículo 288 de la Ley en
comento se estipule que 70% del monto total recaudado
por ese derecho se destine al Instituto Nacional de Antro-
pología e Historia para llevar acabo trabajos de investiga-
ción, restauración, conservación, excavación, salvamento,
protección, mantenimiento, administración y vigilancia de
las unidades generadoras del mismo, y que las entidades
federativas y municipios recibirán el 30% del total del in-
greso por concepto de pago de derechos por el acceso a los
museos, monumentos y zonas arqueológicas del dominio
público para destinarse a la creación de un fondo para el
desarrollo de proyectos productivos y de desarrollo social
en pueblos y comunidades indígenas aledañas a dichos
bienes.

Con relación a la Iniciativa presentada por el Sen. Ovando
Martínez, la que Dictamina comparte la reflexión realizada
por el propio legislador hacia el beneficio de las comuni-
dades indígenas, y manifiesta su preocupación por uno de
los sectores mas vulnerables de la Nación; Sin embargo, y
a fin de otorgar elementos de análisis para la dictaminación
de la iniciativa en comento, a continuación se citan los ar-
gumentos que dieron origen a la derogación del párrafo del
artículo 288 de la Ley Federal de Derechos para el año
2003:

a) El Instituto Nacional de Antropología e Historia carece
de la facultad legal y de la capacidad administrativa para
dar seguimiento al desarrollo de cada uno de los proyectos
productivos y de desarrollo social en cada una de las co-
munidades aledañas a los Museos, Monumentos Históricos
y Zonas Arqueológicas que administra.

b) No es posible establecer la definición de “comunidad in-
dígena aledaña”, ya que sólo en tres casos de todos los Mu-
seos, Monumentos Históricos y Zonas Arqueológicas que
el INAH administra y que se encontraban clasificados en el
artículo 288, se reúnen los requisitos para ser consideradas
como tales. En todos los demás bienes, tal situación no se
verifica.

Del análisis de los argumentos citados, esta Comisión con-
sidera que no se subsanan los mismos con la presentación
de tan noble iniciativa, por lo que se omite su incorpora-
ción al cuerpo del dictamen. 

Con motivo de la protección que la Justicia Federal ha
brindado a diversas entidades del sector financiero y consi-
derando la solicitud de las mismas, así como de los partici-
pantes en el mercado de valores, de efectuar una revisión y
ajuste en el cálculo y determinación de las cuotas de los de-
rechos por las funciones de inspección y vigilancia que rea-
liza la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, esta Dic-
taminadora considera oportuno que se implemente un
nuevo esquema para la determinación y cobro de las cuo-
tas correspondientes a los servicios prestados por esa Co-
misión, que se adapte a la constante evolución y a la aper-
tura a nivel internacional del sistema financiero, que se
base en principios de equidad y proporcionalidad en la
asignación de cuotas, y que al mismo tiempo, sea consis-
tente con las mejores prácticas observadas en el ámbito in-
ternacional.

Para lograr los objetivos antes descritos, la Iniciativa que
se propone se basa en una agrupación de las entidades o su-
jetos de la supervisión por la Comisión, según la naturale-
za y actividades de cada uno de éstos, a fin de que la de-
terminación y cálculo de las cuotas pueda participar de los
principios de equidad y proporcionalidad, con lo cual se lo-
grará reflejar de manera más equitativa la forma en que se
aplica el esfuerzo de supervisión entre los distintos secto-
res y entidades del sistema financiero.

La nueva metodología contribuye además a lograr la conti-
nuidad en el ejercicio de las funciones de inspección y vi-
gilancia de los participantes de los mercados financieros
que inciden dentro del ámbito de competencia de la Comi-
sión, permitiendo a ésta que lleve a cabo el seguimiento
permanente de los indicadores de cada uno de ellos, a fin
de detectar y prevenir riesgos en las entidades financieras,
procurando en todo momento su transparencia, estabilidad
y correcto funcionamiento, manteniendo y fomentando con
ello el sano y equilibrado desarrollo del sistema financiero
en su conjunto, la protección de los intereses del público
inversionista, el desarrollo de un mercado de valores equi-
tativo, eficiente, transparente y líquido, así como el logro
de una sana competencia en el mismo.

Así mismo, la Iniciativa propuesta logrará que las cuotas
que se encuentran obligados a cubrir los participantes del
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sistema financiero sujetos al pago del derecho de inspec-
ción y vigilancia, se apeguen con mayor precisión a los
costos en que por supervisión y vigilancia incurre la propia
Comisión prestadora de estos servicios, con relación a cada
uno de los sectores del mercado financiero. Por lo que se
refiere a la determinación del esfuerzo de supervisión que
para cada sector destina la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores, la que Dictamina manifiesta su conformidad en
que se utilice como referencia los costos directos e indirec-
tos en los que se incurre para el buen funcionamiento y
operación de los servicios prestados por el propio órgano
desconcentrado, en relación con cada uno de los distintos
sectores, con lo cual se logrará establecer un sistema de
cobro transparente, acorde con los principios de proporcio-
nalidad y equidad y se brindará mayor seguridad jurídica a
las entidades supervisadas.

Es fundamental la implementación de la metodología que
se propone, a fin de que la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores lleve a cabo sus atribuciones con la mayor efec-
tividad, así como para promover la eficiencia, el trato pro-
porcional y equitativo de las entidades sujetas a supervi-
sión y para garantizar la estabilidad y transparencia del
sistema de cuotas.

Ahora bien, cabe señalar que algunas de las actividades
contempladas en los numerales del esquema de cuotas vi-
gente, no sufrieron modificación alguna en su texto ni en
su cuota respectiva, por lo que no ocasionaron impacto al-
guno en su recaudación ni en su regulación, pues dichas ac-
tividades solamente fueron reubicadas debido a la reagru-
pación de los sectores y entidades del sistema financiero
que se efectúa en la nueva metodología.

Conforme a lo anterior, se propone el siguiente texto:

“Artículo 29. Por los siguientes servicios que presta la Co-
misión Nacional Bancaria y de Valores, se pagarán dere-
chos conforme a las siguientes cuotas:

I. Por el estudio y trámite de la solicitud de autorización pa-
ra la constitución y funcionamiento de sociedades opera-
doras de sociedades de inversión, sociedades distribuidoras
de acciones de sociedades de inversión y sociedades valua-
doras de acciones de sociedades de inversión: $17,240.02

II. Por la autorización para la constitución y funcionamien-
to de sociedades operadoras de sociedades de inversión,
sociedades distribuidoras de acciones de sociedades de in-

versión y sociedades valuadoras de acciones de sociedades
de inversión: $177,303.74

III. Por la autorización para la constitución y funciona-
miento de sociedades operadoras exclusivamente de socie-
dades de inversión de capitales o de sociedades de inver-
sión de objeto limitado: $155,217.12

IV. Por el estudio y trámite de la solicitud para la constitu-
ción de sociedades inmobiliarias y empresas de servicios
auxiliares o complementarios: $17,240.02

V. Por el estudio y trámite de la solicitud de autorización
para la constitución de una sociedad calificadora de valo-
res:  $17,240.02

VI. Por la autorización de una sociedad calificadora de va-
lores: $177,303.74

VII. Por el estudio y trámite de la solicitud de autorización
para la constitución y funcionamiento de sociedades de in-
versión de capitales y de objeto limitado: $14,228.16

VIII. Por el estudio y trámite y en su caso autorización
para celebrar operaciones con el público, de asesoría, pro-
moción, compra y venta de valores que otorgue la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores a personas físicas:
$1,769.33

IX. Por cualquier certificación que se expida relativa al Re-
gistro Nacional de Valores: $296.95

Cuando se paguen derechos por la autorización para la
constitución y funcionamiento de una sociedad operadora
de sociedades de inversión, de una distribuidora de accio-
nes de sociedades de inversión o de una valuadora de ac-
ciones de sociedades de inversión, no se pagarán cuotas
adicionales por inspección y vigilancia en el ejercicio fis-
cal correspondiente.

Artículo 29-A. Por el estudio y la tramitación de cualquier
solicitud de inscripción de valores en la Sección de Valores
o Especial del Registro Nacional de Valores que lleva la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores y la autorización
de oferta pública, se pagarán los derechos correspondientes
conforme a las siguientes cuotas:

I. Solicitud de inscripción inicial o ampliación de la misma,
en la Sección de Valores o Especial y/o autorización de
oferta pública:  $14,228.16
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II. Inscripción preventiva de acciones en la Sección de Va -
lores: $4,228.16

No se pagarán los derechos a que se refiere la fracción I de
este artículo, cuando en términos del primer párrafo del ar-
tículo 15 de la Ley del Mercado de Valores, se solicite de
oficio la inscripción de instrumentos de deuda en la Sec-
ción de Valores del Registro Nacional de Valores.

Artículo 29-B. Por la inscripción de valores en el Registro
Nacional de Valores, se pagará el derecho que corresponda
conforme a lo siguiente:

I. Inscripción inicial o ampliación de la misma, en la Sec-
ción de Valores:

a). Tratándose de Acciones:

1.7739 al millar por los primeros $650’470,868.93 del ca-
pital social autorizado, y 0.8870 al millar por el excedente
sin que los derechos a pagar por este concepto excedan de:
$7’720,599.05

b). Tratándose de títulos de crédito o valores inscritos que
otorguen a sus titulares derechos de crédito, de propiedad o
de participación sobre bienes o derechos muebles o inmue-
bles o del capital de personas morales, y otros valores:

1. Con vigencia mayor a un año:

1.7739 al millar por los primeros $650’470,868.93 sobre el
monto autorizado, y 0.8870 al millar por el excedente sin
que los derechos a pagar por este concepto excedan de:
$7’652,599.05

2. En el caso de programas de emisión o emisiones con vi-
gencia igual o menor a un año, distintos a los señalados en
el numeral 3 de este inciso:

0.8870 al millar por los primeros $650’756,366.98 del
monto autorizado, y 0.4435 al millar por el excedente. Di-
cha cuota se pagará en proporción al plazo de vigencia del
programa, de la emisión o, en su caso, de la ampliación.

3. En el caso de títulos suscritos o emitidos por institucio-
nes de crédito representativos de un pasivo a su cargo, por
clase de valor, con vigencia igual o menor a un año:

0.4435 al millar del monto emitido por tipo de valor y en
proporción a su plazo, sin que los derechos a pagar por es-
te concepto en un ejercicio excedan de: $890,171.94

c). Tratándose de acciones de sociedades de inversión:

1.9711 al millar respecto del monto total del capital social
mínimo fijo.

d). Tratándose de títulos opcionales emitidos por socieda-
des anónimas, casas de bolsa, instituciones de crédito y fi-
liales de entidades financieras del exterior del mismo tipo:

0.8870 al millar respecto al monto total de las primas de
emisión.

e). Tratándose de valores emitidos por organismos descen-
tralizados del Gobierno Federal y/o valores fiduciarios en
los que dichas personas morales actúen en su carácter de fi-
deicomitentes:

0.8870 al millar por los primeros $650’699,571.32 del
monto autorizado, y 0.4435 al millar por el excedente.

f). Tratándose de valores emitidos por los Estados y Muni-
cipios, así como por los organismos descentralizados de
entidades federativas o municipios y/o valores fiduciarios
en los que dichas personas morales actúen en su carácter de
fideicomitentes:

0.7391 al millar por los primeros $676’256,090.09 del
monto autorizado, y 0.3696 al millar por el excedente.

g). Tratándose de certificados, pagarés y otros valores emi-
tidos por el Gobierno Federal, por tipo de valor:

0.4435 al millar del monto emitido por tipo de valor y en
proporción a su plazo, sin que los derechos a pagar por es-
te concepto en un ejercicio excedan de: $890,171.94

h). Tratándose de bonos de regulación monetaria emitidos
por el Banco de México:

0.4435 al millar del monto emitido por tipo de valor y en
proporción a su plazo, sin que los derechos a pagar por es-
te concepto en un ejercicio excedan de: $890,171.89

i). Tratándose de emisores de valores que mantengan ins-
critos valores de los señalados en los incisos a) y b) nume-
ral 1:

1. Con vigencia mayor a un año:
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0.9 al millar por los primeros $731’430,670.04 sobre el
monto autorizado y 0.45 al millar por el excedente, sin que
los derechos a pagar por este concepto excedan de
$8’605,067.37

2. En el caso de programas de emisión o emisiones con vi-
gencia igual o menor a un año:

0.45 al millar del monto autorizado sin que los derechos a
pagar por este concepto excedan de: $1’000,613.93

j). Tratándose de emisoras de valores que mantengan ins-
critos exclusivamente valores de los señalados en el inciso
b), numeral 2:

1. Programas de emisión o emisiones con vigencia igual o
menor a un año:

0.45 al millar del monto autorizado, sin que los derechos a
pagar por este concepto excedan de: $1’000,613.93

II. Inscripción inicial o ampliación de la misma en la Sec-
ción Especial:

a). Tratándose de valores emitidos en México o por perso-
nas morales mexicanas, respecto de los cuales se haga ofer-
ta en el extranjero, por autorización de inscripción:
$315,265.86

b). Tratándose de valores representativos de una deuda
emitidos por organismos descentralizados del Gobierno
Federal y valores emitidos por el propio Gobierno Federal,
respecto de los cuales se haga oferta pública en el extran-
jero, por inscripción: $315,265.86

III. Cualquier canje de acciones que no implique un au-
mento en el monto de capital social inscrito, o de títulos de
deuda con objeto de actualizar o modificar los datos de ins-
cripción por concepto de capitalización de intereses, el
otorgamiento o liberación de garantías, así como la sustitu-
ción de fiduciario en el caso de certificados de participa-
ción, no causarán derecho alguno por concepto de registro.

IV. Inscripción preventiva de acciones en la Sección de Va -
lores del Registro Nacional de Valores: $13,902.83

La cuota señalada en esta fracción, se bonificará al 100%
contra la cuota que corresponde a la inscripción inicial en
la Sección de Valores del Registro Nacional de Valores,
una vez que se sustituya la inscripción preventiva por la

inicial.

Tratándose de ampliación de la inscripción de acciones, la
base del cobro se determinará respecto de la diferencia re-
sultante entre el aumento del capital social a inscribir y el
monto previamente inscrito, tratándose de títulos de deuda,
la base de cálculo corresponderá al monto que implica el
aumento.

Artículo 29-C. Por las actuaciones de intervención geren-
cial de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, enten-
diendo por tal las actividades internas desarrolladas por la
Comisión que sean necesarias para la ejecución de dichas
intervenciones, se pagará mensualmente el derecho por in-
tervención gerencial, conforme a las siguientes cuotas:

I. Sociedades controladoras de grupos financieros, institu-
ciones de crédito y casas de bolsa:

3 por ciento adicional al importe de la cuota de inspección
y vigilancia anual que respectivamente les corresponda, sin
que en caso alguno sea inferior a: $316,137.02

II. Las demás entidades financieras sujetas a la inspección
y vigilancia de la Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res:

3 por ciento adicional al importe de la cuota de inspección
y vigilancia anual que respectivamente les corresponda, sin
que en caso alguno sea inferior a: $158,068.51

Los derechos a los que se refiere este artículo se causarán
desde la notificación formal del inicio de la intervención
hasta su conclusión y no incluyen los gastos directos en
que se incurra con motivo de la intervención gerencial de
que se trate.

Artículo 29-D. Las entidades o sujetos a que se refiere es-
te artículo incluyendo las filiales de entidades financieras
del exterior de cualquier tipo, pagarán por los servicios de
inspección y vigilancia que presta dicha Comisión de con-
formidad con lo siguiente:

I. Almacenes Generales de Depósito:

Cada entidad que pertenezca al sector de Almacenes Gene-
rales de Depósito, entendiéndose para tales efectos, a las
entidades que cuenten con autorización para constituirse y
operar como tales en términos de la legislación aplicable,
deberá pagar anualmente el derecho de inspección y vigi-
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lancia por una cantidad igual a la suma de una cuota equi-
valente al resultado de la suma de las siguientes cantidades:

a). El resultado de multiplicar 0.141128 al millar por el va-
lor de los depósitos de bienes emitidos por la entidad de
que se trate;

b). El resultado de multiplicar 0.330098 al millar por el va-
lor de sus otras cuentas por cobrar menos las estimaciones
por irrecuperabilidad o difícil cobro de esa otras cuentas
por cobrar.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en es-
ta fracción, en ningún caso podrá ser inferior a $40,504.00

II. Arrendadoras Financieras:

Cada entidad que pertenezca al sector de Arrendadoras Fi-
nancieras, entendiéndose para tales efectos, a las entidades
que cuenten con autorización para constituirse y operar co-
mo tales en términos de la legislación aplicable, deberá pa-
gar anualmente el derecho de inspección y vigilancia por
una cantidad igual al resultado de la suma de las siguientes
cantidades:

a). El resultado de multiplicar 1.078688 al millar por el va-
lor del total de su pasivo;

b). El resultado de multiplicar 0.617113 al millar, por el va-
lor de su cartera de arrendamiento vencida;

c). El resultado de multiplicar 0.024093 al millar por el va-
lor del total de su cartera de arrendamiento menos las esti -
maciones preventivas para riesgos crediticios.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en esta
fracción, en ningún caso podrá ser inferior a $40,504.00.

III. Banca de Desarrollo:

Cada entidad que pertenezca al sector de Banca de Des-
arrollo, entendiéndose por ello aquéllas que conforme a la
Ley de Instituciones de Crédito tengan tal carácter, deberá
pagar anualmente el derecho de inspección y vigilancia por
una cantidad igual al resultado de la suma de las siguientes
cantidades:

a). El resultado de multiplicar 0.206402 al millar, por el va-

lor del total de los pasivos de la entidad de que se trate;

b). El resultado de multiplicar 0.007896 al millar, por el va-
lor de sus activos sujetos a riesgo totales.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en es-
ta fracción, en ningún caso podrá ser inferior a
$1’500,000.00

IV. Banca Múltiple:

Cada entidad que pertenezca al sector de Banca Múltiple,
entendiéndose para tales efectos, a las entidades que cuen-
ten con autorización para constituirse y operar como tales
en términos de la Ley de Instituciones de Crédito, deberá
pagar anualmente el derecho de inspección y vigilancia por
una cantidad equivalente al resultado de la suma de las si-
guientes cantidades:

a). El resultado de multiplicar 0.201978 al millar, por el va-
lor del total de pasivos de la entidad de que se trate;

b). El resultado de multiplicar 0.016142 al millar, por el va-
lor de sus activos sujetos a riesgo totales.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en
esta fracción, en ningún caso podrá ser inferior a
$1’500,000.00

V. Casas de Bolsa:

Cada entidad que pertenezca al sector de Casas de Bolsa,
entendiéndose para tales efectos, a las entidades que cuen-
ten con autorización para constituirse y operar como tales
en términos de la legislación aplicable, deberá pagar anual-
mente el derecho de inspección y vigilancia una cuota
equivalente al resultado de la suma de las siguientes canti-
dades:

a). El resultado de multiplicar 13.006168 al millar, por el
valor de su capital global;

b). El resultado de multiplicar 3.079009 al millar, por el
producto de su índice de capitalización (equivalente al re-
querimiento de capital entre el capital global) multiplicado
por el requerimiento de capital;
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c). El resultado de multiplicar 0.728571 al millar, por el
producto del recíproco del indicador de liquidez (equiva-
lente a dividir 1 entre la cantidad que resulte de dividir ac-
tivo circulante entre pasivo circulante) multiplicado por el
pasivo total.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en es-
ta fracción, en ningún caso podrá ser inferior a..................
$1’500,000.00

VI. Casas de Cambio:

Cada entidad que pertenezca al sector de Casas de Cambio,
entendiéndose para tales efectos, a las entidades que cuen-
ten con autorización para constituirse y operar como tales
en términos de la legislación aplicable, deberá pagar anual-
mente el derecho de inspección y vigilancia por una canti-
dad pagará una cuota equivalente al resultado de la suma
de las siguientes cantidades:

a). El resultado de multiplicar 4.009670 al millar, por el va-
lor de su capital contable;

b). El resultado de multiplicar 1.205676 al millar, por el
importe que resulte de capital contable menos las disponi-
bilidades netas (equivalentes a la suma de caja, billetes y
monedas, saldos deudores de bancos, documentos de cobro
inmediato, remesas en camino e inversiones en valores,
menos los saldos acreedores de bancos).

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en es-
ta fracción, en ningún caso podrá ser inferior a $40,504.00.

VII. Empresas de Factoraje Financiero:

Cada entidad que pertenezca al sector de Empresas de Fac-
toraje Financiero, entendiéndose para tales efectos, a las
entidades que cuenten con autorización para constituirse y
operar como tales en términos de la legislación aplicable,
pagará una cuota equivalente al resultado de la suma de las
siguientes cantidades:

a). El resultado de multiplicar 0.793050 al millar, por el va-
lor del total de su pasivo;

b). El resultado de multiplicar 0.835813 al millar, por el va-
lor de su cartera de factoraje vencida;

c). El resultado de multiplicar 0.018976 al millar, por el va-
lor de su cartera de factoraje menos las estimaciones pre-
ventivas para riesgos crediticios.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en es-
ta fracción, en ningún caso podrá ser inferior a $40,504.00

VIII. Inmobiliarias Bancarias:

Cada entidad que pertenezca al sector de Inmobiliarias
Bancarias, entendiéndose por ello aquellas sociedades in-
mobiliarias que sean propietarias o administradoras de
bienes destinados a las oficinas de instituciones de crédito
en términos de la Ley de Instituciones de Crédito, pagará
una cuota equivalente al resultado de la suma de las si-
guientes cantidades:

a). El resultado de multiplicar 0.458749 al millar, por el va-
lor de su capital contable.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en es-
ta fracción, en ningún caso podrá ser inferior a $40,504.00

IX. Organismos de Integración:

Cada federación que actúe como organismo de integración
en los términos de la Ley de Ahorro y Crédito Popular, pa-
gará por cada una de las entidades que agrupe o supervise,
una cuota equivalente al resultado de la suma de las si-
guientes cantidades:

a). El resultado de multiplicar 0.077640 al millar, por el va-
lor de sus pasivos totales;

b). El resultado de multiplicar 0.068441 al millar, por el va-
lor de su cartera de crédito vencida;

c). El resultado de multiplicar 0.003557 al millar, por el va-
lor de su cartera de crédito total menos las reservas pre-
ventivas.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en es-
ta fracción, en ningún caso podrá ser inferior a la cantidad
que resulte de sumar $12,150.00 por cada una de las enti-
dades que agrupe o supervise.

X. Sociedades de Ahorro y Préstamo:

Cada entidad que pertenezca al sector de Sociedades de
Ahorro y Préstamo, entendiéndose para tales efectos, a las
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entidades que cuenten con autorización para constituirse y
operar como tales en términos de la legislación aplicable,
pagará una cuota equivalente al resultado de la suma de las
siguientes cantidades:

a). El resultado de multiplicar 0.256013 al millar, por el va-
lor del total de sus pasivos;

b). El resultado de multiplicar 0.168498 al millar, por el va-
lor de su cartera de crédito vencida;

c). El resultado de multiplicar 0.008758 al millar, por el va-
lor del total de su cartera de crédito menos las estimaciones
preventivas para riesgos crediticios.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en esta
fracción, en ningún caso podrá ser inferior a $40,504.00

XI. Sociedades de Inversión:

Cada entidad que pertenezca al sector de Sociedades de In-
versión, entendiéndose para tales efectos, a las entidades
que cuenten con autorización para constituirse y operar
como tales en términos de la legislación aplicable exclu-
yendo a las Sociedades de Inversión Especializadas en
Fondos de Ahorro para el Retiro, pagará una cuota equiva-
lente al resultado de la suma de las siguientes cantidades:

a). El resultado de multiplicar 0.748729 al millar, por el va-
lor total de las acciones representativas de su capital social
en circulación, valuadas a precio corriente en el mercado y,
a falta de éste, a su valor contable o precio actualizado de
valuación, determinado por la sociedad valuadora o el co-
mité de valuación que corresponda.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en es-
ta fracción, en ningún caso podrá ser inferior a $12,000.00,
sin que pueda ser superior a $302,400.00

Cuando las sociedades de inversión paguen derechos por
inscripción de sus acciones en la sección de valores del Re-
gistro Nacional de Valores, no se pagarán cuotas adiciona-
les por inspección y vigilancia en el ejercicio fiscal corres-
pondiente.

XII. Sociedades Financieras de Objeto Limitado:

Cada entidad que pertenezca al sector de Sociedades Fi-
nancieras de Objeto Limitado, entendiéndose para tales
efectos, a las entidades que cuenten con autorización para

constituirse y operar como tales en términos de la legisla-
ción aplicable, pagará una cuota equivalente al resultado de
la suma de las siguientes cantidades:

a). El resultado de multiplicar 0.057170 al millar, por el va-
lor del total de sus pasivos;

b). El resultado de multiplicar 0.115596 al millar, por el va-
lor de su cartera de crédito vencida;

c). El resultado de multiplicar 0.068477 al millar, por el va-
lor del total de su cartera de crédito menos las estimaciones
preventivas para riesgos crediticios.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en es-
ta fracción, en ningún caso podrá ser inferior a
$150,000.00

XIII. Uniones de Crédito: 

Cada entidad que pertenezca al sector de Uniones de Cré-
dito, entendiéndose para tales efectos, a las entidades que
cuenten con autorización para constituirse y operar como
tales en términos de la legislación aplicable, pagará una
cuota equivalente al resultado de la suma de las siguientes
cantidades:

a). El resultado de multiplicar 0.258950 al millar, por el va-
lor del total de sus pasivos;

b). El resultado de multiplicar 0.381202 al millar, por el va-
lor de su cartera de crédito vencida;

c). El resultado de multiplicar 0.034330 al millar, por el va-
lor del total de su cartera de crédito menos las estimaciones
preventivas para riesgos crediticios.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en es-
ta fracción, en ningún caso podrá ser inferior a $40,504.00

En la elaboración de los cálculos aritméticos a que se re-
fieren las fracciones I a XIII del presente artículo, no se
considerarán los resultados negativos que, en su caso, se
obtengan durante el proceso de cómputo de la cuota. 

Artículo 29-E. Las entidades, ya sean personas físicas o
morales, que se indican a continuación, incluyendo a las fi-
liales de entidades financieras del exterior de cualquier ti-
po, pagarán por los servicios de inspección y vigilancia que
presta dicha Comisión de conformidad con lo siguiente:

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 9 de diciembre de 2003299



I. Asesores de Inversión:

Cada entidad que pertenezca al sector de asesores de in-
versión entendiéndose para tales efectos, a las personas que
cuenten con autorización en términos de la legislación apli-
cable: $12,851.00

II. Bolsas de Futuros y Opciones:

Cada entidad que pertenezca al sector de Bolsas de Futuros
y Opciones, entendiéndose para tales efectos, a las entida-
des que cuenten con autorización para constituirse y operar
como tales en términos de las disposiciones aplicables, pa-
gará el 0.75 por ciento respecto de su capital contable, ex-
cluyendo el resultado no realizado por valuación de carte-
ra de valores y actualización patrimonial, sin que los
derechos a pagar por este concepto sean inferiores a
$400,000.00

III. Bolsas de Valores:

Cada entidad que pertenezca al sector de Bolsas de Valo-
res, entendiéndose para tales efectos, a las entidades que
cuenten con la concesión para constituirse y operar como
tales en términos de la legislación aplicable, pagará el 0.75
por ciento respecto de su capital contable, excluyendo el
resultado no realizado por valuación de cartera de valores
y actualización patrimonial, sin que los derechos a pagar
por este concepto sean inferiores a $973,998.00

IV. Cámaras de Compensación:

Cada entidad que pertenezca al sector de Cámaras de Com-
pensación, entendiéndose por ello a las sociedades que
cuenten con la autorización correspondiente en términos de
la legislación aplicable, deberá pagar anualmente una can-
tidad igual al 0.75 por ciento respecto de su capital conta-
ble, excluyendo el resultado no realizado por valuación de
cartera de valores y actualización patrimonial, sin que los
derechos a pagar por este concepto sean inferiores a
$806,967.00

V. Contrapartes Centrales:

Cada entidad que pertenezca al sector de Contrapartes Cen-
trales, entendiéndose por ello a las sociedades que cuenten
con la concesión correspondiente en términos de la legisla-
ción aplicable, pagará el 0.75 por ciento respecto de su ca-
pital contable, excluyendo el resultado no realizado por va-
luación de cartera de valores y actualización patrimonial,

sin que los derechos a pagar por este concepto sean infe-
riores a $504,417.00

VI. Empresas de Servicios Complementarios:

Cada entidad que pertenezca al sector de Empresas de Ser-
vicios Complementarios, entendiéndose por ello a las so-
ciedades que presten servicios complementarios o auxilia-
res en la administración a entidades financieras en términos
de las disposiciones aplicables, o en la realización de su
objeto, pagará la cantidad de $40,504.00

VII. Especialistas Bursátiles: 

Cada entidad que pertenezca al sector de Especialistas Bur-
sátiles, entendiéndose por ello a las sociedades que cuenten
con la autorización correspondiente en términos de la le-
gislación aplicable, pagará $1’500,000.00.

VIII. Financiera Rural:

La Financiera Rural, pagará una cuota equivalente al resul-
tado de la suma de las siguientes cantidades:

a). Una cuota de $1’500,000.00

b). El resultado de multiplicar 0.015388 por el total de sus
activos.

IX. Fondos y Fideicomisos Públicos:

Cada una de las entidades que integran el sector de Fondos
y Fideicomisos Públicos, pagarán una cuota equivalente al
resultado de la suma de las siguientes cantidades:

a). Una cuota de $1’458,128.00

b). El resultado de multiplicar 0.015388 por el total de sus
activos.

Para efectos de lo previsto en esta fracción, forman parte
del sector Fondos y Fideicomisos Públicos el Instituto del
Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, el
Fideicomiso de Fomento Minero, el Fondo de Capitaliza-
ción e Inversión del Sector Rural, el Fondo de Fomento y
Garantía para el Consumo de los Trabajadores, el Fondo
Nacional de Fomento al Turismo, el Fondo de la Vivienda
para los Militares en Activo, el Fondo Especial para Fi-
nanciamientos Agropecuarios, el Fideicomiso Fondo Na-
cional de Habitaciones Populares, el Fondo de Garantía
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para la Agricultura, Ganadería y Avicultura, Fondo de Ga-
rantía y Fomento para las Actividades Pesqueras, el Fondo
de Operación y Financiamiento Bancario a la Vivienda, el
Fondo Especial de Asistencia Técnica y Garantía para Cré-
ditos Agropecuarios y Los demás fondos y fideicomisos
públicos constituidos por el Gobierno Federal para el fo-
mento económico.

X. Formadores de Mercado:

Cada entidad que pertenezca al sector de formadores de
mercado, entendiéndose por ello a las instituciones de cré-
dito y casas de bolsa que realizan en forma permanente y
por cuenta propia, cotizaciones de precios de compra y
venta de Certificados de la Tesorería de la Federación y
Bonos de Desarrollo del Gobierno Federal con Tasa Fija
(Valores Gubernamentales) y celebran operaciones de ma-
nera continua, a efecto de otorgar mayor liquidez al merca-
do de valores gubernamentales, en términos de las disposi-
ciones aplicables, deberán pagar una cuota de: $21,990.00

XI. Instituciones Calificadoras de Valores:

Cada entidad que pertenezca al sector de instituciones cali-
ficadoras de valores, entendiéndose por ello aquéllas so-
ciedades que con tal carácter se constituyan y sean autori-
zadas en términos de la Ley del Mercado de Valores,
deberán pagar: $210,210.00

XII. Instituciones para el Depósito de Valores:

Cada entidad que pertenezca al sector de Instituciones para
el Depósito de Valores, entendiéndose por ello aquellas so-
ciedades que cuenten con la concesión correspondiente en
términos de la legislación aplicable, pagará el 0.75 por
ciento respecto de su capital contable, excluyendo el resul-
tado no realizado por valuación de cartera de valores y ac-
tualización patrimonial, sin que los derechos a pagar por
este concepto sean inferiores a: $516,220.00

XIII. Mecanismos para facilitar las operaciones con valo-
res:

Cada entidad que opere mecanismos para facilitar las ope-
raciones con valores, autorizados en términos de la Ley del
Mercado de Valores: $116,248.00

XIV. Oficinas de Representación de Entidades Financieras
del Exterior:

Cada entidad que pertenezca al sector de Oficinas de Re-
presentación de Entidades Financieras del Exterior, en tér-
minos de lo previsto en la Ley de Instituciones de Crédito,
pagará el mismo monto que le correspondía pagar el ejer-
cicio inmediato anterior. Las entidades a las que no les co-
rrespondía pagar cuota en ese ejercicio cubrirán la cantidad
de $36,822.00

XV. Operadores del Mercado de Futuros:

Cada entidad que pertenezca al sector de operadores del
mercado de futuros: $33,521.00

Para efectos de lo previsto en esta fracción, se entenderá
que pertenecen al sector de Operadores del Mercado de Fu-
turos las instituciones de crédito, casas de bolsa y demás
personas físicas y morales que pueden o no ser socios de la
Bolsa de Futuros y Opciones en términos de lo previsto en
las disposiciones que regulan a las sociedades y fideicomi-
sos que intervengan en el establecimiento y operación de
un mercado de futuros y opciones cotizados en bolsa, y cu-
ya función sea actuar como comisionista de uno o más So-
cios Liquidadores, en la celebración de contratos de futu-
ros y contratos de opciones, y que pueden tener acceso al
sistema electrónico de negociación de la bolsa para la cele-
bración de dichos contratos.

XVI. Organismos Autorregulatorios:

Los Organismos Autorregulatorios debidamente reconoci-
dos conforme a las disposiciones que los rigen, pagarán la
cantidad de: $95,958.00

XVII. Confederaciones a que se refiere la Ley de Ahorro y
Crédito Popular:

Las confederaciones a que se refiere la Ley de Ahorro y
Crédito Popular, cada una de ellas pagará la cuota de:
$158,068.51

XVIII. Proveedores de Precios:

Cada entidad que pertenezca al sector de proveedores de
precios pagará: $116,248.00

Se entiende que pertenecen al sector de proveedores de
precios las personas morales cuyo objeto social sea exclu-
sivamente la prestación habitual y profesional del servicio
de cálculo, determinación y proveeduría o suministro de
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precios actualizados para valuación de valores, documen-
tos e instrumentos financieros, autorizados en términos de
la Ley de Sociedades de Inversión.

XIX. Sociedades Controladoras de Grupos Financieros:

Cada entidad que pertenezca al sector de Sociedades Con-
troladoras de Grupos Financieros, entendiéndose por ello a
las sociedades controladoras previstas en la Ley para Re-
gular las Agrupaciones Financieras, pagará la cantidad de
$482,353.00

XX. Sociedades de Información Crediticia:

Cada entidad que pertenezca al sector de sociedades de in-
formación crediticia, entendiéndose por ello a las socieda-
des autorizadas conforme a la Ley para Regular a las So-
ciedades de Información Crediticia: $123,720.00

XXI. Sociedades Distribuidoras de Acciones de Socieda-
des de Inversión:

Cada entidad que pertenezca al sector de Sociedades Dis-
tribuidoras de Acciones de Sociedades de Inversión, enten-
diéndose por ello a las sociedades a que con tal carácter se
refiere la Ley de Sociedades de Inversión, pagará confor-
me a lo siguiente:

a). Que actúen como referenciadoras: $21,932.00

b). Que actúen como integrales: $43,864.00

XXII. Sociedades Operadoras de Sociedades de Inversión:

Cada entidad que pertenezca al sector de Sociedades Ope-
radoras de Sociedades de Inversión, entendiéndose por ello
a las sociedades a que con tal carácter se refiere la Ley de
Sociedades de Inversión, pagará conforme a lo siguiente:

a). De renta variable y de inversión en instrumentos de
deuda: $37,408.96

b). De capitales o de objeto limitado: $32,749.96

XXIII. Sociedades Valuadoras de Acciones de Sociedades
de Inversión:

Cada entidad que pertenezca al sector de Sociedades Va -
luadoras de Acciones de Sociedades de Inversión, enten-
diéndose por ello a las sociedades a que con tal carácter se

refiere la Ley de Sociedades de Inversión, pagará la canti-
dad de $426.00 por cada Fondo valuado.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en es-
ta fracción, en ningún caso podrá ser inferior a $21,264.00

XXIV. Socios Liquidadores:

Cada entidad que pertenezca al sector de Socios Liquida-
dores pagará la cantidad de $392,679.00

Para efectos de lo previsto en esta fracción se entenderá
que este sector lo conforman los fideicomisos que sean so-
cios de una bolsa y que participen en el patrimonio de una
cámara de compensación en términos de lo dispuesto por
las Reglas a las que habrán de sujetarse las sociedades y fi-
deicomisos que intervengan en el establecimiento y opera-
ción de un mercado de futuros y opciones cotizados en bol-
sa, teniendo como finalidad liquidar y, en su caso, celebrar
por cuenta de clientes, contratos de futuros y contratos de
opciones operados en bolsa.

Artículo 29-F. Las personas morales que en su carácter de
emisoras tengan inscritos valores en el Registro Nacional
de Valores, deberán pagar anualmente derechos por con-
cepto de inspección y vigilancia, conforme a los siguientes
criterios:

I. Por valores inscritos en la Sección de Valores:

a). Con sólo acciones inscritas:

0.9595 al millar respecto al capital social más reservas de
capital, sin que los derechos a pagar por este concepto ex-
cedan de $477,892.58.

b). Con sólo títulos de crédito o valores inscritos que otor-
guen a sus titulares derechos de crédito, de propiedad o de
participación, sobre bienes o derechos muebles o inmue-
bles o del capital de personas morales:

0.9595 al millar respecto al monto en circulación de cada
emisión, sin que los derechos a pagar por este concepto ex-
cedan de $238,947.18.

c). Con acciones y títulos de crédito o valores inscritos que
otorguen a sus titulares derechos de crédito, de propiedad o
de participación, sobre bienes o derechos muebles o in-
muebles o del capital de personas morales:
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0.9595 al millar respecto al capital social más reservas de
capital, sin que los derechos a pagar por este concepto ex-
cedan de $477,892.58 y 0.6396 al millar respecto al monto
en circulación de cada emisión de títulos de crédito o valo-
res inscritos que otorguen a sus titulares derechos de crédi-
to, de propiedad o de participación, sobre bienes o dere-
chos muebles o inmuebles o del capital de personas
morales, sin que los derechos a pagar por este concepto ex-
cedan de $119,472.61.

d). Valores emitidos por organismos descentralizados del
Gobierno Federal, Gobiernos de los Estados y Municipios,
así como de los organismos y empresas en que estos últi -
mos participen:

0.9595 al millar, respecto al monto en circulación de cada
emisión, sin que los derechos a pagar por este concepto ex-
cedan de $238,947.18.

e). Valores fiduciarios distintos de los señalados en los in-
cisos b. y c. anteriores:

0.6396 al millar, respecto al monto en circulación de cada
emisión, sin que los derechos a pagar por este concepto ex-
cedan de $89,603.99.

f). Otros títulos o valores inscritos distintos a los señalados
en los incisos anteriores: $78,852.45 por cada emisión.

II. Con valores inscritos en la Sección Especial:

Se pagará anualmente la cuota de $44,204.22 por inscrip-
ción.

III. Las personas morales que mantengan sus acciones ins-
critas con carácter preventivo en la Sección de Valores del
Registro Nacional de Valores pagarán: $13,531.76 por ins-
cripción preventiva.

No computarán para los efectos de la cuota de inspección
y vigilancia a que se refiere este artículo, los valores que
hayan sido inscritos en el mismo ejercicio fiscal en el cual
se paguen dichos derechos, excepto cuando se otorgue la
inscripción para la ampliación de plazos, montos de emi-
sión o de capital social.

Las personas morales que en su carácter de emisoras ten-
gan inscritos en el Registro Nacional de Valores títulos o
valores representativos de un pasivo a su cargo, no pagarán
los derechos por concepto de inspección y vigilancia rela-

tivos a dichos títulos o valores en el evento que los amorti-
cen en su totalidad dentro del primer bimestre del ejercicio
fiscal al que corresponda la amortización.

Artículo 29-G. En el caso de las entidades financieras de
nueva creación, incluyendo las filiales de entidades finan-
cieras del exterior de cualquier tipo, los derechos por ins-
pección y vigilancia se comenzarán a cubrir al día hábil si-
guiente de que inicien operaciones y se causarán
proporcionalmente a partir de esta fecha y hasta la conclu-
sión del ejercicio fiscal. Para efectos de la determinación
de dichos derechos, se estará a lo dispuesto en el artículo
29-D o 29-E de esta Ley, según corresponda al sector al
que pertenezca la entidad de nueva creación.

Artículo 29-H. En el caso de fusión de entidades financie-
ras o de filiales de entidades financieras del exterior, el im-
porte de los derechos por inspección y vigilancia a pagar
por la entidad fusionante o la de nueva creación durante el
resto del ejercicio en que se produzca este evento, será por
la suma de las cuotas que correspondan a las entidades par-
ticipantes en la fusión. Dichos derechos deberán ser paga-
dos al momento de recibir la autorización correspondiente
por parte de la Comisión.

Artículo 29-I. Para la determinación de los montos de los
derechos a pagar correspondientes a los artículos 29-D,
fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, X, XI, XII y XIII,
y 29-H de esta Ley, incluyendo en todos estos casos a las
filiales de entidades financieras del exterior de cualquier
tipo, deberá utilizarse el promedio mensual de los datos o
cifras de las variables que según el caso apliquen, corres-
pondientes al período comprendido entre los meses de oc-
tubre del ejercicio fiscal inmediato anterior del año en que
se haga el cálculo y los once meses previos a éste.

Por lo que se refiere a las sociedades comprendidas en la
fracción VIII de artículo 29-D, la cuota se determinará uti -
lizando la información más reciente con que cuente la Co-
misión Nacional Bancaria y de Valores al 31 de octubre del
ejercicio fiscal inmediato anterior a aquél en que se realice
el cálculo.

En el caso de Emisoras, las cuotas a su cargo deberá deter-
minarse conforme a lo previsto en el artículo 29-F de este
Capítulo. Para efectos de lo anterior, deberá emplearse el
monto en circulación de las emisiones utilizadas como ba-
se del cálculo, al 31 de octubre del ejercicio fiscal inme-
diato anterior a aquel en que se realice el cálculo.  Tratán-
dose de títulos o valores inscritos en el Registro Nacional
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de Valores durante el último bimestre del ejercicio fiscal
inmediato anterior a aquel en que se calcule la cuota, de-
berá utilizarse como base la información al 31 de diciem-
bre de dicho ejercicio. En el caso de acciones representati-
vas de capital social, se tomarán como base los estados
financieros dictaminados de la sociedad emisora, corres-
pondientes al ejercicio fiscal inmediato anterior a aquel en
que se efectúe el cálculo, o en su defecto, los estados fi-
nancieros dictaminados del ejercicio más reciente con que
se cuente, que hayan sido proporcionados a la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores.

Para efectos del párrafo anterior, cuando el cálculo respec-
tivo deba hacerse con base en el capital social y reservas de
capital, por el primero se entenderá el monto exhibido más
aportaciones para futuros aumentos de capital, y por las se-
gundas, la reserva legal, la prima sobre acciones, positivas
o negativas y las demás que por estatutos o voluntariamen-
te haya constituido la asamblea de accionistas como adi-
ción al capital y provenientes de las utilidades. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público dará a cono-
cer a las entidades de los sectores correspondientes, como
facilidad administrativa, el resultado de las operaciones
aritméticas previstas en el artículo 29-D, según la informa-
ción que le sea proporcionada por la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores.

Artículo 29-J. Los ingresos que se obtengan por el pago de
derechos por los servicios a los que se refieren los artícu-
los 29, 29-A, 29-B, 29-C, 29-D, 29-E, 29-F, 29-G y 29-H
de este Capítulo, se destinarán a la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores.

Artículo 29-K. Las cuotas anuales a cargo de las entidades
o sujetos a que se refieren los artículos 29, 29-A, 29-B, 29-
D, 29-E, 29-F y 29-G de esta Ley, se pagarán conforme a
lo siguiente:

I. Las entidades financieras que pertenezcan a los sectores
señalados en los artículos 29-D fracciones I, II, III, IV, V,
VI, VII, VIII, IX, X, XII y XII y 29-E, fracciones II, III, IV,
V, VI, VII, VIII, IX, XII, XIV, XV, y XVII de esta Ley, in-
cluyendo a las filiales de entidades financieras del exterior,
deberán pagar las cuotas anuales determinadas a su cargo,
dentro del primer trimestre del ejercicio fiscal correspon-
diente. Sin perjuicio de lo anterior, dichas entidades o su-
jetos podrán pagar las cuotas referidas en doce parcialida-
des, que enterarán a más tardar el primer día hábil de cada
mes. En el caso de las entidades financieras de nueva cre-

ación, los derechos se cubrirán al día hábil siguiente de que
inicien operaciones y se causarán proporcionalmente a par-
tir de esta fecha y hasta la conclusión del ejercicio fiscal.

II. En el caso de sociedades controladoras de grupos finan-
cieros, sociedades de información crediticia, sociedades
calificadoras de valores, sociedades valuadoras de acciones
de sociedades de inversión, empresas que administran me-
canismos para facilitar las operaciones con valores y pro-
veedores de precios, deberán pagar en el mes de enero de
cada año las cuotas anuales que les correspondan del ejer-
cicio fiscal.

III. Tratándose de las sociedades operadoras de sociedades
de inversión, de las sociedades de inversión, sociedades
distribuidoras de acciones de sociedades de inversión, de
los organismos autorregulatorios y de las personas morales
emisoras de valores, deberán pagar las cuotas anuales res-
pectivas a más tardar dentro del primer bimestre del ejerci-
cio fiscal correspondiente.

IV. Los derechos por concepto de certificación, autoriza-
ción, y aprobación referidos en el artículo 29 de esta Ley,
deberán pagarse previamente a la presentación de la solici-
tud o documentación correspondiente.

V. Tratándose de los derechos por el otorgamiento de auto-
rizaciones, así como por la inscripción en el Registro Na-
cional de Valores, previstas en los artículos 29-A y 29-B de
esta Ley, los derechos deberán pagarse en la misma fecha
en que se reciba el oficio mediante el cual se notifique el
otorgamiento de la inscripción en el Registro Nacional de
Valores, o la autorización relativa. Por lo tanto, cuando los
derechos no puedan ser calculados sino hasta el momento
de la emisión, podrá comunicarse al interesado la opinión
favorable respecto del acto registral correspondiente, noti-
ficándose la inscripción hasta que se proporcione a la Co-
misión Nacional Bancaria y de Valores, los datos que per-
mitan determinar el monto del derecho a pagar por dicho
concepto. En el caso de emisiones cuya colocación se pac-
te en diferentes fechas, los derechos de inscripción se cau-
sarán por el monto de cada colocación y deberán ser paga-
dos a más tardar el día 17 del mes inmediato posterior a
aquél en que se realicen cada una de las mismas.

Artículo 29-L. Las bolsas de valores se abstendrán de ins-
cribir valor alguno, mientras el emisor de que se trate no
exhiba la documentación que acredite el cumplimiento de
la obligación de pago a que alude este Capítulo.
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Artículo 29-M. (Se deroga).

Artículo 29-N. (Se deroga).

Artículo 29-Ñ. (Se deroga).

Artículo 29-O. (Se deroga).

Artículo 29-P. (Se deroga).

Artículo 29-Q. (Se deroga).

Artículo 29-R. (Se deroga).

Artículo 29-S. (Se deroga).

Artículo 29-T. (Se deroga).

Artículo 29-U. (Se deroga).

Artículo 29-V. (Se deroga).

Artículo 29-W. (Se deroga).

Artículo 29-X. (Se deroga).

Artículo 29-Y. (Se deroga).”

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Hacienda y
Crédito Público somete a la consideración de esta H. Cá-
mara de Diputados el siguiente:

Decreto que Reforma, Adiciona y Deroga Diversas 
Disposiciones de la Ley Federal de Derechos.

ARTÍCULO DECIMOCTAVO. Se REFORMAN los ar-
tículos 1°, párrafos cuarto, quinto y séptimo actuales; 22,
fracción IV, inciso b); 29; 29-A; 29-B; 29-C; 29-D; 29-E;
29-F; 29-G; 29-H; 29-I; 29-J; 29-K; 29-L; 30-A, fracción
VIII; 31-A, fracción VIII; 31-A-1; 40, penúltimo párrafo;
51, primer párrafo; 91; 93, fracciones I y II; 97, fracciones
IV, primer párrafo y IX, primer párrafo; 148, apartado A,
fracciones II, inciso c) y III, inciso y); 150, tercer, cuarto,
quinto, sexto y séptimo párrafos; 150-A, fracciones V, pri-
mer párrafo y VI, incisos a) y d); 150-B, primer párrafo;
150-C, fracciones I y II; 151, apartado E, fracción I; 186,
fracción XXVII, incisos a), b) y c); 192, primer párrafo;
194-F-1, fracción I, incisos a) y f); 194-K, primer párrafo y
fracciones II, III y IV; 194-L, primer párrafo y fracciones
II, III y IV; 194-M; 194-N; 194-N-1; 194-N-2; 194-O, frac-

ciones I y II; 194-T, fracciones III y IV; 194-U, último pá-
rrafo; la denominación de la Sección Primera del CAPÍ-
TULO XIV del Título I para quedar “Autorizaciones en
Materia Sanitaria”; 195-A; 195-C, fracción I; 195-I, primer
párrafo; 195-K-2, fracción I; 195-L-2, primer párrafo; 195-
L-4; 198, fracción I, primer párrafo; 223, apartado A, últi-
mo párrafo; 231, último párrafo; 232-D-1, primer párrafo;
236; 238, primer, segundo y tercer párrafos; 238-A, frac-
ción I y penúltimo párrafo; 238-B; 238-C, primer, tercer y
último párrafos; 244-A, fracción II, y 244-B, Tabla A; se
ADICIONAN los artículos 1°, con un quinto, sexto y sép-
timo párrafos, pasando los actuales quinto, sexto, séptimo
y octavo a ser octavo, noveno, décimo y décimo primer pá-
rrafos; 30-C; 31-A-2; 40, con un inciso n); 51, con una
fracción III, comprendiendo los incisos a) y b); 56, con una
fracción V; Título I, CAPÍTULO VI, con una Sección Sép-
tima denominada “Servicios de Certificación de Firma
Electrónica en Actos de Comercio” comprendiendo el artí-
culo 78; 94-A; 138, con un último párrafo; 150-A, con una
fracción VIII; 150-B, con un último párrafo; 190-C, frac-
ción VI; 191-F;194-N-3; 194-N-4; 194-N-5; 194-U, con
una fracción VIII; 194-W; 195 a la Sección Primera, CA-
PÍTULO XIV del Título I; 198, fracción I, cuarto párrafo
con Reserva de la Biosfera Arrecifes de Sian Ka’an y Re-
serva de la Biosfera Archipiélago de Revillagigedo; 198-A,
cuarto párrafo con Parque Nacional Izta-Popo, Zoquiapan
y Anexas, Parque Nacional Palenque, Parque Nacional El
Tepozteco, Reserva de la Biosfera Los Tuxtlas, Reserva de
la Biosfera Mariposa Monarca, Reserva de la Biosfera El
Pinacate y Gran Desierto del Altar, Reserva de la Biosfera
Tehuacán-Cuicatlán, Área de Protección de Flora y Fauna
Cuatrociénegas, Reserva Forestal Nacional y Refugio de
Fauna Silvestre Sierras de los Ajos-Bavispe; 198-B; 199-
B, con un último párrafo; 224, fracción V, con un cuarto
párrafo, pasando los actuales cuarto, quinto y sexto a ser
quinto, sexto y séptimo; 232, último párrafo, con los inci-
sos d) y e), y 244-D; Título II, con un CAPÍTULO XII de-
nominado “Hidrocarburos” comprendiendo los artículos
254, 255, 256, 257, 258, 259, 260, 261, 261-A, 261-B, y se
DEROGAN los artículos 29-M; 29-N; 29-Ñ; 29-O; 29-P;
29-Q; 29-R; 29-S; 29-T; 29-U; 29-V; 29-W; 29-X; 29-Y;
150-B, fracción III; 151, apartado A, tercer párrafo, pasan-
do el actual cuarto a ser tercer párrafo, y el actual cuarto
párrafo, fracción III; 186, fracción VI, inciso e); 194-D,
fracción IV; 194-J, fracción III; 195-F; 195-I, fracciones III
y V; 195-L-1, fracción I; 195-L-2, fracción I; 198, fracción
II; 198-A, fracción II; 232-C, último párrafo, y 287 de la
Ley Federal de Derechos para quedar como sigue:

“Artículo 1° …
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Las cuotas de los derechos que se establecen en esta Ley,
se actualizarán cuando el incremento porcentual acumula-
do del Índice Nacional de Precios al Consumidor desde el
mes en que se actualizaron por última vez, exceda del 10%.
Dicha actualización se llevará a cabo a partir del mes de
enero del siguiente ejercicio fiscal a aquel en el que se ha-
ya dado dicho incremento. Para la actualización menciona-
da, se considerará el periodo comprendido desde el mes en
el que éstas se actualizaron por última vez y hasta el últi-
mo mes del ejercicio en el que se exceda el porcentaje ci-
tado.

Los derechos que se adicionen a la presente Ley o que ha-
yan sufrido modificaciones en su cuota, se actualizarán en
el mes de enero del ejercicio fiscal en que se actualicen las
demás cuotas de derechos conforme al párrafo anterior,
considerando solamente la parte proporcional del incre-
mento porcentual de que se trate, para lo cual se conside-
rará el periodo comprendido desde el mes en que entró en
vigor la adición o modificación y hasta el último mes del
ejercicio en el que se exceda el porcentaje citado en el pá-
rrafo anterior. Para las actualizaciones subsecuentes del
mismo derecho, las cuotas de los derechos a que se refiere
este párrafo, se actualizarán conforme a lo dispuesto en el
párrafo anterior.

Para los efectos de los párrafos anteriores, el factor de ac-
tualización se obtendrá dividiendo el Índice Nacional de
Precios al Consumidor del mes inmediato anterior al más
reciente del periodo entre el Índice Nacional de Precios al
Consumidor correspondiente al mes anterior al más anti-
guo de dicho periodo.

El Servicio de Administración Tributaria publicará en el
Diario Oficial de la Federación el factor de actualización a
que se refieren los párrafos anteriores.

Las cantidades que se señalan como límites mínimos o má-
ximos para la determinación de los derechos a que se re-
fiere esta Ley, se actualizarán con el factor de actualización
que corresponda de los derechos a que hace referencia el
presente artículo.

…

La actualización de las cuotas de los derechos se calculará
sobre el importe de las cuotas vigentes. Las cuotas de los
derechos que contengan tasas sobre valor no se incremen-

tarán mediante la aplicación de los factores a que se refie-
re este artículo.

…

Artículo 22. …

IV. …

b). Matrícula consular a mexicanos, por cada una $290.00

…

Artículo 29. Por los siguientes servicios que presta la Co-
misión Nacional Bancaria y de Valores, se pagarán dere-
chos conforme a las siguientes cuotas:

I. Por el estudio y trámite de la solicitud de autorización para
la constitución y funcionamiento de sociedades operadoras
de sociedades de inversión, sociedades distribuidoras de
acciones de sociedades de inversión y sociedades valuado-
ras de acciones de sociedades de inversión: $17,240.02

II. Por la autorización para la constitución y funcionamien-
to de sociedades operadoras de sociedades de inversión,
sociedades distribuidoras de acciones de sociedades de in-
versión y sociedades valuadoras de acciones de sociedades
de inversión:   $177,303.74

III. Por la autorización para la constitución y funciona-
miento de sociedades operadoras exclusivamente de socie-
dades de inversión de capitales o de sociedades de inver-
sión de objeto limitado:   $155,217.12

IV. Por el estudio y trámite de la solicitud para la constitu-
ción de sociedades inmobiliarias y empresas de servicios
auxiliares o complementarios:   $17,240.02

V. Por el estudio y trámite de la solicitud de autorización
para la constitución de una sociedad calificadora de valo-
res: $17,240.02

VI. Por la autorización de una sociedad calificadora de va-
lores: $177,303.74

VII. Por el estudio y trámite de la solicitud de autorización
para la constitución y funcionamiento de sociedades de in-
versión de capitales y de objeto limitado: $14,228.16
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VIII. Por el estudio y trámite y en su caso autorización
para celebrar operaciones con el público, de asesoría, pro-
moción, compra y venta de valores que otorgue la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores a personas físicas:
$1,769.33

IX. Por cualquier certificación que se expida relativa al Re-
gistro Nacional de Valores: $296.95

Cuando se paguen derechos por la autorización para la
constitución y funcionamiento de una sociedad operadora
de sociedades de inversión, de una distribuidora de accio-
nes de sociedades de inversión o de una valuadora de ac-
ciones de sociedades de inversión, no se pagarán cuotas
adicionales por inspección y vigilancia en el ejercicio fis-
cal correspondiente.

Artículo 29-A. Por el estudio y la tramitación de cualquier
solicitud de inscripción de valores en la Sección de Valores
o Especial del Registro Nacional de Valores que lleva la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores y la autorización
de oferta pública, se pagarán los derechos correspondientes
conforme a las siguientes cuotas:

I. Solicitud de inscripción inicial o ampliación de la misma,
en la Sección de Valores o Especial y/o autorización de
oferta pública: $14,228.16

II. Inscripción preventiva de acciones en la Sección de Va -
lores: $14,228.16

No se pagarán los derechos a que se refiere la fracción I de
este artículo, cuando en términos del primer párrafo del ar-
tículo 15 de la Ley del Mercado de Valores, se solicite de
oficio la inscripción de instrumentos de deuda en la Sec-
ción de Valores del Registro Nacional de Valores.

Artículo 29-B. Por la inscripción de valores en el Registro
Nacional de Valores, se pagará el derecho que corresponda
conforme a lo siguiente:

I. Inscripción inicial o ampliación de la misma, en la Sec-
ción de Valores:

a). Tratándose de Acciones:

1.7739 al millar por los primeros $650’470,868.93 del ca-
pital social autorizado, y 0.8870 al millar por el excedente
sin que los derechos a pagar por este concepto excedan de:
$7’720,599.05

b). Tratándose de títulos de crédito o valores inscritos que
otorguen a sus titulares derechos de crédito, de propiedad o
de participación sobre bienes o derechos muebles o inmue-
bles o del capital de personas morales, y otros valores:

1. Con vigencia mayor a un año:

1.7739 al millar por los primeros $650’470,868.93 sobre el
monto autorizado, y 0.8870 al millar por el excedente sin
que los derechos a pagar por este concepto excedan de:
$7’652,599.05

2. En el caso de programas de emisión o emisiones con vi-
gencia igual o menor a un año, distintos a los señalados en
el numeral 3 de este inciso:

0.8870 al millar por los primeros $650’756,366.98 del
monto autorizado, y 0.4435 al millar por el excedente. Di-
cha cuota se pagará en proporción al plazo de vigencia del
programa, de la emisión o, en su caso, de la ampliación.

3. En el caso de títulos suscritos o emitidos por institucio-
nes de crédito representativos de un pasivo a su cargo, por
clase de valor, con vigencia igual o menor a un año:

0.4435 al millar del monto emitido por tipo de valor y en
proporción a su plazo, sin que los derechos a pagar por es-
te concepto en un ejercicio excedan de: $890,171.94

c). Tratándose de acciones de sociedades de inversión:

1.9711 al millar respecto del monto total del capital social
mínimo fijo.

d). Tratándose de títulos opcionales emitidos por socieda-
des anónimas, casas de bolsa, instituciones de crédito y fi-
liales de entidades financieras del exterior del mismo tipo:

0.8870 al millar respecto al monto total de las primas de
emisión.

e). Tratándose de valores emitidos por organismos descen-
tralizados del Gobierno Federal y/o valores fiduciarios en
los que dichas personas morales actúen en su carácter de fi-
deicomitentes:

0.8870 al millar por los primeros $650’699,571.32 del
monto autorizado, y 0.4435 al millar por el excedente.
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f). Tratándose de valores emitidos por los Estados y Muni-
cipios, así como por los organismos descentralizados de
entidades federativas o municipios y/o valores fiduciarios
en los que dichas personas morales actúen en su carácter de
fideicomitentes:

0.7391 al millar por los primeros $676’256,090.09 del
monto autorizado, y 0.3696 al millar por el excedente.

g). Tratándose de certificados, pagarés y otros valores emi-
tidos por el Gobierno Federal, por tipo de valor:

0.4435 al millar del monto emitido por tipo de valor y en
proporción a su plazo, sin que los derechos a pagar por es-
te concepto en un ejercicio excedan de: $890,171.94

h). Tratándose de bonos de regulación monetaria emitidos
por el Banco de México:

0.4435 al millar del monto emitido por tipo de valor y en
proporción a su plazo, sin que los derechos a pagar por es-
te concepto en un ejercicio excedan de: $890,171.89

i). Tratándose de emisores de valores que mantengan ins-
critos valores de los señalados en los incisos a) y b) nume-
ral 1:

1. Con vigencia mayor a un año:

0.9 al millar por los primeros $731’430,670.04 sobre el
monto autorizado y 0.45 al millar por el excedente, sin que
los derechos a pagar por este concepto excedan de
$8’605,067.37

2. En el caso de programas de emisión o emisiones con vi-
gencia igual o menor a un año:

0.45 al millar del monto autorizado sin que los derechos a
pagar por este concepto excedan de: $1’000,613.93

j). Tratándose de emisoras de valores que mantengan ins-
critos exclusivamente valores de los señalados en el inciso
b), numeral 2:

1. Programas de emisión o emisiones con vigencia igual o
menor a un año:

0.45 al millar del monto autorizado, sin que los derechos a
pagar por este concepto excedan de: $1’000,613.93

II. Inscripción inicial o ampliación de la misma en la Sec-
ción Especial:

a). Tratándose de valores emitidos en México o por perso-
nas morales mexicanas, respecto de los cuales se haga ofer-
ta en el extranjero, por autorización de inscripción:
$315,265.86

b). Tratándose de valores representativos de una deuda
emitidos por organismos descentralizados del Gobierno
Federal y valores emitidos por el propio Gobierno Federal,
respecto de los cuales se haga oferta pública en el extran-
jero, por inscripción:  $315,265.86

III. Cualquier canje de acciones que no implique un au-
mento en el monto de capital social inscrito, o de títulos de
deuda con objeto de actualizar o modificar los datos de ins-
cripción por concepto de capitalización de intereses, el
otorgamiento o liberación de garantías, así como la sustitu-
ción de fiduciario en el caso de certificados de participa-
ción, no causarán derecho alguno por concepto de registro.

IV. Inscripción preventiva de acciones en la Sección de Va -
lores del Registro Nacional de Valores: $13,902.83

La cuota señalada en esta fracción, se bonificará al 100%
contra la cuota que corresponde a la inscripción inicial en
la Sección de Valores del Registro Nacional de Valores,
una vez que se sustituya la inscripción preventiva por la
inicial.

Tratándose de ampliación de la inscripción de acciones, la
base del cobro se determinará respecto de la diferencia re-
sultante entre el aumento del capital social a inscribir y el
monto previamente inscrito, tratándose de títulos de deuda,
la base de cálculo corresponderá al monto que implica el
aumento.

Artículo 29-C. Por las actuaciones de intervención geren-
cial de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, enten-
diendo por tal las actividades internas desarrolladas por la
Comisión que sean necesarias para la ejecución de dichas
intervenciones, se pagará mensualmente el derecho por in-
tervención gerencial, conforme a las siguientes cuotas:

I. Sociedades controladoras de grupos financieros, institu-
ciones de crédito y casas de bolsa:
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3 por ciento adicional al importe de la cuota de inspección
y vigilancia anual que respectivamente les corresponda, sin
que en caso alguno sea inferior a:   $316,137.02

II. Las demás entidades financieras sujetas a la inspección
y vigilancia de la Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res:

3 por ciento adicional al importe de la cuota de inspección
y vigilancia anual que respectivamente les corresponda, sin
que en caso alguno sea inferior a:   $158,068.51

Los derechos a los que se refiere este artículo se causarán
desde la notificación formal del inicio de la intervención
hasta su conclusión y no incluyen los gastos directos en
que se incurra con motivo de la intervención gerencial de
que se trate.

Artículo 29-D. Las entidades o sujetos a que se refiere es-
te artículo incluyendo las filiales de entidades financieras
del exterior de cualquier tipo, pagarán por los servicios de
inspección y vigilancia que presta dicha Comisión de con-
formidad con lo siguiente:

I. Almacenes Generales de Depósito:

Cada entidad que pertenezca al sector de Almacenes Gene-
rales de Depósito, entendiéndose para tales efectos, a las
entidades que cuenten con autorización para constituirse y
operar como tales en términos de la legislación aplicable,
deberá pagar anualmente el derecho de inspección y vigi-
lancia por una cantidad igual a la suma de una cuota equi-
valente al resultado de la suma de las siguientes cantidades:

a). El resultado de multiplicar 0.141128 al millar por el va-
lor de los depósitos de bienes emitidos por la entidad de
que se trate;

b). El resultado de multiplicar 0.330098 al millar por el va-
lor de sus otras cuentas por cobrar menos las estimaciones
por irrecuperabilidad o difícil cobro de esa otras cuentas
por cobrar.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en es-
ta fracción, en ningún caso podrá ser inferior a $40,504.00

II. Arrendadoras Financieras:

Cada entidad que pertenezca al sector de Arrendadoras Fi-
nancieras, entendiéndose para tales efectos, a las entidades

que cuenten con autorización para constituirse y operar
como tales en términos de la legislación aplicable, deberá
pagar anualmente el derecho de inspección y vigilancia por
una cantidad igual al resultado de la suma de las siguientes
cantidades:

a). El resultado de multiplicar 1.078688 al millar por el va-
lor del total de su pasivo;

b). El resultado de multiplicar 0.617113 al millar, por el va-
lor de su cartera de arrendamiento vencida;

c). El resultado de multiplicar 0.024093 al millar por el va-
lor del total de su cartera de arrendamiento menos las esti -
maciones preventivas para riesgos crediticios.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en esta
fracción, en ningún caso podrá ser inferior a $40,504.00.

III. Banca de Desarrollo:

Cada entidad que pertenezca al sector de Banca de Desa-
rrollo, entendiéndose por ello aquéllas que conforme a la
Ley de Instituciones de Crédito tengan tal carácter, deberá
pagar anualmente el derecho de inspección y vigilancia por
una cantidad igual al resultado de la suma de las siguientes
cantidades:

a). El resultado de multiplicar 0.206402 al millar, por el va-
lor del total de los pasivos de la entidad de que se trate;

b). El resultado de multiplicar 0.007896 al millar, por el va-
lor de sus activos sujetos a riesgo totales.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en
esta fracción, en ningún caso podrá ser inferior a.............
$1’500,000.00

IV. Banca Múltiple:

Cada entidad que pertenezca al sector de Banca Múltiple,
entendiéndose para tales efectos, a las entidades que cuen-
ten con autorización para constituirse y operar como tales
en términos de la Ley de Instituciones de Crédito, deberá
pagar anualmente el derecho de inspección y vigilancia por
una cantidad equivalente al resultado de la suma de las si-
guientes cantidades:

a). El resultado de multiplicar 0.201978 al millar, por el va-
lor del total de pasivos de la entidad de que se trate;
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b). El resultado de multiplicar 0.016142 al millar, por el va-
lor de sus activos sujetos a riesgo totales.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en
esta fracción, en ningún caso podrá ser inferior a................
$1’500,000.00

V. Casas de Bolsa:

Cada entidad que pertenezca al sector de Casas de Bolsa,
entendiéndose para tales efectos, a las entidades que cuen-
ten con autorización para constituirse y operar como tales
en términos de la legislación aplicable, deberá pagar
anualmente el derecho de inspección y vigilancia una cuo-
ta equivalente al resultado de la suma de las siguientes can-
tidades:

a). El resultado de multiplicar 13.006168 al millar, por el
valor de su capital global;

b). El resultado de multiplicar 3.079009 al millar, por el
producto de su índice de capitalización (equivalente al re-
querimiento de capital entre el capital global) multiplicado
por el requerimiento de capital;

c). El resultado de multiplicar 0.728571 al millar, por el
producto del recíproco del indicador de liquidez (equiva-
lente a dividir 1 entre la cantidad que resulte de dividir ac-
tivo circulante entre pasivo circulante) multiplicado por el
pasivo total.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en
esta fracción, en ningún caso podrá ser inferior a............
$1’500,000.00

VI. Casas de Cambio:

Cada entidad que pertenezca al sector de Casas de Cambio,
entendiéndose para tales efectos, a las entidades que cuen-
ten con autorización para constituirse y operar como tales
en términos de la legislación aplicable, deberá pagar anual-
mente el derecho de inspección y vigilancia por una canti-
dad pagará una cuota equivalente al resultado de la suma
de las siguientes cantidades:

a). El resultado de multiplicar 4.009670 al millar, por el va-
lor de su capital contable;

b). El resultado de multiplicar 1.205676 al millar, por el
importe que resulte de capital contable menos las disponi-

bilidades netas (equivalentes a la suma de caja, billetes y
monedas, saldos deudores de bancos, documentos de cobro
inmediato, remesas en camino e inversiones en valores,
menos los saldos acreedores de bancos).

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en es-
ta fracción, en ningún caso podrá ser inferior a $40,504.00.

VII. Empresas de Factoraje Financiero:

Cada entidad que pertenezca al sector de Empresas de Fac-
toraje Financiero, entendiéndose para tales efectos, a las
entidades que cuenten con autorización para constituirse y
operar como tales en términos de la legislación aplicable,
pagará una cuota equivalente al resultado de la suma de las
siguientes cantidades:

a). El resultado de multiplicar 0.793050 al millar, por el va-
lor del total de su pasivo;

b). El resultado de multiplicar 0.835813 al millar, por el va-
lor de su cartera de factoraje vencida;

c). El resultado de multiplicar 0.018976 al millar, por el va-
lor de su cartera de factoraje menos las estimaciones pre-
ventivas para riesgos crediticios.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en esta
fracción, en ningún caso podrá ser inferior a $40,504.00

VIII. Inmobiliarias Bancarias:

Cada entidad que pertenezca al sector de Inmobiliarias
Bancarias, entendiéndose por ello aquellas sociedades in-
mobiliarias que sean propietarias o administradoras de
bienes destinados a las oficinas de instituciones de crédito
en términos de la Ley de Instituciones de Crédito, pagará
una cuota equivalente al resultado de la suma de las si-
guientes cantidades:

a). El resultado de multiplicar 0.458749 al millar, por el va-
lor de su capital contable.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en esta
fracción, en ningún caso podrá ser inferior a $40,504.00

IX. Organismos de Integración:

Cada federación que actúe como organismo de integración
en los términos de la Ley de Ahorro y Crédito Popular,
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pagará por cada una de las entidades que agrupe o supervi-
se, una cuota equivalente al resultado de la suma de las si-
guientes cantidades:

a). El resultado de multiplicar 0.077640 al millar, por el va-
lor de sus pasivos totales;

b). El resultado de multiplicar 0.068441 al millar, por el va-
lor de su cartera de crédito vencida;

c). El resultado de multiplicar 0.003557 al millar, por el va-
lor de su cartera de crédito total menos las reservas pre-
ventivas.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en esta
fracción, en ningún caso podrá ser inferior a la cantidad
que resulte de sumar $12,150.00 por cada una de las enti-
dades que agrupe o supervise.

X. Sociedades de Ahorro y Préstamo:

Cada entidad que pertenezca al sector de Sociedades de
Ahorro y Préstamo, entendiéndose para tales efectos, a las
entidades que cuenten con autorización para constituirse y
operar como tales en términos de la legislación aplicable,
pagará una cuota equivalente al resultado de la suma de las
siguientes cantidades:

a). El resultado de multiplicar 0.256013 al millar, por el va-
lor del total de sus pasivos;

b). El resultado de multiplicar 0.168498 al millar, por el va-
lor de su cartera de crédito vencida;

c). El resultado de multiplicar 0.008758 al millar, por el va-
lor del total de su cartera de crédito menos las  estimacio-
nes preventivas para riesgos crediticios.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en esta
fracción, en ningún caso podrá ser inferior a $40,504.00

XI. Sociedades de Inversión:

Cada entidad que pertenezca al sector de Sociedades de In-
versión, entendiéndose para tales efectos, a las entidades
que cuenten con autorización para constituirse y operar co-
mo tales en términos de la legislación aplicable excluyen-
do a las Sociedades de Inversión Especializadas en Fondos
de Ahorro para el Retiro, pagará una cuota equivalente al
resultado de la suma de las siguientes cantidades:

a). El resultado de multiplicar 0.748729 al millar, por el va-
lor total de las acciones representativas de su capital social
en circulación, valuadas a precio corriente en el mercado y,
a falta de éste, a su valor contable o precio actualizado de
valuación, determinado por la sociedad valuadora o el co-
mité de valuación que corresponda.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en esta
fracción, en ningún caso podrá ser inferior a $12,000.00,
sin que pueda ser superior a $302,400.00

Cuando las sociedades de inversión  paguen derechos por
inscripción de sus acciones en la sección de valores del Re-
gistro Nacional de Valores, no se pagarán cuotas adiciona-
les por inspección y vigilancia en el ejercicio fiscal corres-
pondiente.

XII. Sociedades Financieras de Objeto Limitado:

Cada entidad que pertenezca al sector de Sociedades Fi-
nancieras de Objeto Limitado, entendiéndose para tales
efectos, a las entidades que cuenten con autorización para
constituirse y operar como tales en términos de la legisla-
ción aplicable, pagará una cuota equivalente al resultado de
la suma de las siguientes cantidades:

a). El resultado de multiplicar 0.057170 al millar, por el va-
lor del total de sus pasivos;

b). El resultado de multiplicar 0.115596 al millar, por el va-
lor de su cartera de crédito vencida;

c). El resultado de multiplicar 0.068477 al millar, por el va-
lor del total de su cartera de crédito menos las estimaciones
preventivas para riesgos crediticios.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en
esta fracción, en ningún caso podrá ser inferior a...............
$150,000.00

XIII. Uniones de Crédito: 

Cada entidad que pertenezca al sector de Uniones de Cré-
dito, entendiéndose para tales efectos, a las entidades que
cuenten con autorización para constituirse y operar como
tales en términos de la legislación aplicable, pagará una
cuota equivalente al resultado de la suma de las siguientes
cantidades:
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a). El resultado de multiplicar 0.258950 al millar, por el va-
lor del total de sus pasivos;

b). El resultado de multiplicar 0.381202 al millar, por el va-
lor de su cartera de crédito vencida;

c). El resultado de multiplicar 0.034330 al millar, por el va-
lor del total de su cartera de crédito menos las  estimacio-
nes preventivas para riesgos crediticios.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en es-
ta fracción, en ningún caso podrá ser inferior a $40,504.00

En la elaboración de los cálculos aritméticos a que se re-
fieren las fracciones I a XIII del presente artículo, no se
considerarán los resultados negativos que, en su caso, se
obtengan durante el proceso de cómputo de la cuota.

Artículo 29-E. Las entidades, ya sean personas físicas o
morales, que se indican a continuación, incluyendo a las fi-
liales de entidades financieras del exterior de cualquier ti-
po, pagarán por los servicios de inspección y vigilancia que
presta dicha Comisión de conformidad con lo siguiente:

I. Asesores de Inversión:

Cada entidad que pertenezca al sector de asesores de in-
versión entendiéndose para tales efectos, a las personas que
cuenten con autorización en términos de la legislación apli-
cable: $12,851.00

II. Bolsas de Futuros y Opciones:

Cada entidad que pertenezca al sector de Bolsas de Futuros
y Opciones, entendiéndose para tales efectos, a las entida-
des que cuenten con autorización para constituirse y operar
como tales en términos de las disposiciones aplicables, pa-
gará el 0.75 por ciento respecto de su capital contable, ex-
cluyendo el resultado no realizado por valuación de carte-
ra de valores y actualización patrimonial, sin que los
derechos a pagar por este concepto sean inferiores a
$400,000.00

III. Bolsas de Valores:

Cada entidad que pertenezca al sector de Bolsas de Valo-
res, entendiéndose para tales efectos, a las entidades que
cuenten con la concesión para constituirse y operar como
tales en términos de la legislación aplicable, pagará el 0.75
por ciento respecto de su capital contable, excluyendo el

resultado no realizado por valuación de cartera de valores
y actualización patrimonial, sin que los derechos a pagar
por este concepto sean inferiores a $973,998.00

IV. Cámaras de Compensación:

Cada entidad que pertenezca al sector de Cámaras de Com-
pensación, entendiéndose por ello a las sociedades que
cuenten con la autorización correspondiente en términos de
la legislación aplicable, deberá pagar anualmente una can-
tidad igual al 0.75 por ciento respecto de su capital conta-
ble, excluyendo el resultado no realizado por valuación de
cartera de valores y actualización patrimonial, sin que los
derechos a pagar por este concepto sean inferiores a
$806,967.00

V. Contrapartes Centrales:

Cada entidad que pertenezca al sector de Contrapartes Cen-
trales, entendiéndose por ello a las sociedades que cuenten
con la concesión correspondiente en términos de la legisla-
ción aplicable, pagará el 0.75 por ciento respecto de su ca-
pital contable, excluyendo el resultado no realizado por va-
luación de cartera de valores y actualización patrimonial,
sin que los derechos a pagar por este concepto sean infe-
riores a $504,417.00

VI. Empresas de Servicios Complementarios:

Cada entidad que pertenezca al sector de Empresas de Ser-
vicios Complementarios, entendiéndose por ello a las so-
ciedades que presten servicios complementarios o auxilia-
res en la administración a entidades financieras en términos
de las disposiciones aplicables, o en la realización de su
objeto, pagará la cantidad de $40,504.00

VII. Especialistas Bursátiles: 

Cada entidad que pertenezca al sector de Especialistas Bur-
sátiles, entendiéndose por ello a las sociedades que cuenten
con la autorización correspondiente en términos de la le-
gislación aplicable, pagará $1’500,000.00.

VIII. Financiera Rural:

La Financiera Rural, pagará una cuota equivalente al resul-
tado de la suma de las siguientes cantidades:

a). Una cuota de $1’500,000.00
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b). El resultado de multiplicar 0.015388 por el total de sus
activos.

IX. Fondos y Fideicomisos Públicos:

Cada una de las entidades que integran el sector de Fondos
y Fideicomisos Públicos, pagarán una cuota equivalente al
resultado de la suma de las siguientes cantidades:

a). Una cuota de $1’458,128.00

b). El resultado de multiplicar 0.015388 por el total de sus
activos.

Para efectos de lo previsto en esta fracción, forman parte
del sector Fondos y Fideicomisos Públicos el Instituto del
Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, el
Fideicomiso de Fomento Minero, el Fondo de Capitaliza-
ción e Inversión del Sector Rural, el Fondo de Fomento y
Garantía para el Consumo de los Trabajadores, el Fondo
Nacional de Fomento al Turismo, el Fondo de la Vivienda
para los Militares en Activo, el Fondo Especial para Fi-
nanciamientos Agropecuarios, el Fideicomiso Fondo Na-
cional de Habitaciones Populares, el Fondo de Garantía
para la Agricultura, Ganadería y Avicultura, Fondo de Ga-
rantía y Fomento para las Actividades Pesqueras, el Fondo
de Operación y Financiamiento Bancario a la Vivienda, el
Fondo Especial de Asistencia Técnica y Garantía para Cré-
ditos Agropecuarios y Los demás fondos y fideicomisos
públicos constituidos por el Gobierno Federal para el fo-
mento económico.

X. Formadores de Mercado:

Cada entidad que pertenezca al sector de formadores de
mercado, entendiéndose por ello a las instituciones de cré-
dito y casas de bolsa que realizan en forma permanente y
por cuenta propia, cotizaciones de precios de compra y
venta de Certificados de la Tesorería de la Federación y
Bonos de Desarrollo del Gobierno Federal con Tasa Fija
(Valores Gubernamentales) y celebran operaciones de ma-
nera continua, a efecto de otorgar mayor liquidez al merca-
do de valores gubernamentales, en términos de las disposi-
ciones aplicables, deberán pagar una cuota de: $21,990.00

XI. Instituciones Calificadoras de Valores:

Cada entidad que pertenezca al sector de instituciones cali-
ficadoras de valores, entendiéndose por ello aquéllas so-
ciedades que con tal carácter se constituyan y sean autori-

zadas en términos de la Ley del Mercado de Valores, debe-
rán pagar: $210,210.00

XII. Instituciones para el Depósito de Valores:

Cada entidad que pertenezca al sector de Instituciones para
el Depósito de Valores, entendiéndose por ello aquellas so-
ciedades que cuenten con la concesión correspondiente en
términos de la legislación aplicable, pagará el 0.75 por
ciento respecto de su capital contable, excluyendo el resul-
tado no realizado por valuación de cartera de valores y ac-
tualización patrimonial, sin que los derechos a pagar por
este concepto sean inferiores a: $516,220.00

XIII. Mecanismos para facilitar las operaciones con valo-
res:

Cada entidad que opere mecanismos para facilitar las ope-
raciones con valores, autorizados en términos de la Ley del
Mercado de Valores: $116,248.00

XIV. Oficinas de Representación de Entidades Financieras
del Exterior:

Cada entidad que pertenezca al sector de Oficinas de Re-
presentación de Entidades Financieras del Exterior, en tér-
minos de lo previsto en la Ley de Instituciones de Crédito,
pagará el mismo monto que le correspondía pagar el ejer-
cicio inmediato anterior. Las entidades a las que no les co-
rrespondía pagar cuota en ese ejercicio cubrirán la cantidad
de    $36,822.00

XV. Operadores del Mercado de Futuros:

Cada entidad que pertenezca al sector de operadores del
mercado de futuros: $33,521.00

Para efectos de lo previsto en esta fracción, se entenderá
que pertenecen al sector de Operadores del Mercado de Fu-
turos las instituciones de crédito, casas de bolsa y demás
personas físicas y morales que pueden o no ser socios de la
Bolsa de Futuros y Opciones en términos de lo previsto en
las disposiciones que regulan a las sociedades y fideicomi-
sos que intervengan en el establecimiento y operación de
un mercado de futuros y opciones cotizados en bolsa, y cu-
ya función sea actuar como comisionista de uno o más So-
cios Liquidadores, en la celebración de contratos de futu-
ros y contratos de opciones, y que pueden tener acceso al
sistema electrónico de negociación de la bolsa para la cele-
bración de dichos contratos.
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XVI. Organismos Autorregulatorios:

Los Organismos Autorregulatorios debidamente reconoci-
dos conforme a las disposiciones que los rigen, pagarán la
cantidad de: $95,958.00

XVII. Confederaciones a que se refiere la Ley de Ahorro y
Crédito Popular:

Las confederaciones a que se refiere la Ley de Ahorro y
Crédito Popular, cada una de ellas pagará la cuota de:
$158,068.51

XVIII. Proveedores de Precios:

Cada entidad que pertenezca al sector de proveedores de
precios pagará: $116,248.00

Se entiende que pertenecen al sector de proveedores de
precios las personas morales cuyo objeto social sea exclu-
sivamente la prestación habitual y profesional del servicio
de cálculo, determinación y proveeduría o suministro de
precios actualizados para valuación de valores, documen-
tos e instrumentos financieros, autorizados en términos de
la Ley de Sociedades de Inversión.

XIX. Sociedades Controladoras de Grupos Financieros:

Cada entidad que pertenezca al sector de Sociedades Con-
troladoras de Grupos Financieros, entendiéndose por ello a
las sociedades controladoras previstas en la Ley para Re-
gular las Agrupaciones Financieras, pagará la cantidad de
$482,353.00

XX. Sociedades de Información Crediticia:

Cada entidad que pertenezca al sector de sociedades de in-
formación crediticia, entendiéndose por ello a las socieda-
des autorizadas conforme a la Ley para Regular a las So-
ciedades de Información Crediticia:  $123,720.00

XXI. Sociedades Distribuidoras de Acciones de Socieda-
des de Inversión:

Cada entidad que pertenezca al sector de Sociedades Dis-
tribuidoras de Acciones de Sociedades de Inversión, enten-
diéndose por ello a las sociedades a que con tal carácter se
refiere la Ley de Sociedades de Inversión, pagará confor-
me a lo siguiente:

a). Que actúen como referenciadoras:   $21,932.00

b). Que actúen como integrales: $43,864.00

XXII. Sociedades Operadoras de Sociedades de Inversión:

Cada entidad que pertenezca al sector de Sociedades Ope-
radoras de Sociedades de Inversión, entendiéndose por ello
a las sociedades a que con tal carácter se refiere la Ley de
Sociedades de Inversión, pagará conforme a lo siguiente:

a). De renta variable y de inversión en instrumentos de
deuda: $37,408.96

b). De capitales o de objeto limitado:   $32,749.96

XXIII. Sociedades Valuadoras de Acciones de Sociedades
de Inversión:

Cada entidad que pertenezca al sector de Sociedades Va -
luadoras de Acciones de Sociedades de Inversión, enten-
diéndose por ello a las sociedades a que con tal carácter se
refiere la Ley de Sociedades de Inversión, pagará la canti-
dad de $426.00 por cada Fondo valuado.

La cuota que resulte de conformidad con lo previsto en es-
ta fracción, en ningún caso podrá ser inferior a $21,264.00

XXIV. Socios Liquidadores:

Cada entidad que pertenezca al sector de Socios Liquida-
dores pagará la cantidad de $392,679.00

Para efectos de lo previsto en esta fracción se entenderá
que este sector lo conforman los fideicomisos que sean so-
cios de una bolsa y que participen en el patrimonio de una
cámara de compensación en términos de lo dispuesto por
las Reglas a las que habrán de sujetarse las sociedades y fi-
deicomisos que intervengan en el establecimiento y opera-
ción de un mercado de futuros y opciones cotizados en bol-
sa, teniendo como finalidad liquidar y, en su caso, celebrar
por cuenta de clientes, contratos de futuros y contratos de
opciones operados en bolsa.

Artículo 29-F. Las personas morales que en su carácter de
emisoras tengan inscritos valores en el Registro Nacional
de Valores, deberán pagar anualmente derechos por con-
cepto de inspección y vigilancia, conforme a los siguientes
criterios:
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I. Por valores inscritos en la Sección de Valores:

a). Con sólo acciones inscritas:

0.9595 al millar respecto al capital social más reservas de
capital, sin que los derechos a pagar por este concepto ex-
cedan de $477,892.58.

b). Con sólo títulos de crédito o valores inscritos que otor-
guen a sus titulares derechos de crédito, de propiedad o de
participación, sobre bienes o derechos muebles o inmue-
bles o del capital de personas morales:

0.9595 al millar respecto al monto en circulación de cada
emisión, sin que los derechos a pagar por este concepto ex-
cedan de $238,947.18.

c). Con acciones y títulos de crédito o valores inscritos que
otorguen a sus titulares derechos de crédito, de propiedad o
de participación, sobre bienes o derechos muebles o in-
muebles o del capital de personas morales:

0.9595 al millar respecto al capital social más reservas de
capital, sin que los derechos a pagar por este concepto ex-
cedan de $477,892.58 y 0.6396 al millar respecto al monto
en circulación de cada emisión de títulos de crédito o valo-
res inscritos que otorguen a sus titulares derechos de crédi-
to, de propiedad o de participación, sobre bienes o dere-
chos muebles o inmuebles o del capital de personas
morales, sin que los derechos a pagar por este concepto ex-
cedan de $119,472.61.

d). Valores emitidos por organismos descentralizados del
Gobierno Federal, Gobiernos de los Estados y Municipios,
así como de los organismos y empresas en que estos últi -
mos participen:

0.9595 al millar, respecto al monto en circulación de cada
emisión, sin que los derechos a pagar por este concepto ex-
cedan de $238,947.18.

e). Valores fiduciarios distintos de los señalados en los in-
cisos b. y c. anteriores:

0.6396 al millar, respecto al monto en circulación de cada
emisión, sin que los derechos a pagar por este concepto ex-
cedan de $89,603.99.

f). Otros títulos o valores inscritos distintos a los señalados
en los incisos anteriores: $78,852.45 por cada emisión.

II. Con valores inscritos en la Sección Especial:

Se pagará anualmente la cuota de $44,204.22 por inscrip-
ción.

III. Las personas morales que mantengan sus acciones ins-
critas con carácter preventivo en la Sección de Valores del
Registro Nacional de Valores pagarán: $13,531.76 por ins-
cripción preventiva.

No computarán para los efectos de la cuota de inspección
y vigilancia a que se refiere este artículo, los valores que
hayan sido inscritos en el mismo ejercicio fiscal en el cual
se paguen dichos derechos, excepto cuando se otorgue la
inscripción para la ampliación de plazos, montos de emi-
sión o de capital social.

Las personas morales que en su carácter de emisoras ten-
gan inscritos en el Registro Nacional de Valores títulos o
valores representativos de un pasivo a su cargo, no pagarán
los derechos por concepto de inspección y vigilancia rela-
tivos a dichos títulos o valores en el evento que los amorti-
cen en su totalidad dentro del primer bimestre del ejercicio
fiscal al que corresponda la amortización.

Artículo 29-G. En el caso de las entidades financieras de
nueva creación, incluyendo las filiales de entidades finan-
cieras del exterior de cualquier tipo, los derechos por ins-
pección y vigilancia se comenzarán a cubrir al día hábil si-
guiente de que inicien operaciones y se causarán
proporcionalmente a partir de esta fecha y hasta la conclu-
sión del ejercicio fiscal. Para efectos de la determinación
de dichos derechos, se estará a lo dispuesto en el artículo
29-D o 29-E de esta Ley, según corresponda al sector al
que pertenezca la entidad de nueva creación.

Artículo 29-H. En el caso de fusión de entidades financie-
ras o de filiales de entidades financieras del exterior, el im-
porte de los derechos por inspección y vigilancia a pagar
por la entidad fusionante o la de nueva creación durante el
resto del ejercicio en que se produzca este evento, será por
la suma de las cuotas que correspondan a las entidades par-
ticipantes en la fusión. Dichos derechos deberán ser paga-
dos al momento de recibir la autorización correspondiente
por parte de la Comisión.

Artículo 29-I. Para la determinación de los montos de los
derechos a pagar correspondientes a los artículos 29-D,
fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, X, XI, XII y XIII,
y 29-H de esta Ley, incluyendo en todos estos casos a las
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filiales de entidades financieras del exterior de cualquier
tipo, deberá utilizarse el promedio mensual de los datos o
cifras de las variables que según el caso apliquen, corres-
pondientes al período comprendido entre los meses de oc-
tubre del ejercicio fiscal inmediato anterior del año en que
se haga el cálculo y los once meses previos a éste.

Por lo que se refiere a las sociedades comprendidas en la
fracción VIII de artículo 29-D, la cuota se determinará uti -
lizando la información más reciente con que cuente la Co-
misión Nacional Bancaria y de Valores al 31 de octubre del
ejercicio fiscal inmediato anterior a aquél en que se realice
el cálculo.

En el caso de Emisoras, las cuotas a su cargo deberá deter-
minarse conforme a lo previsto en el artículo 29-F de este
Capítulo. Para efectos de lo anterior, deberá emplearse el
monto en circulación de las emisiones utilizadas como ba-
se del cálculo, al 31 de octubre del ejercicio fiscal inme-
diato anterior a aquel en que se realice el cálculo. Tratán-
dose de títulos o valores inscritos en el Registro Nacional
de Valores durante el último bimestre del ejercicio fiscal
inmediato anterior a aquel en que se calcule la cuota, de-
berá utilizarse como base la información al 31 de diciem-
bre de dicho ejercicio. En el caso de acciones representati-
vas de capital social, se tomarán como base los estados
financieros dictaminados de la sociedad emisora, corres-
pondientes al ejercicio fiscal inmediato anterior a aquel en
que se efectúe el cálculo, o en su defecto, los estados fi-
nancieros dictaminados del ejercicio más reciente con que
se cuente, que hayan sido proporcionados a la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores.

Para efectos del párrafo anterior, cuando el cálculo respec-
tivo deba hacerse con base en el capital social y reservas de
capital, por el primero se entenderá el monto exhibido más
aportaciones para futuros aumentos de capital, y por las se-
gundas, la reserva legal, la prima sobre acciones, positivas
o negativas y las demás que por estatutos o voluntariamen-
te haya constituido la asamblea de accionistas como adi-
ción al capital y provenientes de las utilidades.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público dará a cono-
cer a las entidades de los sectores correspondientes, como
facilidad administrativa, el resultado de las operaciones
aritméticas previstas en el artículo 29-D, según la informa-
ción que le sea proporcionada por la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores.

Artículo 29-J. Los ingresos que se obtengan por el pago de
derechos por los servicios a los que se refieren los artícu-
los 29, 29-A, 29-B, 29-C, 29-D, 29-E, 29-F, 29-G y 29-H
de este Capítulo, se destinarán a la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores.

Artículo 29-K. Las cuotas anuales a cargo de las entidades
o sujetos a que se refieren los artículos 29, 29-A, 29-B, 29-
D, 29-E, 29-F y 29-G de esta Ley, se pagarán conforme a
lo siguiente:

I. Las entidades financieras que pertenezcan a los sectores
señalados en los artículos 29-D fracciones I, II, III, IV, V,
VI, VII, VIII, IX, X, XII y XII y 29-E, fracciones II, III, IV,
V, VI, VII, VIII, IX, XII, XIV, XV, y XVII de esta Ley, in-
cluyendo a las filiales de entidades financieras del exterior,
deberán pagar las cuotas anuales determinadas a su cargo,
dentro del primer trimestre del ejercicio fiscal correspon-
diente. Sin perjuicio de lo anterior, dichas entidades o su-
jetos podrán pagar las cuotas referidas en doce parcialida-
des, que enterarán a más tardar el primer día hábil de cada
mes. En el caso de las entidades financieras de nueva crea-
ción, los derechos se cubrirán al día hábil siguiente de que
inicien operaciones y se causarán proporcionalmente a par-
tir de esta fecha y hasta la conclusión del ejercicio fiscal.

II. En el caso de sociedades controladoras de grupos finan-
cieros, sociedades de información crediticia, sociedades
calificadoras de valores, sociedades valuadoras de acciones
de sociedades de inversión, empresas que administran me-
canismos para facilitar las operaciones con valores y pro-
veedores de precios, deberán pagar en el mes de enero de
cada año las cuotas anuales que les correspondan del ejer-
cicio fiscal.

III. Tratándose de las sociedades operadoras de sociedades
de inversión, de las sociedades de inversión, sociedades
distribuidoras de acciones de sociedades de inversión, de
los organismos autorregulatorios y de las personas morales
emisoras de valores, deberán pagar las cuotas anuales res-
pectivas a más tardar dentro del primer bimestre del ejerci-
cio fiscal correspondiente.

IV. Los derechos por concepto de certificación, autoriza-
ción, y aprobación referidos en el artículo 29 de esta Ley,
deberán pagarse previamente a la presentación de la solici-
tud o documentación correspondiente.

V. Tratándose de los derechos por el otorgamiento de au-
torizaciones, así como por la inscripción en el Registro
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Nacional de Valores, previstas en los artículos 29-A y 29-
B de esta Ley, los derechos deberán pagarse en la misma
fecha en que se reciba el oficio mediante el cual se notifi -
que el otorgamiento de la inscripción en el Registro Nacio-
nal de Valores, o la autorización relativa. Por lo tanto,
cuando los derechos no puedan ser calculados sino hasta el
momento de la emisión, podrá comunicarse al interesado la
opinión favorable respecto del acto registral correspon-
diente, notificándose la inscripción hasta que se proporcio-
ne a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, los datos
que permitan determinar el monto del derecho a pagar por
dicho concepto. En el caso de emisiones cuya colocación
se pacte en diferentes fechas, los derechos de inscripción se
causarán por el monto de cada colocación y deberán ser pa-
gados a más tardar el día 17 del mes inmediato posterior a
aquél en que se realicen cada una de las mismas.

Artículo 29-L. Las bolsas de valores se abstendrán de ins-
cribir valor alguno, mientras el emisor de que se trate no
exhiba la documentación que acredite el cumplimiento de
la obligación de pago a que alude este Capítulo.

Artículo 29-M. (Se deroga).

Artículo 29-N. (Se deroga).

Artículo 29-Ñ. (Se deroga).

Artículo 29-O. (Se deroga).

Artículo 29-P. (Se deroga).

Artículo 29-Q. (Se deroga).

Artículo 29-R. (Se deroga).

Artículo 29-S. (Se deroga).

Artículo 29-T. (Se deroga).

Artículo 29-U. (Se deroga).

Artículo 29-V. (Se deroga).

Artículo 29-W. (Se deroga).

Artículo 29-X. (Se deroga).

Artículo 29-Y. (Se deroga).

Artículo 30-A. ...

VIII. Por la presentación del examen de acreditación de la
capacidad técnica, para ejercer la actividad de agente de se-
guros persona física o apoderado de agente de seguros per-
sona moral $430.00

Artículo 30-C. Por la presentación de los exámenes de
acreditación de conocimientos de los actuarios que presten
sus servicios a las instituciones y sociedades mutualistas de
seguros, se pagarán los derechos conforme a lo siguiente:

I. Por el examen de acreditación de los conocimientos re-
queridos por los actuarios encargados de la elaboración y
firma de las notas técnicas para el registro de los productos
de seguros, que ofrezcan al público las instituciones y so-
ciedades mutualistas de seguros   $870.00

II. Por el examen de acreditación de los conocimientos re-
queridos por los actuarios que elaboren y firmen la valua-
ción de las reservas técnicas, que deben calcular y registrar
las instituciones y sociedades mutualistas de seguros
$870.00

III. Por el examen de acreditación de los conocimientos re-
queridos por los actuarios independientes que realicen los
dictámenes actuariales sobre la situación y suficiencia de
las reservas de carácter técnico, que deben constituir las
instituciones y sociedades mutualistas de seguros $870.00

Artículo 31-A. ...

VIII. Por la presentación del examen de acreditación de la
capacidad técnica, para ejercer la actividad de agente de
fianzas persona física o apoderado de agente de fianzas
persona moral $430.00

Artículo 31-A-1. Por la presentación de los exámenes de
acreditación de conocimientos de los actuarios que presten
sus servicios a las instituciones de fianzas, se pagarán los
derechos conforme a lo siguiente:

I. Por el examen de acreditación de los conocimientos re-
queridos por los actuarios encargados de la elaboración y
firma de las notas técnicas, que registren las instituciones
de fianzas para soportar la adecuada operación de los pro-
ductos que ofrezcan al público $870.00
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II. Por el examen de acreditación de los conocimientos re-
queridos por los actuarios que elaboren y firmen la valua-
ción de las reservas técnicas, que deben calcular y registrar
las instituciones de fianzas   $870.00

III. Por el examen de acreditación de los conocimientos re-
queridos por los actuarios independientes que realicen los
dictámenes actuariales sobre la situación y suficiencia de
las reservas de carácter técnico, que deben constituir las
instituciones de fianzas $870.00

Artículo 31-A-2. Los ingresos que se obtengan por los de-
rechos a que se refieren los artículos 30, 30-A, 30-B, 30-C,
31, 31-A y 31-A-1 de esta Ley, se destinarán a la Comisión
Nacional de Seguros y Fianzas.

Artículo 40. ...

n). Por la autorización de mandatario de agente aduanal
$5,269.00

Los derechos a que se refieren los incisos b), c), d), e), h),
i), k), l), m) y n) de este artículo, se pagarán anualmente.
Los derechos a que se refieren los incisos a), f), g) y j) se
pagarán por única vez.

...

Artículo 51. Por los servicios que a continuación se seña-
lan que se presten a los aspirantes para obtener patente de
agente aduanal, autorización de apoderado aduanal, de dic-
taminador aduanero o de mandatario de agente aduanal y a
los agentes aduanales, se pagarán derechos conforme a las
siguientes cuotas:

...

III. Por el examen para aspirante a mandatario de agente
aduanal:

a). Correspondiente a la etapa de conocimientos $2,723.00

b). Correspondiente a la etapa psicotécnica $2,723.00

...

...

Artículo 56. ...

V. Tratándose de las modalidades de cogeneración o fuen-
tes de energía renovables como hidráulica, eólica, solar,
biomasa y biogás:

a). Hasta 5 MW $31,430.00

b). Mayor a 5 y hasta 20 MW $40,080.00

c). Mayor a 20 y hasta 40 MW $58,160.00

d). Mayor a 40 y hasta 60 MW $77,590.00

e). Mayor a 60 y hasta 80 MW $100,710.00

f). Mayor a 80 y hasta 100 MW $114,000.00

g). Mayor a 100 MW $144,970.00

Sección Séptima

Servicios de Certificación de Firma Electrónica
en Actos de Comercio

Artículo 78. Por los servicios en materia de acreditación
de prestador del servicio de certificación de firma electró-
nica en actos de comercio, se pagarán derechos conforme a
las siguientes cuotas:

I. Por el trámite y estudio de la solicitud para acreditación
como prestador del servicio de certificación de firma elec-
trónica $29,070.00

II. Por la acreditación como prestador del servicio de certi-
ficación de firma electrónica $139,300.00

III. Por el cese voluntario como prestador del servicio de
certificación de firma electrónica   $102,110.00

IV. Por el examen para encargado de identificación como
prestador del servicio de certificación de firma electrónica
$2,910.00

Artículo 91. Por la verificación e inspección de las insta-
laciones que constituyen las redes de los servicios de tele-
comunicaciones, solicitada expresamente por los concesio-
narios, permisionarios y asignatarios, se pagará el derecho
de verificación, por cada visita, conforme a la cuota de
$5,700.00
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Las verificaciones realizadas a usuarios del servicio de afi-
cionados o radioaficionados, a usuarios de banda civil o a
usuarios de bandas de uso libre, que conforme a esta ley, no
están obligados al pago de derechos por el uso del espec-
tro, no causarán este derecho de verificación.

Artículo 93. ...

I. Por el estudio de la documentación inherente a la solici-
tud para obtener uno o más títulos de concesión $20,898.62

II. Por la expedición del título de concesión, por cada uno
$15,026.79

...

Artículo 94-A. Por el estudio de la solicitud y, en su caso,
expedición del título de concesión para el uso, aprovecha-
miento o explotación de bandas de frecuencias para uso ex-
perimental que operen con carácter privado y sin fines de
lucro, se pagarán derechos conforme a las siguientes cuo-
tas:

I. Por el estudio $8,600.00

II. Por la autorización $3,950.00

No pagarán este derecho las instituciones de enseñanza
educativa sin fines de lucro cuando utilicen las bandas de
frecuencia para investigación.

Artículo 97. ...

IV. Por el estudio y, en su caso, autorización para prestar un
servicio adicional:

...

IX. Por el estudio y autorización de otras modificaciones
de los títulos de concesión, no consideradas en las fraccio-
nes anteriores:

...

Artículo 138. ...

Por la renovación o ampliación de un certificado de homo-
logación provisional, cuando no se hayan modificado las
características técnicas y operativas autorizadas, se pagará
el 50% de la cuota establecida en este apartado.

Artículo 148. ...

A. ...

II. ...

c). Para el traslado de mancuernas, tricuernas, cuatricuer-
nas y pentacuernas, por anualidad   $1,186.00

...

III. ...

y). Para instalar unidades de verificación o laboratorios de
prueba $764.55

...

Artículo 150. ...

Para los efectos del artículo 150-A de esta Ley, el derecho
se pagará mensualmente, desglosando las operaciones
efectuadas en el mes, mediante declaración que se presen-
tará ante las oficinas autorizadas por el Servicio de Admi-
nistración Tributaria, dentro de los diez días del mes si-
guiente a aquel en que corresponda el pago.

Asimismo, el usuario deberá presentar a SENEAM dentro
de los cinco días siguientes de efectuado el pago, copia de
la Declaración General de Pago de Derechos con el sello
legible de la Institución Bancaria, así como el archivo elec-
trónico que contenga los datos de las operaciones que die-
ron lugar al pago del derecho.

SENEAM verificará la información entregada por el usua-
rio, y en caso de existir diferencias en el entero del dere-
cho, se solicitará la aclaración respectiva; en el supuesto de
que subsistan las diferencias, el contribuyente deberá reali-
zar el pago del derecho dentro de los tres días siguientes a
la aclaración, debiendo enterar dicho pago con los acceso-
rios que se hubieren generado, de lo contrario, SENEAM
informará esta situación al Servicio de Administración Tri-
butaria, para que realice el requerimiento de pago del dere-
cho que corresponda. Si el contribuyente tuviera saldo a fa-
vor, dicho saldo podrá compensarse contra el pago de
derechos correspondiente al mes inmediato posterior a la
aclaración señalada en este párrafo.
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En el supuesto de que el usuario incumpliera en la presen-
tación del comprobante de pago o de la relación que con-
tenga el cálculo de las operaciones realizadas, SENEAM
comunicará al usuario la suspensión de los servicios, aten-
diendo lo dispuesto en el último párrafo del artículo 3° de
esta Ley.

La persona física o moral, nacional o extranjera, que no dé
aviso a SENEAM para sujetarse a lo dispuesto por las frac-
ciones I o II de este artículo, en un término de treinta días
siguientes a partir de la fecha de autorización del permiso
expedido por la Dirección General de Aeronáutica Civil,
deberá sujetarse a lo dispuesto en la fracción II del mismo.
Asimismo aquellos que deseen cambiar de régimen, lo
podrán hacer presentando su solicitud por escrito a SENE-
AM, dentro de los treinta días siguientes al inicio de cada
ejercicio fiscal.

...

Artículo 150-A ...

V. El usuario que opte por el pago del derecho mediante
este régimen y que lleve a cabo vuelos locales, ya sea de
prueba, enseñanza o entrenamiento, que por algún motivo
regresen a aterrizar al aeropuerto de origen, se tomará en
consideración para la aplicación del régimen I, lo si-
guiente:

...

VI. ...

a). Copia de la Cédula del Registro Federal de Contribu-
yentes.

...

...

d). Copias de los Permisos expedidos por la Dirección Ge-
neral de Aeronáutica Civil para explotar el servicio públi-
co o privado comercial de transporte aéreo; en el caso de
transporte aéreo privado no comercial y de aeronaves del
Estado, deberá presentar el Certificado de Matrícula.

...

VIII. Los servicios que se proporcionen a las aeronaves in-
cluidas en este artículo en un aeropuerto controlado por

SENEAM, con destino a una plataforma o helipuerto den-
tro del territorio nacional, pagarán una distancia ortodró-
mica equivalente a 15 Kilómetros por tramo volado de lle-
gada o salida, independientemente de las cuotas del
aeropuerto de origen y de destino.

...

Artículo 150-B. Las aeronaves nacionales o extranjeras,
por la prestación de los servicios en el espacio aéreo mexi-
cano en el régimen II a que se refiere el artículo 150, pa-
garán una cuota a razón de $0.80 pesos por cada litro de
combustible que les sea suministrado, mismo que será in-
dependiente del precio del combustible vigente al momen-
to del abasto.

...

III. (Se deroga).

...

De los ingresos que se obtengan por la recaudación del de-
recho a que se refiere este artículo, se destinará hasta el 2%
de los mismos a SENEAM, para cubrir las obligaciones
contraídas por motivo de la recaudación de este derecho.

Artículo 150-C. ...

I. Por extensión de horario de los servicios de control de
tránsito aéreo, por cada minuto o fracción, conforme a la
cuota de $8.00

II. Por extensión de horario de los servicios de información
de vuelo, por cada minuto o fracción, conforme a la cuota
de $8.00

...

Artículo 151. ...

A. ...

(Se deroga tercer párrafo).

...

III. (Se deroga).

...
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E. ...

I. Cuota por instalación, software y asistencia técnica de 40
horas de teoría y práctica, por una sola vez  $12,700.00

...

Artículo 186. ...

VI. ...

e). (Se deroga).

...

XXVII. ...

a). Por cada hora o fracción de curso teórico   $25.00

b). Por cada hora o fracción de curso práctico   $30.00

c). Por cada hora o fracción de curso teórico-práctico
$35.00

Artículo 190-C. ...

VI. Por la recepción, estudio y, en su caso, la autorización
de proyectos de obra de construcción, demolición, modifi-
cación, ampliación, adaptación o reparación dentro de in-
muebles de propiedad federal $4,530.00

Artículo 191-F. Las Entidades Federativas que hayan cele-
brado convenio de colaboración administrativa en materia
fiscal federal con la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, para que directamente, cuando así lo acuerden ex-
presamente, ejerzan funciones operativas de administra-
ción, sobre los ingresos que se obtengan por el cobro de los
derechos a que se refieren los artículos 191-D y 191-E de
esta Sección, percibirán la totalidad de los ingresos que se
generen por la prestación de estos servicios.”

Artículo 192. Por la expedición o prórroga de títulos de
asignación o concesión, o de permisos o autorizaciones que
se indican, incluyendo su posterior inscripción por parte de
la Comisión Nacional del Agua en el Registro Público de
Derechos de Agua, se pagará el derecho de servicios rela-
cionados con el agua, conforme a las siguientes cuotas:

...

Artículo 194-D. ...

IV. (Se deroga).

...

Artículo 194-F-1. ...

I. ...

a). De organizaciones relacionadas con el aprovechamien-
to cinegético sustentable de la vida silvestre $740.63

No pagarán el derecho que se establece en este inciso, las
organizaciones que únicamente se dediquen a la conserva-
ción de la vida silvestre.

...

f). Para posesión de aves de presa, por ejemplar   $320.00

...

Artículo 194-J. ...

III. (Se deroga).

...

Artículo 194-K. Por la recepción, evaluación y dictamen
del programa de manejo forestal y, en su caso, la autoriza-
ción de aprovechamiento de recursos forestales de especies
maderables de clima templado y frío, se pagará el derecho
conforme a las siguientes cuotas:

...

II. De más de 500 metros cúbicos hasta 1,000 metros cúbi-
cos $3,000.00

III. De más de 1,000 metros cúbicos hasta 5,000 metros cú-
bicos $4,100.00

IV. De más de 5,000 metros cúbicos en adelante
$5,250.00

Artículo 194-L. Por la recepción, evaluación y dictamen
del programa de manejo forestal y, en su caso, la autoriza-
ción de aprovechamiento de recursos forestales, de especies
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maderables de clima árido y semiárido, se pagará el dere-
cho conforme a las siguientes cuotas:

...

...

II. De más de 500 metros cúbicos hasta 1,500 metros 

cúbicos   $3,000.00

III. De más de 1,500 metros cúbicos hasta 3,000 metros cú-
bicos $4,100.00

IV. De más de 3,000 metros cúbicos en adelante
$5,250.00

Artículo 194-M. Por la recepción, evaluación y dictamen
de los estudios técnicos justificativos y, en su caso, la au-
torización de cambio de uso de suelo en terrenos forestales,
se pagará el derecho de cambio de uso de suelo de terrenos
forestales, conforme a las siguientes cuotas:

I. Hasta 1 hectárea $650.00

II. De más de 1 hectárea hasta 10 hectáreas   $900.00

III. De más de 10 hectáreas hasta 50 hectáreas   $1,900.00

IV. De más de 50 hectáreas hasta 200 hectáreas   $3,800.00

V. De más de 200 hectáreas $5,800.00

Artículo 194-N. Por la recepción, evaluación y dictamen
del programa de manejo de plantación forestal comercial y,
en su caso, el otorgamiento de la autorización de plantación
forestal comercial en terrenos preferentemente forestales,
en superficies mayores a 800 hectáreas, se pagará la cuota
de $4,100.00

Artículo 194-N-1. Por la expedición de los certificados de
inscripción o modificación del Registro Forestal Nacional,
se pagarán derechos, por cada uno, conforme a la cuota de
$250.00

Artículo 194-N-2. Por los servicios que presta la Secreta-
ría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en materia
de sanidad forestal, se pagarán derechos conforme a las si-
guientes cuotas:

I. Por la expedición de cada certificado fitosanitario para la
importación de productos y subproductos forestales fuera
de la región y franja fronteriza   $750.00

II. Por la verificación de la calidad sanitaria de los embar-
ques y, en su caso, la expedición de cada certificado fitosa-
nitario internacional para la exportación de productos y
subproductos forestales   $600.00

III. Por la identificación taxonómica de muestras entomo-
lógicas y/o patológicas colectadas en productos y subpro-
ductos forestales de importación   $850.00

Artículo 194-N-3. Por la recepción y evaluación de la so-
licitud y, en su caso, la autorización para el funcionamien-
to de centros de almacenamiento y transformación de ma-
terias primas forestales, se pagará el derecho conforme a la
cuota de $1,100.00

Artículo 194-N-4. Por la recepción y evaluación y, en su
caso, la autorización para la colecta y uso de recursos bio-
lógicos forestales, se pagarán derechos conforme a las si-
guientes cuotas:

I. Colecta de ejemplares o partes de recursos biológicos fo-
restales para herbarios o jardines botánicos   $1,100.00

II. Colecta de recursos biológicos forestales con fines de
investigación para el posible uso comercial en biotecnolo-
gía $9,579.00

III. Colecta y uso de especies biológicas forestales made-
rables y no maderables en el territorio nacional, con fines
de investigación científica $1,100.00

Artículo 194-N-5. Por la expedición de formatos que de-
ban utilizar los interesados para acreditar la legal proce-
dencia de materias primas, productos y subproductos fo-
restales, se pagará el derecho por cada tres formatos
expedidos, conforme a la cuota de $7.50

Artículo 194-O. ...

I. Por la recepción y evaluación de solicitud de licencia
$1,500.00

II. Actualización de la licencia de funcionamiento o de la
licencia ambiental $750.00
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Artículo 194-T. ...

III. Instalación y operación de sistemas de reciclaje de re-
siduos peligrosos $1,500.00

IV. Instalación y operación de sistemas de reuso de resi-
duos peligrosos $1,500.00

...

Artículo 194-U. ...

VIII. Por la expedición del certificado de aprobación para
los Laboratorios de Prueba, por cada laboratorio $9,600.00

El 60% de los ingresos que se obtengan por la recaudación
del derecho a que se refieren las fracciones I, II, III, VI, VII
y VIII, se destinarán a la Procuraduría Federal de Protec-
ción al Ambiente para el fortalecimiento de los servicios de
inspección y vigilancia.

Artículo 194-W. Los ingresos que se obtengan por la re-
caudación de los derechos contenidos de la Sección Quin-
ta a la Novena del presente Capítulo, se destinarán a la Se-
cretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para el
mantenimiento, conservación y operación de los servicios
señalados en dichas Secciones. Cuando dichos servicios o
trámites se encuentren descentralizados a los Estados o al
Distrito Federal, por medio de convenios específicos para
la asunción de funciones celebrados con la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, se destinarán al es-
tado o, en su caso, al Distrito Federal, que haya prestado el
servicio o realizado el trámite, siempre que dicha función
permanezca descentralizada.

Sección Primera

Autorizaciones en Materia Sanitaria

Artículo 195. Por los servicios que presta la autoridad sa-
nitaria para actividades reguladas por la misma, se pagarán
los siguientes derechos:

I. Por el trámite y, en su caso, expedición del permiso sa-
nitario en materia de publicidad vinculada a las activida-
des, productos, bienes y servicios a los que se refiere la Ley
General de Salud, se pagará el derecho de permiso sanita-
rio en materia de publicidad, por cada producto y tipo de
mensaje, de conformidad con las siguientes cuotas:

a). Televisión, video en lugares públicos cerrados y en me-
dios de transporte público $4,600.00

b). Cine $1,900.00

c). Radio $1,350.00

d). Prensa $450.00

e). Folletos, catálogos, carteles, internet y otros medios si-
milares   $310.00

f). Anuncios en exteriores $2,400.00

Los derechos que se establecen en esta fracción, se pagarán
por cada tipo de mensaje que comprenda la autorización
que se otorgue, según el medio publicitario que se utilice
de los señalados en los incisos de esta fracción.

Cuando la publicidad se refiera a bebidas alcohólicas, ta-
baco, sustancias tóxicas, plaguicidas y de alimentos de bajo
valor nutritivo, se pagará el derecho a que se refiere este ar-
tículo conforme al doble de las cuotas señaladas en los in-
cisos anteriores.

Cuando la publicidad se refiera a suplementos alimenti-
cios, se pagará el derecho conforme a las cuotas señaladas
en esta fracción, aumentadas con el 50% de las cuotas se-
gún el inciso que corresponda.

No pagarán los derechos a que se refiere esta fracción, la
Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Munici-
pios, por la publicidad para programas o campañas para la
prevención de riesgos en materia de salud.

II. Por el estudio y trámite y, en su caso, autorización o cer-
tificación de personas físicas o morales como unidades de
verificación, organismos de certificación, laboratorios de
prueba y terceros autorizados, se pagará por cada solicitud
de autorización   $2,600.00

Quedan exceptuados del pago del derecho establecido en
esta fracción, las instituciones de educación superior públi-
cas.

III. Por cada solicitud y, en su caso, expedición de licencia
sanitaria de establecimientos de insumos para la salud, se
pagará el derecho conforme a las siguientes cuotas:

a). Por fábrica o laboratorio $15,000.00
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b). Por almacén de depósito y distribución   $3,500.00

c). Por farmacia o botica $800.00

d). Droguerías $2,000.00

Quedan exceptuados del pago de este derecho, las farma-
cias y boticas en poblaciones menores de 2500 habitantes.
El número de habitantes de las poblaciones se determinará
de conformidad con la población indicada en los resultados
definitivos del ejercicio inmediato anterior, referidos ex-
clusivamente a población, provenientes del último Censo
General de Población y Vivienda publicado por el Instituto
Nacional de Estadística, Geografía e Informática, actuali-
zado con las proyecciones de población publicadas por el
Consejo Nacional de Población.

Por la actualización de la licencia sanitaria señalada en esta
fracción, se pagará el 75% del derecho que corresponda.

Artículo 195-A. Por las autorizaciones, permisos, solicitu-
des y registros que implican análisis y manejo de riesgos
sanitarios para la salud pública, se pagará el derecho de
riesgo sanitario conforme a las siguientes cuotas:

I. Por la solicitud y, en su caso, el registro de Medicamen-
tos Alopáticos, se pagará por cada uno, el derecho confor-
me a las siguientes cuotas:

a). Medicamento nuevo $35,000.00

b). Medicamento genérico $25,400.00

II. Por la solicitud y, en su caso, el registro de medicamen-
tos homeopáticos, herbolarios y vitamínicos, se pagará por
cada uno, el derecho conforme a la cuota de $6,000.00

III. Por la solicitud y, en su caso, el registro de equipos mé-
dicos, prótesis, órtesis, ayudas funcionales, agentes de
diagnóstico, materiales quirúrgicos, de curación, productos
higiénicos e insumos de uso odontológico que no sean me-
dicamentos, se pagará por cada uno, el derecho conforme a
las siguientes cuotas:

a). Clase I $4,000.00

b). Clase II $6,000.00

c). Clase III $8,000.00

IV. Por la solicitud y, en su caso, el registro de plaguicidas,
se pagará el derecho de registro por cada producto, confor-
me a las siguientes cuotas:

a). Categoría toxicológica I (Extremadamente Tóxico)
$40,000.00

b). Categoría toxicológica II (Altamente Tóxico)
$35,000.00

c). Categoría toxicológica III (Moderadamente Tóxico)
$25,000.00

d). Categoría toxicológica IV (Ligeramente Tóxico)
$20,000.00

Por la renovación del registro único de los productos a que
se refiere esta fracción, se pagará el 50% de la cuota co-
rrespondiente.

V. Por la solicitud y, en su caso, el registro de cada pro-
ducto que contenga sustancias tóxicas de alto y mediano
riesgo para la salud $4,589.56

VI. Por la solicitud y, en su caso, el registro de cada pro-
ducto que contenga sustancias tóxicas de bajo riesgo para
la salud $917.68

Por las modificaciones de la razón o denominación social
o de propietario, de los registros señalados en las fraccio-
nes anteriores de este artículo, se pagará el 50% del dere-
cho de registro que corresponda.

Por otras modificaciones que se soliciten a los registros se-
ñalados en las fracciones anteriores de este artículo, se pa-
gará el 75% del derecho que corresponda al registro.

VII. Por la solicitud y, en su caso, la autorización de per-
misos para la importación de plaguicidas, por cada permi-
so, se pagarán derechos conforme a las siguientes cuotas:

a). Categoría toxicológica I (Extremadamente Tóxico)
$15,000.00

b). Categoría toxicológica II (Altamente Tóxico)
$8,000.00

c). Categoría toxicológica III (Moderadamente Tóxico)
$3,500.00
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d). Categoría toxicológica IV (Ligeramente Tóxico)
$1,500.00

No se pagarán los derechos a que se refiere esta fracción,
cuando los permisos de importación sean solicitados por
instituciones educativas en el país reconocidas oficialmen-
te para la investigación y cuando lo soliciten la Federación,
el Distrito Federal, los estados y los municipios, para las
campañas fitozoosanitarias, sanitarias y ecológicas.

VIII. Por la solicitud y, en su caso, expedición de la licen-
cia sanitaria de Bancos de Sangre, se pagará el derecho
conforme a la cuota de $5,000.00

IX. Por cada solicitud y, en su caso, autorización del per-
miso de importación para suplementos alimenticios, se pa-
gará el derecho conforme a la cuota de   $2,500.00

Por las modificaciones o prórrogas que se soliciten a los
permisos señalados en esta fracción, se pagará el 75% del
derecho que corresponda.

Artículo 195-C. ...

I. Por cada solicitud de visita de verificación sanitaria para
la certificación de buenas prácticas sanitarias con fines de
exportación en establecimientos donde se procesen ali-
mentos, bebidas no alcohólicas y alcohólicas, tabaco, pro-
ductos de aseo, limpieza, perfumería y belleza, y de las ma-
terias primas y aditivos que intervengan en su elaboración,
por tipo de producto, se pagará la cuota de   $1,400.00

...

Artículo 195-F. (Se deroga).

Artículo 195-I. Por los servicios de trámite de cada solici-
tud de los permisos, expedición de licencias, así como por
la autorización de protocolos de investigación y de la cla-
ve alfanumérica de remedios herbolarios, se pagará el de-
recho de trámite sanitario, conforme a las siguientes cuo-
tas:

...

III. (Se deroga).

...

V. (Se deroga).

...

Artículo 195-K-2. ...

I. Por cada solicitud y, en su caso, la expedición de licen-
cia sanitaria de Servicios de Transfusión $574.04

...

Artículo 195-L-1. ...

I. (Se deroga).

...

Artículo 195-L-2. Por la expedición de permisos para la
importación de nutrientes vegetales y sustancias tóxicas, se
pagará el derecho conforme a las siguientes cuotas:

I. (Se deroga).

...

Artículo 195-L-4. Los ingresos que se obtengan por la re-
caudación de los derechos a que se refiere el presente Ca-
pítulo, se destinarán a la Secretaría de Salud, para el man-
tenimiento, conservación y operación de los servicios en
materia de riesgo sanitario.

Artículo 198. ...

I. Por actividades recreativas, turísticas y deportivas de bu-
ceo autónomo, buceo libre, esquí acuático, recorridos en
embarcaciones motorizadas y no motorizadas, observación
de fauna marina en general, pesca deportiva en cualquiera
de sus modalidades, campismo, pernocta y la navegación
en mares, esteros, rías y lagunas costeras, se pagarán dere-
chos, por persona, por día, por Área Natural Protegida,
conforme a la cuota de $20.32

...

Para los efectos de este artículo, se consideran como Áreas
Naturales Protegidas las siguientes:

...

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 9 de diciembre de 2003325



• Reserva de la Biosfera Arrecifes de Sian Ka’ an.

• Reserva de la Biosfera Archipiélago de Revillagigedo.

II. (Se deroga).

...

Artículo 198-A. ...

II. (Se deroga).

Para los efectos de este artículo, se consideran Areas Natu-
rales Protegidas las siguientes:

...

• Parque Nacional Izta-Popo, Zoquiapan y Anexas.

• Parque Nacional Palenque.

• Parque Nacional El Tepozteco.

...

• Reserva de la Biosfera Los Tuxtlas.

• Reserva de la Biosfera Mariposa Monarca.

• Reserva de la Biosfera El Pinacate y Gran Desierto del
Altar.

• Reserva de la Biosfera Tehuacán-Cuicatlán.

...

• Area de Protección de Flora y Fauna Cuatrociénegas.

• Reserva Forestal Nacional y Refugio de Fauna Silvestre
Sierras de los Ajos-Bavispe.

...

Artículo 198-B. Por la filmación, videograbación y tomas
fotográficas con fines comerciales que requieran de equi-
pos compuestos por más de un técnico especializado como
apoyo a la persona que opera el equipo principal, dentro de
las Áreas Naturales Protegidas decretadas por la Federa-
ción, se pagará el derecho conforme a las siguientes cuotas:

a). Por día $2,000.00

b). Por cada 7 días no fraccionables $10,000.00

No se pagará el derecho establecido en este artículo, cuan-
do se trate de fotografías, filmaciones y videograbaciones
con carácter científico y cultural, siempre que se demues-
tre dicha calidad ante la autoridad competente.

Para los efectos de este artículo, cuando en alguna de las
Areas Naturales Protegidas se encuentre algún inmueble a
que se refiere el artículo 178-A de esta Ley, únicamente se
pagará el derecho a que se refiere dicho artículo.

Los ingresos que se obtengan por la recaudación del dere-
cho a que se refiere este artículo, se destinarán a la Comi-
sión Nacional de Areas Naturales Protegidas para la con-
servación y aprovechamiento sustentable de las Áreas
Naturales Protegidas.

Artículo 199-B. ...

Las Entidades Federativas que hayan celebrado convenio
de colaboración administrativa en materia fiscal federal
con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, para que
directamente, cuando así lo acuerden expresamente, ejer-
zan funciones operativas de administración, sobre los in-
gresos que se obtengan por el cobro del derecho a que se
refiere este artículo, percibirán la totalidad de los ingresos
que se generen por su cobro.

Artículo 223 ...

A. ...

De los ingresos que se obtengan por la recaudación de los
derechos por la explotación, uso o aprovechamiento de
aguas nacionales por usuarios distintos de los municipales
y organismos operadores de los mismos, 300 millones de
pesos tendrán destino específico para el Fondo Forestal
Mexicano para el desarrollo y operación de Programas de
Pago por Servicios Ambientales. Estos recursos ampliarán
el presupuesto que se asigne a la Comisión Nacional Fo-
restal.

...

Artículo 224. ...

V. ...
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Los contribuyentes para comprobar el cumplimiento de la
calidad establecida en la tabla de lineamientos de calidad
del agua, en su caso, una vez obtenido el certificado de ca-
lidad del agua, se deberá entregar a la Comisión Nacional
del Agua, un reporte trimestral de la calidad del agua sobre
una muestra simple, tomada en día normal de operación,
representativa del proceso que genera la descarga de aguas
residuales. El reporte deberá entregarse en un máximo de
veinte días hábiles posteriores al trimestre que se informa
y en caso de omisión de la presentación del reporte o si se
da el incumplimiento de los parámetros, la exención deja-
rá de surtir sus efectos en el trimestre que se debió haber
presentado el reporte o se incumplió en los parámetros.

...

Artículo 231. ...

Tratándose de municipios que no se encuentren dentro de
las zonas 1 a 9, el pago del derecho sobre aguas se efec-
tuará de conformidad con la cuota establecida para el mu-
nicipio más próximo al lugar de la extracción.

Artículo 232. ...

...

d). Las instituciones de crédito que proporcionen a las de-
pendencias del Gobierno Federal, los servicios bancarios
de consulta, depósito y retiro de los montos de las cuentas
del personal que labore en dichos inmuebles, mediante el
servicio de cajeros automáticos, por el espacio que ocupen
dichos cajeros en los inmuebles del Gobierno Federal o de
sus organismos descentralizados.

e). Los auxiliares de Tesorería de la Federación a que se re-
fiere la fracción III del artículo 5o. de la Ley del Servicio
de Tesorería de la Federación, que presten el servicio de ca-
jas recaudadoras de contribuciones federales, por el espa-
cio que ocupen dichos auxiliares dentro de los inmuebles
de la Federación o de los organismos descentralizados de
la Administración Pública Federal Paraestatal, así como
por el equipo que instalen dentro de los inmuebles señala-
dos.

Artículo 232-C. ...

(Se deroga último párrafo).

Artículo 232-D-1. Están obligadas a pagar el derecho por
extracción de materiales pétreos, las personas físicas y mo-
rales que los extraigan de las playas, la zona federal marí-
timo terrestre y los terrenos ganados al mar o de cualquier
otro depósito de aguas marítimas, así como del lecho mari-
no, conforme a la cuota que resulte por metro cúbico:

...

Artículo 236. Están obligadas a pagar el derecho por ex-
tracción de materiales, las personas físicas y morales que
extraigan de los cauces, vasos y zonas de corrientes, así co-
mo de los depósitos de propiedad nacional, por cada metro
cúbico, conforme a las siguientes cuotas:

I. Zona 1

Estados de Baja California, Guanajuato, Sinaloa, Sonora y
Tabasco:

Grava $14.00

Arena $14.00

Arcillas y limos $11.00

Materiales en greña $11.00

Piedra $12.00

Otros $5.00

II. Zona 2

Los Estados no comprendidos en la fracción anterior y el
Distrito Federal:

Grava $9.00

Arena $9.00

Arcillas y limos $7.00

Materiales en greña $7.00

Piedra $8.00

Otros $3.00
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El derecho por extracción de materiales se pagará previa-
mente, mediante declaración que se presente en las oficinas
que autorice el Servicio de Administración Tributaria.

El derecho se pagará mensualmente, dentro de los diez días
previos a la extracción, considerando el volumen de mate-
rial que se tenga programado extraer durante ese periodo.

Las personas físicas y morales que extraigan materiales pé-
treos, estarán obligados a llevar un registro diario de los
volúmenes extraídos en el formato que para tal efecto au-
torice el Servicio de Administración Tributaria. Dicho re-
gistro deberá conservarse en términos de lo establecido en
el artículo 30 del Código Fiscal de la Federación.

No se pagará el derecho a que se refiere este artículo cuan-
do el material se extraiga por actividades de desazolve,
siempre que estas actividades hayan sido aprobadas pre-
viamente por la Comisión Nacional del Agua y se cuente
con el título de concesión o asignación respectivo.

Artículo 238. Por el aprovechamiento extractivo de ejem-
plares de fauna silvestre, en predios federales y zonas fe-
derales, se pagará el derecho de aprovechamiento extracti -
vo por ejemplar o, en su caso, por lote, conforme a las
siguientes cuotas:

...

El pago de este derecho se hará previamente a la obtención
de la autorización correspondiente, mediante declaración
que se presentará a las oficinas autorizadas por el Servicio
de Administración Tributaria e incluirá el costo de los
identificadores que se utilizan para el control de los anima-
les aprovechados. En el caso de que se aprovechen anima-
les en exceso de los que señale la autorización respectiva o
sin ésta, se cobrará el derecho que corresponda indepen-
dientemente de que se impongan las sanciones a que haya
lugar.

Los ingresos que se obtengan por la recaudación de este
derecho, se destinarán a la Secretaría de Medio Ambiente
y Recursos Naturales, para el mantenimiento y operación
de los centros para la conservación e investigación de la vi-
da silvestre, así como para el desarrollo de los Programas
de Recuperación de Especies Prioritarias.

...

Artículo 238-A. ...

I. Águila arpía, real o dorada; mamíferos marinos; berren-
do; cochito; cóndor de california; halcón pradera y peregri-
no; guacamaya roja o verde; lobo mexicano; manatí; oso
gris; oso negro; pavón o gran cornudo, tapir y jaguar, por
cada uno $114,847.41

...

No se estará obligado al pago del derecho a que se refiere
este artículo, cuando el aprovechamiento de dichas espe-
cies se haga con la autorización de la autoridad competen-
te para programas de recuperación, repoblamiento, reintro-
ducción y protección.

...

Artículo 238-B. Por el aprovechamiento extractivo de es-
pecies en riesgo que se aprovechen en territorio nacional,
según la NOM-059-SEMARNAT-2002 y las contenidas en
los apéndices de la Convención sobre el Comercio Interna-
cional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silves-
tres (CITES), que se aprovechen en territorio nacional, se
pagará el derecho por ejemplar o, en su caso, por lote, con-
forme a la cuota de   $500.00

El pago de este derecho se efectuará mediante declaración
que se presentará en las oficinas autorizadas por el Servi-
cio de Administración Tributaria, previamente a la obten-
ción de la autorización que emita la autoridad competente.

Los ingresos que se obtengan por la recaudación del dere-
cho establecido en este artículo, se destinarán en un 50% a
la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, pa-
ra la gestión y manejo de especies en riesgo y, en un 50%
a la Comisión Nacional para el Conocimiento y Uso de la
Biodiversidad para la conservación de las especies inclui-
das en este artículo y las aves migratorias y transfronteri-
zas.

No se estará obligado al pago del derecho a que se refiere
este artículo, cuando el aprovechamiento de dichas espe-
cies se haga con la autorización de la autoridad competen-
te para programas de recuperación, repoblamiento, reintro-
ducción y protección.

No se pagará el derecho a que se refiere este artículo, cuan-
do se trate de especies contenidas en los artículos 238 y
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238-A de esta Ley, debiendo observarse lo dispuesto por
dichos artículos.

Artículo 238-C. Por el aprovechamiento no extractivo de
tortugas terrestres, dulceacuícolas y marinas y de la vida
silvestre en general, originado por el desarrollo de las acti-
vidades de observación en centros para la protección y con-
servación de las tortugas propiedad de la Nación y en los
centros para la conservación e investigación de la vida sil-
vestre, se pagará el derecho de aprovechamiento no extrac-
tivo por persona, por día, conforme a la siguiente cuota
$15.00

...

No pagarán el derecho a que se refiere este artículo, los re-
sidentes permanentes de las localidades contiguas a los
centros para la protección y conservación de las tortugas y
de los centros para la conservación e investigación de la vi-
da silvestre, siempre y cuando cuenten con la certificación
de esta calidad, otorgada por la autoridad responsable pre-
via presentación de la documentación correspondiente y
realicen actividades recreativas sin fines de lucro.

...

Los ingresos que se obtengan por la recaudación del dere-
cho a que se refiere este artículo, se destinarán a los centros
tortugueros y a los centros para la conservación e investi-
gación de la vida silvestre, que se encuentren bajo el ma-
nejo y administración de la Secretaría de Medio Ambiente
y Recursos Naturales, para programas de su conservación,
mantenimiento y operación de dichos centros.

Sección Primera

Espectro Radioeléctrico

Artículo 244-A. ...

II. Para el servicio de radiotelefonía móvil convencional,
por cada frecuencia asignada, concesionada o permisiona-
da y por sistema $3,626.80

...

Artículo 244-B. ...
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...

Artículo 244-D. Los concesionarios y permisionarios de
bandas de frecuencias del espectro radioeléctrico com-
prendidas en los rangos de frecuencias en megahertz seña-

lados en la tabla A, pagarán anualmente el derecho por el
uso, goce, aprovechamiento o explotación de bandas de
frecuencia del espectro radioeléctrico, por cada región en
la que operen y por cada kilohertz concesionado o permi-
sionado, de conformidad con la tabla B, como sigue:
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Para las concesiones y permisos cuya área de cobertura sea
menor que el área de la región en la que se ubique de
acuerdo con la Tabla B, la cuota del derecho que se deberá
pagar será la que se obtenga de multiplicar la cuota que de
conformidad con la tabla señalada corresponda a la región
en la que se ubique la concesión o permiso, por la propor-
ción que represente la población total del área concesiona-
da o permisionada entre la población total del área en la
que se ubique según la tabla mencionada. Para estos cálcu-
los se deberá utilizar la población indicada en los resulta-
dos definitivos del ejercicio inmediato anterior, referidos
exclusivamente a población provenientes de los conteos de
Población y Vivienda publicados por el Instituto Nacional
de Estadística, Geografía e Informática, o en su defecto

provenientes del último Censo General de Población y Vi-
vienda publicado por dicho Instituto.

Para los casos en que el área de cobertura de una concesión
o permiso cubra más de una región de las que se señalan en
la Tabla B, se deberá realizar para cada región, en su caso,
las operaciones descritas en el párrafo anterior y el monto
del derecho a pagar será la suma de las cuotas que corres-
pondan.

El pago del derecho a que se refiere este artículo, se reali-
zará sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 14 de la
Ley Federal de Telecomunicaciones.
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Capítulo XII

Hidrocarburos

Artículo 254. Quienes exploten yacimientos de petróleo
crudo o gas natural estarán obligados al pago anual del de-
recho sobre la extracción de hidrocarburos, conforme a lo
siguiente:

I. El derecho se calculará aplicando las siguientes tasas al
valor anual de petróleo crudo extraído:

a). La del 75% al valor de los primeros 3.1089 millones de
barriles diarios de petróleo crudo extraídos en el año.

La cantidad máxima a que se refiere el párrafo anterior, se
modificará anualmente, multiplicando el factor de 0.84497
por la cantidad máxima que se hubiere determinado en el
año inmediato anterior.

b). La del 25% al valor del petróleo crudo extraído en el
año que rebase la cantidad máxima, que para el año de que
se trate se obtenga conforme al inciso anterior.

Para los efectos de esta fracción, estará exenta la extrac-
ción correspondiente a 30 barriles diarios de petróleo cru-
do en el año por pozo en explotación, de la totalidad de los
pozos que producen petróleo crudo.

II. El derecho se calculará aplicando las siguientes tasas al
valor anual de gas natural extraído:

a). La del 15% al valor del gas natural extraído en el año
que no rebase la cantidad máxima de 3,762 millones de
pies cúbicos diarios, para el año de 2004.

La cantidad máxima a que se refiere el párrafo anterior, se
modificará anualmente, multiplicando el factor de 0.82949
por la cantidad máxima que se hubiere determinado en el
año inmediato anterior.

b). La del 10% al valor del gas natural extraído en el año
que rebase la cantidad máxima, que para el año de que se
trate se obtenga conforme al inciso anterior.

Para los efectos de esta fracción, estará exenta la extrac-
ción correspondiente a 1’000,000 de pies cúbicos diarios
de gas natural no asociado en el año por pozo en explota-
ción, considerando la totalidad de los pozos que producen
dicho gas. Igualmente estará exenta la extracción de gas
natural usado para la producción de hidrocarburos.

El derecho a que se refiere este artículo será la suma de los
resultados obtenidos conforme a las fracciones I y II del
propio artículo.

Artículo 255. A cuenta del derecho a que se refiere la frac-
ción I del artículo 254, se harán pagos provisionales men-
suales, por el total de barriles de petróleo crudo extraído en
el mes de que se trate, valuado conforme a lo establecido
en el artículo 260 de esta Ley. Para estos efectos, se multi-
plicará el número de barriles diarios de petróleo crudo ex-
traído durante el periodo, por el número de días del mes de
que se trate, sobre la cantidad así obtenida se calculará el
derecho considerando los por cientos y límites establecidos
en la fracción I del propio artículo, disminuidos del valor
de petróleo crudo que se encuentre exento en el propio pe-
riodo, de acuerdo con el número de días del mismo mes y,
la cantidad que resulte será el pago provisional del pe-
riodo.

Artículo 256. A cuenta del derecho a que se refiere la frac-
ción II del artículo 254, se harán pagos provisionales men-
suales, por el total del gas natural extraído en el mes de que
se trate, valuado conforme a lo establecido en el artículo
260 de esta Ley. Para estos efectos, se multiplicará el nú-
mero de pies cúbicos de gas natural extraído durante el pe-
riodo, por el número de días del mes de que se trate, sobre
la cantidad así obtenida se calculará el derecho consideran-
do los por cientos y límites establecidos en la fracción II
del propio artículo, disminuidos del valor de gas natural no
asociado que se encuentre exento en el propio periodo, de
acuerdo con el número de días del mismo mes y, la canti-
dad que resulte será el pago provisional del periodo.

Artículo 257. Quienes exploten yacimientos de petróleo
crudo, estarán obligados al pago anual del derecho sobre
hidrocarburos para el fondo de estabilización, cuando en el
año el precio promedio ponderado del barril de petróleo
crudo exportado exceda de 18.49 dólares de los Estados
Unidos de América, conforme a la siguiente tabla:
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La tabla anterior, se aplicará sobre la totalidad del precio
promedio ponderado anual del barril de petróleo crudo me-
xicano de exportación, determinándose para tales efectos el
por ciento sobre el valor anual del total de las extracciones
de petróleo crudo en el año, en el rango según corres-
ponda.

Cuando el precio promedio ponderado anual del barril de
petróleo crudo exportado se ubique dentro de los rangos es-
tablecidos en la tabla anterior, se aplicará el por ciento que
corresponda al valor anual del petróleo crudo extraído en el
año, incluyendo el consumo que de este producto efectúen
los propios contribuyentes. El valor anual de este producto
se calculará de acuerdo con lo establecido en el artículo
260 de esta ley.

A cuenta del derecho se harán pagos provisionales trimes-
trales, aplicando al valor del petróleo crudo extraído desde
el inicio del ejercicio y hasta el último día del trimestre al
que corresponda el pago, la tasa que se deba aplicar con-
forme a la tabla prevista en este artículo, considerando
para ello el precio promedio ponderado del barril de petró-
leo crudo exportado en el mismo periodo. Al pago provi-
sional así determinado, se le restarán los pagos provisiona-
les de este derecho, realizados en los trimestres anteriores
de dicho ejercicio, disminuidos con el saldo a favor que por
este derecho se hubiere compensado contra el derecho so-
bre la extracción de hidrocarburos en el propio periodo y la
diferencia será el pago provisional a enterar.

Cuando el contribuyente tenga saldo a favor resultante del
pago provisional trimestral, dicho saldo podrá compensar-
se contra el derecho sobre la extracción de hidrocarburos
que se deba pagar en los meses posteriores del mismo ejer-
cicio.

Si resulta saldo a favor en el último trimestre del ejercicio,
dicho saldo podrá compensarse contra el derecho sobre la
extracción de hidrocarburos a pagar determinado en la de-
claración anual del mismo ejercicio.

La recaudación anual que genere la aplicación del derecho
a que se refiere este artículo, se destinará al Fondo de Es-
tabilización de los Ingresos Petroleros o, en su caso, a la re-
serva que lo sustituya.

Artículo 258. Quienes exploten yacimientos de petróleo
crudo o gas natural estarán obligados al pago anual del de-
recho ordinario sobre hidrocarburos, aplicando una tasa del
69% a la diferencia entre el valor anual del petróleo crudo
y gas natural extraídos en el año y las deducciones permi-
tidas en este artículo.

Para la determinación de la base de este derecho, se podrán
deducir las inversiones realizadas para la exploración, en el
100% del monto original de las mismas, y en el 20% las rea-
lizadas para el desarrollo y explotación de yacimientos de
petróleo crudo o gas natural en cada ejercicio, excepto las

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 9 de diciembre de 2003333



realizadas en oleoductos, gasoductos, terminales, transpor-
te o tanques de almacenamiento, que se deducirán en el 5%
del monto original de la inversión.

El monto original de las inversiones a que se refiere el pá-
rrafo anterior, comprenderán además del precio de las mis-
mas, únicamente los impuestos al comercio exterior efecti-
vamente pagados con motivo de tales inversiones y dichos
montos no se actualizarán en el transcurso del tiempo y por
motivo de los cambios de precios en el país.

La deducción del monto original de las inversiones, se po-
drá iniciar a partir de que se realicen las erogaciones de la
misma. En ningún caso las deducciones por inversiones re-
basarán el 100% de su monto original.

También será deducible el costo, considerándose para esos
efectos las erogaciones necesarias para la explotación de
los yacimientos de petróleo crudo o gas natural de confor-
midad con los principios de contabilidad generalmente
aceptados, excepto las inversiones a que se refiere el se-
gundo párrafo de este artículo. Los únicos gastos que se
podrán disminuir serán los de exploración, transportación o
entrega de los hidrocarburos, siempre que dichos gastos se
encuentren incorporados en el precio de enajenación. Los
costos y gastos se podrán disminuir cuando hayan sido
efectivamente pagados en el periodo al que corresponda el
pago.

No se considerarán costos, gastos o inversiones a que se re-
fiere este artículo, los intereses de cualquier tipo a cargo de
las personas obligadas a pagar este derecho ni la reserva de
exploración ni los gastos de venta.

Los pagos por pensiones que se hagan con cargo a la re-
serva laboral, no serán deducibles para los efectos de este
artículo y, en el caso de que dicha reserva tenga remanen-
tes en el ejercicio, dicho remanente se reducirá de las de-
ducciones realizadas en el mismo ejercicio.

Asimismo, serán deducibles para determinar la base de este
derecho, los derechos sobre la extracción de hidrocarburos
efectivamente pagado en el periodo de que se trate y sobre
hidrocarburos para el fondo de estabilización, siempre que
el 69% de este último, se destine al pago de deuda con-
tra ída.

En ningún caso el monto de la deducción por concepto de
los costos, gastos e inversiones deducibles, relacionadas
con el petróleo crudo extraído, sin considerar las señaladas

en el párrafo anterior, excederán del valor que resulte de
aplicar un precio de 5 dólares de los Estados Unidos de
América por barril de petróleo crudo al volumen total del
mismo en el año de que se trate.

Asimismo, en ningún caso el monto de la deducción por
concepto de los costos, gastos e inversiones deducibles, re-
lacionadas con el gas natural extraído, sin considerar las
señaladas en el párrafo octavo de este artículo, excederán
del valor que resulte de aplicar un precio de 1.95 dólares de
los Estados Unidos de América por cada mil pies cúbicos
de gas natural al volumen de gas natural neto en el año de
que se trate.

La parte deducible de los gastos, costos e inversiones que
rebase el monto máximo de deducción conforme a los pá-
rrafos anteriores, se podrá deducir en los siete ejercicios in-
mediatos posteriores a aquel al que correspondan.

Los montos de deducción máxima previstos en los párrafos
anteriores de este artículo, no serán aplicables tratándose
de los proyectos especiales para la producción de hidrocar-
buros identificados mediante reglas de carácter general que
al efecto expida el Servicio de Administración Tributaria.

Artículo 259. A cuenta del derecho a que se refiere el ar-
tículo anterior, se harán pagos provisionales mensuales,
aplicando una tasa del 69% al valor del petróleo crudo y
gas natural extraídos en el período comprendido desde el
inicio del ejercicio hasta el último día del mes al que co-
rresponda el pago, disminuyéndose de dicho valor los si-
guientes conceptos:

I. Los costos y gastos efectuados en el mismo periodo, sin
que excedan de los por cientos máximos a que se refiere el
artículo anterior.

II. La parte deducible del monto de la inversión, en la pro-
porción que el número de meses comprendidos desde el
inicio del ejercicio y hasta el último día del mes del perio-
do al que corresponda el pago, representen en el total de
meses comprendidos en el año.

III. El derecho sobre la extracción de hidrocarburos efecti-
vamente pagado en el periodo, y el derecho sobre hidro-
carburos para el fondo de estabilización pagado en el mis-
mo periodo, siempre que el 69% de este último, se destine
al pago de deuda contraída.
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Al pago provisional así determinado, se le restarán los pa-
gos provisionales de este derecho efectivamente realizados
en los meses anteriores de dicho ejercicio y la diferencia
será el pago provisional a enterar.

Artículo 260. Para los efectos de los artículos a que se re-
fiere este capítulo, se considerará:

I. Como valor del petróleo crudo extraído, la suma del va-
lor de cada tipo de petróleo crudo extraído. El valor de cada
tipo de petróleo crudo extraído se entenderá como el precio
promedio de exportación por barril de petróleo crudo, en el
periodo de que se trate, multiplicado por el volumen de ba-
rriles de petróleo crudo extraído en el mismo periodo. En
el caso de que algún tipo de petróleo crudo comercializado
dentro del país no haya sido exportado, el precio promedio
ponderado se calculará ajustándolo por la calidad del pe-
tróleo crudo de que se trate, de acuerdo con el contenido de
azufre y los grados API que contenga.

II. Como valor del gas natural extraído, el precio promedio
que en el periodo que corresponda haya tenido la unidad
térmica de gas natural en el mercado internacional relevan-
te mas cercano que al efecto de a conocer la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público mediante la expedición de re-
glas de carácter general, multiplicado por el volumen de
gas natural extraído en el mismo periodo por el que esté
obligado al pago del derecho.

Los derechos se deberán pagar sobre la totalidad del petró-
leo crudo y gas natural extraídos en el periodo, incluyendo
el consumo que de estos productos efectúen los propios
contribuyentes, así como las mermas por derramas o que-
ma de dichos productos. No se causarán los derechos a los
que se refiere este capítulo, por la quema de gas natural que
se realice en el periodo de que se trate, hasta por el 2% del
total de la extracción de dicho gas en el mismo periodo.

Para los efectos de este capítulo se entenderá como gas na-
tural extraído, la extracción de la totalidad de gas natural
menos el gas natural utilizado para la producción de hidro-
carburos.

Artículo 261. Para los efectos del presente capítulo, los
contribuyentes que enajenen petróleo crudo o gas natural a
partes relacionadas, estarán obligados a determinar el valor
del petróleo crudo y gas natural, considerando para esas
operaciones, los precios y montos de contraprestaciones
que hubieran utilizado con o entre partes independientes en
operaciones comparables, aplicando para ello el método de

precio comparable no controlado establecido en el artículo
216, fracción I de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

Tratándose de costos, gastos e inversiones realizados o ad-
quiridos con partes relacionadas, los contribuyentes consi-
derarán para esas operaciones, los precios y montos de
contraprestaciones que hubieran utilizado con o entre par-
tes independientes en operaciones comparables, aplicando
para esos efectos lo dispuesto en los artículos 92, 215 y 216
de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

Artículo 261-A. Para los efectos de este capítulo, se estará
a lo siguiente:

Los derechos a que se refieren los artículos 254 y 257 se
pagarán anualmente mediante declaración que se presenta-
rá a más tardar el último día hábil del mes de enero si-
guiente al ejercicio de que se trate. Tratándose del derecho
ordinario sobre hidrocarburos a que se refiere el artículo
258, se pagará anualmente mediante declaración que se
presentará a más tardar el último día hábil del mes de mar-
zo siguiente al ejercicio de que se trate. Contra el monto
que resulte a cargo de los contribuyentes, éstos podrán
acreditar los pagos provisionales del mismo derecho efec-
tuados en el ejercicio.

Los pagos provisionales de los derechos previstos en los
artículos 254 y 258, se harán mediante declaración que se
deberá presentar a más tardar el día 20 del mes inmediato
posterior a aquél al que corresponda el pago.

Los pagos provisionales trimestrales a que se refiere el ar-
tículo 257, se efectuarán mediante declaración que se de-
berá presentar a más tardar el último día hábil del mes in-
mediato posterior al trimestre al que corresponda el pago.

Las declaraciones de los derechos a que se refiere el pre-
sente capítulo, se presentarán a través de medios electróni-
cos en la dirección de correo electrónico que señale el Ser-
vicio de Administración Tributaria, y el entero del derecho
se realizará mediante transferencia electrónica ante la Te-
sorería de la Federación.

A cuenta de los pagos provisionales mensuales de los de-
rechos a que se refieren los artículos 254 y 258 de esta Ley,
los contribuyentes efectuarán pagos diarios, incluyendo los
días inhábiles, así como pagos semanales los cuales se
efectuarán el primer día hábil de cada semana. Los montos
y la forma de los pagos diarios y semanales a que se refie-
re este párrafo, serán los que se determinen anualmente en
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la Ley de Ingresos de la Federación y se enterarán ante la
Tesorería de la Federación.

Contra los pagos provisionales mensuales de los derechos
que resulten a cargo de los contribuyentes, podrán acredi-
tar los anticipos efectuados por el mes de que se trate en los
términos del párrafo anterior.

Artículo 261-B. Para los efectos del artículo 2º de la Ley
de Coordinación Fiscal, se considerará como recaudación
federal participable el 62% de la recaudación obtenida por
el derecho sobre la extracción de hidrocarburos y por el de-
recho ordinario sobre hidrocarburos, a que se refiere este
capítulo.

En ningún caso, la recaudación obtenida por el derecho so-
bre hidrocarburos para el fondo de estabilización, conteni-
do en el artículo 257 de esta ley, formará parte de la recau-
dación federal participable a que se refiere la Ley de
Coordinación Fiscal.

El 3.17% multiplicado por el factor de 0.0127 de la recau-
dación obtenida del derecho sobre la extracción de hidro-
carburos y por el derecho ordinario sobre hidrocarburos, se
destinará a los municipios colindantes con la frontera o li-
torales por los que se realice materialmente la salida del
país de dichos productos.

Quienes se encuentren obligados al pago de los derechos
establecidos en este Capítulo, estarán obligados a informar
mensualmente a la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co los montos y municipios a que se refiere el párrafo an-
terior.

Artículo 287. (Se deroga).”

DISPOSICIONES TRANSITORIAS DE LA 
LEY FEDERAL DE DERECHOS

ARTÍCULO DECIMONOVENO. Para las modificacio-
nes previstas en el artículo decimoctavo del presente de-
creto, se estarán a las siguientes disposiciones transitorias.

Durante el año de 2004, se aplicarán en materia de dere-
chos las siguientes disposiciones:

I. Para los efectos del artículo 1° de la Ley Federal de De-
rechos, las cuotas de los derechos se incrementarán, con-
forme a lo siguiente:

Los derechos que por el presente Decreto hayan sufrido
modificaciones únicamente en su texto, pero no en su cuo-
ta, así como aquellos que no se modificaron ni en su texto
ni en su cuota, se actualizarán en el mes de enero de 2004,
con el factor de actualización que resulte de dividir el Indi-
ce Nacional de Precios al Consumidor del mes de noviem-
bre de 2003 entre el índice correspondiente al mes de ma-
yo del mismo año.

Los derechos que se crean por el presente Decreto y los que
hayan sufrido modificaciones en su cuota, no se actualiza-
rán en enero de 2004.

II. La actualización a que se refiere el párrafo cuarto del ar-
tículo 1º de la Ley Federal de Derechos modificada me-
diante este Decreto, se aplicará a todos los derechos, a par-
tir del 1° de enero de 2004.

III. Los derechos a que se refiere el artículo 3o, séptimo pá-
rrafo de la Ley Federal de Derechos son:

a). Los prestados por oficinas de la Federación en el ex-
tranjero.

b). Por el tránsito internacional de mercancías de proce-
dencia extranjera que lleguen al territorio nacional con des-
tino al extranjero.

IV. Las cuotas de los derechos establecidos en el CAPÍTU-
LO II del Título I de la Ley Federal de Derechos, se ajus-
tarán para su pago a múltiplos de $5.00.

Para efectuar este ajuste, las cuotas aumentarán o dismi-
nuirán, según sea el caso, a la unidad de ajuste más próxi-
ma. Cuando la cuota se encuentre a la misma distancia de
dos unidades de ajuste, se disminuirá a la unidad inmedia-
ta anterior.

V. En relación al registro de título de técnico o profesional
técnico, técnico superior universitario o profesional asocia-
do, se aplicarán en materia de derechos las siguientes dis-
posiciones:

a). Por el registro de título de técnico o profesional técni-
co, expedidos por Instituciones del Sistema Educativo Na-
cional que impartan educación del tipo medio superior, así
como la expedición de la respectiva cédula profesional, se
pagará el 30% del monto a que se refieren las fracciones IV
y IX del artículo 185 de la Ley Federal de Derechos.
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b). Por el registro de título de técnico superior universita-
rio o profesional asociado, expedidos por Instituciones del
Sistema Educativo Nacional que impartan educación de ti-
po superior, así como por la expedición de la respectiva cé-
dula, se pagará el 50% del monto a que se refieren las frac-
ciones IV y IX del artículo 185 de la Ley Federal de
Derechos.

VI. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 223, apar-
tado A, de la Ley Federal de Derechos, en el pago de los
derechos por la explotación, uso o aprovechamiento de
aguas nacionales que se utilicen en los ingenios azucareros,
se efectuará conforme al 50% de las cuotas por metro cú-
bico, que corresponda a las zonas de disponibilidad a que
se refiere el artículo 231 de la citada Ley.

VII. Por la explotación, uso o aprovechamiento de aguas
nacionales superficiales que se extraigan y utilicen en los
municipios de Coatzacoalcos y Minatitlán del Estado de
Veracruz, se cobrará la cuota que corresponda a la zona de
disponibilidad 7 a que se refiere el artículo 223 de la Ley
Federal de Derechos.

VIII. Por la explotación, uso o aprovechamiento de aguas
nacionales superficiales que se utilicen en los municipios
de Lázaro Cárdenas del Estado de Michoacán y Hueyapan
de Ocampo en el Estado de Veracruz, se cobrará la cuota
que corresponda a la zona de disponibilidad 9 a que se re-
fiere el artículo 223 de la Ley Federal de Derechos.

IX. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 162,
Apartado A, fracción I de la Ley Federal de Derechos, no
pagarán los derechos de registro marítimo los propietarios
de embarcaciones y artefactos navales menores, excepto
las embarcaciones que prestan servicios sujetos a permisos
en los términos de la Ley de Navegación.

X. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 282-A de
la Ley Federal de Derechos, la fecha límite en que los con-
tribuyentes deberán presentar a la Comisión Nacional del
Agua, su programa de acciones para no rebasar los límites
máximos permisibles, señalado en el CAPÍTULO XIV del
Título II de la Ley Federal de Derechos, y la fecha límite
para el cumplimiento del mismo, serán conforme a la si-
guiente tabla:
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Los contribuyentes que presenten su programa de acciones
con posterioridad a las fechas límites establecidas en este
precepto, estarán a lo dispuesto en el Artículo 282-A de la
Ley Federal de Derechos, a partir de la fecha de su presen-
tación.

Cuando la Comisión Nacional del Agua, con anterioridad
al 1o. de enero de 1997, haya autorizado al contribuyente

un programa de ejecución de obras para el control de la ca-
lidad de sus descargas y haya cumplido con sus avances
programados para reducir el grado de contaminación, den-
tro de los límites permisibles, el contribuyente podrá con-
siderar como plazo para el cumplimiento de sus programas
las fechas que se establecen en la Tabla contenida en el pre-
sente artículo. En el caso de que no cumplan con los avan-
ces del programa de acciones autorizado por la Comisión
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Nacional del Agua, estarán a lo dispuesto en el cuarto pá-
rrafo del artículo 282-A de la Ley Federal de Derechos.
Los contribuyentes que no cumplan con los avances pro-
gramados para reducir el grado de contaminación dentro de
los límites permisibles, y no hubieren considerado como
plazo para el cumplimiento de sus programas las fechas
que se establecen en la Tabla contenida en el presente ar-
tículo, deberán efectuar a partir de ese momento el pago
del derecho respectivo.

Lo dispuesto en los párrafos primero y segundo de esta
fracción, no será aplicable a favor de los contribuyentes
que hayan establecido compromisos para realizar acciones
para el control de la calidad de sus descargas, con los Con-
sejos de Cuenca correspondientes, por lo que deberán cum-
plir con el programa de acciones asumido ante dichas ins-
tancias, para hacerse acreedores al beneficio del no pago
del derecho, por el uso o aprovechamiento de bienes del
dominio público de la Nación como cuerpos receptores de
las descargas de aguas residuales.

Para los efectos del artículo 278-B de la Ley Federal de
Derechos, los usuarios que hayan presentado programa de
acciones para mejorar sus descargas de aguas residuales,
podrán cumplir con la calidad establecida en la citada Ley,
conforme al ejercicio fiscal en que se fijó la calidad de tipo
de cuerpo receptor.

Tratándose del descuento en el pago del derecho a que se
refiere el artículo 282-C de esta Ley, los contribuyentes de-
berán cumplir con la calidad de acuerdo con el cuerpo re-
ceptor que se establezca en el artículo 278-B de la citada
Ley, así como con la calidad inmediata superior a que se re-
fiere la Tabla IV del artículo 282-C de la propia Ley.

Los usuarios que tengan fijadas condiciones particulares de
descarga que sean vigentes y las estén cumpliendo, no pa-
garán el derecho a que se refiere el CAPÍTULO XIV, Títu-
lo II de la Ley Federal de Derechos y le seguirán siendo
aplicables hasta su vencimiento o revocación en términos
de Ley.

XI. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 232, frac-
ción IV de la Ley Federal de Derechos, las personas físicas
y las morales que usen, gocen o aprovechen los bienes na-
cionales comprendidos en los artículos 113 y 114 de la Ley
de Aguas Nacionales, que realicen actividades agrícolas o
pecuarias pagarán el 30% de la cuota del derecho estable-
cida en dicha fracción.

XII. No pagarán el derecho a que se refiere el artículo 8o,
fracción I de la Ley Federal de Derechos, aquellos turistas
que visiten el país por vía terrestre, cuya estancia no exce-
da de siete días en el territorio nacional.

XIII. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 223,
Apartado A, de la Ley Federal de Derechos, la explotación,
uso o aprovechamiento de aguas nacionales que se utilicen
en la industria de la celulosa y el papel, pagará el 80% de
las cuotas por metro cúbico, que corresponda a las zonas de
disponibilidad a que se refiere el artículo 231 de la citada
ley, salvo que se encuentren en las zonas de disponibilidad
I, II o III y que cuenten con oferta local de aguas residua-
les tratadas en volumen suficiente y calidad adecuada con-
forme a la norma NOM-ECOL-001. Si en este caso, los
usuarios consumen dichas aguas hasta el límite técnico de
su proceso o se agota dicha fuente alterna, los volúmenes
complementarios de aguas nacionales se pagarán al 80% de
la cuota correspondiente.

XIV. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 223,
Apartado A, de la Ley Federal de Derechos, la explotación,
uso o aprovechamiento de aguas nacionales que se utilicen
en los procesos de exploración, extracción, molienda, se-
paración, lixiviación y concentración de minerales, hasta
antes del beneficio secundario, por lo que se exceptúan los
procesos de fundición y refinación de minerales, durante el
año 2004 pagarán el 25% de las cuotas por metro cúbico
que corresponda a la zona de disponibilidad a que se refie-
re el artículo 231 de la citada Ley.

No obstante lo anterior, el usuario podrá optar someterse al
siguiente régimen de pago:

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 223, Aparta-
do A, de la Ley Federal de Derechos, la explotación, uso o
aprovechamiento de aguas nacionales que se utilicen en los
procesos de exploración, extracción, molienda, separación,
lixiviación y concentración de minerales, hasta antes del
beneficio secundario, por lo que se exceptúan los procesos
de fundición y refinación de minerales durante el año 2003
se pagará el 40% de las cuotas por metro cúbico que co-
rresponda a la zona de disponibilidad a que se refiere el ar-
tículo 231 de la citada Ley. Durante el año de 2004 se pa-
gará el 45% de dichas cuotas por metro cúbico; para el
2005, el 50% y para el 2006 el 60%.

Todos los usuarios que se encuentren en los supuestos de
explotación, uso o aprovechamiento de aguas nacionales
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mencionados en el párrafo anterior, hasta antes del benefi-
cio secundario, que pongan a disposición de un municipio,
estado o entidad pública, o bien que descarguen el agua en
condiciones equivalentes a su extracción a un cuerpo re-
ceptor de agua, podrán compensar en la misma proporción
el pago del derecho establecido en el párrafo anterior, en la
cantidad igual de metros cúbicos entregados o descargados
y en el mismo periodo de pago, o en su caso, podrán ven-
der el agua correspondiente a cualquier persona pública o
privada.

XV. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 223 de
esta Ley, el pago del derecho por el uso o aprovechamien-
to de aguas nacionales utilizadas en los municipios del te-
rritorio mexicano, durante el año 2004 se efectuará de con-
formidad con las zonas de disponibilidad de agua a que se
refiere el artículo 231 de la Ley Federal de Derechos, como
a continuación se indican:

ZONA 5.

Estado de Chiapas: Montecristo de Guerrero.

ZONA 6.

Estado de Oaxaca: Excepto los municipios comprendidos
en las zonas 4, 5, 7, 8 y 9.

ZONA 7.

Estado de Chiapas: Aldama, San Andres Duraznal, Santia-
go el Pinar y los municipios que no estén comprendidos en
las zonas 5, 8 y 9.

Estado de Oaxaca: Abejones, Concepción Papalo, Guela-
tao de Juárez, Natividad, Nuevo Zoquiapam, San Francis-
co Telixtlahuaca, San Juan Atepec, San Jerónimo Sosola,
San Juan Bautista Atatlahuca, San Juan Bautista Jayaca-
tlán, San Juan del Estado, San Juan Evangelista Analco,
San Juan Chicomezuchil, San Juan Quiotepec, San Juan
Tepeuxila, San Miguel Aloapam, San Miguel Amatlán,
San Miguel Chicahua, San Miguel Huautla, San Miguel
del Río, San Pablo Macuiltiangis, San Pedro Jaltepetongo,
San Pedro Jocotipac, Santa Ana Yareni, Santa Catarina Ix-
tepeji, Santa Catarina Lachatao, Santa María Apazco, San-
ta María Ixcatlán, Santa María Jaltianguis, Santa María Pa-
palo, Santa María Texcaltitlán, Santa María Yavesia,
Santiago Apoala, Santiago Huauclilla, Santiago Nacalte-

pec, Santiago Tenango, Santiago Xiacui, Santos Reyes Pá-
palo, Tecocuilco de Marcos Pérez, Teotitlán del Valle y Va -
lerio Trujano.

ZONA 8.

Estado de Chiapas: Chalchihuitán, Chapultenango, Che-
nalho, Chiapilla, Chicoasen, Chilón, Huitiupan, Marques
de Comillas, Mitontic, Nicolás Ruíz, Osumacinta, Pantel-
ho, Pantepec, Sabinilla, San Juan Cancún, San Lucas, Si-
mojovel de Allende, Sitalá, Tenejapa, Teopisca, Totolapa,
Unión Juárez y Yajalón.

Estado de Oaxaca: Loma Bonita.

Estado de Puebla: Chalchicomula de Sesma y Esperanza.

Estado de Tabasco: Jalpa de Méndez, Nacajuca y Paraíso.

Estado de Veracruz: Hueyapan de Ocampo.

ZONA 9.

Estado de Chiapas: Amatán, Benémerito de las Américas,
Catazajá, Francisco León, Ixhuatán, Ixtacomitán, Ixtapan-
gajoya, Juárez, La Libertad, Ocosingo, Ostuacan, Palen-
que, Pichucalco, Pueblo Nuevo Solistahuacán, Rayón, Re-
forma, Salto del Agua, San Fernando, Solosuchiapa,
Tapilula, Tecpatan, Tila y Tumbalá.

Estado de Oaxaca: Acatlán de Pérez Figueroa, Asunción
Cacalotepec, Ayotzintepec, Capulalpam de Méndez, Chi-
quihuitlán de Benito Juárez, Cosolopa, Cuyamecalco Villa
de Zaragoza, Eloxochitlán de Flores Magón, Huautepec,
Huautla de Jiménez, Ixtlán de Juárez, Mazatlán Villa de
Flores, Mixitlán de la Reforma, San Ándres Solaga, San
Ándres Teotilalpam, San Ándres Yaá, San Baltazar Yatza-
chi El Bajo, San Bartolomé Ayautla, San Bartolomé Zoo-
gocho, San Cristóbal Lachirioag, San Felipe Jalapa de Díaz,
San Felipe Usila, San Francisco Cajonos, San Francisco
Chapulapa ,San Francisco Huehuetlan, San Ildefonso Villa
Alta, San Jeronimo Tecoatl, San Jose Chiltepec, San Jose
Independencia, San Jose Tenango, San Juan Bautista Tla-
coatzin, San Juan Bautista Tuxtepec, San Juan Bautista Va -
lle Naci, San Juan Coatzospam, San Juan Comaltepec, San
Juan Cotzocon, San Juan Juquila Vijanos, San Juan Lalana,
San Juan Petlapa, San Juan Tabaá, San Juan Yae, San Juan
Yatzona, San Lorenzo Cuaunecuiltitla, San Lucas Camo-
tlán, San Lucas Ojitlán, San Lucas Zoquiapam, San Mateo
Cajonos, San Mateo Yoloxochitlán, San Melchor Betaza,
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San Miguel Quetzaltepec, San Miguel Santa Flor, San Mi-
guel Soyaltepec, San Miguel Yotao, San Pablo Yoganiza,
San Pedro Cajonos, San Pedro Ixcatlán, San Pedro Ocope-
tatillo, San Pedro Ocotepec, San Pedro Sochiapam, San Pe-
dro Teutila, San Pedro y San Pablo Ayutla, San Pedro Ya -
neri, San Pedro Yolox, Santa Ana Ateixtlahuaca, Santa
Ana Cuauhtémoc, Santa Cruz Acatepec, Santa Maria Alo-
tepec, Santa Maria Chilchotla, Santa Maria Jacatepec, San-
ta Maria La Asunción, Santa Maria Temaxcalapa, Santa
Maria Teopoxco, Santa Maria Tlahuitoltepec, Santa Maria
Tlalixtac, Santa Maria Yalina, Santiago Atitlán, Santiago
Camotlán, Santiago Choapam, Santiago Comaltepec, San-
tiago Jocotepec, Santiago Lalopa, Santiago Laxopa, San-
tiago Texcalcingo, Santiago Yaveo, Santiago Zacatepec,
Santiago Zoochila, Santo Domingo Albarradas, Santo Do-
mingo Roayaga, Santo Domingo Xagacía, Tamazulapam
Del Espiritu San, Tanetze De Zaragoza, Totontepec Villa
De Morelos, Villa Díaz Ordaz, Villa Hidalgo y Villa Talea
De Castro.

Estado de Puebla: Coyomeapan, Eloxochitlan, San Sebas-
tian Tlacotepec, Zoquitlan.

Estado de Tabasco: Balancan, Cárdenas, Centro, Cundua-
cán, Centla, Comalcalco, Emiliano Zapata, Huimanguillo,
Jalapa, Jonuta, Macuspana, Tacotalpa, Teapa y Tenosique.

Estado de Veracruz: Alvarado, Angel R. Cabada, Catema-
co, Ignacio De La Llave, Ixmatlahuacan, Jose Azueta, Ler-
do De Tejada, Omealca, Saltabarranca, Tatahuicapan De
Juárez, Tierra Blanca y Tlalixcoyan y los municipios que
no estén comprendidos en las zonas 6, 7 y 8.

XV. Queda sin efectos el artículo Cuarto Transitorio del
“Decreto por medio del cual se Reforman, Adicionan y De-
rogan Diversas Disposiciones de la Ley Federal de Dere-
chos y la Ley Federal de Cinematografía”, publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 30 de diciembre de 2002.

XVI. Los derechos establecidos en los artículos 244-B,
244-C y 244-D de la Ley Federal de Derechos, únicamen-
te se aplicarán a las nuevas concesiones que se otorguen a
partir del 1º de enero de 2004; así como a las concesiones
y permisos que se prorroguen o renueven, después de esa
fecha.

Los concesionarios y permisionarios de las bandas de fre-
cuencia ubicadas en los rangos señalados en los artículos
244-B, 244-C y 244-D, deberán cubrir las obligaciones fis-

cales contenidas en sus respectivos títulos de concesión o
permisos, así como los derechos correspondientes.

Los concesionarios y permisionarios que cubran las cuotas
señaladas en los artículos 244-B, 244-C y 244-D, no esta-
rán obligados al pago de otros derechos por el uso de ban-
das de frecuencia del espectro radioeléctrico establecidos
en la Sección Única del CAPÍTULO XI del Título II de la
Ley Federal de Derechos, por las mismas bandas gravadas
en los artículos antes citados.

XVII. Se condonan los derechos generados durante el ejer-
cicio fiscal de 2003, relativos al aprovechamiento no ex-
tractivo de ballenas en zonas federales, originado por el
desarrollo de actividades de observación y acercamiento de
ballenas a que se refería el artículo 238-B del Decreto por el
que se Reforman, Adicionan y Derogan diversas disposicio-
nes de la Ley Federal de Derechos, publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 30 de diciembre de 2002.

Lo dispuesto en este artículo, no dará lugar a devolución
alguna.

XVIII. Para los efectos del CAPITULO XII del Título II de
la Ley Federal de Derechos, se aplicarán las siguientes dis-
posiciones transitorias:

a) Los gastos y costos a que se refieren los artículos 258 y
259 de la Ley Federal de Derechos que se modifica me-
diante este Decreto, realizados con anterioridad a su entra-
da en vigor, no serán deducibles, aún cuando efectivamen-
te se eroguen con posterioridad al primero de enero de
2004.

b) El valor remanente de las inversiones realizadas dentro
de los 4 años inmediatos anteriores a la entrada en vigor de
este capítulo, se deducirán en el 20% del monto original de
la inversión. Esta deducción queda comprendida dentro de
los límites de las deducciones a que se refiere el artículo
258 de esta Ley.

c) La presentación de las declaraciones a través de medios
electrónicos a que se refiere el párrafo quinto, del artículo
261-A del presente Decreto, se realizará a más tardar en el
mes de agosto de 2004.

Asimismo, los contribuyentes que estén obligados a pre-
sentar dichas declaraciones, lo harán mediante los formatos
convencionales establecidos por el Servicio de Adminis-
tración Tributaria, a partir del mes de enero de 2004 y
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hasta en tanto entra en vigor la disposición referida en el
párrafo anterior.

d) Durante el ejercicio de 2004, los contribuyentes podrán
efectuar los pagos provisionales señalados en los artículos
255, 256 y 259 de esta Ley, a más tardar el último día há-
bil del segundo mes posterior a aquel al que corresponda el
pago.

e) Lo dispuesto en el último párrafo del artículo 257 de esta
Ley, así como lo establecido en el octavo párrafo del artí-
culo 258 de la misma, este último en lo relativo a la de-
ducción del 69% del derecho sobre hidrocarburos para el
fondo de estabilización siempre que se destine al pago de
deuda contraída, de la base del derecho ordinario sobre hi-
drocarburos, serán aplicables a partir del 1º de enero de
2005.

TRANSITORIO

ÚNICO.- Los artículos noveno, décimo, decimoprimero,
decimosegundo, decimotercero, decimocuarto y decimo-
quinto del presente decreto, entrarán en vigor a partir del
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación, en tanto que los artículos primero, segundo,
tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, decimosex-
to, decimoséptimo, decimoctavo y decimonoveno entrarán
en vigor a partir del 1º de enero del 2004.

PALACIO LEGISLATIVO, MÉXICO, DF., A 08 DE DI-
CIEMBRE DE 2003.

Aprobación del dictamen de decreto que reforma, adi-
ciona y deroga diversas disposiciones de la Ley del Im-
puesto Sobre la Renta

Diputados: Gustavo Madero Muñoz, Presidente (rúbrica),
Francisco Suárez y Dávila, secretario (rúbrica c/reservas),
Juan Carlos Pérez Góngora, secretario (rúbrica; prestacio-
nes, repecos, consolidación 100%, PTU deducible) ,José
Felipe Puelles Espina, secretario (rúbrica), Diana Rosalía
Bernal Ladrón de Guevara, secretaria, Alejandro Agundis
Arias, secretario  (rúbrica), Oscar González Yáñez, secre-
tario, Jesús Emilio Martínez Alvarez  (rúbrica; abstención)
,José Arturo Alcántara Rojas, Rafael Roberto Campa Ci-
frián  (rúbrica), Marko Antonio Cortés Mendoza  (rúbrica),
Alfredo del Mazo González, Abel Echeverría Pineda, José
Luis Flores Hernández, Baltazar Manuel Hinojosa Ochoa

(rúbrica), Juan Molinar Horcasitas (rúbrica), Francisco
Luis Monárrez Rincón, José Osuna Millán (rúbrica), María
de los Dolores Padierna Luna, Manuel Pérez Cárdenas (rú-
brica), Alfonso Ramírez Cuéllar, Luis Antonio Ramírez Pi-
neda, Tomás José Ruiz González, Javier Salinas Narváez,
María Esther de Jesús Scherman Leaño, Miguel Angel
Toscano Velasco (rúbrica), José Trejo Reyes (rúbrica),
Francisco Javier Valdéz de Anda (rúbrica), Jesús Vizcarra
Calderón (rúbrica), Emilio Zebadúa González.

Aprobación del dictamen de decreto que reforma, adi-
ciona y deroga diversas disposiciones de la Ley del Im-
puesto al Valor Agregado y a la Enajenación e Impor-
tación.

Diputados:  Gustavo Madero Muñoz, Presidente (rúbrica),
Francisco Suárez y Dávila, secretario (rúbrica c/reservas),
Juan Carlos Pérez Góngora, secretario (rúbrica; en contra:
vivienda, título segundo, y tasa 0% proveedores gobierno),
José Felipe Puelles Espina, secretario (rúbrica), Diana Ro-
salía Bernal Ladrón de Guevara, secretaria, Alejandro
Agundis Arias, secretario  (rúbrica), Oscar González Yá-
ñez, secretario, Jesús Emilio Martínez Alvarez  (rúbrica;
abstención), José Arturo Alcántara Rojas, Rafael Roberto
Campa Cifrián (rúbrica, con reserva en la tasa de mecanis-
mos de control, insumos agropecuarios y vivienda), Marko
Antonio Cortés Mendoza (rúbrica), Alfredo del Mazo Gon-
zález, Abel Echeverría Pineda  (rúbrica en contra), José
Luis Flores Hernández (rúbrica en contra), Baltazar Ma-
nuel Hinojosa Ochoa (rúbrica, con reserva en la tasa de
mecanismos de control, insumos agropecuarios y vivien-
da), Juan Molinar Horcasitas (rúbrica), Francisco Luis Mo-
nárrez Rincón, José Osuna Millán (rúbrica), María de los
Dolores Padierna Luna, Manuel Pérez Cárdenas (rúbrica),
Alfonso Ramírez Cuéllar, Luis Antonio Ramírez Pineda,
Tomás José Ruiz González, Javier Salinas Narváez, María
Esther de Jesús Scherman Leaño, Miguel Angel Toscano
Velasco (rúbrica), José Trejo Reyes (rúbrica), Francisco Ja-
vier Valdéz de Anda (rúbrica), Jesús Vizcarra Calderón (rú-
brica), Emilio Zebadúa González.

Aprobación del dictamen de la Ley de Impuestos a las
Ventas y Servicios al Público.

Diputados: Gustavo Madero Muñoz, Presidente (rúbrica),
Francisco Suárez y Dávila, secretario (rúbrica), Juan Carlos
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Pérez Góngora, secretario (rúbrica), José Felipe Puelles
Espina, secretario (rúbrica), Diana Rosalía Bernal Ladrón
de Guevara, secretaria, Alejandro Agundis Arias, secreta-
rio  (rúbrica), Oscar González Yáñez, secretario, Jesús
Emilio Martínez Alvarez  (rúbrica), José Arturo Alcántara
Rojas, Rafael Roberto Campa Cifrián (rúbrica), Marko An-
tonio Cortés Mendoza (rúbrica), Alfredo del Mazo Gonzá-
lez, Abel Echeverría Pineda, José Luis Flores Hernández,
Baltazar Manuel Hinojosa Ochoa (rúbrica), Juan Molinar
Horcasitas (rúbrica), Francisco Luis Monárrez Rincón, José
Osuna Millán (rúbrica), María de los Dolores Padierna Lu-
na, Manuel Pérez Cárdenas (rúbrica), Alfonso Ramírez
Cuéllar, Luis Antonio Ramírez Pineda, Tomás José Ruiz
González, Javier Salinas Narváez, María Esther de Jesús
Scherman Leaño, Miguel Angel Toscano Velasco (rúbri-
ca), José Trejo Reyes (rúbrica), Francisco Javier Valdéz de
Anda (rúbrica), Jesús Vizcarra Calderón (rúbrica), Emilio
Zebadúa González.

Aprobación del dictamen de decreto que reforma, adi-
ciona y deroga diversas disposiciones de  la Ley Espe-
cial Sobre Producción y Servicios

Diputados: Gustavo Madero Muñoz, Presidente (rúbrica),
Francisco Suárez y Dávila, secretario (rúbrica), Juan Car-
los Pérez Góngora, secretario, José Felipe Puelles Espina,
secretario (rúbrica), Diana Rosalía Bernal Ladrón de Gue-
vara, secretaria (rúbrica en contra), Alejandro Agundis
Arias, secretario  (rúbrica con reserva del tabaco), Oscar
González Yáñez, secretario, Jesús Emilio Martínez Alva-
rez (rúbrica), José Arturo Alcántara Rojas, Rafael Roberto
Campa Cifrián (rúbrica con reserva del –ilegible– fructo-
sa), Marko Antonio Cortés Mendoza (rúbrica), Alfredo del
Mazo González, Abel Echeverría Pineda (rúbrica en con-
tra), José Luis Flores Hernández (rúbrica), Baltazar Ma-
nuel Hinojosa Ochoa (rúbrica), Juan Molinar Horcasitas
(rúbrica), Francisco Luis Monárrez Rincón, José Osuna
Millán (rúbrica), María de los Dolores Padierna Luna (rú-
brica), Manuel Pérez Cárdenas (rúbrica), Alfonso Ramírez
Cuéllar (rúbrica), Luis Antonio Ramírez Pineda (rúbrica),
Tomás José Ruiz González (rúbrica con la reserva del IEPS
a la fructosa, porque se limita), Javier Salinas Narváez,
María Esther de Jesús Scherman Leaño, Miguel Angel
Toscano Velasco (rúbrica con la reserva de los IEPS rela-
cionados con tabaco), José Trejo Reyes (rúbrica), Francis-
co Javier Valdéz de Anda (rúbrica), Jesús Vizcarra Calde-
rón (rúbrica), Emilio Zebadúa González (rúbrica en contra
del dictamen en lo relativo al impuesto a la fructosa).

Aprobación del dictamen de decreto que reforma, adi-
ciona y deroga diversas disposiciones de la Ley del Im-
puesto Sobre Uso y Tenencia de Vehículos

Diputados: Gustavo Madero Muñoz, Presidente (rúbrica),
Francisco Suárez y Dávila, secretario (rúbrica), Juan Car-
los Pérez Góngora, secretario, José Felipe Puelles Espina,
secretario (rúbrica), Diana Rosalía Bernal Ladrón de Gue-
vara, secretaria (rúbrica), Alejandro Agundis Arias, secre-
tario  (rúbrica), Oscar González Yáñez, secretario, Jesús
Emilio Martínez Alvarez  (rúbrica), José Arturo Alcántara
Rojas, Rafael Roberto Campa Cifrián (rúbrica), Marko An-
tonio Cortés Mendoza (rúbrica), Alfredo del Mazo Gonzá-
lez, Abel Echeverría Pineda (rúbrica en contra), José Luis
Flores Hernández (rúbrica), Baltazar Manuel Hinojosa
Ochoa (rúbrica), Juan Molinar Horcasitas (rúbrica), Fran-
cisco Luis Monárrez Rincón, José Osuna Millán (rúbrica),
María de los Dolores Padierna Luna (rúbrica), Manuel Pé-
rez Cárdenas (rúbrica), Alfonso Ramírez Cuéllar (rúbrica),
Luis Antonio Ramírez Pineda (rúbrica), Tomás José Ruiz
González (rúbrica), Javier Salinas Narváez, María Esther
de Jesús Scherman Leaño, Miguel Angel Toscano Velasco
(rúbrica), José Trejo Reyes (rúbrica), Francisco Javier Val-
déz de Anda (rúbrica), Jesús Vizcarra Calderón (rúbrica),
Emilio Zebadúa González (rúbrica).

Aprobación del dictamen de decreto que reforma, adi-
ciona y deroga diversas disposiciones de la Ley del Im-
puesto Sobre Automóviles Nuevos

Diputados:Gustavo Madero Muñoz, Presidente (rúbrica),
Francisco Suárez y Dávila, secretario (rúbrica), Juan Car-
los Pérez Góngora, secretario, José Felipe Puelles Espina,
secretario (rúbrica), Diana Rosalía Bernal Ladrón de
Guevara, secretaria (rúbrica), Alejandro Agundis Arias,
secretario  (rúbrica), Oscar González Yáñez, secretario,
Jesús Emilio Martínez Alvarez  (rúbrica), José Arturo Al-
cántara Rojas, Rafael Roberto Campa Cifrián (rúbrica),
Marko Antonio Cortés Mendoza (rúbrica), Alfredo del
Mazo González, Abel Echeverría Pineda, José Luis Flo-
res Hernández (rúbrica), Baltazar Manuel Hinojosa
Ochoa (rúbrica), Juan Molinar Horcasitas (rúbrica), Fran-
cisco Luis Monárrez Rincón, José Osuna Millán (rúbri -
ca), María de los Dolores Padierna Luna (rúbrica), Ma-
nuel Pérez Cárdenas (rúbrica), Alfonso Ramírez Cuéllar
(rúbrica), Luis Antonio Ramírez Pineda (rúbrica), Tomás
José Ruiz González (rúbrica), Javier Salinas Narváez,
María Esther de Jesús Scherman Leaño, Miguel Angel
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Toscano Velasco (rúbrica), José Trejo Reyes (rúbrica),
Francisco Javier Valdéz de Anda (rúbrica), Jesús Vizcarra
Calderón (rúbrica), Emilio Zebadúa González (rúbrica).

Aprobación del dictamen de decreto que reforma, adi-
ciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Federal
de Derechos

Diputados: Gustavo Madero Muñoz, Presidente (rúbrica),
Francisco Suárez y Dávila, secretario (rúbrica), Juan Car-
los Pérez Góngora, secretario (rúbrica), José Felipe Puelles
Espina, secretario (rúbrica), Diana Rosalía Bernal Ladrón
de Guevara, secretaria, Alejandro Agundis Arias, secreta-
rio  (rúbrica), Oscar González Yáñez, secretario, Jesús
Emilio Martínez Alvarez  (rúbrica), José Arturo Alcántara

Rojas, Rafael Roberto Campa Cifrián (rúbrica), Marko An-
tonio Cortés Mendoza (rúbrica), Alfredo del Mazo Gonzá-
lez, Abel Echeverría Pineda, José Luis Flores Hernández,
Baltazar Manuel Hinojosa Ochoa (rúbrica), Juan Molinar
Horcasitas (rúbrica), Francisco Luis Monárrez Rincón, José
Osuna Millán (rúbrica), María de los Dolores Padierna Lu-
na, Manuel Pérez Cárdenas (rúbrica), Alfonso Ramírez
Cuéllar, Luis Antonio Ramírez Pineda, Tomás José Ruiz
González (rúbrica), Javier Salinas Narváez, María Esther
de Jesús Scherman Leaño, Miguel Angel Toscano Velasco
(rúbrica), José Trejo Reyes (rúbrica), Francisco Javier Val-
déz de Anda (rúbrica), Jesús Vizcarra Calderón (rúbrica),
Emilio Zebadúa González.

Es de primera lectura.
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